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Con solícito afán ha procurado mi Gobierno mejo-
rar la Hacienda nacional; y si el sagrado respeto 
que las leyes le merecen ha contenido sus propósitos 
de reforma, tan pronto como esté constituido el Con-
greso os propondrá las medidas que considera nece-
sarias para salvar la situación de nuestro presupues-
to, á pesar de todos, en progresivos y-crecientes 
déficits, y para obtener desde luego la segura nive-
lación , tan apetecida y hasta ahora no lograda. 
A l efecto, someterá á vuestras deliberaciones el 
presupuesto geneial del Estado y los proyectos de 
ley necesarios para modificar la organización econó-
mico-administrativa y sus procedimientos, y para 
establecer las alteraciones convenientes en las bases 
de los tributos , de modo que acrecienten los ingre- , 
sos, haciendo más equitativa su distribución, supri-
miendo algunos que dificultan el tráfico, disminu-
yendo otros en interés del contribuyente y de la 
Administración, y reformando las rentas en los tér-
minos que los intereses generales del País reclaman, 
inspirándose siempre en el criterio de la justicia, que 
es el verdadero criterio de la libertad. También os 
presentará mi Gobierno, y será sin duda objeto de 
vuestra preferente atención, un proyecto que tiende 
á unificar las Deudas amortizables á tipo fijo y 
otras que por su escasa importancia es conveniente 
cancelar desde luego. Por este medio, que la mejora 
del crédito facilita, se consigue la nivelación del pre-
supuesto, y se podrá llegar á las negociaciones con 
los acreedores por la Deuda del Estado, que ordenó 
la ley de 21 de Julio de 1876,; en situación favorable 
á obtener transacciones convenientes para todos. Á 
este fin, y con objeto de que el rigorismo de la ley 
no se oponga á las aspiraciones de los acreedores, mi 
Gobierno os pedirá una autorización para tratar des-
de luego en el caso que así conviniere. 
{Discurso leído por S. M . el Rey en la apertura de 
las Cortes verificada el 20 de Setiembre de 1881); 
Desde el Ministerio de Hacienda habría cumplido 
mi deber de presentar a las Cortes e l resultado oficial 
de mi gestión administrativa ; y aunque en mi puesto 
de Senador, y con ocasión de los debates de la última 
crisis ministerial, he podido anticipar algunas expli-
caciones, que estimaba oportunas y hasta perentorias, 
no entiendo hallarme todavía descargado de la obli-
gación de dar á mi país más extensa cuenta de mis 
actos, porque esto, que habría sido natural para jus-
tificación de las reformas y del sentido general de mi 
administración, se hace preciso desde el punto en que 
he sido el objetivo de vivísimos y tenaces ataques, 
que comenzaron de una manera inusitada y extraña 
cuando todavía no era mi modesta personalidad más 
que un candidato posible, aunque en mi sentir poco 
probable, para volver á ocupar inmerecidamente 
el Ministerio de Hacienda, en principios del año 
de 1881, fecha en la cual se intentó prestar vida arti-
ficial á cargos contra mi administración anterior for-
mulados, los cuales habían sido solemnemente retira-
dos años atrás; y es todavía más ineludible, visto que 
igual empresa se continúa ahora contra mi última ad-
ministración , con la persistencia de una preocupación 
fija ó una enfermedad moral. Y como yo por mi parte 
deseo no verme de ella poseído, procuraré la termi-
nación de controversias ya estériles, aunque dejando 
consignados antes cuantos datos se puedan solicitar 
del administrador y del hombre público, para que 
puedan ser compulsados y examinados por todos los 
espíritus imparciales y serenos con rectitud igual á la 
que á mí propio me ha inspirado en mi conducta. 
Si después de esto, el interés político ó la creencia 
leal y sincera de algunos, de que sólo un partido, y 
dentro de un partido determinadas y sin duda compe-
tentísimas personalidades pueden y deben regir la 
Hacienda de la Nación, son causa de la prolongación 
de ciertas polémicas, no me alcanzará á mí la respon-
sabilidad de sus efectos políticos y económicos, que 
creo por demás deplorables; las consecuencias políti-
cas, porque tienden á hacer imposible la alternativa 
de los partidos, que es base esencial de los gobiernos 
constitucionales, desde el momento en que se supone 
que la Hacienda ha de estar siempre regida por los 
mismos hombres; y los resultados en el orden econó-
mico, porque si la riqueza de todos y cada uno y la 
honra del País en el exterior, representadas por el 
crédito público, no son respetadas, ó teniéndolas por 
pequeño estorbo ante las necesidades de la discusión, 
sirven de anima vilis en la controversia, estos gran-
des intereses quedan heridos, no ciertamente con 
propósito deliberado, sino porque, cuando los con-
tendientes abundan tanto en su propio sentido que 
tienen por absolutas sus opiniones y por axiomáticos 
sus fallos, el convencimiento propio les lleva á soste-
ner, sin consideración alguna, la que ellos imaginan 
ser la verdad salvadora, cualesquiera que sean los 
tristes efectos de semejante procedimiento. 
Yo, por el contrario, he entendido siempre que la 
Hacienda pública y los asuntos económicos que con 
ella se ligan, tienen un carácter esencial de neutrali-
dad, en virtud del cual las bases capitales, los orga-
nismos y las resoluciones que á una y otros se refie-
ren, son cosa separada de los intereses y aun de la 
representación política doctrinal de los partidos, pór 
más que cada uno de éstos al concurrir con igual pa-
triotismo á la obra común, lleve á sus soluciones el 
carácter circunstancial ó la influencia de su concepto 
propio en la política general; porque solamente de 
este modo las bases fundamentales de la Hacienda 
están exentas del peligro de la instabilidad y pueden 
ser sólidos y continuados sus progresos. 
Cuando el establecimiento definitivo del gobierno 
constitucional se realizó entre nosotros, el sentido po-
lítico general de la situación nueva debió, natural-
mente, informar las grandes reformas económicas 
que el estado deplorable de la riqueza pública exigía, 
y el espíritu administrativo de la escuela liberal en 
sus matices diversos había luego de realizar la orga-
nización científica de una Hacienda nacional, que 
reemplazase al desorden, la irresponsabilidad y el em-
pirismo anteriores. En estas empresas sucesivas, así 
cuando se desamortizaba para hacer prosperar la r i -
queza general, como cuando -se implantaban los tr i -
butos, los temores que tales novedades despertaban, 
y acaso los intereses inmediatos y pasajeros de las 
parcialidades, hubieron de producir dificultades más 
ó menos graves; pero al cabo el bien quedó hecho y 
patentes después para todos los esfuerzos de cada uno 
y la parte que todos tomaron en el trabajo de recons-
trucción y perfeccionamiento paulatino de nuestra 
Hacienda, ya en lo que á la riqueza imponible se re-
fiere, como en lo que tiene por objeto la dotación 
racional del presupuesto de gastos y los sacrificios 
proporcionados que la manera de ser de los pueblos 
modernos impone á las naciones. 
Por mi parte, encuentro en mis antecedentes admi-
nistrativos algo que apropiarme, siquiera sea en par-
ticipación modesta, en esta historia de nuestra Admi-
nistración ; y si hago ahora ligerísima mención de 
tales recuerdos, es sólo para justificar con el ejemplo 
de lo pasado mi sentido gubernamental y la manera 
en que, sin detenerme ante consideraciones pura-
mente políticas ó intereses de partido, he procurado 
siempre sacar á salvo la integridad deh presupuesto, 
base del crédito y fuente única de todo progreso po-
sitivo. 
La formación y realización del presupuesto de 
1874-75) demandada por la gravedad suma de las cir-
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cunstancias en momentos en que su discusión parla-
mentaria no era posible; el restablecimiento en él de 
la contribución de consumos y otros tributos; la crea-
ción de algunos nuevos; la clausura del Tesoro para 
las negociaciones de Deuda flotante con particulares, 
y la liquidación de una gran parte de la que á la sazón 
existía, llevada á cabo por un procedimiento que 
después ha servido de norma para las liquidaciones 
posteriores, no fueron medidas egoístas, ideadas y 
realizadas con miras estrechas de partido, sino que, 
por el contrario, estuvieron inspiradas en motivos 
exclusivos de conveniencia del Estado, con prescin-
dimiento de propósitos políticos y del afán de una po-
pularidad mal entendida ; que nada hay á la larga más 
peligroso y ocasionado á tardíos arrepentimientos que 
remover intereses particulares en todas estas cuestio-
nes que se han de dilucidar á la postre en un sentido 
complejo, resolviendo las antítesis en una armonía 
común y con el predominio prudente del bien ge-
neral. 
Aquellos tiempos azarosos exigían la reunión de 
grandes recursos para hacer frente á necesidades gra-
vísimas y perentorias; y no era obra fácil la de formar 
un presupuesto con carácter definitivo, ni regularizar 
la Administración, ni perfeccionar los servicios. 
Por esta razón dejé consignado en la Memoria que 
precedía á aquel documento lo siguiente : 
« En este ejercicio anormal es imposible dar solu-
» ción completa á la crisis de nuestra Hacienda, y 
»harto se hará si con un presupuesto de carácter 
» transitorio todavía y con otras medidas complemen-
» tarias se prepara para un día próximo un presupues-
» to normal, que encuentre ya en éste los recursos de 
» una tributación efectiva y el auxilio de rentas bien 
» administradas, sin las graves perturbaciones, por otro 
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»lado, que el estado del Tesoro produce ahora en el 
» sistema general de la Hacienda. Es preciso dirigir 
» los esfuerzos de la Administración á restablecer la 
» tributación normal que el País necesita para que no 
» se extinga del todo su vida económica, haciendo re-
» vivir los obstruidos veneros de las rentas é impues-
» tos. De esta sola tarea debe esperarse un resultado 
»importante. La ocultación de la riqueza imponible, 
» los atrasos en el cobro de débitos en varios concep-
» tos á favor del Erario, la defraudación, han empo-
» brecido al Estado ; el remedio enérgico que este 
» mal demanda to ca a la Administración ; á procurar-
» lo consagran el Ministro y los Jefes de los Centros 
» directivos y de provincias oscuros pero fructuosos 
»trabajos, y tiene fundada esperanza de que ha de 
» restablecerse la noción del deber en las relaciones 
» del individuo con la Hacienda. » 
«Á tal situación, ligeramente expuesta, correspon-
»de el mecanismo del nuevo presupuesto de ingresos, 
»que lo es de transición y preparación para los futu-
»ros presupuestos de la paz y de la reorganización 
»rentística; y anormal ó extraordinario en cuanto á 
»ello obligan las necesidades de la guerra. Por esto 
»hay dentro de él soluciones definitivas, ensayos, car-
»gas pasajeras y aplazamientos necesarios. Una expe-
riencia próxima, producto de un esfuerzo común, 
»vendrá en ayuda de los propósitos que el Gobierno 
»abriga, ya para confirmar sus esperanzas, ya para 
»rectificar en lo ulterior sus planes.» 
La época presente exigía del Ministro que aquellas 
ideas había manifestado, su realización en cuanto fue-
se posible; que no es obra de un día ciertamente dar 
término á la empresa laboriosa de la reorganización 
definitiva de nuestra Hacienda, comenzada de antiguo 
y proseguida después por todos con celo y perseve-
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rancia, ni los esfuerzos de un sólo hombre, aunque 
con condiciones muy superiores á las mías, podrían 
ser suficientes para conseguirlo. 
Cinco años de paz permitían ya avanzar en el cami-
no de las reformas; una voluntad enérgica y la abne-
gación patriótica necesaria para que el clamoreo de 
pasiones é intereses personales no produjese vacila-
ción en el propósito, y para que la injusticia de la opi-
nión desfavorable que muchos pudieran formar no 
intimidase el ánimo, eran condiciones precisas para 
efectuarlo, y consideré, por lo tanto, un deber de 
honra y consecuencia ineludible afrontar con espíritu 
sereno las inmensas dificultades que esperaba se me 
ofrecieran en el camino de progreso que me proponía 
emprender. 
Bajo estos puntos de vista, por lo pasado y para lo 
futuro, se concibió el presupuesto del segundo semes-
tre del ejercicio de 1881-82 y el correspondiente al 
ejercicio actual 1882-83; y el que, como yo, reconoce 
á cada uno sus legítimos merecimientos; el que cree, 
convencido y sincero, que el resultado adquirido por 
el trabajo de todos es del patrimonio de la Nación, y 
quien estima un tributo, á ella debido, el de pasadas 
amarguras, natural es que solicite ahora una aprecia-
ción justa del fruto de tareas y esfuerzos que por lo 
bien intencionados pudieran merecer este premio. 
A l encargarse el Gobierno del 8 de Febrero de los 
negocios, el Ministro de Hacienda debió considerar 
atentamente el estado de este Departamento, y pudo 
estimar que la organización de las rentas y de los ser-
vicios, así como el producto de los tributos, no habían 
llegado á una situación definitiva, y que existían ade-
más materias varias de la más grande importancia, co-
mo el arreglo y conversión de la Deuda, la reforma 
arancelaria, los tratados de comercio, la organización 
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administrativa y otras , cuya resolución estaba pen-
diente ; de suerte que los Gobiernos debían todavía 
ocuparse, con evidente utilidad pública, no sólo en 
la administración de lo existente, sino también de su 
perfeccionamiento, y en otros asuntos de supremo in-
terés para el Estado, tal como el acrecentamiento de 
la recaudación hasta los límites debidos, sin lo cual 
no hay presupuesto ni Hacienda posibles. 
Pero ninguna, entre todas estas materias, alcanzaba 
acaso importancia tan grande como el punto relativo 
á la situación del crédito público español en Europa, 
porque en estos tiempos la situación de los Estados y 
su valer se miden por su solvencia y por la dotación y 
nivel de su presupuesto; en tal manera, que las nacio-
nes que aparecen deficientes á sus obligaciones en es-
tos conceptos, apenas si figuran entre las demás como 
un pueblo normalmente constituido/Era, pues, de la 
mayor urgencia afirmar nuestra solvencia é incorpo-
rarse resueltamente aun á costa de grandes sacrificios 
á la comunidad de las naciones serias; y al logro de 
este objetivo se encaminaron los trabajos de aquel Go-
bierno desde el momento en que la responsabilidad 
del poder pesó sobre él. 
Para la nivelación de los presupuestos, base del 
crédito, propuso la conversión de las Deudas amorti-
zables y de la flotante del Tesoro; para la solvencia 
de España ante los mercados financieros de Europa, 
el arreglo de la Deuda perpetua ; y para ambas opera-
ciones un tipo común nuevo y de indudables ventajas 
para lo porvenir. 
Pero como los más enérgicos y sostenidos esfuerzos 
para vigorizar y hacer eficaz la gestión administrativa 
y la recaudación, que es su resultado, no eran bastan-
tes para el logro de sus propósitos , el Ministro de 
Hacienda, con el concurso y la aprobación de las 
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Cortes, llevó al presupuesto de ingresos, por reformas 
trascendentales y por bases nuevas, mayores recur-
sos , contando con ser ayudado en sus miras patrióti-
cas por el País mismo, á cuya importancia fuera y 
prosperidad ulterior dentro se encaminaban los traba-
jos emprendidos. 
Y yo tengo motivos para creer, cada día con mayo-
res datos, que la generalidad lo comprendió así, lo 
mismo en el interior que en el exterior, hasta el pun-
to de que las alarmas que pudieron parecer más natu-
rales han desaparecido después ante la experiencia y 
la realidad, y que donde quiera que han podido esti-
marse las cosas en sí y sin la influencia de intere-
ses extraños, se ha hecho justicia á la utilidad de la 
empresa y se han reconocido sus propósitos patrió-
ticos. 
Bien es verdad que yo no he podido aportar á su 
realización más que una larga práctica de los negocios 
y un estudio continuado del estado de nuestra Ha-
cienda; pero como mis trabajos han estado exentos 
de todo espíritu de partido y de pretensiones de vana-
gloria personal, su perfeccionamiento podrá llevarse 
luego á cabo por mis dignos sucesores, y por mi 
parte, si hubiera continuado en el puesto que desem-
peñé , lo habría intentado en aquellos puntos que la 
experiencia me aconsejase que eran dignos de ello. 

T E S O R O PÚBLICO. 
Uno de los asuntos en que especialmente fijé mi 
atención al encargarme del Ministerio de Hacienda 
fué el de la situación en que se encontraba el Tesoro 
público, con presencia del conocimiento oficial que 
se me dió. 
Esta situación era la siguiente : 
S I T U A C I Ó N D E L T E S O R O E N 10 D E F E B R E R O D E 1881 
CON LA CALIFICACIÓN D E L ACTIVO. 
P A S I V O . 
Pesetas. 
El pasivo del Tesoro, representado por la Deuda 
flotante, préstamos recibidos, partícipes de las 
rentas y obligaciones de presupuestos pen-
dientes de pago, importaba, en la indicada 
fecha • • • 340-530-853>3i 
A C T I V O . 
En total ascendían los créditos á favor del Te-
soro á. . . . . . . . . . . . . . . 295.150.230,91 
Su calificación es la siguiente : 
112.337-304,77 
_ J6 — 
CRÉDITOS DISPONIBLES Ó DE INMEDIATA 
REALIZACIÓN. 
Existencias en Caja 48.390.499,37 \ 
Anticipaciones á la Caja de los 
Cuerpos de Ultramar.. . . 361.645,47 
Anticipaciones al Consejo de 
Redenciones y Enganches del 
servicio militar , 9.700.000 » 
Valores de presupuestos venci-
dos y á realizar.. . . . , 53-885.159,93 
CRÉDITOS DE LEJANA REALIZACIÓN Y DUDOSO 
COBRO. 
Anticipaciones á Compañías 
de ferrocarriles 3.500.000 » 
Anticipaciones á varios. . . 1.000.000 » ) 22.378.075,71 
Valores presupuestos vencidos 
y no realizados (79-80).. , 17.878.075,71 
CRÉDITOS INCOBRABLES. 
Anticipaciones á las Cajas de 
Ultramar 72.155.718,94 
Anticipaciones á varios. . . 8.279.131,49 ) 160.434.850,43 
Valores presupuestos de ejerci-
cios cerrados 80.000.000 » 
295.150.230,91 
I G U A L . 
RESULTADOS. 
Deduciendo del importe total del pasivo, ya ex-
Presado- • • • 340-53o.853,3i 
la parte del activo que representa créditos dis-
ponibles ó de fácil é inmediata realización, que 
asciende, como queda dicho, á 112.337.304,77 
resulta un descubierto de 228.193.548,54 
y si de dicha suma se deduce el valor de los cré-
ditos de lejana realización ó dudoso cobro, que 
importan. . 22.378.075,71 
todavía queda un descubierto de 205.815.472,83 
Madrid, 23 de Febrero de 1881.—y. 7?. de Oya. 
— 17 — 
En verdad que podía preverse por cuantos seguían 
con atención la marcha de los asuntos económicos 
que la situación del Tesoro no era desahogada; pero 
también es cierto que por mi parte no la había consi-
derado tan difícil como realmente la veía. 
Porque si era verdad que, para los que no se pre-
ocupaban del aumento de la Deuda flotante y conta-
ban con que teniendo el Banco de España recursos 
suficientes á conllevarla en más elevados límites de 
los á que á la sazón llegaba, aquella situación no era 
alarmante, el que entraba á formar parte del Gobier-
no, animado del propósito de disminuir en cuanto 
fuera dable la mencionada Deuda ínterin era venido 
el momento de su conversión, había de considerar 
tal estado de cosas poco tranquilizador. 
Pero de todos modos, bueno es que conste, como 
punto de partida de mi administración, cuál era el 
verdadero estado del Tesoro público al hacerme car-
go de la gestión de la Hacienda. 
La manera con que esta situación mejoró ha de 
desprenderse de lo que en los capítulos siguientes ex-
ponga sobre reforma de la tributación, impulso dado 
á la recaudación , conversión de las Deudas amorti-
zables y demás desenvolvimientos de mis planes eco-
nómicos y financieros, bastando ahora á mi propósito 
demostrar cuál ha sido el estado en que dejé el Te-
soro al cesar en el Ministerio de Hacienda el día 9 de 
Enero del presente año de 1883. 
Desde mi puesto de Senador, en la sesión del 12 
del mismo mes, la expliqué al justificar mis actos y 
para probar que mi salida del Gobierno no había res-
pondido á propósitos de buscar pretexto para ello. 
He aquí los datos que entonces presenté : 
Metálico existente en la Tesorería Central, en Ptas. 3.155.685 
Metálico existente en las Tesorerías y Depositarías 
de provincias. . . . . 20.756.900 
Metálico existente en las Comisiones de Hacienda 
en París y Londres 4.269.060 
Metálico existente en cuenta corriente en el Banco 
de España, devengando interés de 4,71 por 100 á 
favor del Tesoro, . 62.618.249 
Total en pesetas. . . . 90.799.894 
JSn Reales 363.199.576 
En el mismo Banco, como reservas hechas en el 
semestre último para pago del cupón consolida-
do vencido en 31 de Diciembre último 50.125.960 
Este cupón, garantizado con la reserva anterior, 
importará, según presupuesto, sobre 56.400.000. 
Igualmente tiene el Banco reservados 22.008.750 
como importe del trimestre 4 por 100 amortiza-
ble, cuyo pago está á su cargo según la ley, ven-
cimiento 31 Diciembre. . . . . . . . . . 22.008.750 
Total reservas en el Banco. . . . 72.134.710 
Y añadí que estaban cubiertas hasta fin de Diciem-
bre último todas las obligaciones del personal de los 
diferentes servicios del Estado, inclusos Clero y Cla-
ses pasivas; que las del material estaban también al 
corriente en relación con los devengos y presentación 
de los oportunos libramientos que expiden las Orde-
naciones de pagos ; y por último, que contaba el Te-
soro con unos 13 millones en títulos del 4 por 100 
amortizable, de que en su caso podría disponer. 
Con estas demostraciones, apoyadas en datos ofi-
ciales que me habían sido entregados por la Direc-
ción general del ramo, dejaba suficientemente proba-
do, á mi juicio, que la situación del Tesoro era muy 
favorable, y sobre todo, comparada con la que yo en-
contré en 8 de Febrero de 1881. 
—-19 — 
Mas como quiera que un digno Sr. Senador de la 
oposición manifestase que lo que yo había leido con 
el objeto de hacer ver el estado satisfactorio en que á 
mi salida del Ministerio quedaba el Tesoro público, 
era sólo la Cuenta de Caja, la cual no se podía po-
ner enfrente de un Balance del Tesoro, como yo 
había hecho, siendo datos que no era dado com-
parar entre sí, considero oportuno presentar ahora el 
balance de su situación en 8 de Enero del presente 
año, cuyo documento no tenía á mano en aquellos 
momentos. E l demostrará la exactitud de cuanto 
expuse, y me permitirá entrar en ciertas comparacio-
nes de que entonces prescindí. 
S I T U A C I Ó N D E L T E S O R O E N 8 D E E N E R O D E 1883 
CON LA CALIFICACIÓN D E L ACTIVO. 
P A S I V O . 
Pesetas. 
El pasivo del Tesoro, representado por créditos 
de Ayuntamientos por la tercera parte del 8o 
por loo de Propios, depósitos del Consejo de 
redenciones del servicio militar, préstamos, 
partícipes de las rentas y obligaciones de pre-
supuestos pendientes de pago, importaba en la 
indicada fecha 229.203.929,72 
A C T I V O . 
En total ascendían los créditos á favor del Te-
soro á- • • 346.954,416,34 
Su calificación es la siguiente : 
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CRÉDITOS DISPONIBLES Ó DE INMEDIATA 
REALIZACIÓN. 
Existencias en Caja. . . . . 28.181.645 » 
Reservas en poder del Banco.. 94.143.460 » 
Débito del Banco procedente 
de la negociación de 4 por 
100 amortizable 62.618.249 » 
Anticipaciones á la Caja de los 
Cuerpos de Ultramar.. . . 361.645,47 
Anticipaciones á la Compañía 
del ferrocarril de Triano á 
Bilbao 22.963 » 
Valores presupuestos vencidos 
y á realizar 47.371.898,80 
CRÉDITOS DE LEJANA REALIZACIÓN Y DUDOSO 
COBRO. 
Anticipaciones á los que su-
frieron pérdidas en las inun-
daciones. • 340.783,73 
Anticipaciones por obligacio-
nes de instrucción primaria. 3.852.101,30 
Valores presupuestos vencidos 
y no realizados. — Ejercicios 
cerrados 22.628.101,20 
Anticipaciones á Ultramar.- -




Anticipaciones á Ultramar. 





I G U A L . 
RESULTADOS. 
Comparando el total importe del pasivo ya ex-
presado. . . . . . v .- • ". . 229.203.929,72 
con la parte del activo que representa créditos 
disponibles ó de fácil é inmediata realización, 
que asciende á. . . . . . . . . . . • 232.699.861,27 
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resulta un exceso de activo de 3495-931)55 
y si se aumentan los créditos de lejana realización, - — - — 
que importan. . 41.820.986,23 
se eleva el exceso de activo á 45.316.917,78 
Madrid, 9 de Enero de 1883.—y. R. de Oya. 
De la comparación de ambos balances resulta desde. 
luego lo siguiente: 
i.0 Que en el formado á la salida de mi 
digno antecesor, el pasivo se elevaba á.. Ptas. 340.530.853,31 
Y en el formado al cesar yo en el Ministe-
rio ascendía á » 229.203.923,72 
Es decir, que rebajé los débitos del Tesoro 
en - Ptas. 111.326.929,59 
2.0 Que el activo, en el primero de los 
precitados balances, se elevaba á. . . Ptas. 295.150.230,91 
Y en el segundo de los expresados docu-
mentos á Ptas. 346.954.416,34 
Es decir, que á mi. salida del Ministerio 
quedaban aumentados los créditos á fa-
vor del Tesoro en. Ptas. 51.804.185,43 
Pero es de advertir que en los 295.150.230,91 están 
comprendidos 80 millones por presupuestos cerrados, 
que se han eliminado de las pesetas 346.954.416,34, y 
que por lo tanto, si la comparación hubiera de ser 
exacta, los 51.804.185,43 se elevarían á 131.804.185 
pesetas 43 céntimos. 
Ven gamos ahora á la calificación de los respectivos 
activos. 
CRÉDITOS DISPONIBLES Ó DE INMEDIATA 
REALIZACIÓN. 
En el balance de 10 de Febrero de 1881 
importaban Ptas. 112.337.304,77 
En el de 8 de Enero de 1883. . . . . » 232.699.861,27 
Es decir, que dejé un aumento de créditos 
disponibles ó de inmediata realización 
importantes.. Ptas. 120.362.556,50 
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CREDITOS DE LEJANA REALIZACION. 
Importaban en el balance de 10 de Fe-
brero de 1881 Ptas. 22.378.075,71 
Importaban en el balance de 8 de Efle-
ro de 1883 » 41.820.986,23 
Se aumentaron los créditos de lejana rea-
lización en el período de mi administra-
ción por Ptas. 19.442.910,52 
CRÉDITOS INCOBRABLES. 
Ascendía el importe de ellos en 10 de 
Febrero de 1881 á Ptas. 160,434.850,43 
Ascendía el importe de ellos en 8 de 
Enero de 1883 á. . _ . » ^72.433.568,84 
Han disminuido, pues, en.. . . . . . Ptas. 88.001.281,59 
por haberse realizado 8.001.281,59 de lo que se creía 
incobrable y haber hecho desaparecer de la liquida-
ción la cantidad de 80 millones que venía arrastrán-
dose en todas las que se practicaban, si bien califi-
cándose siempre como de incobrable y cuya partida 
no procedía ya incluirla en el activo de 8 de Enero 
último. 
Resumiendo los datos que preceden, resulta que, 
al cesar en mi administración, el estado en que dejé 
el Tesoro, comparando su situación con la que re-
cibí, fué el siguiente : 
Aumentados los créditos disponibles en. . Ptas. 120.362.556,50 
Aumentados los créditos de lejana reali-
zación en . . . » 19.442.910,52 
Disminuidos los créditos incobrables en. . » 8.001.281,59 
Para apreciar mejor la situación del Tesoro en la 
fecha de 8 de Enero último, aun cuando los datos ex-
puestos demuestran evidentemente que era más satis-
factoria, debe tenerse en cuenta que he tomado el 
pasivo por todo su total; y como quiera que alguna 
- 23 — 
parte de él no es de inmediato pago , por ejemplo, los 
30 millones de pesetas , número redondo, importe de 
la tercera parte del 80 por 100 de Propios, de los que 
la mayor parte no se pagará en el año corriente, así 
como otros créditos, comprendidos también en el 
pasivo, lo han sido por toda la resultancia de las 
cuentas, y sin embargo no se satisfarán en su totali-
dad, según acontece con respecto á los débitos de 
ejercicios cerrados, cuanto de ellos deje de abonarse 
será aumento del exceso de activo del Tesoro. 
Habré pecado quizás de minucioso, pero lo he con-
siderado necesario para que la comparación fuese 
verdad, y sobre todo, á fin de desvanecer las dudas á 
que antes me refería, expuestas por el digno Sr. Se-
nador, y demostrar que si ventajosa era la situación 
de la Caja, no lo era menos la del Tesoro, puesto que 
la liquidación de éste, que queda inserta, está en per-
fecta consonancia con los datos que tuve la honra de 
leer ante el Senado y dieron lugar á aquella duda, que 
abrigo la esperanza desaparecerá hasta para los que 
entonces la tenían. 

L A DEUDA FLOTANTE. 
Como consecuencia natural de lo que queda ex-
puesto en el capítulo precedente, otro de los asuntos 
que más preocuparon mi atención al encargarme del 
Ministerio de Hacienda, en 8 de Febrero de 1881, 
fué el de las proporciones que alcanzaba la Deuda 
flotante. 
No me habría alarmado su existencia si su impor-
tancia no hubiese excedido de los límites en que 
siempre debe estar contenida, y el presupuesto para 
que se había contraído ofreciera recursos á realizar 
bastantes para extinguirla dentro del mismo ejercicio. 
Que un Tesoro tenga Deuda flotante, no solamente 
no es extraño, sino que es natural; y más aún, á no 
ser por circunstancias especiales, no puede lograrse, 
dadas las relaciones del presupuesto con el Tesoro, 
que éste se encuentre sin Deuda flotante. 
Si los ingresos pudieran realizarse con la misma 
periodicidad con que vencen las obligaciones; si los 
recursos llegaran á las arcas del Tesoro antes que 
tuviera que satisfacer los gastos, supuestos un pre-
supuesto nivelado y una Administración celosa, la 
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necesidad de la Deuda flotante desaparecería, porque 
el Tesoro, que siempre ha de suplir al presupuesto, 
tendría de éste lo bastante para pagar con puntuali-
dad todos los gastos á su vencimiento. 
Pero como esto no acontece; como los gastos co-
mienzan á deberse desde el primer día del año eco-
nómico, y la mayor parte de los ingresos no empiezan 
á cobrarse sino á mediados del segundo mes; como no 
es posible dilatar el pago de lo debido por la no rea-
lización de los ingresos, el Tesoro, que no tiene re-
cursos propios, sino los que obtiene del presupuesto, 
se ve en la precisión de acudir al crédito, haciendo 
operaciones de Tesorería, por las que adquiere fon-
dos con que satisfacer todas las obligaciones á su ven-
cimiento. 
Pero si este desnivel momentáneo del presupuesto 
justifica la Deuda flotante, ésta no debe tener más 
larga duración que la precisa para que los ingresos se 
realicen y con ellos se satisfaga la Deuda de la Teso-
rería, contraída para pagar los gastos del presupuesto. 
Así es que, cuando éstos se hallan verdaderamente 
nivelados y la Administración es tan eficaz como 
debe, no sólo quedarán realizados al terminar el ejer-
cicio todos los ingresos y pagos, sino también ex-
tinguida la Deuda flotante sin que ofrezca quebranto 
al presupuesto, pues para ello en el de gastos se con-
signa el crédito suficiente al entretenimiento de ésta. 
Cuando la nivelación no es cierta, cuando los ingresos 
del presupuesto no bastan á cubrir los gastos, la Deu-
da flotante no puede extinguirse con los recursos de 
aquél; y si la desnivelación continúa, si los déficits 
en vez de minorarse crecen, crece también la Deuda 
flotante, se arrastra la de uno á otro año, se suman 
las dos, las tres ó las cuatro, exigiendo cada día ma-
yor gasto el entretenimiento; porque, agravando la 
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situación del Tesoro, necesita éste capitales y no los 
tiene sino á costa de grandes sacrificios, hasta que se 
salda, ó por una consolidación, emitiendo Deuda del 
Estado, que echa una carga perpetua sobre los presu-
puestos venideros ; ó por una operación del Tesoro á 
largo plazo, que impone un gasto al presupuesto por 
intereses y amortización durante ese mismo plazo; ó 
exigiendo, por último, al país contribuyente ó á los 
bienes del Estado lo bastante para saldarla; siendo 
más frecuentes los dos primeros medios que el último. 
Si al realizar cualquiera de las operaciones llevadas 
á cabo para saldar el Tesoro se hubiera hecho su 
liquidación sin contar con activos ilusorios y en tér-
minos que fuera exacto el saldo deudor; si se hu-
biera hecho la operación con la amplitud necesaria 
para conseguir por completo el fin apetecido, y si á la 
vez se hubieran limitado los gastos y arbitrado recur-
sos para llegar á una nivelación verdad, tiempo hace 
que la Deuda flotante estaría contenida dentro de los 
límites debidos que antes expuse. Explícase fácil y sa-
tisfactoriamente que en las azarosas épocas que atra-
vesó el Tesoro desde 1869 al 74, y también has-
ta 1876, en que los inmensos gastos que ocasionaron 
las guerras y las dificultades para realizar los ingresos 
producían considerables déficits, la Deuda flotante tu-
viese proporciones alarmantes; pero no tiene tan fácil 
y satisfactoria explicación desde Julio de 1876, en que 
se arbitraron medios para saldarla y se proyectó un 
presupuesto con un sobrante de más de 19 millones de 
pesetas, para cuya realización se contaba con la paz fe-
lizmente conquistada, con la estabilidad de las institu-
ciones , con la fuerza que el Gobierno tenía, condicio-
nes todas que nos daban crédito para la operación del 
Tesoro y prestigio á la autoridad para que los ingresos 
se realizaran. Si aquella operación se hubiese practi-
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cado buscando el verdadero saldo deudor; si no se 
hubiera contado con un activo realizable dentro del 
año de 1876-77, en gran parte ilusorio, y si el presu-
puesto se hubiera formado calculando los ingresos 
convenientemente, se hubiera visto que era preciso 
agrandar la operación para que el Tesoro quedase 
saldado y arbitrar más recursos á fin de que el presu-
puesto resultase nivelado en su realización. 
Sólo así se concibe que hecha la negociación de las 
obligaciones Banco y Tesoro por 580 millones nomi-
nales, que produjeron 490 efectivos en los meses de 
Setiembre, Octubre y Noviembre de 1876, al termi-
nar el de Diciembre inmediato tuviéramos 127 millo-
nes de Deuda flotante, y en fin de Julio siguiente 143 
millones. Dadas las suposiciones anteriormente he-
chas, era natural que tal sucediese. 
Cuando se realizaba la operación, ó lo que es lo mis-
mo, en i.0 de Setiembre, importaba solamente la 
Deuda flotante 557 millones de pesetas, y por lo tanto, 
mal podía saldarse, no digo el Tesoro, sino ni aun di-
cha Deuda, cuando no se obtenían sino 490 millones 
de pesetas, quedando un descubierto de 67 millones. 
Y como se había contado con la realización de un ac-
tivo ilusorio, y como se partía de obtener un sobrante 
en el presupuesto y ofrecía un déficit de relativa im-
portancia, la insuficiencia de la operación, la no rea-
lización del activo del Tesoro y el déficit del presu-
puesto eran los elementos que constituían los 143 
millones de Deuda flotante que teníamos al expirar 
Julio de 1877. 
Parecía natural que en vista de la enseñanza que 
estos hechos proporcionaban serían utilizados por los 
gestores de la Hacienda, y que para el año siguiente, 
aprovechándose de la mejora del crédito, y dando el 
impulso debido y posible ya á la administración y re-
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caudación (aunque en este punto declaro que se ade-
lantó, y no poco), se hubiese liquidado mejor el Teso-
ro y se hubieran calculado con más exactitud los 
presupuestos; pero no sucedió así, sino todo lo con-
trario. 
En efecto, partiéndose de que en 28 de Febrero 
de 1877 había 121 millones de pesetas de Deuda flo-
tante , comparando el pasivo con el activo realizable, 
se liquidaba el Tesoro en los términos siguientes 
(Memoria de presupuestos): 
Pasivo á pagar. . . . . . . . . . Ptas. 381.144.681,63 
Activo á realizar. » 247.462.578,64 
Saldo á cubrir » 133.682.102,99 
y á la vez el presupuesto se calculaba nivelado ó con 
un superávit insignificante. De aquí que se pensara en 
saldar el Tesoro con la operación de obligaciones so-
bre la renta de Aduanas por 160 millones nominales 
de pesetas, que llegaron á producir 139 millones. 
Si los cálculos hubieran sido exactos, hubiérase sal-
dado efectivamente el Tesoro; pero, ¿cómo habia de 
conseguirse este fin, si solamente de Deuda flotante 
existían en i,0 de Febrero de 1878 210 millones de 
pesetas ? ¿ Cómo se habia de saldar ésta con la opera-
ción, sino producía más que 139 millones? Así fué 
que, al terminarse la negociación, ó sea en fin de 
Abri l de 1878, temamos una Deuda flotante de 127 
millones, es decir, consumido el producto de la nueva 
operación, y seis millones de pesetas más de Deuda 
flotante que en la fecha que se tomó como punto de 
partida para liquidar el Tesoro, que, como antes he 
dicho , se fijaba en 121 millones. Y esto era lógico, 
porque las mismas causas producen idénticos efectos. 
Dos hechos repetidos, y en tan corto espacio de 
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tiempo , parecía natural que no dejaran lugar ni á la 
duda de que el sistema de las operaciones insuficien-
tes y los cálculos inexactos en los presupuestos no 
conducían á saldar el Tesoro. Sin embargo, se incidió 
en él, al realizarse en los meses de Abri l y siguientes 
de 1879 la operación de los Bonos del Tesoro , ofre-
ciendo esta negociación un resultado digno de llamar 
la atención. Lleváb ase a cabo por 250 millones de pe-
setas; produjo efectivos 205 millones: pues bien, en i.0 
de Abri l de 1879, cuando comenzó la operación, no 
había de Deuda flotante sino 170 millones, y dicho se 
está que habiendo producido 205, debió saldarse, si no 
el Tesoro, al menos la Deuda flotante , y ofreciendo 
aun el remanente de 35 millones. Pues sin embargo, 
en fin de Julio existían 38 millones de Deuda flotante, 
es decir, 73 de diferencia; de manera, que ni se tuvo 
en cuenta el pago del cupón, que importaba menos 
de esa cantidad, y eso que en fin de Julio restaba no 
poco que pagar. 
¿Á qué se debía esto? Á las mismas causas : á que 
se calculó mal el activo del Tesoro, á que el déficit 
del presupuesto iba en progresión ascendente, no obs-
tante la paz , sin embargo de la mejora del crédito y á 
pesar de la tranquilidad de que se disfrutaba, que 
ofrecía medios de nivelar el presupuesto y saldar el 
Tesoro para que nuestra Hacienda entrase en la nor-
malidad apetecida. 
¿Y cuál ha sido en resumen el resultado de este sis-
tema ? Ya lo dije en el Senado y lo repetiré aquí con 
una demostración aritmética: 
En 1.0 de Enero de 1876 importaba la Deuda 
flotante del Tesoro. . . . . . . . . Ptas. 510.000.000 
Se obtuvieron como recursos extraordinarios : 
— 3i — 
De las obligaciones" Banco y 
Tesoro. 490.000.000 
De las de Aduanas 139.000.000 
De los Bonos 205.000.000 » 834.000.000 
Resultó un sobrante de recursos de. . . . » 324.000.000 
Sin embargo, en 7 de Febrero de 1881, es 
decir, á los 19 meses de la última opera-
ción del Tesoro, debía este sólo por Deuda 
flotante » 194.000.000 
Que con el sobrante arriba dicho. . . , . » 324.000.000 
Hacen en junto una diferencia de. . . . » 518.000.000 
debida indudablemente á las causas anteriormente ex-
puestas, á no hacer bien las liquidaciones del Tesoro, 
y sobre todo, á los déficits de los presupuestos. 
Esta era la situación que venían teniendo la Deuda 
flotante y el presupuesto al hacerme cargo de la car-
tera de Hacienda. Y en verdad que yo, que siempre 
combatí aquella situación, que constantemente me 
lamenté de estos males, había de aprovechar los re-
cientes hechos de nuestra historia financiera y había 
de tratar de remediarlos, procurando, es más, asegu-
rando la nivelación del presupuesto, el saldo del Te-
soro, contener la Deuda en los límites debidos, y 
aun aspirar á hacerla innecesaria, caso de ser esto po-
sible, que lo ha sido, como los hechos han venido á 
demostrar. 
Mas en los primeros momentos nada podía hacer, 
porque necesitaba contar con el Poder legislativo; 
pero ya que no me era dable aplicar desde luego el 
remedio que me proponía utilizar, tuve cuidadoso es-
mero en contener la Deuda flotante para que no se 
elevara, en disminuirla á ser posible, mientras llegaba 
el momento de proponer y obtener de las Cortes los 
medios necesarios para saldar el Tesoro y nivelar el 
presupuesto. 
No era en verdad fácil la tarea, pero no por eso ha-
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bía de dejar de emprenderla con la fe y la energía ne-
cesarias. 
Me encontraba con un presupuesto en déficit de tal 
consideración, que la liquidación vino á demostrar 
que se elevó a 116 millones de pesetas. M i digno pre-
decesor tenía contratado con el Banco de España, 
para el pago del cupón de Enero , un anticipo de 66 
millones de pesetas: de esta cantidad había dispuesto 
ya el 7 de Febrero de 60 millones, de modo que no 
tenía más crédito disponible del anticipo que seis mi-
llones de pesetas : en cambio, tenía que pagar por in-
tereses más de 12 millones, por amortizaciones más 
de 10; en junto, más de 22 millones. M i primer cuida-
do fué no llegar á disponer ni aun de los seis millones, 
resto del crédito abierto ; y en efecto, no los utilicé, 
é inmediatamente di todo el impulso necesario á la 
administración y á la recaudación para que, liquidan-
do más y recaudando mucho y conteniendo pruden-
temente los gastos, cobrara más que pagase; y así, á 
pesar de las circunstancias en que me encontraba, po-
dría realizar mis deseos. 
Si lo conseguí ó no, los hechos lo han demostrado; 
y lo cierto es que para el cupón de Julio de 1881 ya 
no pedí anticipados sino 60 millones, y de éstos no 
hice uso de 12. Y para abreviar, resumiré los resulta-
dos de los once meses hasta 31 de Diciembre de 1881, 
y reproduciré lo que ante el Senado expuse: 
Se pagaron por intereses de la Deuda, cupón de 
i.0 de Enero de 1881, y por amortizaciones. Ptas. 22.000.000 
Por el cupón de i.0 de Julio » 55.000.000 
Por amortizaciones en ese semestre » 16.000.000 
Total » 93.000.000 
Se hizo un anticipo á Ultramar de » 15.000.000 
que, á no haberse obtenido de la recaudación, 
se hubiera conseguido por medio de la Deu-
da flotante. 
En junto hacen. » 108.000.000 
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Y sin embargo de estar pagadas con regularidad todas 
las obligaciones vencidas, en fin de Diciembre impor-
taba la Deuda flotante 186 millones, es decir, ocho 
menos que el 8 de Febrero. 
En 24 de Octubre sometí á la deliberación de las 
Cortes mis proyectos de Hacienda, y fácilmente pudo 
comprenderse que los cuatro fines principales que me 
propuse fueron : nivelar el presupuesto, saldar el Te-
soro , establecer los impuestos y las rentas sobre bases 
sólidas y de justicia para llegar por medio de compen-
saciones mutuas á la conversión de la Deuda. No me 
toca ahora sino hablar del segundo, y por incidencia 
necesaria del primero, y debo empezar por repetir 
que no hubiera creído cumplir mi deber si al tratar 
del arreglo de la Deuda del Tesoro hubiera incurrido 
en los mismos errores de años anteriores , que cons-
tantemente había censurado, siquiera en los términos 
que la prudencia aconseja. Por lo tanto, tenía necesi-
dad imprescindible de hacer con todo cuidado la l i -
quidación del Tesoro; ampliar la operación para evi-
tar cualquiera insuficiencia, y nivelar el presupuesto, 
para que, saldado real y positivamente el Tesoro, l i -
bre de los vencimientos á corto plazo, la Deuda flo-
tante jamás pasara los límites de lo preciso, como al 
principio he indicado , y á ser posible, que no fuera 
necesaria. 
De aquí el arreglo de las amortizables, que produjo 
lo bastante para convertir las deudas del Tesoro en 
ella comprendidas, saldar la Deuda flotante existente 
en 31 de Diciembre y el aumento que hubiera tenido 
por el pago del cupón de Enero de 1882 y demás dé-
bitos de la Tesorería, y aun ofreció un remanente, 
que está disponible, devengando el 4,71 por 100 de 
interés. 
No falta quien censure que se la diese tal amplitud; 
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pero ¿qué se quiere? ¿Que la hubiese hecho deficien-
te para que la Deuda flotante hubiera continuado? 
Porque no hay que dudarlo : si el Tesoro no hubiese 
sido saldado, aunque el presupuesto se nivelara, hu-
biera producido para sus gastos, pero no para solven-
tar débitos atrasados. ¿ Es que se dice que al liquidar 
no se consideró realizable todo el activo que después 
se hizo efectivo? ¿Es que se dice que se calculó mal 
el déficit probable del presupuesto de 1880-81 en am-
pliación al hacerse la liquidación y el del primer se-
mestre de 1881-82, que se dividía para cortar el défi-
cit? Pues preferible es haber contraído un poco más 
de deuda pagadera en cuarenta años, que dejar sub-
sistente la flotante, que siempre ahoga y que por fin 
habría que saldar por uno de los tres medios indicados 
al principio. Además, que si hubo algún error en el 
cálculo del déficit, desfavorable en el presupuesto 
de 1880-81, favorable en el primer semestre de 
1881-82, nada tiene de particular que tal sucedie-
ra, porque las "enseñanzas de lo pasado me hacían 
no calcular con optimismo en aquel instante. Se 
supuso que el déficit de 1880-81 se elevaría á 106 
millones, y aún no estuve exacto, pues llegó á 116. 
Natural y lógico era calcular en la mitad de los 106 el 
que ofreciera el primer semestre de 1881-82, que des-
pués sejia visto pudo calcularse en la mitad de 116 
millones, porque, teniendo iguales previsiones legis-
lativas que el anterior, aun cuando fuera grande el 
impulso que se diera á la liquidación y recaudación de 
los ingresos, la prudencia exigía proceder en térmi-
nos que evitasen los errores en el cálculo. Cierto es 
que en su realización ha ofrecido menos déficit ese 
semestre que el calculado , gracias al celo de la Admi-
nistración en liquidar y recaudar y al mejoramiento 
de las rentas; verdad es que en vez de 50 millones 
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produjo 3o; pero esto se ha sabido en fin de Julio 
de 1882, y no era fácil preverlo, y en la duda, pre-
ferible era, como he dicho, hacer la operación con 
holgura, á dejar una deuda flotante, que hubiera sido 
base de otra mayor. 
Gracias, pues, á esa operación, desde i.0 de Enero 
de 1882 la Deuda flotante quedó completamente ex-
tinguida, y una vez saldado el Tesoro, pagado el 
cupón de Enero sin acudir al medio que siempre se 
empleaba, nivelado el presupuesto en términos que 
sus ingresos bastan á los gastos y aun hay superávit, y 
no habiéndose engreído la Administración con el éxi-
to, se ha conseguido más. Sime hubiera limitado á 
saldar el Tesoro y nivelar el presupuesto, en el pri-
mer semestre hubiera existido alguna Deuda flotante, 
puesto que los vencimientos de pagos tuvieron lugar 
antes que los de ingresos, y más por el ligero retraso 
con que éstos se realizaron por efecto de las refor-
mas; pero como al calificar el activo huyendo de los 
procedimientos anteriores se calculó menos aún de lo 
realizable, porque no se creía que se realizase más; 
como no por ver al Tesoro libre de la Deuda flotante 
la administración ni la recaudación cesaron en su 
esfuerzo, antes bien lo redoblaron, el Tesoro fué rea-
lizando y ahorrando el remanente de ingresos, en tér-
minos que al finalizar Junio de 1882 tenía en arcas 
cincuenta y tantos millones con que atender al pago 
del cupón de Julio sin pedir nada prestado, y al finali-
zar Diciembre tenía el Banco reservados 72 millones 
de las contribuciones para el pago de la Deuda per-
petua y trimestre de la amortizable, y aun había una 
existencia en Caja del producto de los demás ingresos 
y remanente de la operación de las amortizables que 
se elevaba á 90 millones de pesetas. Es decir, que el 
nuevo sistema no sólo dió por resultado que la Deuda 
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flotante se contuviera en sus justos límites, para que-
dar liquidada dentro del ejercicio, sino que la hizo 
innecesaria después. 
Estimando, como estimo, satisfactorios los resul-
tados obtenidos en esta parte de mi gestión adminis-
trativa, llevo con resignación las censuras que se me 
han dirigido por considerar excesivos los cálculos que 
sirvieron de base para la operación de las amortiza-
bles, pues nadie podrá negar que la Deuda flotante 
no existe desde i.0 de Enero de 1882 ; que ha queda-
do un remanente de 90 millones de pesetas después 
de pagadas las obligaciones; y economizados casi los 
cinco millones presupuestos para el entretenimiento 
de esa Deuda, cuya suma se limitará á satisfacer lo 
que exija la situación de fondos en el extranjero, de 
escasa importancia ciertamente, pero que es de de-
sear que en día no lejano otras medidas económicas 
adoptadas produzcan resultados que favorezcan los 
cambios con el exterior, y en vez de quebrantos expe-
rimentemos beneficios en aquellas operaciones. 
P R E S U P U E S T O S . 
Como el presente trabajo es sólo el comentario de 
una administración económica y financiera tan ruda-
mente combatida y que atiende en él á su natural y 
legítima defensa por medio de explicaciones y datos 
que estima conducentes al finque se propone, estaría 
fuera de lugar el hacer aquí la exposición de esas 
teorías generales sobre los presupuestos contenidas 
en los libros que andan en manos de los aficionados 
á estas materias, de lo que, por otra parte, algo he 
dicho ya en el preámbulo que da comienzo á esta 
Memoria. He de limitarme, pues, á las consideracio-
nes que sean suficientes á explicar mis puntos de 
vista en la preparación de un presupuesto acomoda-
do á las necesidades de la Hacienda y á los compro-
misos y la honra de la Nación, según mi leal saber y 
entender. 
La obra no era liviana, porque aun cuando las leyes 
de Presupuestos tienen un carácter anual, son, sin 
embargo, de las más comprensivas é importantes, 
pues no sólo dan lugar á la discusión de todos los 
asuntos económicos y administrativos, sino que tras-
_ 38 -
cienden á la generalidad de los servicios públicos y 
proporcionan á las Cortes la ocasión de examinar el 
empleo que haya de darse á la fortuna pública. Por 
esto los Gobiernos dan á la preparación de estas leyes 
verdadera y legítima importancia, los Cuerpos cole-
gisladores les consagran un atento estudio, y el País 
las aguarda siempre con natural interés, esperando 
lograr por ellas el menor gravamen posible en los 
tributos y la mayor reducción en los gastos; si bien 
estas respectivas aspiraciones, aunque sinceramente 
originadas en un deseo común, suelen presentarse 
discordantes en la práctica, ya porque los Gobiernos 
poseen los verdaderos datos, no de todos conocidos, 
de las necesidades imprescindibles á que deben aten-
der en sus proyectos, ya porque los mismos repre-
sentantes de la Nación se encuentran rodeados de 
compromisos y exigencias de localidad, naturales y 
legítimos si se quiere, pero que de continuo llevan 
á los Presupuestos presentados aumentos que con-
tribuyen á alterar el resultado de los cálculos y previ-
siones de los Gobiernos. : 
La experiencia más ó menos aprovechada de mis 
administraciones anteriores y el atento estudio que 
como Diputado primero y Senador después había yo 
hecho de los presupuestos siguientes al de 1874, me 
habían proporcionado preparación bastante para ha-
ber podido acometer desde luego la tarea de confec-
cionar un presupuesto en la primera mitad del año 
de 1881; pero debo declarar con franqueza que tenía 
el convencimiento de lo infructuoso del propósito. 
Á no mediar la pasión de partido, habrá de reco-
nocerse que el Ministerio de 8 de Febrero se veía 
en la imprescindible necesidad de disolver las Cortes 
á la sazón existentes, por razones de todos sabidas, y 
aunque lo hubiera verificado, transcurrido sólo el 
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término que á todo nuevo Gobierno se concede para 
el examen y conocimiento de la situación, las nuevas 
Cámaras no hubieran podido reunirse hasta los pri-
meros dias de Junio, quedando así menos de un mes 
para discutir el proyecto de Deudas amortizables, las 
especiales de los tributos y el presupuesto general, 
tiempo insuficiente hasta para que la Comisión diera 
dictamen. 
Y esa insuficiencia hubiera existido igualmente para 
cualquier presupuesto, aunque no envolviese refor-
mas trascendentales, dando sólo por resultado su 
presentación el que continuara para el siguiente año 
el que estaba en ejercicio. 
Pero las cosas siguieron otro curso por la fuerza 
misma de las circunstancias, y las elecciones genera-
les y la reunión de las Cortes quedaron aplazadas en 
virtud de una leal interpretación de la Constitución, 
harto debatida ya, y cuya discusión aquí sería por lo 
mismo innecesaria y trasnochada. Esto me propor-
cionó, lo confieso, un período más amplio para la 
preparación seria y provechosa de los trabajos que 
en su día había de someter á las Cortes, y también 
para atender con eficacia á la administración y re-
caudación de las rentas y contribuciones, empresa á 
que me consagré con decidido empeño desde los pri-
meros momentos. 
Además, la situación del presupuesto en sí ofrecía 
á mis ojos gravedad, y para reconocerla bastaba sólo 
observar los déficits de los anteriores y el considera-
ble que se calculaba para aquel que iba corriendo, 
déficit que yo, con sincero intento y probado afán, 
quise en lo posible reducir con mi gestión en los 
meses que restaban del ejercicio. 
La importancia de esos déficits era la siguiente: 
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E l presupuesto correspondiente al año 
económico de 1876-77 ofreció uno de.. Ptas. 12.706.673,59 
E l de 1877-78 otro de . , » 59.877.328» 
E l de 1878-79 id » 73.482.356,34 
E l de 1879-80 id » 91.810.604,79 
Y e l d e 1880-81 se calculaba que presen-
taría uno de. » 106.373.580» 
Para combatir este mal, que ya sean unas ú otras 
las explicaciones que sobre él se puedan dar, lo era 
de trascendentales consecuencias, y cumplir por mí 
parte el compromiso moral que ante la opinión tenía 
contraído, censurando desde la oposición los proce-
dimientos que se hablan seguido y eran la causa de 
aquél, se necesitaba un plan complejo, que los medios 
que se empleasen se refiriesen á ramos y elementos 
muy variados de nuestro organismo económico y fi-
nanciero , y que la acción administrativa cobrase ma-
yor vigor y fuera convenientemente utilizada. 
Por esto presenté á las Cortes, con los proyectos de 
ley de Presupuestos, otros cuyo número se ha censu-
rado suponiéndolos hijos de una presunción injustifi-
cada de hacer mucho y de hacerlo en corto tiempo; 
pero el cargo á poco que se considere resulta impro-
cedente, porque la obra tenía un carácter simultáneo 
y comprensivo y porque en los presupuestos anterio-
res se resolvían por artículos de la ley que los Go-
biernos presentaban ó por otros de la iniciativa parla-
mentaria, y á título de reglas, notas y autorizaciones, 
multitud de medidas importantísimas que eran apro-
badas sin toda la detención que llevan consigo los 
proyectos especiales. Y yo quise desde el primer mo-
mento separarme y apartar á las Cortes de ese funes-
to sistema, para que se estudiasen en lo sucesivo in-
dependientemente y se discutiesen los proyectos con 
la mayor amplitud posible. 
La conversión de las Deudas amortizables era base 
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esencial de la formación del presupuesto que sometí 
á las Cortes, y exigía por sí sola un proyecto de ley, 
como exigirá en este trabajo capítulo aparte; y si se 
examina desapasionadamente la naturaleza de los de-
más que tuve la honra de presentar, se verá que sólo 
alguno pudiera no ser por el momento absolutamente 
preciso para el desenvolvimiento de mis planes. 
He dicho que consideraba como base esencial del 
presupuesto que me proponía formar, la ley de con-
versión de las Deudas amortizables, porque ella pro-
porcionaba gran parte de los medios necesarios para 
conseguir que aquél quedase nivelado, toda vez que 
los gastos que dichas Deudas venían exigiendo se dis-
minuían en una suma de cuantía. 
Con efecto, la reducción que se alcanzaba 
por medio de la operación proyectada 
ascendía á. . . . . . . . . . . Ptas. 101.480.097 » 
Pero el déficit del presu-
puesto , según el cálculo 
hecho á la sazón, se ele-
vaba á. . . . . . . 106.373.580,22 
D e b i é n d o s e tener en 
cuenta además que el 
aumento de un cuarti-
llo por ciento que ex-
perimentaban los inte-
reses de la Deuda pú-
blica en el año de 1882 
exigían.. . . . . . 22.988.349,50 » 129.361.929,72 
Resultando, por lo tanto, que todavía fal-
taban para conseguir la nivelación del 
presupuesto que se formára » 27.881.832,72 
Y eso contando con que se obtuviese la economía 
de las pesetas 101.408.097 por presentarse á la con-
versión todas las Deudas que á ella se llamaban, pues 
sabido es que era potestativo en los tenedores de la 
amortizable de 2 por 100 exterior el aceptarla ó no, 
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y una parte no hizo uso del derecho que se le conce-
día; con que las Cortes no introdujeran modificación, 
como introdujeron, en lo relativo á las acciones de 
Carreteras, Obras públicas y Deuda del personal; con 
que el déficit del presupuesto de 1880-81 no resultase, 
como resultó en su liquidación, mayor que lo calcu-
lado, y sin tener en cuenta, por último, el aumento 
que los gastos experimentasen por la iniciativa del 
Gobierno ó de las Cortes. 
No cabe, pues, duda en que había que buscar por 
medio de la tributación, no sólo los 27.881.832,72 
pesetas, sino también lo que las necesidades última-
mente expuestas demandasen, si había de formarse 
un presupuesto verdaderamente nivelado. 
Por otra parte, el presupuesto para el ejercicio de 
1880-81, que regía á mi entrada en el Ministerio de 
Hacienda, fué prorogado, por las razones antes ex-
puestas, en virtud de Real decreto de 28 de Junio 
de 1881 y mientras otra cosa no se dispusiera por la 
ley. En rigor, una vez prorogado, debía continuar 
todo el ejercicio de 1881-82; pero en presencia del 
considerable déficit que ofrecía, mi deber era procu-
rar que durase el menor tiempo posible, y resolví, por 
lo tanto, de acuerdo con el Consejo de Ministros, des-
de el primer momento en que la necesidad de la pró-
roga fué reconocida, proponer á las Cortes quedase 
limitada á sólo seis meses, es decir, hasta 31 de D i -
ciembre de 1881. 
Pero de esta determinación nacía otra dificultad: 
el presupuesto que se formase, ¿debería constituir un 
ejercicio por el año natural de 1882, alterándose de 
esta manera el orden establecido, por fundados moti-
vos, de que los años económicos empiecen en i.0 de 
Julio, terminando en 30 de Junio del siguiente? 
No me pareció lo procedente, siendo luego las Cor-
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tes de la misma opinión, y en su consecuencia me 
decidí á proponer que el año económico de 1881-82 
se dividiese en dos ejercicios, el uno de i.0 de Julio 
á 31 de Diciembre de 1881, el otro de i.0 de Enero 
á 30 de Junio de 1882. 
Por este medio, la reforma administrativa y en la 
tributación podía tener cumplidamente lugar desde 
el principio del segundo de dichos ejercicios semes-
trales, y conseguirse, bajo el punto de vista de mis 
planes, que los 106 millones de pesetas en que en 
aquella fecha se calculaba el déficit, quedase reducido 
á la mitad en el primero y desapareciese en el se-
gundo. 
Pero ¿había de limitarme á formar el presupuesto 
para el ejercicio semestral de 1.0 de Enero á 30 de 
Junio de 1882 y aplazar la presentación por dos ó 
tres meses del correspondiente al ejercicio de 1882-83, 
es decir, que comenzase la discusión de éste cuando 
terminara la de aquél, pues esto era lógico que suce-
diese? Consideré poco serio, y además ocasionado á 
muchas dificultades, semejante procedimiento, cuan-
do se trataba de plantear una reforma trascendental. 
En rigor, los dos presupuestos, aunque constituían 
dos ejercicios, pudiera decirse que eran uno solo, 
pues en nada se diferenciaban, sino en que en el pri-
mero se comprendían la mitad de los gastos y de los 
ingresos que se presuponían para el segundo. 
Pues si la continuación del presupuesto de 1880-81 
por todo el ejercicio de 1881-82 perjudicaba al Te-
soro en 50 millones de pesetas, según los cálculos que 
hasta entonces podían hacerse, y había que renunciar 
á ello; si un presupuesto de año natural tenía los in-
convenientes expuestos; si el que se formara para 18 
meses ofrecía otros no menores y desde luego hu-
biera sido objeto de igual oposición á la que tuvo el 
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pensamiento de los dos presupuestos, al fin realizado, 
¿no está plenísimamente justificado que se obró de la 
manera más acertada? 
11. 
Se ha supuesto que yo lo sacrificaba todo al pensa-
miento de obtener el equilibrio de los gastos y los in-
gresos, y aún cuando éste sea un principio de utilidad 
y de necesidad incontrovertibles, á cuya realización 
se encaminan los esfuerzos de cuantos tienen la obli-
gación de formar en cualquier país un presupuesto, 
no es justo que esta aseveración se exagere y se me 
haga pasar por un administrador enemigo de la rique-
za pública y que no se para en perjudicarla á trueque 
de obtener productos para el Fisco. 
No es cierto; al explicar la índole de las refor-
mas planteadas por mí, su de se n volvim ie nto y sus 
resultados, quedará probado este aserto que dejo 
hecho. 
Los pueblos tienen como los individuos obligacio-
nes que satisfacer, y bueno, y aun debido es, en tesis 
general, que en sus presupuestos de gastos no aumen-
ten sino lo estrictamente necesario para cubrirlas, 
prescindiendo por completo, si. se quiere, de cuanto 
no tenga este carácter ; pero si el importe de lo ne-
cesario asciende á más que el de los ingresos de que 
dispone el país, tendrá éste por necesidad que esco-
gitar los medios de encontrar la suma que sea precisa 
para atender á aquéllos. ¿Dónde puede encontrarlos? 
En la tributación, en el crédito ó en los recursos ex-
traordinarios. 
En el primer caso habrá que elevar la tributación 
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al límite de lo posible, y si no fuera bastante, acudir 
á los otros medios. 
El aumento de la tributación, se dirá, no siempre 
es posible; verdad es ésta que exige algunas explica-
ciones de mi parte, las cuales aplazo para examinar 
ahora el asunto bajo los otros dos aspectos que que-, 
dan establecidos. 
A l acudir al crédito, es de toda necesidad que que-
pan con la debida holgura dentro de los presupuestos 
los intereses que el préstamo devengue temporal ó 
perpetuamente, y además, en el primer caso, el im-
porte de las amortizaciones que se establecieren, si 
se han de evitar los déficits, pues de otro modo éstos 
exigirían más pronto ó más tarde aumentos en la t r i -
butación ó un nuevo uso del crédito; siendo la re-
producción constante de este sistema el medio más 
seguro de perdición para la Hacienda de un Estado. 
Los recursos extraordinarios, prescindiendo del uso 
del crédito, sólo pueden consistir en la enajenación 
de propiedades del Estado, y hay que tener muy pre-
sente la oportunidad en que se verifique y la espe-
cial aplicación á que sus productos estén llamados. 
Para dejar concluido este punto, réstame cumplir 
el compromiso que he contraído de expresar mi opi-
nión sobre el aumento de los tributos, y por lo tanto, 
del presupuesto de ingresos. 
Hay momentos solemnes, que no por dejar de ser 
comprendidos por muchos son ménos dignos de la 
consideración de los hombres de gobierno, y en los 
cuales es necesario que el país haga esfuerzos pecu-
niarios, superiores á los que venga practicando, para 
que queden á salvo su dignidad y sus propios intere-
ses en lo porvenir; y si en esos momentos la conve-
niencia y aun la razón más vulgar impide á los mis-
mos pueblos hacer uso de su crédito y no les es 
- 4 6 -
posible utilizar otros recursos extraordinarios, es evi-
dente que el aumento en la tributación es el único 
medio que tienen y al que , en mi juicio, deben 
apelar. 
Estas y no otras eran las circunstancias en que nos 
encontrábamos el año de 1881. 
Entonces existía un presupuesto que ofreció de dé-
ficit 116.988.899,03 pesetas, con una Deuda flotante 
cuyo importe se elevaba, cuando me hice cargo del 
Ministerio, á la suma de 194.828.772. 
Y frente á frente de esta situación nacía la necesi-
dad de convertir las Deudas amortizables, llevar á 
cabo un definitivo arreglo de la Deuda perpetua y 
formar un presupuesto en condiciones tales que ofre-
ciera la seguridad de que el déficit no se reproduciría. 
¿Podía ser esa la ocasión de acudir al crédito ó 
utilizar los recursos extraordinarios que nos restan y 
que deben ser aplicados en interés del país al fomen-
to de la riqueza y de las obras públicas, al de la ma-
rina y á la defensa de las plazas, costas y fronteras 
que están lejos de considerarse en un estado satisfac-
torio ? 
Evidentemente que todos los hombres imparciales 
y cuantos no se encuentren ofuscados por la pasión 
política han de responder conmigo á esa pregunta 
que he formulado, con una rotunda negativa. 
No; ni bajo el punto de vista del interés del Estado 
para lo futuro, ni del que aconsejaba su conveniencia 
del momento, era ocasión propicia de acudir á esos 
medios especiales; y forzoso será reconocer que, 
ante la urgencia y precisión del caso, procedía el au-
mento de la tributación ; y siendo esto así , habrá que 
reconocer igualmente que no puede asegurarse en 
absoluto que deba prescindirse del aumento en la t r i -
butación, siquiera se la estime recargada. 
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¡Bueno hubiera sido que al proponer una conver-
sión de las Deudas amortizables hiciésemos nuevas 
emisiones de valores! ¡ Excelente posición hubiéra-
mos tenido si al negociar con los tenedores de la 
Deuda pública, especialmente del exterior , nos hu-
biésemos presentado con presupuestos en déficit! 
Ya sé yo que, por desgracia, lo que se refiere á las 
Deudas del Estado tiene escasa importancia para al-
gunos, y á éstos no me dirijo ciertamente; pero hay 
otros que creen, sin duda de buena fe, que la situa-
ción podía haberse resuelto llevando á cabo la con-
versión de las amortizables en otros términos, y á és-
tos procuraré convencerles del error que padecen 
cuando llegue á ocuparme de este importantísimo par-
ticular. 
Y sin embargo de lo que lógicamente pudiera de-
ducirse en presencia de las opiniones que acabo de 
consignar, lo cierto es que no aumenté la tributación 
en general, sino que, atendida la necesidad que exis-
tía de nivelar nuestro presupuesto para presentarse 
ante el exterior en condiciones de seriedad y decoro, 
al verificar el proyectado arreglo de nuestra Deuda 
perpetua y también el de las amortizables me limité á 
reformar las contribuciones é impuestos á fin de en-
contrar en ellos un aumento de recaudación, según 
ya tengo dicho. 
En la contribución Territorial, por ejemplo, persi-
guiendo la ocultación para que los pueblos que de 
buena fe declarasen la riqueza que poseen obtuvie-
sen las ventajas concedidas por la ley. 
En la Industrial y de Comercio, procurando que 
contribuyesen los comprendidos en ella en propor-
ción á las utilidades que rectamente puede suponér-
seles, á fin de realizar por lo menos cantidades iguales 
á las presupuestas por Administraciones anteriores. 
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En el impuesto de Consumos, buscando que por 
medio de una equitativa proporcionalidad contribu-
yesen los pueblos con una suma algún tanto superior 
á la que antes satisfacían, pero que realmente no les 
agobiase; pensamiento que rectifiqué más tarde para 
hacer más viable el impuesto y para evitar en lo posi-
ble lo fuerte de la transición que experimentaban lo-
calidades anteriormente beneficiadas en perjuicio de 
otras, resultando que el impuesto, por efecto de la úl-
tima reforma, ha producido y producirá menos que lo 
que en realidad hubiese resultado si se aplicaran las 
disposiciones de mis predecesores. 
Además, en otras rentas é impuestos se establecie-
ron reglas nuevas con presencia del conocimiento 
que de su necesidad tenía la Administración, 
I I I . 
Una comparación entre el presupuesto de ingresos 
correspondiente al año económico de 1880-81 y el 
presentado por mí para el de 1882-83 confirmará la 
aseveración que dejo hecha de lo injustas que han 
sido las apreciaciones que se han formulado sobre mis 
procedimientos. 
Importe del presupuesto de ingresos para 
1880-81 Ptas. 762.103.692 
Importe del presupuesto de ingresos para 
1882-83... • • . . . . . . . . ... » 760.291.225 
Diferencia en baja para el presupuesto de 
1882-83. • • » 1.812.467 
A cuya suma hay que añadir la rebaja que 
en el impuesto de Consumos hizo la ley 
de 6 de Julio de 1882, cuyo proyecto fué 
presentado por mí. » 11.500.000 
Total diferencia en baja entre las cantidades 
presupuestas, á favor del presupuesto para 
1882-83...., «~ . . . » .13.312.467 
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Otra demostración que justificará por completo mis 
aserciones. 
Las diferencias del presupuesto de 1882-83 compa-
rado con el de 1880-81, entre las contribuciones é 
impuestos, fueron las siguientes; 
VALORES Á CARGO DE L A DIRECCION GENERAL 
DE CONTRIBUCIONES. 
En más. 
Contribución industrial y de comer-
cio. . . . . . . . . . . . 
Impuesto de minas 
Portazgos, pontazgos y barcajes. . . 
Subvenciones de las provincias y pue-
blos para carreteras. . . . . . 













Diferencia en más. 
En menos. 
Impuesto sobre tarifas de viajeros y 
mercancías. . . . . » 300.000 
Id . de consumos 23.200.000 » 
Id. sobre la sal ó en su susti-
tución 8.500.000 » 
300.000 
31.400.000 
Pero deducida la suma rebajada en el im-
puesto de Consumos por la ley de 6 de 
lul io de 1882 11.500.000 
Resultan de más en el presupuesto para 
1882-83 19.900.000 
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VALORES Á CARGO DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS. 
En más. En menos. 
Impuesto de carga 
Id . de descarga 
Id . de v i a j e r o s . . . . . . . 
Id . sobre los géneros coloniales. 
Derechos extraordinarios sobre el va-
lor de algunas mercancías, y otros 
conceptos 












VALORES Á CARGO DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE RENTAS. 
En más. En menos. 
Timbre del Estado. 1.238.673 
RESUMEN. 
En el presupuesto para 1882-83. 
Por Contribuciones 
» Impuestos 
» Aduanas *. . . 
» Rentas. . . . . . . . . . 
De más en el presupuesto 




I .238 .673 
En menos. 
I 4 . I 4 8 . 5 0 O 
» 
3.720.OOO 
2 i . i 3 8 . 6 7 3 17.868.500 
3.270.173 
Pero acaso se diga que entre los créditos presupues-
tos y lo que se realice de los valores que com-
prende la anterior demostración existen diferencias 
que acrediten el mayor aumento de los tributos. 
Voy á examinar también este punto, pero para ello, 
hallándose, como se encuentra, en ejecución el pre-
supuesto de 1882-83, tengo por necesidad que partir 
del resultado que ha ofrecido en la recaudación el del 
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2.° semestre de 1881-82, primero de la reforma, du-
plicando las cantidades, pues que todos los créditos 
de éste son la mitad de los de aquél. 
Contribución industrial y de 
comercio 
Impuesto de Minas. . . . . 
Id. sobre las tarifas de 
viajeros y mercancías. . . 
Impuesto equivalente á los que-
existían sobre la sal. . . . 
Impuesto de carga 
Id . de descarga. . . . 
Id . de viajeros.. . . »• 
Id . sobre los géneros co-
loniales. 
Derechos extraordinarios sobre 
el valor de algunas mer-
cancías.. . . . . . . . . 
Timbre del Estado. . . . . 
Aumento en la recaudación 
sobre lo presupuesto. . . 
C A N T I D A D 
























Por manera que excediendo el presupuesto 
para 1882-83 en los conceptos expresados 
á lo fijado en el de 1880-81 en. . . . . Ptas. 3.260.173 
Y la diferencia que se supone como máxi-
mum en la recaudación para el presente 
ejercicio á . » 888.356,52 
El total en que realmente puede estimarse 
aumentada la tributación en las Contribu-
ciones é Impuestos que más directamente 
afectan á la riqueza pública es de. . . . » 4.148.529,52 
Todavía quiero añadir al resultado de las demostra-
ciones anteriores el importe de las cantidades que por 
los mismos conceptos de que vengo ocupándome han 
pasado á la cuenta de Ejercicios cerrados, pues pu-
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diera decirse que no me he hecho cargo de las parti-
das liquidadas, sino solamente de las recaudadas, yque 
aquéllas pueden realizarse en todo ó en parte. Sabido 
es por experiencia que lo primero no se verifica; pero 
aun así voy á tomar en cuenta la totalidad de ellas. 
Han pasado á la cuenta de Ejercicios cerrados en el 
semestre del i.0 de Enero ¿ 30 de Junio de 1882: 
Por contribución industrial y de comercio. Ptas. 1.869.773,43 
» impuesto de minas . » 1.050.494,24 
» equivalente á los de sal. . . . . . » 1.766.933,80 
» 4.687.201,47 
Y duplicando esta cantidad, que sólo cor-
responde á un semestre, el primero de 
la reforma, y se trata en estas demostra-
ciones, como procede, del año » 4.687.201,47 
Dan un total de partidas liquidadas y no • 
recaudadas que se eleva á. . . . . . » 9.374.402,94 
De suerte que resultando un aumento en el presupuesto para 
1882-83, coparamdo con el de 1880-81, en los tributos que 
pudieran considerarse que pesaban inmediatamente sobre las 
fuentes de la riqueza pública, y teniendo en cuenta además la 
mayor suma recaudada sobre las previstas en aquel, asciende 
el verdadero aumento, según queda de-
mostrado, á. . Ptas. 4.148.529,52 
A las que agregando para la más completa 
y exagerada demostración que me he 
propuesto hacer la suma, duplicada, que 
ha pasado á Ejercicios cerrados. . . . » 9.374.402,94 
Dan un total máximo de liquidación supe-
rior á lo presupuesto para 1880-81 por 
los conceptos de que se trata, que se ele-
va á . . . . . . . . . . . . . . » 13.522.932,46 
No he tomado en cuenta en las demostraciones 
precedentes sobre mayor recaudación y pase á la 
cuenta de Resultas de ejercicios cerrados lo relativo 
á Derechos reales y traslaciones de dominio, porque 
en verdad, la multiplicidad de actos que puedan te-
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ner lugar por la reforma acrecerán ciertamente la 
recaudación, pero no afectan á la riqueza pública, 
pues no se aumentaron los tipos, y las excepciones 
que existían y se suprimieron son de escasísima im-
portancia con relación á su producto. 
No se me dirá que he economizado cifra alguna 
para dejar patente, aun con la mayor exageración, 
como antes he dicho, la suma en que por las refor-
mas que sometí á la deliberación de las Cortes y és-
tas aprobaron pueden aparecer gravadas las fuentes 
de la riqueza pública. 
He prescindido en los datos que he expuesto para 
las comparaciones de tomar en cuenta los aumentos 
que por recaudación tuvieran, sobre las cantidades 
presupuestas para el ejercicio de 1880-81, algunos de 
los conceptos de que me he ocupado, lo cual resulta-
ría en desventaja para mí en la demostración que 
me he propuesto. 
Y por último, he tomado la suma total de can-
tidades liquidadas desde el momento que he acep-
tado para la comparación cuanto ha pasado á la 
cuenta de Resultas; mas como quiera que en la suma 
total de ellas ha de haber baja en el ejercicio que 
examino, porque nunca se realiza, ni con mucho, todo 
lo liquidado, y por otra parte, en lugar oportuno de-
mostraré la baja de 3.900.000 pesetas que á conse-
cuencia de lo establecido en el reglamento y tarifas 
definitivos tendrá la contribución Industrial y de Co-
mercio en el ejercicio de 1882-83, es evidente que no* 
puede apreciarse en justicia como aumento á los con-
ceptos que son objeto de estas demostraciones, sino 
una cantidad que no excederá de 8 millones de pe-
setas. 
Pero téngase en cuenta que en el presupuesto 
de 1882-83 se rebajaron además en los ingresos las 
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siguientes partidas de las que constituían tributación 
en el de 1880-81: 
En descuento sobre sueldos y asignaciones. . Ptas. 12.000.000 
En donativo de Clero y Monjas » 4.500.000 
En el impuesto sobre los sueldos de empleados 
municipales y provinciales . » 600.000 
En el de cargas de justicia » 152.000 
En el de tarifas de viajeros y mercancías.. . » 300.000 
Total. . . . . . . 17.552.000 
En resumen: sólo pueden imputarse en el presu-
puesto de 1882-83 como aumento en la tributación 
de los conceptos que han sido examinados y son los 
que realmente se relacionan con las fuentes de la r i -
queza pública, 8 millones de pesetas; pero al propio 
tiempo se rebajaron en el mismo pesetas 17.552.000 
por impuestos que naturalmente refluyen en favor de 
aquélla, y que por lo tanto, la misma debe conside-
rarse beneficiada por mis procedimientos en más de 9 
millones de pesetas. 
No debe ponerse en duda esta afirmación, por-
que las 17.552.000 pesetas rebajadas en los ingresos 
por disminución en el impuesto sobre sueldos y asig-
naciones y donativo del Clero y Monjas, han de be-
neficiar la propiedad, la industria y el comercio, toda 
vez que nadie creerá que las clases que utilizan la 
rebaja destinen á formar capitales las sumas que á 
su favor resultan. 
Y, por último, si se estimasen la notable rebaja 
hecha en el porte de la correspondencia, de la que 
me ocuparé al tratar del Timbre del Estado, las re-
formas introducidas en el Arancel de Aduanas por 
efecto del levantamiento de la suspensión de la ba-
se 5.a, del tratado de comercio con Francia y de la 
ley de relaciones mercantiles con Cuba, Puerto Rico 
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y Filipinas, que tuve el honor de proponer á las Cor-
tes y que tan directa é importantemente benefician 
intereses que se ha supuesto yo lastimaba, de seguro 
que toda persona imparcial ha de reconocer la pru-
dencia y mesura que observé en la redacción de los 
presupuestos que con tanta pasión han sido discuti-
dos por mis adversarios, y en los que, lejos de perju-
dicar las fuentes de la riqueza pública, las beneficié 
grandemente, con relación á lo pasado, adoptando 
una justa y equitativa proporcionalidad en la distribu-
ción de los impuestos. 
Verdad es que mis constantes contradictores han 
combatido la deducción en el presupuesto de los 
17.552.000 pesetas mencionadas, partiendo del prin-
cipio de que yo prescindía de un saneado y fácil re-
curso, según ellos, dando lugar al aumento en otros 
tributos. Pero no han querido advertir que, aun pres-
cindiendo de la demostración que dejo hecha, la jus-
ticia es la base del impuesto, y que en este punto la 
justicia se aunaba en estrecho lazo con la moralidad 
y la conveniencia de la Administración pública. 
Expuestos estos datos, dejo al juicio de mis con-
ciudadanos el fallar sobre si fué ó no recto y justo el 
pensamiento que presidió á la formación del presu-
puesto de 1882-83 y á la reforma de los tributos. 
Me he limitado hasta el presente á hablar de los 
ingresos comprendidos en el presupuesto, y debo de-
cir respecto á los gastos, particular igualmente im-
portante, que los debidos á mi exclusiva iniciativa, 
los cuales han sido con predilección censurados, tie-
nen en sí mismos su natural explicación; y también 
he de demostrar en lugar oportuno la justicia con que 
fueron propuestos y la utilidad que el servicio ha re-
portado y reportará de ellos con la aprobación que 
las Cortes se sirvieron darles. Los demás, que co-
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rresponden á la iniciativa de mis dignos compañeros, 
considero que se encuentran en idéntico caso. 
IV. 
Proponiéndome dar cuenta exacta en esta Memo-
ria de todos los actos principales de mi gestión, cúm-
pleme consignar los resultados del presupuesto de 
1880-81, que administré cinco meses, del semestral 
de i.0 de Julio á 31 de Diciembre de 1881, del igual-
mente semestral de i.0 de Enero á 30 de Junio 
de 1882, y del cálculo formado por la Intervención 
general del resultado que ofrecerá el ejercicio co-
rriente. 
En cada uno de estos puntos daré todas las expli-
caciones que mi deber y mi defensa exigen, y segui-
damente me ocuparé de lo concerniente á las re-
formas hechas en las contribuciones, rentas é im-
puestos. 
PRESUPUESTO DE 1880-81. 
Este presupuesto fué presentado á las Cortes con 
un déficit de pesetas 37.007.784. 
Por la ley que las mismas votaron resultaba dicho 
déficit elevado á pesetas 45.000.401. 
Á mi entrada en el Ministerio de Hacienda el 8 de 
Febrero de 1881 iba ya transcurrida más de la mitad 
del año económico; el aspecto que presentaba el cur-
so del presupuesto y los precedentes estaban muy 
lejos de tranquilizarme, haciendo todo prever que el 
déficit que en definitiva resultase de su liquidación 
excedería con mucho á los anteriores. Puse de mi par-
te cuanto me era dable y el deber me exigía, á fin de 
minorarle en cuanto fuera posible, y después en el 
semestre de ampliación excité constantemente á los 
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Delegados y Administradores para la realización de 
las sumas liquidadas. Y esto queda demostrado, así 
como que mi deseo fué siempre opuesto á exagerar 
la importancia del déficit, con sólo considerar el cál-
culo que presenté á las Cortes y que se elevaba á 106 
millones de pesetas, cuando el resultado definitivo 
fué muy superior. 
He aquí el resumen de la liquidación: 
Ingresos obtenidos Ptas. 771.496.294,38 
Pagos realizados » 888.485.193,41 
Déficit. . . . . . . » 116.988.899,03 
Nada más me cumple decir sobre este ejercicio. 
PRESUPUESTO D E L i.er SEMESTRE DE 1881-82. 
(i.0 de jfulio á 31 de Diciembre de 1881.) 
E l mismo presupuesto de 1880-81 regía por proro-
gación en virtud del art. 85 de la Constitución y 
Real decreto de 28 de Junio de 1881, é ínterin no se 
determinara otra cosa por la ley. La de 31 de Di-
ciembre del precitado año de 1881 determinó que se 
considerase limitado en el primer semestre, Julio á 
Diciembre de 1881, á la mitad de los créditos del 
de 1880-81. 
Existió, pues, en este semestre el presupuesto for-
mado por la Administración anterior. 
Como queda dicho, el presupuesto de 
1880-81 ofreció, en su liquidación pro-
visional, un déficit de. . . . . . . . Ptas. 116.988.899,03 
Y por consiguiente el del primer semestre 
de 1881-82 debía dar por resultado un 
déficit de. . . . . . . . . . .. » 58.494.449,51 
Y sin embargo, la liquidación provi-
sional presenta las cifras siguientes ; 
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Ingresos obtenidos. . . Ptas. 400.352.453,83 
Pagos realizados. . . . » 430.062.069,48 
Déficit. Ptas. 29.709.615,65 
El cual comparado con el 50 por 100 del 
que presentó el presupuesto de 1880-81 
da una diferencia de » 28.784.833,86 
que representa el 24,60 por 100 del déficit 
de 1880-81. : . 
Esta diferencia se funda: 
1.0 En haber recaudado más que el 50 por 
100 de la recaudación obtenida en 
1880-81.. . . . . . . . . . . Ptas. 14.604.306,64 
2.0 En haberse pagado menos que el 50 
por 100 de los pagos efectuados en 
1880-81.. . . . . . . . . . . » 14.180.527,22 
E n junto las mismas. . . . . » 28.784.833,86 
Los datos precedentes prueban el celo desplega-
do por la Administración, que procuró para dicho 
presupuesto el mayor aumento posible de ingresos. 
• Del resultado obtenido, relativamente satisfacto-
rio, han pretendido algunos sacar partido, formando 
cuentas, en verdad caprichosas, pues dan á entender 
que si el déficit del primer semestre de 1881-82, in-
cluyendo las Resultas de ejercicios cerrados, fué solo 
de 30 millones de pesetas, corresponderían al año 60 
millones, y añaden que las cantidades aplicadas á la 
amortización de la Deuda importaban entonces so-
bre 128 millones : todo para deducir que la situación 
financiera era, por lo tanto, desahogada y existían en 
el presupuesto recursos más que suficientes para ex-
tinguir el déficit. 
Sin que yo niegue que la minoración del déficit en 
el precitado semestre pudiera haberla conseguido 
cualquiera otro que regentase la Hacienda, es lo cier-
to que las mismas previsiones contenía el presupuesto 
de 1880-81, de que aquél era continuación, y cuyo 
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déficit se elevó á 116 millones. Quizás se diga que de 
su período natural lo administré cinco meses; pero es 
evidente que si tuve interés en disminuir por medio 
de una eficaz gestión el déficit del primer semestre 
de 1881-82, igual hube de tener para el del ejercicio 
de 188081, aunque ni uno ni otro estuviese formado 
por mí, pues no entiendo de otro modo el cumpli-
miento del deber, y á él procuro atender siempre. 
Pero por lo que pueda significar la apreciación de 
que me ocupo, debo decir que los tributos más im-
portantes se liquidan en el primer semestre y que las 
rentas ofrecen también mejores resultados en la pri-
mera mitad del año natural, pasado el cual con exceso 
en el ejercicio de 1880-81 me encargué de la cartera 
de Hacienda. Desde que dió principio el semestre 
de 1881-82 administré su presupuesto y pude atender 
á lo que antes no me había sido dado. 
Después de todo, mi celo en la administración del 
presupuesto de 1880-81 lo acredita la suma realizada 
de los valores liquidados, pues la cantidad que pasó 
á Resultas de ejercicios cerrados fué bastante menor 
que la de los años precedentes, á contar desde el 
ejercicio de 1875-76 al de que ahora me ocupo, se-







C A N T I D A D E S 
pendientes de cobro 








Y en punto á obligaciones pendientes de pago, 
puedo demostrar también que, á excepción del ejer-
6o 
cicio de 1876-77, en ninguno quedaron menos que en 


















Para demostrar, por último, todo el interés de mi 
gestión respecto á los créditos del presupuesto de 
1880-81, debo presentar también el cuadro de los in-
gresos obtenidos y de los pagos ejecutados por Re-
sultas de años anteriores durante los presupuestos 
de 1875-76 á 1880-81, ambos inclusive. 
EJERCICIOS. INGRESOS obtenidos. 
PAGOS 
e jecu tados . 
EXCESO 








44.190.088,50 79.960.829,14 35.770.740,64 
49.85i.686,-65 70.050.478,89 20.198.792,24 
59.629.159,83 74.348.767,09 14.719.607,26 
31.721.680,69 42.231.600,18 10.509.919,49 
27.716.800,78 31.153.153,28 3.436.352,50 
27.942.853,81 64.307.665,45 36.364.811,64 
Tampoco en este último cuadro la comparación 
puede acusar la menor tibieza de mi parte; respecto 
á ingresos, que es donde se conoce la mayor ó menor 
eficacia de la Administración, y sin embargo de que 
de uno en otro ejercicio va siendo menor la masa de 
créditos antiguos á cobrar, obtuve una recaudación 
algún tanto superior á la del de 1879-80, y por lo que 
hace á pagos que es obligatorio satisfacer, tuve que 
hacerlo por pesetas 64.307.665,45, lo cual prueba la 
suma de débitos de los últimos ejercicios precedentes 
que vinieron á pesar sobre mí. Y si quiere decirse que 
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esta suma de descubiertos satisfechos es baja del dé-
ficit del presupuesto de 1880-81, puede aplicarla el 
que así lo creyere al que mejor estime de los ante-
riores, pues á ellos pertenece, toda vez que ya no 
hay el recurso de aplicarlas á los de los ejercicios 
anteriores al de 1876-77, después de las emisiones de 
las obligaciones de Banco y Tesoro y de Aduanas, y 
de las públicas demostraciones que se han hecho. 
Y en cuanto á la nueva doctrina sustentada en las 
apreciaciones que he juzgado conveniente recoger, de 
que no debe considerarse que existe déficit cuando 
se amortiza mayor cantidad de Deuda que la impor-
tancia de aquél, no es en verdad muy correcta, á 
menos que se crea que las amortizaciones, cuando 
son permanentes y dispuestas por la ley, no constitu-
yen gasto ordinario. 
Pero en todo caso, esa teoría de que aun habiendo 
déficit no debe considerarse como tal cuando se 
amortice una cantidad mayor, conduce lógicamente 
á que los que la profesan se vean obligados á recono-
cer que cuando el déficit no existe y sí las amortiza-
ciones, el importe de éstas constituye un superávit, y 
que cuando el superávit resulta de la liquidación de 
un presupuesto, como próximamente demostraré ha 
acontecido con el ejercicio del semestre de i.0 de 
Enero á 30 de Junio de 1882, el importe de las amor-
tizaciones que se hayan verificado es un mayor au-
mento del superávit, sin el inconveniente del déficit, 
que obliga primero á mantener una Deuda flotante 
con abono de intereses, y más tarde á hacer emisio-
nes por bajo de la par, que llevan aparejados el abono 
de intereses y el de su amortización por el valor no-
minal. 
Paréceme que mis razonamientos son suficientes 
para disipar las dudas que existieran en el ánimo de 
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los que aquellas opiniones han formulado respecto á 
las liquidaciones de los presupuestos de 1880-81 y 
primer semestre de 1881-82, y de su justificación es-
pero que habrán de reconocerlo así. 
PRESUPUESTO D E L 2.0 SEMESTRE DE 1881-82. 
{1? de Enero á 30 de Junio de 1882.) 
Presentado este presupuesto como muestra de que 
no sólo debían, sino que podían formarse y realizarse 
sin que resultase déficit alguno, ha sido objeto cons-
tante de un examen apasionado y de juicios erróneos 
que únicamente pueden ser explicados por la preocu-
pación incurable de que tan clara muestra dan mis 
habituales impugnadores al ocuparse de mis actos y 
procedimientos administrativos. 
Examinemos fría y tranquilamente todos los ante-
cedentes necesarios para formar debido juicio. 
E l presupuesto fué presentado á las Cortes con los 
siguientes resultados, comprendidos en ellos los co-
rrespondientes al especial de ventas de bienes des-
amortizados. 
Suma de Ingresos . ptas. 392.497.612 
Id . de Gastos » 392.759.777 
Déficit que aparecía » 262.165 
Déficit insignificante, y de todas maneras más apa-
rente que real, pues la liquidación había de ofrecer 
necesariamente un superávit, habida consideración á 
que nunca se consume el importe de los gastos que se 
presuponen. 
Las Cortes examinaron el presupuesto y por su voto 
quedaron fijadas las sumas de sus cifras en las siguien-
tes cantidades r 
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Suma de Ingresos. Ptas. 391.497.612 » 
Id. de Gastos » 396.288.976,50 
Déficit que resultaba. . . . . » 4.791.364,50 
Pero estas previsiones de la ley de 31 de Diciembre 
de 1881 no podían considerarse definitivas, porque 
tanto los ingresos como los gastos probables estima-
dos entonces se hallaban sujetos á las modificaciones 
que necesariamenie habían de producir á la liquida-
ción del presupuesto las disposiciones emanadas de la 
misma ley y las alteraciones que por medidas guber-
nativas ó leyes posteriores pudieran introducirse. E l 
resultado de unas y otras afectó á los primitivos cré-
ditos en la proporción y forma siguientes: 
GASTOS. 
Se fijaron como queda dicho en. . . . Ptas. 396.288.966,50 
A U M E N T O S . 
E l del crédito necesario para satis-
facer los intereses y amortiza-
ción de los títulos de Deuda 
amortizable al 2 por 100 exte-
rior , de acciones de Carreteras, 
de Obras públicas y de Deuda 
del personal cuyos tenedores no 
aceptaron la conversión . . . 1.709.722 » 
Por el importe de las cargas de 
justicia convertidas. . . . . 1.407,38 
Por el exceso que representan las 
obligaciones reconocidas y liqui-
dadas por clases pasivas sobre 
el crédito presupuesto, . . . 1.851.038,22 
Suma y sigue. . . . 3.562.167,60. 396.288.966,50 
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Suma anterior. . . . 3.562.167,60 396.288.966,50 
Créditos extraordinarios y suple-
mentos de crédito concedidos por 
disposiciones especiales) á saber: 
A l M i n i s t e r i o de 
Gracia y Justicia. 65.000 » 
Id. de la Guerra.. . 625.000 » 
Id. de Gobernación. 1.255.769,09 
Id . de Fomento.. . 70.000 » 2.015.769,09 
Por el exceso que representan los 
pagos ejecutados por diferencias 
de cambio y quebrantos en el 
extranjero. . 1.415.826,91 
Por el producto de las ventas de 
bienes desamortizados posterio-
res á 1876, premios de ventas y 
demás conceptos del presupues-
to especial que figuran sin cré-
dito determinado en el presu-
puesto. . . . . . . . . . 914.125,13 7.907.888,73 
Suman, pues, los gastos autorizados. . .Ptas. 404.196.865,23 
INGRESOS. 
Se calcularon por la ley de presupuestos, 
según queda dicho, en Ptas. 391.497.612 » 
A U M E N T O S . 
Los valores reconocidos y liquida-
dos por el suprimido impuesto de 
portazgos, pontazgos y barcajes, 
procedentes de los contratos ce-
lebrados antes de la supresión y 
no rescindidos posteriormente. . 390.412,65 
Lo ingresado bajo el concepto 
Derechos de Aduanas por mate-
r i a l de obras públicas 53-687,33 
Suma y sigue. . . . 444.099,98 391.497.612 » 
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Suma anterior. ... .. . 444.099,98 391.497.612 » 
Lo reconocido y liquidado como 
subvención que deben satisfacer 
las Diputaciones de Avila, Gua-
dalajara, Madrid, Segovia y To-
ledo y el Ayuntamiento de esta 
corte para obras de la cárcel 
modelo 849.269,09 
El importe de las fianzas de proce-
sados adjudicadas al Estado, en 
atención áque, no detallándose 
partida por este concepto en el 
presupuesto, se han fijado los 
ingresos como recursos eventua-
les á cargo de la Dirección de 
Propiedades . . 5-580,13 
E l importe de los plazos al contado 
y vencimientos del primer se-
mestre de 1882 por ventas y re-
denciones á metálico desde i.0de 
Julio de 1876 • 1.244.693,14 
E l producto de ventas de cuarte-
les y terrenos cedidos por el ra-
mo de Guerra, enajenación de 
edificios públicos y conceptos 
extraordinarios . 531-915,95 3.075.558,29 
Suman, flor tanto, los ingresos que deben 
estimarse presupuestos. . . . . . . . J^tas. 394.573.170,29 
Mas como quiera que la ley de 6 de Julio 
de 1882 autorizó una baja para este se-
mestre en el impuesto de Consumos, 
cuyo importe determinaba el preám- . 
bulo del proyecto de ley presentado á 
las Córtes en 20 de Marzo del mismo 
año y ascendía á » 5.750.000 » 
Es evidente que los ingresos que deben 
estimarse presupuestos son. . . . . » 388.823.170,29 
Como consecuencia de las modificaciones que su-
frieron las previsiones primitivas de la ley, el déficit, 
que se estimó entonces en pesetas 4.791.364,50, tuvo 
D O 
el aumento que se desprende de la siguiente com-
paración : 
Gastos autorizados. . . . . . . . . Ptas. 404.196.865,23 
Ingresos calculados » 388.823.170,29 
Verdadero déficit legal del presupuesto. » i5-373-694,94 
Y si á este resultado se añade 
que deben considerarse minora-
dos los ingresos por las partidas si-
guientes : 
1 .a Por haberse padecido el error 
de fijar para el 2.0 semestre por 
la renta de Loterías la mitad de 
la recaudación anual, siendo así 
que en el mes de Diciembre de 
1881 se obtuvo el 230,95 por 100 
de la dozava parte del crédito 
anual. Representando esta doza-
va parte .P/ÍW. 9.608.3347 ascen-
diendo los ingresos del expresa-
do Diciembre á 2 2.191,5 9 resulta 
un exceso de 12.582.825, corres-
pondiendo á un mes 1.048.568,75 
ó lo que es lo mismo, un que-
branto para el 2.0 semestre con 
relación al primero de. . . . 6.291.412 
2.a En las cédulas personales se fijó 
también como crédito para el se-
mestre la mitad de los ingresos 
calculados para el año ; y como 
es sabido que la recaudación 
tiene lugar en su mayor parte 
en el primer semestre, hay ne-
cesidad de rebajar, cuando me-
nos. . . . .. . . . . . . . 3.200.000 9.491.412 » 
E l verdadero déficit que entrañaba el pre-
supuesto para 1882-83 era de. . . . Ptas. 24.865.106,94 
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En su consecuencia, el presupuesto ofrecía en rea-
lidad el siguiente resultado : 
Gastos autorizados . . Ptas. 404.196.865,23 
Ingresos calculados,. . 394.573.170,29) 
Baja por los conceptos y ( » 379.331.758,29 
razones expresados. . 15.241.412 » ) 
Diferencia igual á la anteriormente 
demostrada » 24.865.106,94 
No es de extrañar, por tanto, que mis sistemáticos 
opositores proclamasen desde el primer momento que 
mi propósito de llegar á liquidar un presupuesto sin 
que ofreciera déficit había fracasado por completo. 
Verdad es que ellos sabían, como conocedores que 
son de estas materias, pero desgraciadamente lo ha-
bían olvidado, que el resultado que dejo bosquejado 
no era suficiente para asegurar lo que afirmaban, pues 
no pueden ignorar que si los ingresos todos no se rea-
lizan en el período del ejercicio , mucho menos hay 
que satisfacer todos los gastos, una parte de los cua-
les, y en realidad importante, queda anulada siempre 
por no haber respondido la necesidad á la previsión 
que de ellos se hizo. 
Pero es lo cierto que aun contra la voluntad de los 
que aquello afirmaban, la opinión podía fácilmente 
extraviarse en daño del Ministro con tales declara-
ciones , y muy natural también, teniendo en cuenta la 
flaqueza humana, que los que en tal situación se colo-
caban considerasen comprometido su amor propio y 
procurasen los medios de demostrar antes y después 
que sus vaticinios se realizaban. 
Comenzó el ejercicio, y la recaudación, como era 
natural, caminaba con el consiguiente retraso á toda 
variación de sistema, á toda implantación de nuevos 
tributos ó modificación de los que con anterioridad 
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existían; y á los tres meses, es decir, cuando aun res-
taban nueve del ejercicio, tres del período natural y 
seis del de ampliación, se decía en uno de los Cuer-
pos colegisladores por autorizadísimos miembros 
de él: 
(i) «En efecto; en los datos que publica hoy la Ga-
rceta me encuentro una noticia que verdaderamente 
»me ha descorazonado. E l presupuesto de ingresos 
»que está rigiendo desde i.0 de Enero á fin de Junio 
»importa, según la ley de 31 de Diciembre, 380 mi-
llones de pesetas. ¿Qué es lo que se ha recaudado en 
»la mitad de este ejercicio? Pues, según la Gaceta 
»de hoy, se han recaudado 152 millones de pesetas. 
»Si se recauda igual cantidad en los otros tres meses, 
^ascenderá la recaudación total á 304 millones de pe-
osetas, y por consiguiente, hasta los 380 presupues-
»tos, habrá una diferencia de 76 millones de pesetas. 
- »Esta cifra asusta verdaderamente. En seis meses 
»76 millones de pesetas recaudadas de menos (si es 
»que la recaudación sigue la proporción de lo recau-
»dado hasta ahora) es verdaderamente una noticia 
»que va á sorprender á toda España. Yo bien sé, 
»porque me gusta discutir con toda la buena fe posi-
»ble , que además de lo que se recaude en los seis me-
ases desde Enero á fin de Junio, podrá recaudarse 
»también alguna cantidad en los seis meses de am-
»pliación por cuenta de este presupuesto de seis me-
ases. Pero ¿puede el señor Ministro de Hacienda, 
»ni nadie, hacer creer a l P a í s que a l respecto de lo 
»que se ha recaudado en ese primer trimestre, no 
»sólo se recaudará lo mismo en el segundo, sino 76 
^millones de pesetas más f» 
(1) Discurso del Sr. Senador D. José García Barzanallana en la sesión 
del 13 de Mayo de 1882. 
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(i) «Ya lo habéis oido; la recaudación acusa un dé-
»ficit tan considerable, que es de 76 millones de pese-
ras en tres meses, y en un presupuesto de seis meses 
»será de 152 millones. Yo. diré que por lo menos (2) 
»100 millones podrán cobrarse en el presupuesto de 
»ampliación, aunque con gran dificultad; pero siem-
»pre encontraremos un déficit de 50 millones en un 
»presupuesto de seis meses, esto es, un déficit de 100 
amillones durante todo el año. ¿Se puede marchar 
»así? ¿Es esto conveniente para la Hacienda, para el 
»País, para el partido conservador, para el partido 
»fusionista ?» 
Y más tarde, cuando ya era conocido lo recaudado 
hasta Octubre, es decir, dentro del semestre de am-
pliación, consignaba sus opiniones por medio de la 
prensa otra autorizadísima persona, en la forma si-
guiente : 
(3) «La perspectiva que ya ofrecen los elementos de 
»déficit para 1882-83 y para 1883-84, no tiene nada 
»de halagüeña. Los dos primeros artículos de la ley de 
»presupuestos señalan ya un desnivel de más de ocho 
»milíones de pesetas. Las reformas después introdu-
»cidas por otra ley en la contribución de Consumos 
»deben hacer bajar los productos de ésta en n mi-
llones y medio, según el cálculo presentado á las 
(1) Discurso del Sr. Senador, Marqués de Orovio, en la sesión del 13 
de Mayo de 1883. 
(2) Seguramente quiso decir S. S. «cuando más.» 
(3) Artículo publicado por el Sr. D. Fernando Cos-Gayon en el nú-
mero 36 de la Revista Hispano-Americana, correspondiente al 16 de Di -
ciembre de 1882 , y titulado : E l déficit.de ayer, el de hoy y el de mañana.— 
El Sr. Cos-Gayon no se ocupa especialmente del presupuesto de i.0 dé 
Enero á 30 de Junio de 1882, y sí del déficit en 1881-82 y en 1882-83; y 
como quiera que las cifras del primero son la mitad de las consignadas 
en el segundo , las apreciaciones que hace de los resultados que ofrece-
rán deben considerarse, cuando menos, para el precitado semestre en 
la mitad de lo que estima el déficit, 
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»Cortes por el Sr. Ministro, debiendo, por tanto, ser 
»añadida esa cantidad á la anterior, para determinar 
»la porción de déficit que resulta ya de las primeras 
»previsiones del legislador. Por créditos extraordina-
rios y suplementos de crédito no se puede presu-
»mir, vistos los ya concedidos en los primeros meses 
»del ejercicio, que sea menor de 10 millones lo que 
»al déficit haya que añadir. Por resultas de ejercicios 
»cerrados no pongamos 34 millones de pesetas, que 
»fué su saldo en 1880-81; pero preciso será temer, por 
»lo menos, 14 millones, término medio anual en el 
»último quinquenio. Las cuatro cantidades indicadas 
»dan un déficit de más de 43 millones para 1882-83. 
»Faltaría calcular las nuevas aportaciones que al 
»déficit traerán sus demás ordinarios elementos, es-
»pecialmente , las diferencias de menos entre los in-
»gresos presupuestos y la recaudación, y las diferen-
»cias de más que en los gastos produzcan los pagos 
»por los capítulos señalados con la palabra Memo-
>>ria y por ampliaciones de los créditos fijados. Por 
»este último concepto habrá sin duda cantidades no 
»despreciables. En cuanto á las contribuciones, es 
»indudable que alguna, como la de Cédulas persona-
»les, difícilmente llegará á la mitad de lo presupues-
to. También habría que agregar para el cálculo del 
»déficit la reaparición de gastos que se suponían su-
»primidos, y que renacen por haber quedado sin con-
vertir una parte de los títulos de la Deuda llamados 
»a conversión. Pero el Sr. Ministro de Hacienda ha 
»mostrado la confianza de que el exceso de recauda-
c ión de algunas rentas compensará muchos aumen-
»tos de gastos y las bajas en varias contribuciones, 
»contando entre estas últimas los 11 millones y medio 
»de pesetas disminuidos en los Consumos. Por mucho 
»que concedamos á tan grandes esperanzas, resultaría 
— 7i — 
»que no debemos añadir nuevas cantidades á las ya 
»indicadas para el déficit de 1882-83 Y de I883-84; 
»pero no se puede llegar hasta considerarlas anuladas 
»ni aun disminuidas. 
» Entre tanto, son tantos y tan crecidos los aumen-
»tos de gastos que se anuncian como próximos, que 
»los de las rentas no los compensarán, ni mucho me-
»nos, y el déficit adquirirá mayores proporciones.» 
¿ No evidencia lo que dejo expuesto la firmeza de 
las opiniones que sustentaban los autorizados señores 
á quienes me refiero? ¿Es posible que dejen de pro-
curar los que de ellas participaban, por medio de há-
biles explicaciones, que queden desvirtuados los resul-
tados que el presupuesto ha ofrecido , de todo punto 
contrarios á sus razonamientos y pronósticos ? 
Pero no debo detenerme más en este punto, y llego 
al período de la liquidación del tan combatido presu-
puesto de i.0 de Enero á 30 de Junio de 1882. 
El resultado que ha presentado es el siguiente : 
Importe de los ingresos realizados. . . . P¿as. 387.133.337,38 
» pagos ejecutados » 380.563.540,44 
Importa el remanente. . . . » 6.569.796,94 
C U E N T A E S P E C I A L D E R E S U L T A S D E EJERCICIOS C E R R A D O S . 
Ingresos realizados Ptas. 17.743.886,94 
Pagos ejecutados.. . . . . . . . . » 24.243.286,79 
Exceso de los pagos sobre los ingresos, 
déficit. » 6.499.399,85 
D É B I T O S Y C R É D I T O S P E N D I E N T E S D E COBRO Y P A G O Q U E P A S A N 
Á L A C U E N T A E S P E C I A L D E R E S U L T A S . 
Débitos pendientes de cobro Ptas. 14.925.798,56 
Obligaciones pendientes de pago. . . . » 10.197.904,72 
Exceso en los débitos pendientes de cobro. » 3.727.893,84 
Se ve, pues, que con los recursos realizados por va-
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lores del citado presupuesto, no solamente se han sa-
tisfecho las obligaciones que le son peculiares, sino 
también la suma de pesetas 6.499.399,85 que repre-
senta el exceso en los pagos por resultas de ejercicios 
anteriores sobre los ingresos de igual procedencia. 
Este resultado, altamente satisfactorio, lo es tanto 
más teniendo en cuenta lo que sobre reducciones de 
ingresos presupuestos queda anteriormente dicho. 
Resumiendo : 
E l presupuesto del semestre de i.0 de 
Enero á 30 de Junio del pasado año de 
1882, que constituía un ejercicio que 
pudiera llamarse de demostración para 
acreditar que podían liquidarse los pre-
supuestos sin déficit, arroja un sobrante 
en su liquidación de. . . . . . . Ptas. 6.569.796,94 
Pero como quiera que mis adversarios pu-
dieran decir que esto es debido á que 
llevé á una cuenta especial los resulta-
dos de los ejercicios cerrados, que antes 
alteraban el equilibrio de los presupues-
tos, debo decir que áun tomando en 
cuenta el déficit que en dicho semestre 
aparece por ejercicios cerrados. . '. . » 6.499.399,85 
todavía resulta liquidado el presupuesto 
del expresado semestre con un sobrante 
de ingresos de. . . V . . . . . . » 70.397,09 
En presencia de lo, acontecido, apuran su ingenio 
algunos de mis adversarios para demostrar lo contra-
rio de lo que los hechos patentizan, lo cual me obliga 
á tratar la cuestión de los déficits de los presupuestos 
con mayor amplitud de lo que acaso debiera, y aun 
antes de ocuparme del presupuesto de 1882-83, toda 
vez que la cuestión se ha suscitado más especialmen-
te al terminarse el ejercicio del segundo semestre 
de 1881-82. 
Esto constituirá una digresión; pero fácilmente se 
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comprende que no puedo dejar sin respuesta las ase-
veraciones formuladas. 
Como hay falta de conformidad en la exacta deter-
minación de lo que debe entenderse por déficit ó su-
perávit de un presupuesto, la crítica suele emplear 
ciertas habilidades aritméticas para pretender demos-
trar cuanto le place, aunque la base de sus razona-
mientos sea deleznable. Esto último ha acontecido 
con el presupuesto del segundo semestre de 1881-82, 
proyectado con dos fines : uno, el de cortar el déficit, 
que hubiera sido inevitable si la prorogación del pre-
supuesto de 1880-81 hubiese durado en todo el año 
económico siguiente; otro, el de ofrecerle como 
prueba que sirviera de norma para lo porvenir. 
Esa falta de conformidad me obliga á exponer las 
regias que en mi opinión deben tenerse presentes 
para apreciar los resultados de un presupuesto. 
En mi concepto, no pueden juzgarse sino bajo tres 
aspectos, á saber: el de la previsión, el de la liquida-
ción y el de la realización, siendo necesario apreciar-
le bajo los tres para tener la seguridad de no emitir 
un juicio equivocado, pues cabe en lo posible, y es 
más, en lo probable, que cuando se toma uno solo de 
ellos la apreciación sea errónea. 
La previsión resulta del proyecto que el Gobierno 
presenta á las Cortes y de la ley, puesto que las Cor-
tes con el Rey, en su sabiduría, pueden hacer las al-
teraciones que consideren convenientes á los intere-
ses del País. 
Mientras no se sale del terreno de las previsiones, 
todo es problemático, pudiéndose incurrir en error 
al formar juicios, el que no cabe cuando se ha llegado 
á la época de la realización. 
Puede preverse un presupuesto nivelado, con défi-
cit ó con superávit; pero son tales las contingencias 
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que pueden sobrevenir, que alteren por completo el 
resultado que se buscaba, alteraciones debidas, unas 
veces, á exageraciones al calcular los ingresos y de-
terminar los gastos; otras, á circunstancias de difí-
cil previsión, que pueden aumentar ó disminuirlos 
gastos y los ingresos; otras, en fin, á sucesos graves 
que escapan á la más exquisita previsión, y de los 
que, por regla general, no puede hacerse responsable 
al Ministro que formulara las previsiones. 
Presentado un presupuesto nivelado, si los cálculos 
de ingresos y las previsiones de gastos están hechos 
con la prudencia debida, teniendo en cuenta los re-
sultados anteriores y prescindiendo de halagüeñas 
esperanzas, hijas muchas veces de los mejores propó-
sitos, pero con olvido de la realidad, en la práctica 
las previsiones se cumplen, dependiendo en gran par-
te del celo, la actividad y la energía del encargado de 
realizar lo que el Gobierno proyectó, lo que las Cor-
tes votaron. 
Pero si los cálculos y las previsiones no se llevaron 
á cabo con aquel tacto, puede muy bien suceder que 
la nivelación del proyecto y de la ley se truequen en 
un déficit; es más, que previsto un superávit, ofrezca 
un déficit de consideración. En cambio, puede ocu-
rrir que un déficit previsto se convierta en una nive-
lación, quizás en un superávit, que es lo acontecido 
con el presupuesto del segundo semestre de 1881-82. 
Cuando los ingresos se calculan con exageración, 
en esta misma llevan el germen de un déficit, y si los 
gastos se fijan en menos de lo necesario, y se piden 
créditos supletorios ó extraordinarios, esto origina 
otro déficit, que será en conjunto igual á la minora-
ción del ingreso, más el aumento de gastos, que po-
drá atenuarse algo si algunos recursos ofrecen resul-
tados más ventajosos que lo calculado y si se logra 
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hacer innecesarios algunos de los gastos previstos, re-
sultando por ello un remanente de crédito que no 
se utiliza, porque aquéllos compensan la baja de 
otros recursos, y éstos aminoran el aumento de los 
gastos. 
Si los ingresos se calculan con prudencia y los gas-
tos se fijan con la posible exactitud, una buena ges-
tión administrativa puede fácilmente hacer que las 
bajas en algunos recursos sea compensada con venta-
ja por el aumento de otros, evitando el déficit en los 
ingresos ; y si se acuerdan los gastos solamente en los 
casos necesarios, como algunos de los previstos no se 
realizan, la economía del crédito autorizado para és-
tos compensa el aumento que necesidades imprevis-
tas exigieran, y á veces con ventaja, sin que por esto 
pueda decirse que se echa una carga sobre las Admi-
nistraciones venideras, porque gasto que se evita por 
innecesario no tiene por qué realizarse, ni se liquida 
su importe, y, por lo tanto, no llega á ser debe en la 
cuenta del presupuesto que más tarde haya de satis-
facerse. 
Conllevar los ingresos con los gastos, procurando 
constantemente liquidar y realizar los primeros y eco-
nomizar los segundos, debe ser el. cuidado de todo 
administrador. 
Sancionada la ley y puesto en vigor un presupues-
to, empieza el período de liquidación, tanto en lo re-
lativo á los ingresos como á los gastos, y simultánea-
mente se hace la realización, que llevadas con celo y 
energía deben dar un resultado análogo al de la pre-
visión. 
Si se liquida por ingresos menor cantidad que la 
presupuesta, esa es la primera partida de déficit, y si 
no se economizan gastos y, por el contrario, se hacen 
suplementos de crédito ó créditos extraordinarios, y 
al acordar éstos no se proponen recursos para aten-
der á los mismos; si se liquida por gastos más de lo 
previsto en la ley, sin que el aumento se compense 
con sobrantes de créditos por gastos no acordados ni 
menos realizados, la diferencia entre lo previsto y li-
quidado es la segunda partida del déficit, porque re-
curso que no se liquida se pierde en absoluto para el 
presupuesto á que se aplicaba, y gasto que se liquida 
se convierte en débito, que se satisfará más pronto ó 
más tarde. 
Si por el contrario se liquida con celo y actividad 
y con el cuidado debido, para evitar en lo sucesivo 
devoluciones de ingresos, y la cantidad liquidada es 
superior á la calculada al proyectar y votar el pre-
supuesto, la diferencia es la primera partida de su-
perávit ; y si los gastos no se acuerdan sino cuando 
son absolutamente necesarios; si algunos de éstos, 
aunque previstos, no llegan á realizarse, y la econo-
mía que se alcanza en ellos es superior al importe de 
los créditos supletorios y extraordinarios, la diferen-
cia es la segunda partida de superávit, que sumada 
con la obtenida por la mayor liquidación en los ingre-
sos, da el importe del superávit del presupuesto en 
su liquidación, haciendo buenos los cálculos del Go-
bierno, y justificando las previsiones en los gastos. 
Pero no basta esto, sino que es preciso procurar á 
todo trance que lo liquidado se realice dentro del pe-
ríodo natural y del de ampliación, sobre todo en los 
ingresos, pues en los gastos el interés particular se en-
carga de realizar los créditos contra el Estado, mien-
tras que lo no realizado por ingresos, pasando, á Re-
sultas de ejercicios cerrados, aun cuando puede ha-
cerse efectivo, no es tan seguro, toda vez que al 
entorpecerse la realización se dificulta para en lo por-
venir, dando lugar muchas veces á partidas fallidas 
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que aminoran el importe de lo liquidado en los ingre-
sos, lo que no sucede con los gastos, porque éstos, 
una vez liquidados, se transmiten por todo su importe 
á las Administraciones posteriores. 
De aquí que en la realización sea más necesaria la 
actividad, el celo y la energía para lograr que ingrese 
en el Tesoro dentro del período natural y de amplia-
ción todo lo liquidado. Si se consigue así, y el Teso-
ro está desahogado, como realizando ingresos se sa-
tisfacen los gastos, el presupuesto, en su período le-
gal de realización, ofrece un resultado exactamente 
igual al de liquidación. 
No suele esto acontecer ; pero si se liquidó un 
superávit por más ingresos y por menos gastos, si se 
han conllevado los unos y los otros, las Resultas que 
pasan á Ejercicios cerrados deben ser mayores en los 
créditos á cobrar que en los débitos á satisfacer, y el 
déficit es imposible y casi seguro el superávit liqui-
dado. 
Pero si tomando el importe de los ingresos realiza-
dos y comparándole con el importe de los gastos sa-
tisfechos, más los débitos á pagar que pasan á ejer-
cicios cerrados, resulta de importancia el crédito á 
cobrar ó insignificante la diferencia del débito á satis-
facer, el superávit es evidente. 
No importa que se tenga á veces que suplir á ejer-
cicios anteriores; es un error suponer que un presu-
puesto suple á otro. Si tiene sobrante, éste va al Te-
soro, que es el que suple á los ejercicios anteriores 
con los remanentes del posterior, si son bastantes á 
suplir la deficiencia de aquéllos, y si nó, con operacio-
nes de Tesorería ó con recursos extraordinarios de 
crédito que la ley autorice. 
Un ejemplo aritmético de un presupuesto patenti-
zará la verdad de todo lo expuesto en este punto. 
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Si se calcularon en el proyecto y en la ley 
los ingresos en Ptas, 100.000.000 
y los gastos en » ioo.ooo.ooo 
en las previsiones resultaba un presupuesto nivelado. 
Si los ingresos de ese mismo presupuesto se 
liquidaron por Ptas. 110.000.000 
y los gastos por » 99.000.000 
aun cuando en los gastos hubiera créditos supletorios 
y extraordinarios, resultará el superávit siguiente : 
Por mayor liquidación en los ingresos. . . Ptas. 10.000.000 
Por menos gastos acordados » 1.000.000 
Superávit en la liquidación. . . » 11.000.000 
Si de los 110 millones liquidados se realizan 
en el período natural y de ampliación por 
ingresos Ptas. 98.000.000 
y por gastos. » 92.000.000 
Es evidente el superávit en la realización de. » 6.000.000 
Y pasarán á ejercicios cerrados : 
Por ingresos. . . . . . . . . . . . Ptas. 12.000.000 
Por gastos » 7.000.000 
Diferencia á favor. . . . . » 5.000.000 
Aun en el caso de no realizarse todos los ingre-
sos que pasen á resultas, como por gastos no pasan 
débitos á satisfacer sino por 7 millones y para sal-
darlos se habían ya realizado ingresos por 6 millo-
nes, no queda en descubierto sino un millón, y en 
cambio se tienen 12 millones de ingresos á cobrar; es 
decir, que con que se recaude el 25 por 100 de lo que 
pasa á resultas, es indudable el superávit. 
No altera este resultado el que por ejercicios ante-
riores se pague alguna mayor cantidad que la que por 
tal concepto se recaude; esto será suplido por el Te-
soro, pero no puede afectar al presupuesto de cuya 
liquidación se trate. 
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Pues bien ; aplicando estas reglas á la liquidación 
del presupuesto del segundo semestre de 1881-82, 
ofrece el resultado siguiente : 
En el proyecto presentado por mí á las 
Cortes, el déficit calculado se elevó á. . P ías . 252,167 » 
Por resultado del voto de las Cortes as-
cendió el déficit á. , . . . . . , » 4.791.364,50 
Se aumentaron los gastos, según se ha 
consignado, en.. . , » 7.907.888,73 
Se disminuyeron los ingre-
sos por Consumos, según 
queda dicho, por efecto 
de la ley de 6 de Julio de 
1882 en. . . . . P ías . 5.750.000 » 
Pero se aumentaron por los 
conceptos que igualmente 
quedan expresados en. . 3.075.588,29 
Total minoración de ingresos. 
Total déficit legal del presupuesto. 
Se liquidaron ingresos por. . . . . 
Id . gastos por 
Superávit que ofreció la LIQUIDACIÓN 
Y agregando á esta partida la de. . , 
que importaba el déficit de la ley, arrojí 













diferencia entre las previsiones y la liquidación, pues-
to que, contándose con el déficit indicado, se obtuvo 
el superávit expuesto. 
Se realizaron durante el período natural y de am-
pliación : 
Ingresos . Ptas. 387•133-327,3% 
Pagos. . . . . . . . . . . . . » 380.503.540,44 
Resulta un superávit en la REALIZACIÓN 
del presupuesto de. . . . . . . . » 6.569.796,94 
Este resultado no debe alterarse sino en favor del 
superávit, por lo que pasa á ejercicios cerrados, pues 
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aunque no se realizase sino una cantidad igual por in-
gresos y por gastos, aparecería siempre el mismo 
superávit, y lo que exceda de lo que se realice por in-
gresos sobre los pagos, será mayor superávit. 
Es más : aunque no se realizase tanto como se pa-
gara, el superávit no ofrece duda. 
Se liquidaron gastos por. . . . . . . Ptas. 390.761.445,16 
Y como se han realizado y han ingresado 
en caja » 387-i33-337,38 
Falta para cubrir lo liquidado por gastos. » 3.628.107,78 
y para esto se cuenta con 15 millones, número redon-
do á cobrar; de modo que con realizar el 25 por 100 
de las resultas se habrá cobrado más que se ha liqui-
dado por gastos. No importa que por ejercicios ce-
rrados se hayan pagado durante el del semestre 
6.499.399,85 más que lo recaudado; esta partida la ha 
suplido el Tesoro y no tiene por qué lucir en la liqui-
dación del presupuesto. 
Si, pues, á pesar de las reducciones que proceden 
en los ingresos presupuestos y de los suplementos de 
crédito y extraordinarios que aumentan los gastos, y 
no obstante el escaso tiempo que la Administración 
tuvo para el desarrollo de los impuestos reformados; 
si á pesar de las dificultades que en principio lleva 
toda reforma, y de consiguiente la nueva organiza-
ción dada á las oficinas provinciales de Hacienda, re-
sulta el presupuesto no sólo nivelado, sino con un 
sobrante para cubrir atenciones de otros ejercicios, 
preciso es reconocer que desde r.0 de Enero de 1882, 
en que empezaron á regir los nuevos presupuestos, 
dejó de existir el déficit, que ya por fortuna no reapa-
recerá, si se tiene el cuidado de recaudar lo que el 
Estado tiene derecho á percibir y un poco de parsi-
monia en la fijación de los gastos públicos. 
Por mi parte, después de las demostraciones que 
dejo hechas, espero tranquilo el fallo de la opinión 
pública, que dirá de parte de quién estuvo la previ-
sión : si de los que pronosticaban un espantoso desas-
tre ó del que ha demostrado con la realidad que se 
pueden nivelar los presupuestos, no sólo en los pro-
yectos, sino en las cuentas, y aún ofrecer superá-
vit, á pesar de las dificultades que entraña una com-
pleta reforma en el plan rentístico de un país. 
P R E S U P U E S T O D E 1882-83. 
{ E n ejercicio actualmente.') 
Tuve el honor de presentar á las Cortes el proyecto 
de ley de Presupuestos para 1882-83, que es el que en 
la actualidad se encuentra en ejercicio, con las si-
guientes previsiones : 
Ingresos Ptas. 782.995.225 
Gastos » 782.649.212 
Sobrante de ingresos que ofrecían las 
previsiones. » 346.013 
Las Cortes votaron la ley, y ésta presentaba los si-
guientes resultados : 
Ingresos . . Ptas. 780.995.225 
Gastos » 789.326.090 
Déficit según la ley. . . . . . . » 8.330.865 
Pero después, á consecuencia 
de disposiciones legislativas, ha te-
nido aumento dicho déficit por los 
conceptos siguientes: 
Por la rebaja en los ingresos que á 
consecuencia de la ley de 6 de 
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Julio de 1882 se produjo en la 
contribución de Consumos. . . 11.500.000 
Por los créditos extraordinarios y 
supletorios concedidos para va-
rios servicios de Gracia y Justi-
cia, Guerra, Gobernación y 
Fomento, que aumentaron los 
gastos 4.114.415 15.614.415 
Verdadero déficit del presupuesto en sus 
previsiones ' . . Ptas. 23.945.280 
De consiguiente las cifras totales de ingresos y gas-
tos quedaron alteradas en la siguiente forma: 
Ingresos Ptas. 769.495.225 
Gastos. » 793440.505 
Y el déficit, según queda expresado. » 23.945.280 
Y sin embargo de lo alarmante de esta cifra, debe 
esperarse confiadamente que el presupuesto ofrezca 
en su liquidación un superávit de importancia. 
Desde luego basta considerar que el presupuesto del 
segundo semestre de 1881-82 (i.0 de Enero á 30 de 
Junio dé 1882) comprendía en los ingresos la mitad 
exacta de las cifras del que ahora examino, y que por 
errores cometidos al redactarlo, por la rebaja corres-
pondiente al impuesto de Consumos como resultado 
de la ley de 6 de Julio de 1882, y por otros motivos 
expuestos en su lugar, el presupuesto de dicho semes-
tre entrañaba un déficit de 24.865.106,64 pesetas, no 
obstante lo cual ha ofrecido en su liquidación un su-
perávit de pesetas 6.569.796,94. 
Téngase en cuenta, además, el natural y progresivo 
aumento de las rentas en general, que compensará 
con creces la baja que por efecto de circunstancias 
especiales pueda haber en alguna contribución ó im-
puesto. 
No deben, pues, preocupar grandemente déficits 
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de esa importancia en las previsiones; lo que se nece-
sita para extinguirlos y obtener ventajas es recaudar 
lo más posible, y en materia de gastos, prescindir de 
todo aquel que no reclamen la obligación del Estado 
ó necesidades perentorias. 
Transcurrido el primer semestre del ejercicio, se 
han podido conocer con exactitud los ingresos reali-
zados en él, los créditos pendientes de cobro y la 
comparación de los derechos reconocidos con los in-
gresos calculados ; así como respecto á los gastos el 
total de las obligaciones liquidadas, el de los pagos 
ejecutados en dicho primer semestre y el de los pen-
dientes en fin de Diciembre. E l resumen de estos 
datos es el siguiente : 
INGRESOS. 
Mitad de los créditos anuales presupuestos. Ptas. 390.497.612 » 
Ingresos verificados en el primer semestre. » 374.888.683,63 
Créditos pendientes de cobro en fin de 
Diciembre » 47,371.898,80 
Total de los valores liquidados: . . » 422.260.582,43 
D I F E R E N C I A S Q U E H A N R E S U L T A D O E N T R E LOS C R É D I T O S 
PRESUPUESTOS Y LOS V A L O R E S L I Q U I D A D O S . 
En más Ptas. 42.699.050,30 
En menos » 10.936.079,87 
Diferencia liquida por exceso de las 
liquidaciones sobre los créditos pre-
supuestos. . . : » 31.762.970,43 
GASTOS. 
Mitad de los créditos anuales presupuestos. Ptas. 404.726.178,26* 
Pagos ejecutados en el primer semestre. . » 249.278.136,13 
Obligaciones pendientes de pago en fin 
de Diciembre . » 123.491.911,06 
Total de las obligaciones liquidadas. » 372.770.047,19 
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D I F E R E N C I A S Q U E H A N R E S U L T A D O E N T R E LOS C R É D I T O S 
PRESUPUESTOS Y L A S O B L I G A C I O N E S L I Q U I D A D A S . 
En más Ptas. 34.378.896,79 
En ménos » 2.422.765,72 
Diferencia líquida por exceso de los cré-
ditos presupuestos sobre las obligacio-
nes liquidadas. •» 31.956.131,07 
Los ingresos verificados en el primer se-
mestre, han ascendido, según queda 
consignado, á Ptas. 374.888.863,63 
Los probables en el segundo 
semestre se calcula que 
ascenderán á. . . . . 367.947.000 
Y los que se calcula que ten-
drán lugar en el semestre 
de ampliación á. . . . 52.641.000 » 420.588.000 ;>> 
Total. » 795.476.863,63 
Los pagos ejecutados en el primer semes-
tre ascienden á. . . . . . . . . Ptas. 249.278.136,13 
Se calculan para el segundo 
semestre en 427.154.327 
Y en el semestre de amplia-
ción en, 117.010.066 » 544.164.393 » 
Importarán por lo tanto los pagos proba-
bles del ejercicio . » 793.442.529,13 
RESUMEN. 
Importan los ingresos realizados y á rea-
lizar. . . . . . . . . . . Ptas. 795.476.863,63 
Importan los pagos ejecutados y á satis-
"' facer-' • • • • • • • • • • » 793442.529,13 
Por consiguiente se calcula que resultará 
un remanente ó sobrante de ingresos. , » 2.034.334,50 
En las demostraciones que anteceden he prescindi-
do en los ingresos de detallar los conceptos á que co-
rresponden, y en los gastos el pormenor de las seccio-
nes á que pertenecen, pues publicada ya la Memoria 
que el Sr. Ministro de Hacienda ha presentado á las 
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Cortes, inserta además en la Gaceta y examinándola 
la prensa periódica, he creído innecesaria la exhibi-
ción de datos que todos conocen oficialmente, li-
mitándome, por lo tanto, á consignar los resultados 
que he estimado precisos para dejar debidamente 
cumplido el compromiso que me he impuesto. 
En aquel documento se expresan con detención 
las razones que han servido de base para el cálculo 
del resultado que ofrecerá el presupuesto, cuyo 
cálculo por mi parte considero prudentísimamenté 
formado. 
Por lo demás, creo haber dicho lo bastante con re-
lación á los presupuestos en cuya formación ó admi-
nistración he intervenido, para que puedan ser juz-
gados mis procedimientos y con el fin de ilustrar la 
opinión en todo aquello que, á mi juicio, pudo y aún 
podría ser extraviada por falta de antecedentes. 
Paso ahora á ocuparme de las contribuciones é 
impuestos á que alcanzó la reforma. 

COííTRIBUCIÓIí DE INMUEBLES, 
CULTIVO Y GANADERIA. 
I . 
Natural es que siendo este recurso del Estado el de 
mayor importancia, el de mas segura realización y el 
que figura á la cabeza de los impuestos directos, ocu-
pe el primer lugar en la reseña que me propongo ha-
cer de las modificaciones que se introdujeron, á pro-
puesta mía, en el sistema tributario. 
Establecido por el decreto-ley de 23 de Mayo de 
1845 en sustitución de otros impuestos, cuya desapa-
rición se hacía necesaria en buenos principios, implan-
tóse, contra la voluntad sin duda del ilustre Ministro 
que acometió la reforma, en condiciones poco venta-
josas para la buena administración del mismo, que no 
solamente dificultaron la organización primitiva de lo 
que había de ser el más pingüe ingreso del presupues-
to, sino que fueron la verdadera causa de obstáculos 
con que ha venido luchando constantemente la Ad-
ministración ; obstáculos que aún no han sido venci-
dos y que tardarán todavía algún tiempo en desapare-
cer por completo. Prueba evidente de que ni la inte-
ligencia ni la fuerza de voluntad que distinguieron á 
aquel hombre de Estado pudieron ser bastantes á evi-
tar los graves inconvenientes con que lucha siempre 
la implantación de toda reforma. 
Aparte de las dificultades que habían de surgir por 
la oposición que en nuestro país se hace de ordinario 
á toda reforma cuando afecta á determinados intere-
ses, la absoluta carencia de datos estadísticos para 
fijar con exactitud el cálculo de lo que debía ofrecer 
ese nuevo ingreso, y la falta de un amillaramiento que 
sirviera de base al reparto de la cantidad presupuesta, 
dieron lugar á que una contribución proyectada con 
el carácter de cupo repartible, y cuya incógnita era el 
tanto por ciento con que saldría gravada la riqueza, 
se alterara en sus términos, fijando la cuota en un 12 
por 100 para obtener 300 millones de reales, que más 
tarde quedaron reducidos á 250. 
Á partir de esta dificultad, que obligó á la Adminis-
tración á empezar por donde debía concluir, hubiera 
sido conveniente dejar como base el tanto por ciento 
de cuota, buscar la riqueza contributiva y ser lo des-
conocido el importe que había de ofrecer como recur-
so del presupuesto. 
Pero á esto se oponía el pensamiento del legislador, 
que había querido organizar una contribución de cupo 
repartible, no de cuota fija, con el fin sin duda de sa-
ber con certeza la cantidad anual con que el Estado 
podía contar, y hacer solidariamente responsables, del 
total importe del cupo, á la masa de contribuyentes; 
ála provincia, del cupo provincial; y al pueblo , del 
municipal. 
Buscando la Administración la realización de este 
ideal, dió margen á una lucha de vecino á vecino , de 
pueblo á pueblo, de provincia á provincia y de la 
masa general de contribuyentes contra el Estado, que 
se tradujo en una serie de ocultaciones de imposible 
descubrimiento, y por de pronto se convirtió en una 
dificultad punto menos que insuperable para la for-
mación del amillaramiento, que no le tuvimos sino en 
1850, y éste lleno de imperfecciones é irritantes des-
igualdades, dándose el caso de que algunas provin-
cias, como las del Noroeste, no le hicieron so pretexto 
del modo de estar organizada en ellas la propiedad y 
su disfrute, sin que hasta la fecha haya podido lograr-
se su formación. 
Esta oposición era natural : el vecino que ocultaba 
no se preocupaba de la carga que echaba sobre sus 
convecinos y hacendados forasteros del mismo muni-
cipio ; el pueblo que salía beneficiado en todo lo que 
ocultaba, se lisonjeaba con el resultado; y la provin-
cia, teniendo el propio interés que los pueblos, no 
prestaba, desgraciadamente, su eficaz apoyo al des-
cubrimiento de la riqueza oculta. 
En tanto, la Administración, segura como estaba de 
la grande ocultación, viéndola palpable al considerar 
que , comparando los datos estadísticos que los ami-
llaramientos ofrecían con los trabajos catastrales del 
Marqués de la Ensenada, apenas si arrojaban un im-
perceptible aumento de riqueza, no obstante haber du-
plicado casi la riqueza, la producción, el comercio y 
el consumo; y ante la impotencia de fijar la verdadera 
base del repartimiento, ó sea la riqueza líquida impo-
nible, buscó su defensa en la elevación del tipo tribu-
tario, en la confianza de que, aún elevándolo , no re-
basaba los límites de la conveniencia, ni compensaba 
la baja que la ocultación representaba; pero no tuvo 
en cuenta que al subir el tipo perjudicaba á los con-
tribuyentes y pueblos que obraban de buena fe ; y 
cuando las necesidades del presupuesto obligaron uno 
y otro año al aumento del tipo para poder repartir 
mayor cantidad y asegurar su cobro, cuando se tuvo 
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que llegar al 21 por 100, las desigualdades subieron á 
tal punto, que era imposible sostener el impuesto en 
aquella situación, porque para unos el tipo había pa-
sado, no solamente del límite de lo conveniente y de 
lo justo, sino de lo posible , al propio tiempo que para 
otros no se aproximaba ni con mucho á lo debido. 
No diré yo que la Administración careciese en ab-
soluto de razón para obrar así: estaba persuadida de 
las ocultaciones; las había patentizado uno y otro día, 
demostrándolo más y más en la Estadística que publi-
có en 1877 la Dirección general de Contribuciones, 
trabajo de mucha estima; y parecía natural que, da-
das las necesidades del Tesoro, siempre crecientes, 
apelara á la elevación del tipo, ya que no podía lle-
gar, á pesar de sus esfuerzos, á la fijación de la rique-
za que sirviera de base para el reparto. Mas al obrar 
de este modo agrandaba sin duda las dificultades, ha-
ciendo odioso un impuesto que, como ninguno, podrá 
en no lejano día ser exigido con la debida igualdad. 
Un ejemplo demostrará hasta la evidencia la ver-
dad de todo lo expuesto. 
Cierto funcionario celoso é inteligente, administran-
do esta renta en la provincia de Salamanca en 1856, 
es decir, cuando ya existía lo que se llama amillara-
miento, recogió por curiosidad los datos siguientes : 
26 pueblos contribuían al 12 % 
48 » » 11 » 
113 » » 10 » 
74 » » 9 » 
46 » » 8 » 
43 » » 7 » 
20 » » 6 » 
14 » » 5 » 
5 » » 4 » 
1 » » 3 » 
390 total de Ayuntamientos. 
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¿Con cuánto no hubiera contribuido esa provincia 
si á todos se hubiera exigido la cuota del 12 por 100, 
buscando en ella la base y no en el cupo? ¿Y qué se 
logró con sostener éste y repartirle? Esa desigualdad 
inconcebible, y, lo que es lo peor, que al aumentar el 
tipo desde 12 á 21, á este máximum llegaran unos po-
cos, y otros en cambio no pasaran del mismo tanto 
por ciento que se había señalado en 1845, porque los 
nuevos amillaramientos, hechos en 1862, adolecían de 
iguales defectos que los de 1850, y la Administración, 
con tal que aumentaran algo la masa de riqueza im-
ponible, aumento que generalmente se obtenía á 
costa de los hacendados forasteros, se daba por 
satisfecha, y las desigualdades seguían en la misma 
escala proporcional, y las quejas de los contribu-
yentes de buena fe se dejaban sentir por todas 
partes. 
Antes de llegar á ese máximum del tipo tributario, 
la Administración, persuadida sin duda de que el sis-
tema que había emprendido, en vez de disminuir, au-
mentaba la injusticia con que la contribución se re-
partíanse ocupó seriamente de formar una buena 
estadística territorial, que, dado el sistema de repar-
timiento, ofreciera uñábase que garantizase la mayor 
proporcionalidad posible en el tributo; y empezaron 
los estudios para la formación de los amillaramientos, 
nombrándose por orden de 9 de Marzo de 1874 una 
Comisión compuesta de cuatro jefes de Administra-
ción de la clase de activos, bajo la presidencia del Se-
cretario general del Ministerio, la cual, en el término 
de un mes, debería formular el reglamento especial 
para conseguir aquel objeto. 
Esta medida era tanto más necesaria , cuanto que, 
por circunstancias que no es del momento apreciar, 
no se había hecho amillaramiento desde 1862, sin em-
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bargo de que existía la obligación de efectuarlo cada 
diez años. 
Más tarde, sobre todo, cuando la Dirección gene-
ral de Contribuciones, con un ce1© digno de elogio, 
preparaba sus trabajos estadísticos de los que resulta-
ban muchas más unidades contributivas, más eleva-
dos precios de evaluación, mejor cultivo, mayor pro-
ducción, siquiera aumentasen también los gastos de 
ésta; en 1878, en fin, se dió gran impulso á los trabajos 
estadísticos, publicándose el reglamento de 10 de 
Diciembre de dicho' año. 
Según él, debían los contribuyentes declarar su ri-
queza contributiva en cédulas que comprendieran 
toda la que poseían; las Juntas municipales reunirías 
y formar el registro de fincas; aprobarlas la Adminis-
tración, previa la comprobación pericial; formar de 
común acuerdo las Juntas y la Administración las 
nuevas cartillas evaluatorias, y así conocida la exten-
sión tributaria y la naturaleza del cultivo, fijado el va-
lor de las unidades de producción y los gastos dedu-
cibles, señalar la riqueza líquida imponible que sirvie-
ra de base á los repartos posteriores. 
Inútiles fueron, en parte, los esfuerzos de la Admi-
nistración en los primeros años, viéndose obligada á 
conceder prórogas y prórogas, primero para la pre-
sentación de las cédulas, que aún no ha terminado, y 
después para los trabajos de resumen que las Juntas 
de Estadística tenían que realizar, concediendo per-
dones de multas, ya generales, ya parciales. 
En tal situación encontré los trabajos de estadística 
territorial al hacerme cargo del Ministerio de Hacien-
da en Febrero de 1881. 
Abrigando la convicción de la desigualdad que exis-
tía en el reparto del tributo, la lógica me llevaba á 
procurar que desapareciera lo más pronto posible. Yo 
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había tenido el honor de decir en el Congreso de se-
flores Diputados, sesión del 30 de Junio de 1876, re-
firiéndome á mis actos como Ministro en 1874, lo si-
guiente, que después he ratificado más de una vez en 
el Senado: 
«Aquel Gobierno declaró que, en su opinión, no 
»podía elevarse más la tributación sobre la propiedad 
»territorial, pues se encontraba excesivamente recar-
»gada, creyendo, como por mi parte creo y sostengo, 
»que si dicha propiedad, por ser una de las manifes-
»taciones de la riqueza, es la llamada á sufrir los tri-
butos extraordinarios, con preferencia á todas las 
»demás, en los momentos críticos en que el País tiene 
»necesidad de ellos, por ser la que más fácilmente 
»puede proporcionarlos, esta misma consideración 
»debe obligar á los Gobiernos á que, una vez pasadas 
»las circunstancias que les han decidido á la imposi-
»ción de aquellos sacrificios, hagan las mayores bajas 
»posibles en el impuesto, para que la propiedad se re-
»ponga, robustezca y esté en situación de volver á 
»contribuir en otros momentos dados, si desgraciada-
»mente fuera preciso, lo cual es de desear que no 
» acontezca.» 
Pues si por una parte había yo sostenido en la opo-
sición el ineludible deber que existía de hacer más so-
portable para los contribuyentes el impuesto sobre la 
propiedad territorial, pesando, por lo tanto, sobre mí 
el de llevarlo á cabo desde las esferas del Gobierno, 
y por otra, las declaraciones de los mismos inte-
resados, corroborando lo que de todos era sabido, la 
ocultación de riqueza que existía, me facilitaban el 
medio de realizarlo, ¿debiera renunciar á ello? ¿Podía 
dejar de atender las quejas que en justicia se formula-
ban? Adopté, por lo tanto, las disposiciones conve-
nientes para ver de conseguir la más breve realización 
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de mi deseo, y no podía ser éste otro que el que la 
contribución se repartiera en equitativa y justa pro-
porcionalidad, gozando los contribuyentes de buena 
fe del beneficio á que tenían derecho. 
Para llevar á cabo la reforma que procediese en 
este impuesto, era preciso reunir todos los anteceden-
tes necesarios, si había de realizarse con perfecto co-
nocimiento de causa y con la prudencia debida, pre-
parando de esta manera el oportuno proyecto de ley 
que en su día se presentara á las Cortes; y consideré 
como mi primer deber impulsar cuanto me fuera dado 
los trabajos estadísticos, para que el reglamento 
de 1878 tuviese el más pronto y debido cumplimiento. 
Entre tanto, y según me lo permitían las múltiples 
atenciones que sobre mí pesaban, aproveché valiosos 
elementos que en la Administración existían para co-
nocer mejor la verdad aproximada de las ocultacio-
nes, y de ellas deducir la rebaja posible en el tipo tri-
butario, sin aminorar el ingreso presupuesto; utilicé 
para ello los servicios de celosos funcionarios enca-
necidos en los trabajos estadísticos, y ordené se fue-
ran organizando los resultados que ofrecieran las 
cédulas presentadas y resumidas por las Juntas muni-
cipales, para hacer el estudio comparativo con los 
amillaramientos, apéndices y repartimientos vigentes. 
Curiosos fueron los datos que se me proporciona-
ron, pues notables eran las diferencias que existían 
entre los amillaramientos y las cédulas extendidas y 
autorizadas por los mismos interesados: pueblos había 
en que la ocultación excedía, y no poco, del 70 
por 100, por la mayor extensión del terreno contribu-
tivo ó por la mejora del cultivo, sin tener en cuenta 
el mayor precio de las unidades de producción, por 
el mayor consumo, facilidad del transporte y desarro-
llo del comercio. En la casi totalidad de los casos, la 
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extensión tributaria aumentaba considerablemente, 
en términos que el celoso funcionario encargado del 
servicio de esa renta del presupuesto creía que se po-
día rebajar el tipo al 18 por 100, dando el impuesto 
41 millones de pesetas más, y llegar al 14 por 100, 
ofreciendo todavía mayor cantidad que la de 166 mi-
llones presupuesta; opinando, en fin, que debería 
fijarse desde luego el tipo últimamente citado y pro-
ponerse á las Cortes, según todo consta de documen-
to extraoficial autógrafo que conservo. 
En vista del resultado que ofrecían las comparacio-
nes hechas por el Centro encargado de administrar 
esta contribución, siendo patentes las ocultaciones 
con la prueba más perfecta que se conoce, cual es la 
confesión de los interesados, que libre y espontánea-
mente habían extendido y suscrito las cédulas, apa-
reciendo de ellas una mayor extensión tributaria, que 
hacía innecesario el tipo de 21 por 100, deduciéndose 
también que existían terratenientes y cultivadores que 
no tributaban, no me era lícito consentir que la ri-
queza descubierta dejara de contribuir, no debía sos-
tener ese tipo tributario excesivo para los contribu-
yentes de buena fe, ni podía evitar la reducción del 
tanto por ciento, puesto que la riqueza descubierta le 
hacía innecesario. 
Cierto es que la Administración hubiera quizás po-
dido utilizar ese descubrimiento de la riqueza oculta 
y hacerla tributar al tipo corriente; pero esto hubie-
ra sido por demás injusto, puesto que el propósito que 
se abrigaba al pedir á los contribuyentes una espontá-
nea declaración de su riqueza era la baja del tipo tri-
butario, haciendo que cada cual pagara con arreglo á 
su haber, rebajando á los que tenían ya declarada la 
verdad en los amillaramientos, y compensando estas 
bajas con los aumentos que ofreciera la riqueza que 
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de nuevo venía á tributar. Además, que no estando 
ultimados, ni mucho menos, los trabajos estadísticos 
en muchos pueblos, existiendo provincias enteras en 
que ni una cédula se había presentado á las Juntas 
municipales, ó al menos éstas no habían entregado 
los resúmenes á la Administración, si se hubiese 
adoptado tal temperamento, perfectamente legal por 
otra parte, hubiera constituido un aviso poco pruden-
te para que los morosos redactaran sus cédulas con 
toda la ocultación posible, y un castigo para los que, 
obedientes á los preceptos reglamentarios, habían 
presentado aquéllas confesando sinceramente la rique-
za que poseían. Por otra parte, detenerse ante el he-
cho de no estar ultimados en todos los pueblos los 
trabajos prevenidos en el reglamento de 10 de Di-
ciembre de 1878, era imposible, pues equivalía á di-
latar la reforma, con notorio perjuicio de los contri-
buyentes que habían cumplido sus deberes. 
En este estado las cosas, surgió para mí una contra-
riedad: el funcionario más autorizado é inteligente 
que me prestaba su cooperación en estos estudios y 
preparaciones, opinó que desde luego podía hacerse, 
y en menos de un año, el repartimiento de los 166 mi-
llones de pesetas, importe del cupo presupuesto para 
esta contribución, con una riqueza que sólo tributase 
al 14 por 100, empleando para ello trabajos de avance 
y evaluaciones alzadas de la riqueza contributiva. 
A mí no me pareció procedente entrar en la desig-
nación de la riqueza imponible, que era el punto ca-
pital de la reforma, por el sistema de las evaluaciones 
alzadas, que tantos perjuicios podían ocasionar. Me 
concretaba á tomar como base de la reforma la que 
no podía rechazarse, y consistía en la declaración es-
pontánea del contribuyente en cuanto á la extensión 
superficial y los cultivos, y le estimulé á que dentro 
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de este criterio procediese sin levantar mano, todo 
lo cual podía efectuarse en mucho menos tiempo que 
el que él señalaba para realizar su plan. 
Creí haberle convencido, y era mi propósito ade-
lantar lo más posible los trabajos á que me refiero, 
para obtener, como antes he dicho, el conocimiento 
de la importancia aproximada de la ocultación y fijar 
el tipo con que la riqueza pudiera ser gravada; pero 
después me dirigió la renuncia de su cargo. Y como 
quiera que este particular fué tratado en el Congreso 
de los Diputados (sesión del i.0 de Abril de 1882), 
y el interesado ha fallecido, no considero procedente 
detenerme más en este punto. 
Preferible hubiera sido, repito, que los trabajos se 
hallasen terminados en todas las provincias, en todos 
los pueblos; pero si la reforma no podía ser tan ex-
tensa, por causas ajenas á la voluntad de la Adminis-
tración, justo era que alcanzara sin más demora á los 
que estuviesen en el caso de disfrutarla, y que se 
adoptasen las reglas convenientes para que sucesiva-
mente fuera comprendiendo á los demás. 
Debía intentarse, en cuanto fuera posible, que la 
reforma se hiciese general, y á este fin, y después de 
repetidas excitaciones á los pueblos morosos, antes 
de la presentación á las Cortes del proyecto de ley, 
no siempre apoyadas y muchas veces contrariadas 
por elementos importantes que tenían el deber de 
darme ayuda, me reservaba proponer en el precitado 
proyecto que el plazo para la presentación de las cé-
dulas con derecho á la rebaja quedase ampliado has-
ta la aprobación de aquél. 
Otra dificultad, y de no escasa importancia, pare-
cía oponerse al planteamiento de la reforma. En las 
cédulas constaba la extensión superficial y la natura-
leza del cultivo, pero no se había llegado en los tra-
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bajos para la rectificación de los amillaramientos á 
fijar la clasificación de los terrenos, las unidades 
de producción, ni la valoración de éstas, previa la 
designación de precios medios, y por lo tanto, no se 
había podido determinar los gastos deducibles para 
obtener con fijeza la riqueza líquida imponible que 
había de servir de base para la designación de la cuo-
ta ; pero tampoco había de detenerme ante esta difi-
cultad. 
Tres medios podían utilizarse para vencerla. 
Primero, adoptar las valoraciones de la Estadística 
publicada por la Dirección general del ramo en 1879; 
segundo, hacer unas valoraciones alzadas por regio-
nes en cada provincia, que se aproximaran todo lo 
posible á la verdad; y tercero, aceptar provisional-
mente las valoraciones y clasificaciones vigentes. 
Desde luego opté por el último, por dos razones, 
poderosas en mi opinión: la primera, porque éstas 
valoraciones y clasificaciones habían sido hechas de 
acuerdo con los Ayuntamientos y Juntas periciales, 
lo cual estimaba bastante á decidirme; la segunda, 
porque eran más ventajosas para el cuerpo contri-
buyente, punto que no admite la más ligera duda. 
Las cartillas evaluatorias se habían hecho en 1861 
tomando como tipos la producción y los precios 
medios del decenio de 1850 al 60, deduciendo para 
fijar éstos los dos años, el de precio más elevado 
y el de más bajo. Pues bien; nadie podrá afirmar 
que la producción se encuentra estacionada desde 
1860; es palmario que ha mejorado notabilísima-
mente: luego son mayores las unidades de produc-
ción; y en cuanto á los precios de éstas, recuér-
dese el que alcanzaron los cereales en aquel dece-
nio, fuera del excepcional de 1857, que no se com-
putó para las valoraciones por ser el más alto; tráigase 
á la memoria el precio que en aquella época tenía el 
vino, y compárese con el que hoy alcanza, gracias á 
los tratados de comercio; véase el valor de la arro-
ba de aceite de entonces y de ahora; compárense los 
ganados, los alquileres de las casas y todo lo que sir-
ve de base á esta contribución, y nadie podrá dudar 
de la notable diferencia en los precios. Y si bién es 
verdad que algunos gastos de producción han sufrido 
aumento, otros han tenido disminución, y como re-
sultado, el valor del producto, deducidos los gastos, 
es mucho mayor que el que ofrecía en el decenio del 
50 al 60. 
Si, pues, son hoy mayores las unidades de produc-
ción, y cada una de éstas vale más, la valoración he-
cha con arreglo á las cartillas de 1861 es altamente 
ventajosa á los contribuyentes, y por lo tanto, la difi-
cultad estaba vencida, y el cuerpo contribuyente no 
puede quejarse del medio que creí justo y equitativo 
utilizar. 
Y por último, otra cuestión me preocupaba al aco-
meter la reforma: ¿era justo que al particular, contri-
buyente de buena fe, se le privase de los beneficios de 
ella, si había cumplido su deber en la presentación 
de la cédula y declarado su verdadera riqueza, por-
que sus convecinos ó la municipalidad no hubiesen 
procedido de idéntica manera ó no llenaran los suyos? 
Sin embargo, bien examinado el asunto, comprendí 
que el remedio era imposible, pues hubiera existido 
un dualismo en el procedimiento dentro de cada pue-
blo, perjudicial además para el Tesoro, tocándose 
por otra parte la dificultad de que, no habiendo sido 
presentadas todas las cédulas, no podían resumirse, y 
sin este trámite, no podía prestárseles su aprobación, 
si la merecieran. 
Creo haber expuesto con leal franqueza los antece-
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dentes y fundamentos que me decidieron á la refor-
ma , y con igual sinceridad me propongo tratar todos 
los particulares que con el curso de ella se rela-
cionan. 
II . 
Tuve la honra de presentar á las Cortes el corres-
pondiente proyecto de ley en 24 de Octubre de 1881, 
y en él se fijó el plazo para la presentación de las cé-
dulas hasta 15 de Noviembre siguiente, el cual se 
amplió naturalmente hasta 31 de Diciembre, en cuya 
fecha aquél quedó convertido en ley. Esperaba por 
este medio obtener un favorable resultado, pues el 
aliciente que á los pueblos morosos se ofrecía para 
que completasen sus trabajos estadísticos debía con-
siderarlo eficaz, toda vez que, haciéndolo así, obte-
nían la rebaja en el tipo tributario, convirtiendo para 
ellos el impuesto en contribución de cuota fija, con 
las ventajas consiguientes, que no podían concederse 
á los pueblos que no hubieran cumplido debidamente 
con la presentación y resúmenes de las cédulas. 
La discusión del proyecto de ley ofreció las dificul-
tades que eran de prever; pero, con ligeras modifica-
ciones, no ciertamente sustanciales, fué aprobado. 
Votada, sancionada y publicada la ley, mi deber 
era proceder á cumplirla con la misma fe y decisión 
que me habían animado en los procedimientos pre-
vios ; no desconocía que una innovación de la natura-
leza y trascendencia que envuelve la de que me ven-
go ocupando había de suscitar serios embarazos para 
su planteamiento, ya los que nacían de los cambios 
de procedimiento que era preciso adoptar, ya de los 
trabajos que era necesario acometer y no podían es-
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tar preparados de antemano, ya, en fin, por otras cau-
sas y motivos diferentes. 
Desde luego había contado contener preparados to-
dos los elementos preliminares en el mes de Enero de 
1882 , y por esto fijé en el proyecto de ley la fecha 
de 15 de Noviembre como límite de admisión de re-
súmenes de cédulas, para que, á contar desde ese día 
la Administración fuese preparando las designaciones 
de la riqueza imponible por pueblos, base de las nue-
vas cuotas, sin perjuicio de lo que las Cortes resol-
viesen; pero el retraso con que se discutió el proyec-
to obligó á prorogar aquella fecha hasta fin de Di-
ciembre, paralizando mes y medio más todas las ope 
raciones preparatorias. 
Con muy oportuna previsión la ley determinaba, de 
conformidad con el proyecto, que continuarían tribu-
tando con el 21 por 100 aquellos pueblos cuyas de-
claraciones, á pesar de estar ajustadas al art. 24 del 
reglamento de 1878, fuesen rechazadas por la Admi-
nistración por ocultación notoria. Y como quiera que 
en las presentadas con anterioridad al proyecto había 
muchas en este caso; otras, en no escaso número, en 
que se alteraban las medidas agrarias ó se confundía 
la hectárea con la obrada ó fanega; ya se computaban 
los bienes pro indiviso á los que en las cédulas com-
prendían el total de las fincas, á la vez que otros com-
prendían también su parte alícuota en las mismas; 
ya, en fin, se confundían las fincas cuya producción 
era de año y vez con las de producto anual; y por 
otra parte, las cédulas presentadas con posteriori-
dad al 24 de Octubre adolecían en su generalidad 
de los antedichos vicios, ó de otros que acreditaban 
no haberse preocupado los interesados ni las Juntas 
sino de llenar de cualquier modo una formalidad en 
los términos que estimaban útiles á sus intereses; de 
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aquí que se originasen una serie de dilaciones que 
impedían la marcha ordenada y metódica de la Ad-
ministración, ocasionando el clamoreo, que no vacilo 
en calificar de injusto, de algunos pueblos porque no 
se les aplicaba la reforma, sin tener en cuenta que 
suya, exclusivamente suya era la culpa. 
Los trabajos, pues, tenían que caminar con la de-
bida parsimonia, y en la mayoría de los casos men-
cionados se fueron subsanando los defectos y aplicán-
dose las ventajas de la ley, á cuyo fin se dictaron las 
Reales órdenes de 3 de Abril y 29 de Mayo de 1882, 
que establecieron las reglas para ello. 
Cierto es, y no lo he ocultado, que se han cometido 
también errores por parte de la Administración en 
algunos procedimientos ; pero estos males son inevi-
tables en asunto por su naturaleza complicado, y se 
ha atendido al remedio de ellos inmediatamente que 
han sido conocidos. 
En presencia de las contrariedades que quedan ex-
puestas, es en verdad lisonjero que la reforma se im-
plantara y siga progresando de una manera que debe 
estimarse satisfactoria. En el semestre de i.0 de Enero 
á 30 de Junio de 1882 entraron á gozar de sus venta-
jas 1.269 pueblos, y en el ejercicio actual disfrutan de 
sus beneficios 2.752, es decir, más del doble que en 
el semestre anterior. 
El número de pueblos que hay en la Península é 
Islas adyacentes se eleva á 8.778; pero debe tenerse 
en cuenta que de las 49 provincias, 12 de ellas no 
han podido comprenderse hasta ahora en los trabajos 
preparatorios : 
Las 3 vascongadas, Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, que se en-
cuentran exceptuadas por tributar á virtud de concier-
tos provinciales. 
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1 Navarra, que se halla también exceptuada por el mismo 
motivo que las anteriores. 
6 Las cuatro de Galicia, Coruña, Lugo, Orense y Ponteve-
dra, y las de Oviedo y León, donde el servicio no 
estaba aún planteado por la subdivisión de la propiedad, 
el sin número de foros y censos que sobre la misma 
pesan y otras causas que obligaron á dictar la Real 
orden de 7 de Noviembre de 1879, modificando algunos 
de los artículos del Reglamento de 10 de Diciembre 
de 1878 y concediendo otras facilidades que hasta de 
presente no han dado satisfactorio resultado, 
2 Barcelona y Canarias; en la primera, porque, examinadas 
las cédulas, resultaron en su mayor parte con errores 
tan sustanciales que impidieron su aceptación, siendo 
tal la naturaleza de ellos que han dado lugar á la in-
tervención de los tribunales para el esclarecimiento de 
los hechos. 
12 Total á deducir de las 49 provincias. 
Son, por lo tanto, 7.674 los pueblos á quienes hasta 
hoy puede alcanzar la reforma ; de ella, como queda 
dicho, disfrutan, contribuyendo al 16 por 100, 2.752, 
esto es, más de una tercera parte de los que compren-
den las 37 provincias en que la reforma ha de reali-
zarse primeramente. 
De los precitados 2.752 pueblos. 
Han aceptado la riqueza designada. . . . 2.218 
Han presentado reclamación de agravio. 534 
Total. . . . 2.752 
En 1.674 pueblos ha habido un aumento 
de riqueza imponible de. . . Ptas. 44426.445 
» 965 pueblos ha habido un aumento 
de riqueza imponible de. . . » 12.885.865 
2.639 pueblos han ofrecido un aumen-
t to de riqueza imponible de. . » 57.312.330 
En 113 pueblos ha habido una baja de 
riqueza imponible de. . . . » 957-938 
En los 2.752 pueblos resulta un aumento lí-
quido de riqueza imponible de. » 56-354-392 
Para terminar la exposición en cuanto se refiere al 
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primer período de la reforma, cúmpleme ocuparme 
ahora del resultado de la recaudación, la cual consi-
deraban mis adversarios no ya difícil, sino imposible, 
asegurando que la renta decrecería notabilísimamente 
y acaso aconteciera no tributar los pueblos ni al 16 ni 
al 21 por ico. 
Las dificultades que ofrecía la subsanación de los 
errores cometidos en las cédulas presentadas por los 
contribuyentes demandaban un mayor período de 
tiempo que el que era preciso para que la recauda-
ción del primer trimestre del ejercicio de i.0 de Ene-
ro á 30 de Junio de 1882 pudiera realizarse oportu-
namente por los tipos respectivos. 
En el deseo, por una parte, de evitar que una mal 
entendida actividad perjudicara la exactitud del ser-
vicio, y por otra, que no se lastimasen los intereses del 
Tesoro, se expidió la Real orden de 6 de Febrero 
de 1881, previniendo que á buena cuenta se cobrara 
el precitado primer trimestre por los recibos iguales 
á los dos anteriores, á rebatir el exceso ó reintegrar 
la falta en el trimestre siguiente; medida que, sin 
dañar en lo más mínimo al contribuyente, evitó los 
perjuicios que de otro modo hubieran podido aca-
rrearse, y disposición duramente combatida, no obs-
tante que contaba precedentes en las diversas Admi-
nistraciones de todos los partidos. De este modo pudo 
normalizarse la marcha de la reforma, sin que ningún 
pueblo dejase de satisfacer el tributo, no obstante los 
pronósticos que en contrario se hacían. 
La contribución territorial se presupuso 
para el semestre de 1.0 de Enero á 30 de 
Junio de 1882, ejercicio ya liquidado, en. Ptas. 83.000.000 » 
Han importado las cuotas liquidadas á los 
contribuyentes.. . » 83.511.878,20 
Ha habido, pues, un exceso en la suma 
liquidada sobre la presupuesta de. . . » 511.878,20 
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Resultado, en verdad, lisonjero, en los primeros 
pasos de la reforma, y cuando en ese período disfru-
taban ya de los beneficios de ella 1.269 pueblos, tribu-
tando al 16 por 100. Contestación elocuentísima para 
los falsos augures que pronosticaban el decrecimiento 
de la renta. 
Por cuenta de la suma liquidada. . . . Ptas. 83.511.878,20 
Se han recaudado en el semestre. . . . » 80.765.543,28 
Y han pasado á ejercicios cerrados. . . » 2.746.334,92 
Respuesta incontestable para los que vaticinaban, 
ó la nulidad, ó la enorme baja en la recaudación. 
Si, pues, sólo han pasado á la cuenta de ejercicios 
cerrados, en el semestral, pesetas 2.746.334,92, y se 
trata de un tributo que estaba presupuesto en los 
años anteriores por el duplo, toda vez que en éstos el 
ejercicio era anual, es evidente el aumento de recau-
dación obtenido en ese período de mi administración 
con sólo considerar lo que en aquéllos pasó á las ex-
presadas resultas de ejercicios cerrados. 
En la liquidación del ejercicio de 1875-76 
pasaron á resultas de ejercicios cerrados. Ptas. 18.619.085,77 
En el de 1876-77 » 12.554.621,57 
» 1877-78 » 12.603.491,60 
» 1878-79. . . . ' • . . . . . » 14.283.514,38 
» 1879-80 » 13.837.920,11 
Buscando el término medio de los tres últimos 
años, período de mayor normalidad, correspondería 
proporcionalmente al ejercicio del semestre de que 
me ocupo 6.787.487 pesetas, y sólo han pasado á re-
sultas de ejercicios cerrados, como queda dicho, pe-
setas 2.746.334,92. 
No he hecho mérito del año de 1880-81, en que ad-
ministré cuasi en su totalidad el segundo semestre, 
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porque, efecto de mi eficaz gestión, sólo pasaron á 
ejercicios cerrados, en el concepto de que se trata, 
pesetas 8.974.491,09 ; pero aun computada esta cifra 
para el término medio con la de los tres años anterio-
res, resultarían para el semestre 6.212.427 pesetas, 
cantidad siempre extraordinariamente superior á la 
que quedó pendiente de realización en el semestre 
de i.0 de Enero á 30 de Junio de 1882. 
Teniendo en cuenta las contrariedades y tropiezos 
que lleva siempre consigo un nuevo y radical sistema, 
se comprenderá por la demostración precedente, no 
sólo el celo que la Administración desplegó, sino 
también la exageración con que se apreciaba la opo-
sición que pudiera ofrecer la reforma. 
Dispuesto siempre á presentar con la debida clari-
dad y exactitud cuantos datos poseo en esta cuestión, 
diré que en el ejercicio corriente la suma liquidada 
disminuye de la presupuesta en 1.796.000 pesetas, y 
eso porque, en el deber de aplicar lealmente la refor-
ma, se ha hecho extensiva á pueblos que, no teniendo 
defectos insubsanables en las cédulas, han ofrecido 
alguna baja; pero la renta recuperará para lo sucesivo, 
y con exceso, esa pequeña minoración, estoy seguro 
de ello. 
Debo, sin embargo, explicar los antecedentes de 
esabaja, y partiendo de los datos que en su lugar co-
rrespondiente he expuesto, consignar aquí todo lo 
relativo á la tributación por lo que al actual ejercicio 
se refiere. 
He explicado los aumentos y bajas que en la riqueza 
imponible han resultado del examen y aprobación de 
las cédulas en los 2.752 pueblos á quienes alcanzasen 
los beneficios de la reforma en el ejercicio corriente; 
veamos ahora las alteraciones que en la tributación 
han producido: 
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En los 1.674 pueblos en que, como queda di-
cho, hubo un aumento de r i -
queza imponible de 44.426.445 
pesetas, el de la tributacóin fué 
de . . ' . . . Pías. 2.200.965 
» 965 pueblos en que hubo 
un aumento de r i -
queza de 12.885.865 
pesetas, resultó en 
la tributación una 
baja de. . . P ías . 3.506.099 
» 113 pueblos en que la baja 
de riqueza fué de 
957.938 pesetas, la 
de tributación llegó 
a. . . . . P í a s . 49I-2S9 » 3-997-358 
2.752 Líquida baja en la tributación. . » 1.796.393 
La baja de 3.506.099 pesetas en la tributación de 
los 965 pueblos que han tenido un aumento de pese-
tas 12.885.865 de riqueza imponible, consiste en que 
este aumento no ha sido el suficiente para compensar 
la diferencia entre el 21 por 100 á que antes contri-
buían y el 16 por 100 á que ahora contribuyen; y 
la baja de pesetas 491.259 en la tributación de los 113 
pueblos que han tenido 957.938 pesetas de baja en la 
riqueza imponible, se explica por sí misma, pues la 
Administración, aceptando las cédulas de los pueblos, 
les ha reconocido una riqueza menor que la que antes 
representaban. 
Queda expuesto que la tributación en general expe-
rimentará en el presente ejercicio una baja de pese-
tas 1.796.393 ; pero en mi deseo de no omitir explica-
ciones para el más perfecto conocimiento de cuanto 
la Administración ha practicado, he de decir que esa 
baja, y aun en mayor cantidad, ha sido producida en 
cinco pueblos, compensando la diferencia entre las 
pesetas 2.045.643 á que en realidad ha ascendido en 
ellos, las 249.250 pesetas que han ofrecido de aumento 
de tributación los 2.747 pueblos restantes. 
Los cinco pueblos mencionados, cuatro de ellos ca-
pitales de provincia y las razones en que la Adminis-
tración se ha fundado para aceptar la baja de tributa-
ción, son los siguientes: 
M A D R I D . 
L A C A P I T A L . 
Que los descubrimientos de riqueza obtenidos en 
las cédulas declaraciones de los contribuyentes fue-
ron comprendidos por la Comisión de evaluación en 
el año 1881-82 y sufrieron el gravamen del 21 por 100 
entonces vigente. 
Que las solicitudes presentadas pidiendo la aplica-
ción de la reforma se fundaban en el principio le-
gal de que todos los contribuyentes habían cumplido 
el artículo 24 del reglamento de 10 de Diciembre 
de 1878. 
Que la Administración continuaba en las investi-
gaciones de la materia imponible para cerciorarse de 
la verdad de las declaraciones, en aumento de la tri-
butación. 
Y por último, que la riqueza en el año 1880-81 era, 
en números redondos, de 40 millones dé pesetas, y 
en el de 1881-82 se había aumentado en un millón. 
Z A R A G O Z A . 
LA CAPITAL. 
Las razones expresadas respecto de Madrid son 
aplicables á la capital de Zaragoza para justificar la 
determinación de que tribute al 16 por 100. 
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CADIZ. 
L A C A P I T A L Y JEREZ DE L A FRONTERA. 
Estas dos poblaciones fueron comprendidas en la 
reforma, porque el resultado de sus declaraciones de 
riqueza se hallaba en parte justificado con las com-
probaciones periciales practicadas, y porque el incre-
mento de la materia imponible ha venido reflejándose 
cada año en sus repartos, lo cual desvanecía, por de 
pronto, toda idea de ocultación notoria, y no proce-
día, por tanto, aplicarles el art. 5.0 de la ley. 
BURGOS. 
Consideraciones de índole parecida tuvo en cuenta 
la Administración para aplicar á Burgos el art. i.0 de 
la ley de de 31 de Diciembre de 1881. 
Resumiendo: 
La baja de contribución en Madrid es de. . . Ptas. 1.448.239 
» » Zaragoza » 69.417 
» » Cádiz » 217.946 
» » Jerez » 283.463 
» » Burgos » 26.578 
Suma total de las bajas » 2.045.643 
Importan los aumentos obtenidos en las demás 
capitales y pueblos comprendidos en la re-
forma » 249-25o 
Baja líquida en la tributación, antes consignada. » I-796-393 
La reforma está en realidad implantada con arreglo 
á la ley; pero para su más breve complemento, es, á 
mi juicio, preciso proseguir con fe y perseverancia el 
camino emprendido, haciendo las comprobaciones 
sobre el terreno y procurando se termine la clasifica-
ción de éstos y la de las cartillas evaluatorias; y á la 
realización de lo uno y de lo otro dedicaba toda mi 
atención, en la seguridad de que han de dar resultados 
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muy favorables para los contribuyentes y el Tesoro 
de consuno. 
I I I . 
¿Y qué esperanzas abrigaba la Administración so-
bre el progreso de la reforma hasta su terminación, á 
mi salida del Ministerio de Hacienda? 
Mi más vivo deseo fué desde los primeros días el 
que se adelantase en el amillaramiento cuanto más 
fuera dable para ver de conseguir que en el próximo 
ejercicio de 1883-84 entrasen á tributar al 16 por 100 
el resto de los pueblos comprendidos en las 37 pro-
vincias antes mencionadas; pero mis esfuerzos se han 
visto contrariados por causas diferentes. 
La notoria ocultación de riqueza que existía en mu-
chas cédulas ha obligado á la Administración á re-
chazarlas en virtud de la facultad que la concede la 
ley, teniendo necesidad en este caso, con arreglo á 
las disposiciones de la misma, de verificar las com-
probaciones periciales sobre el terreno, procedimien-
to siempre dilatorio, y mucho más si se tiene en cuenta 
el escaso número de peritos que pueden utilizarse. Y 
por otra parte, cuando los pueblos no presentan todas 
sus cédulas, se hace preciso llenar de oficio las que 
falten, no encontrándose siempre personal apto y la-
borioso que cumpla el encargo con la rapidez y pre-
cisión que fuera de desear. 
Así, pues, lo que puede esperarse, si las Adminis-
traciones aprovechan, como es de su deber, el tiem-
po, secundándolas órdenes que con repetición tienen 
recibidas, es que en el próximo año económico se au-
mente el número de pueblos que contribuyen al 
16 por 100 en una cantidad igual á la que existe al pre-
sente, lo cual dará por resultado que en 5.500 pueblos 
la reforma sea un hecho. 
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Pero es, á mi juicio, preciso además que se deter-
mine en la forma conveniente que, no obstante los re-
partimientos que puedan hacerse al tipo de 21 por 100 
por no hallarse los pueblos en el caso de utilizar aún 
la reforma, se les aplicará y contribuirán al 16 por 100 
en el segundo semestre cuantos llenen los requisitos 
de la ley, con aprobación de la Administración. De 
este modo aquel número podrá aumentarse breve-
mente, y los contribuyentes y el Tesoro tocarán los 
beneficios de consuno. 
Debo dejar consignado que la provincia de León 
solicitó en 17 de Julio de 1882, esto es, corriendo ya 
el ejercicio actual, y por medio del Vicepresidente de 
la Diputación provincial, que se declarasen compren-
didos en la reforma todos los pueblos de la provincia 
que presentaron oportunamente las declaraciones ; y 
por Real orden de 22 de Noviembre del mismo año 
se dispuso que para el de 1883-84 entrasen todos 
aquellos que reuniesen las condiciones exigidas por 
la ley. 
Aun cuando no es fácil asegurar hoy el número de 
pueblos á quienes alcanzarán los efectos de aquella 
disposición, es de esperar que no sea escaso si la De-
legación de la provincia despliega toda la actividad 
procedente en el plazo que ha de mediar aún hasta 
la presentación de los repartimientos. No podrán cier-
tamente entrar todos, pues se opone á ello el que al-
gunas de las comarcas de la provincia, especialmente 
las colindantes con Galicia y Asturias, se encuentran 
en las mismas condiciones que éstas, ya detalladas en 
su debido lugar. 
Réstame decir que por Real orden de 22 de No-
viembre de 1882 se concedió á las provincias de Ga-
licia y Asturias, conforme con la autorización que 
otorgó al Ministro de Hacienda la ley de 31 de Di-
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ciembre de 1881, por las condiciones especiales de la 
propiedad en ellas, un plazo de seis meses para la pre-
sentación de las cédulas de amillaramiento, el cual 
vencerá en i.0 de Junio próximo. 
En vista de cuanto dejo manifestado, no será te-
merario asegurar que la reforma debe quedar termi-
nada en todos los pueblos de España, y ciertamente 
sin gran esfuerzo, antes de comenzar el ejercicio 
de 1884-85 ; plazo que parecerá largo á algunos, pero 
que es en verdad mucho más breve que el que trans-
currió para el completo planteamiento del sistema 
tributario de 1845. 
IV. 
He presentado á la consideración y juicio del pú-
blico los antecedentes de la reforma, sus resultados 
en la parte que ha sido realizada, los procedimientos 
empleados para su prosecución, y mis esperanzas y 
propósitos para lo porvenir. Séame lícito ahora el in-
tentar disipar ciertos errores en que muchos incurren 
al apreciar la oportunidad y consecuencias de aquélla. 
Si en 1845 el ilustre hacendista D. Alejandro Mon 
tuvo la resolución bastante para proyectar la que llevó 
á cabo careciendo de estadística, de datos ciertos que 
sirvieran de base al nuevo tributo; si á pesar de las 
dificultades de momento se aclimató, y su sistema 
tributario, oportunamente concebido, enérgicamente 
implantado, vigorosamente ejecutado, ha llegado á ser 
la base de nuestra Hacienda, por lo que la patria le 
deberá eterna gratitud, y por mi parte celebro se me 
presente esta ocasión para rendirle el homenaje de jus-
ticia que su recuerdo merece; cuando yo contaba con 
elementos que él preparara, sus dignos sucesores me-
joraron, y que patentizaban las desigualdades que exis-
tían en el tributo, lo perjudicados que estaban los 
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contribuyentes de buena fe ; cuando tenía pruebas in-
dubitables de la ocultación ; cuando los mismos inte-
resados la confesaban, ¿no me había de ser lícito aco-
meter la reforma que tuve la honra de proponer á las 
Cortes? Sabedor de las injusticias que el sistema an-
terior entrañaba, ¿había de permanecer inactivo? 
La oportunidad de la medida está demostrada , y 
voy á ocuparme de los errores en que se incurre al 
apreciar sus consecuencias. 
Ante todo, es digno de llamar la atención el empe-
ño que manifiestan muchos pueblos en contribuir al 
21 por 100 en vez de optar por el beneficio que la ley 
les otorga. Para mí es, en la mayoría de los casos, la 
más evidente prueba de la ocultación de riqueza que 
en ellos existe; aunque bien sé yo que habrá contri-
buyentes de buena fe que no tendrán ocultación al-
guna, y posible es que no falte quien se encuentre 
perjudicado, siendo verdaderamente lamentable que 
el interés de los más poderosos avasalle los suyos, 
pues la ley no reconoció á los individuos, sino á los 
pueblos, siendo otra cosa imposible por razones fáci-
les de comprender. 
Se dirá que la resistencia nace de que la Adminis-
tración les exige una riqueza superior á la que real-
mente tienen, lo cual es, á todas luces, completamen-
te inexacto, pues aquélla se limita por ahora á aceptar 
las cédulas que se encuentren en consonancia relativa 
con los datos y antecedentes que posee, dignos de es-
tima , sin llegar á depurar toda la ocultación. Si las 
cédulas se encuentran en otro caso, la Administración 
sigue los procedimientos que en todos tiempos han 
marcado las instrucciones para conseguir el objeto, y 
el derecho de exigir la comprobación pericial sobre 
el terreno y la reclamación de agravio la tienen siem-
pre los pueblos. 
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La buena fe con que la Administración ha procedi-
do en todos sus actos, está demostrada con el hecho 
de haber reconocido en muchos pueblos baja de ri-
queza sóbrela anteriormente amillarada, según queda 
consignado en el lugar correspondiente. 
Por falta de fundamento que tenga el error en que 
han incurrido ó incurren los que sostuvieron ó sostie-
nen, afortunadamente pocos, que los contribuyentes 
al 16 por ico vienen á satisfacer más cantidad que la 
que pagaban al 21, citando ejemplos cuya razón de 
ser no explican, no estará de más consagrar algunas 
palabras en este trabajo á la refutación de tan inde-
fendible aserto. 
Que los contribuyentes á quienes se han aplicado 
los preceptos de la ley de 31 de Diciembre de 1881 
han obtenido ventajas positivas, ha de ser un hecho 
indudable para cuantos examinen atenta é imparcial-
mente la cuestión. E l que lo es de buena fe, que en 
los antiguos amillaramientos tenía declarada toda su 
riqueza, es natural que haya consignado la misma en 
las actuales cédulas: pues bien, si tiene hoy como 
base la misma extensión tributaria, si se le computan 
las mismas unidades de producción y se le valoran á 
los mismos precios, tendrá la misma riqueza imponi-
ble que en el último repartimiento; y si en vez de pa-
gar el 21 por 100 de ese liquido satisface solamente 
el 16, ¿habrá quien dude del beneficio que obtiene? 
E l que tenía oculta una riqueza equivalente al 20 
por 100 de lo que había declarado para el amillara-
miento que sirvió de base al último repartimiento, 
aunque ahora se le aumente en 20 por 100 su riqueza, 
la baja del 5 en el tipo tributario representa más que 
el aumento en la riqueza; ¿podrá negar que obtiene 
ventaja, aun contribuyendo por toda su riqueza, que 
es lo debido? El que tenía oculta una riqueza que ex-
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cediera del 31 por ico, al computarle ahora este au-
mento, por su propia declaración, para la designación 
de cuota, ha de experimentar por necesidad el corres-
pondiente á aquel 31 por 100, y como éste representa 
más que la baja establecida en el tipo, se llama recar-
gado y niega la ventaja de la reforma, pues satisface 
más que antes. ¿Pero puede decirse seriamente que 
experimenta perjuicio por contribuir con la riqueza 
que antes ocultaba? Si á este contribuyente se le hu-
biera aplicado con el rigor debido la anterior legisla-
ción , el aumento de la riqueza líquida imponible era 
indispensable, cobrando por ella el 21 por 100 ó el 
tanto á que saliese en la localidad, que en la mayoría 
de ellas oscilaba entre el 20,80 y el 20,99; ahora se le 
cobra sólo el 16, y de consiguiente, obtiene el bene-
ficio de una rebaja de que no podría disfrutar sin la 
ley de 31 de Diciembre. 
V. 
Explicados y contestados satisfactoriamente, á mi 
juicio, los errores en que se incurre al apreciar la re-
forma, aun todavía exige el interés de mi defensa que 
me ocupe de las contradicciones que se me suponen 
y de las equivocaciones que se asegura he padecido. 
Se ha pretendido encontrar una contradicción en-
tre frases que usé en el preámbulo del proyecto de 
ley y los resultados que la reforma viene ofreciendo 
en el período transcurrido desde que empezó á plan-
tearse. Se dice que en aquél manifestaba que de las 
8.778 Juntas municipales que hay en España, deduci-
das las de las provincias á quienes no alcanzaba, ó que 
por el momento no podían comprenderse en la refor-
ma, 6.657 habían presentado en aquella fecha las cé-
dulas de amillaramiento, y que el Gobierno se com-
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placía en consignar que, salvas algunas excepciones, 
los contribuyentes habían obrado con tal espontanei-
dad, que el Ministro que suscribía aquel proyecto 
afirmaba que si no habían dicho toda la verdad, podía 
sí asegurarse que en la mayoría de los casos no ofre-
cería ya muchos descubrimientos la confrontación 
parcial. Es decir, se añade, que yo creía que en bre-
vísimo plazo podría reducirse el tipo de la contribu-
ción territorial en toda España, ó por lo menos en 
los 6.657 pueblos que habían presentado las cédulas 
de amillaramiento, al 16 por 100. 
Acepto sin contradicción las premisas de ese ar-
gumento, pero no la consecuencia que se deduce, 
que no se encuentra consignada en frase alguna mía, 
y renuncio, en gracia de la brevedad, á reproducir 
párrafos de aquella exposición, de los que se hace 
caso omiso, y en los cuales se expresa claramente que 
los contribuyentes que no hubieran cumplido sus de-
beres, ó los hubiesen cumplido mal, no gozarían de. 
los beneficios de la reforma. 
Basta sólo á mi propósito dejar aquí transcrito el 
artículo 5.0 de la ley, que dice así, de conformidad 
con lo que yo había propuesto : 
«También continuarán tributando con el 21 por 100 
»aquellos pueblos cuyas declaraciones, á pesar de 
»estar ajustadas al art. 24 del reglamento de 1878, 
»sean rechazadas por la Administración por oculta-
»ción notoria.» 
Es decir, que en el preámbulo del proyecto de ley, 
en éste y en la ley definitiva, se admite el principio 
de que, no obstante que los pueblos hubiesen cum-
plido al presentar sus declaraciones con todo lo pre-
ceptuado en el art. 24 del reglamento de 1878, la Ad-
ministración podría rechazarlas por ocultación no-
toria. 
— n y — 
¿Y podía la Administración determinar si había ó 
no ocultación notoria en cédulas y resúmenes en que 
se había partido de errores tan trascendentales como 
los que antes he indicado? ¿Y podía admitirlos y re-
conocerlos cuando conducían á lo impracticable? 
Esos errores no podía conocerlos la Administra-
ción hasta que hiciera la averiguación de riqueza en 
vista de las cédulas, y se le formularan por los pue-
blos las reclamaciones oportunas; y es más, no podía 
ni sospechar que éstos hubiesen redactado las cédu-
las en su propio daño. 
Se ve, pues, que el argumento de que me he ocu-
pado carece de razón de ser, y que los procedimien-
tos seguidos han sido los únicos que podían emplear-
se para llegar más ó menos pronto al fin apetecido; 
pues, por lo demás, es evidente que la ley reconoció 
que esto no se alcanzaría inmediatamente cuando en 
su art. 4° decía: 
«Los pueblos que sucesivamente vayan presentan-
»do y tengan aprobadas sus cédulas, entrarán á dis-
»frutar del beneficio de esta ley en el ejercicio inme-
»diato.» 
Asimismo se ha dicho que la Administración, para 
proponer la rebaja del tipo tributario de 21 á 16 
por 100, partió del error de suponer mayor valor al 
terreno y á su producción que el que en realidad tie-
ne, y al efecto se han utilizado como argumento anun-
cios insertos en los Boletines de Ventas de Bienes 
Nacionales. 
Tendría alguna fuerza el cargo si la Administración 
hubiera calculado la riqueza líquida imponible toman-
do como base valoraciones distintas de las que venían 
rigiendo; pero no habiéndose alterado las cartillas 
evaluatorias, notoriamente ventajosas á los contribu-
yentes, si los terrenos que antes se escapaban á la ac-
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ción fiscal hubieran sido incluidos en el apéndice para 
el afio 1880-81, de seguro se les hubiese valorado por 
los tipos vigentes, y como esto era á lo que la Admi-
nistración atendía para hacer su cálculo, el error su-
puesto no existe, y tanto menos cuando las operacio-
nes de los peritos en el ramo de fincas del Estado 
nunca pueden tomarse ni se han tomado en cuenta 
para los efectos de la contribución Territorial como 
base de ella, por las diferentes cuestiones á que siem-
pre han dado lugar. 
V I . 
Doy por terminadas mis explicaciones sobre el im-
portante asunto que me he considerado en el deber 
de tratar en este capítulo con cierta extensión y mi-
nuciosos detalles, esperando con la conciencia tran-
quila el veredicto imparcial que algún día ha de pro-
nunciarse sobre todo cuanto he proyectado, defendido 
y llevado á cabo en la contribución Territorial. 
De lamentar es que haya intereses de diferentes 
clases que se opongan á la reforma, y que en vez de 
ayudarla en beneficio de todos, la hayan contrariado 
y contraríen ; pero la luz se hará, la verdad se abrirá 
paso, y la Historia juzgará como merezcan las respec-
tivas actitudes que cada cual haya tenido en la em-
presa. 
CONTRIBUCIÓN INDUSTRIAL 
Y DE COMERCIO. 
I . 
Entre los impuestos en que más se dejaba sentir la 
necesidad de la reforma al encargarme del Ministerio 
de Hacienda, se hallaba sin duda alguna la contribu-
ción Industrial y de Comercio, que pudiendo y de-
biendo ser uno de los recursos más importantes del 
presupuesto, no producía ni produce aún lo debido, 
no obstante que tenga como base una de las principa-
les manifestaciones de la riqueza, fundándose, como 
se funda, en las utilidades presumidas de la industria, 
el comercio, las profesiones, las artes y los oficios. 
Que la reforma era necesaria, no ofrece la más lige-
ra discusión, puesto que ya desde 1876 se proyectaba 
y se pidió la correspondiente autorización á las Cor-
tes, que la concedieron tan amplia como pocas veces 
se ha visto por el art. 9.0 de la ley de 21 de Julio de 
dicho año. 
Razones que con exactitud no conozco, quizás las 
mismas dificultades que se habían opuesto á todas las 
reformas de este impuesto, y acaso el deseo de hacerla 
con pleno conocimiento del asunto, fueron tal vez 
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causa de que la autorización no se utilizara; pero 
debo consignar, en honor á la verdad, que la Admi-
nistración llevaba realizados multitud de trabajos 
preparatorios, había coleccionado todas las reclama-
ciones de las diferentes clases, tenía preparada la re-
forma de la tarifa 3.a, la más importante y difícil, y 
llegado á redactar la Dirección general del ramo un 
proyecto de reglamento y tarifas. Tal era el estado 
del asunto cuando por la dignación de S. M. me en-
cargué de la gestión de la Hacienda. 
Lícito me hubiera sido utilizar la precitada autoriza-
ción, pues viva estaba la ley; pero conferida por otras 
Cortes y á otro Gobierno, consideré necesario solicitar 
una nueva del Poder legislativo. Movióme á ello, á más 
de la razón indicada, el deseo de someter á la delibe-
ración de las Cortes las bases fundamentales de la re-
forma, para que con su sabiduría resolviesen lo más 
justo y conveniente, y para que quedase limitada la 
libertad de acción que al Gobierno daba la concedida 
en 1876, pues que conocidas de todas las clases con-
tribuyentes las nuevas bases del tributo, podrían ele-
var sus reclamaciones á la Representación Nacional, 
haciéndose de este modo la reforma con la mayor 
autoridad posible y salvándose cuanto fuera dable las 
dificultades que, como antes he dicho, surgieron 
siempre que se puso mano en la contribución Indus-
trial y de Comercio. 
Bien hubiera querido que la reforma propuesta hu-
biese sido más radical, buscando la base de las cuotas 
en la utilidad cierta de cada industria ; pero este bello 
ideal de la ciencia es, al menos por ahora, de todo 
punto imposible de realizar, puesto que si en la con-
tribución Territorial, donde son ó pueden ser perfec-
tamente conocidos el capital invertido, la extensión 
de la riqueza tributaria, la naturaleza del cultivo y 
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muy aproximado el conocimiento de los gastos de 
producción, por no conocerse ésta con exactitud y 
ser los gastos variables según las circunstancias, tiene 
el legislador que contentarse con basar el tributo en 
la utilidad calculada; en la Industrial y de Comercio, 
donde todos los términos de la operación son incier-
tos, la dificultad es mucho mayor, y el legislador tie-
ne que concretarse á buscar la base en la utilidad 
presumida. 
Si nuestras costumbres administrativas fuesen otras, 
si pudiéramos confiar en la sinceridad de las declara-
ciones de utilidad, á éstas pudiera acudirse para que 
sirvieran de base á la designación de las cuotas. Pero 
si existen ocultaciones en la Territorial, donde la com-
probación es posible, la prudencia aconseja no acep-
tar como base del impuesto de Subsidio las declaracio-
nes de utilidad. En la imposibilidad de hacer una 
reforma radical en el sentido indicado, y en la nece-
sidad de corregir ciertos defectos del impuesto, utili-
zando los trabajos ya coleccionados, examinando con 
el detenimiento debido la multitud de reclamaciones 
formuladas por las diferentes clases de contribuyen-
tes sobre la redacción de los conceptos y alteraciones 
de clase, teniendo á la vista las pretensiones de algu-
nas localidades sobre las bases de población y de va-
rios gremios sobre la desigualdad del reparto gremial, 
dando la importancia debida á las indicaciones de la 
Administración central y provincial acerca de la defi-
ciencia visible de la investigación y comprobación del 
impuesto, y buscando siempre la mayor proporciona-
lidad posible en el reparto del tributo, las mayores 
garantías para el contribuyente de buena fe, y la se-
guridad en la recaudación, sometí á la deliberación 
de las Cortes la reforma, cuyas principales bases exa-
minaré con toda_la brevedad que me sea dable. 
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Era evidente que con el transcurso del tiempo unas 
industrias habían tenido un desarrollo considerable, 
otras habían decrecido notablemente, y esto, á más 
de algunos errores en las clasificaciones que se hicie-
ron en 1873, obligaba imperiosamente á variar las 
cuotas, á variar las clases, elevando la cuota de unas, 
rebajando la de otras. 
Continuar admitiendo como única base del impues-
to la población; sostener las designaciones de base 
hechas desde la fecha anteriormente citada, sin tener 
en cuenta, ya las especiales condiciones de muchas 
localidades, ya las ventajas por otras obtenidas con 
las nuevas vías de comunicación y el progresivo des-
arrollo de la industria, el comercio y el consumo, hu-
biera sido mantener la desigualdad en el tributo, y 
esto no era posible. 
Á fin de remediar este mal sin desatender la base 
de población, pero no haciéndola única, se propuso 
que, en atención á las ventajas particulares de ciertas 
localidades, se tuvieran en cuenta, además del número 
de habitantes, las vías de comunicación que en aqué-
llas existiesen, la celebración de ferias y mercados que 
tuvieran lugar, estableciéndose por este medio mayor 
número de bases de población para las tarifas i.a y la 
especial de profesiones, artes y oficios, y creándose, 
por último, mayor número de clases, para de este 
modo suavizar las respectivas escalas de cuotas. Pero 
como estas reglas generales no podían prever la mul-
titud de casos que se presentaran, y como las cir-
cunstancias especiales de cada pueblo pudieran lle-
varle á ser considerado de mejor condición que otro 
de igual vecindario é idénticas condiciones generales, 
no siendo justo que esa especialidad dejara de tener-
se en cuenta para la fijación de las cuotas, puesto que 
por ella el comercio de la localidad obtenía mayor 
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lucro, y por lo tanto debía tributar más, la dificultad 
única podía estar en designar quién debia apreciar 
aquella especialidad ; pero es evidente, bien medita-
do, que no podía encomendarse sino ála Administra-
ción, que es la más interesada en que el tributo sea 
justo , porque es cuando mejor se administra y más 
fácilmente se recauda; dando á las localidades y á las 
clases contribuyentes cuantos recursos eran precisos 
en la ley de garantía. 
Existía desde 1870 una excepción del impuesto para 
los nuevos industriales, reforma que fué sin duda 
causa del retroceso que en esta contribución se notó, 
y que más tarde, ante los resultados que la experien-
cia ofrecía, quedó sólo subsistente para los contri-
buyentes por la tarifa 3.a; pero considerando que 
esto establecía una desigualdad no en verdad justifi-
cada, y que era conveniente cortar algunos abusos 
que á la sombra de esa excepción se cometían, pro-
puse su supresión. 
Tenía el impuesto un defecto esencial, cual era la 
organización de los gremios, que creados como pode-
rosos auxiliares de la Administración, por su manera 
de constituirse, por su modo de funcionar, por lo ab-
soluto de sus resoluciones, habían venido á ser una 
rémora constante para la buena marcha de la admi-
nistración del impuesto, dando lugar, en algunos casos 
bien patentizados por la Administración, y que me 
permití indicar en el preámbulo que precedía al pro-
yecto de ley, á desigualdades importantes en el re-
parto gremial y á perjuicios evidentes para el Te-
soro. 
Semejante estado de cosas no debía continuar, so-
bre todo, ese absolutismo que al hacer el reparto ejer-
cía el gremio, cuyos acuerdos eran inapelables, y sin 
que á la Administración le fuera posible evitar las in-
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justicias que al amparo de esa tan amplia facultad se 
cometieran. 
Para evitar esos inconvenientes, se propuso en el 
proyecto que la Administración pudiera intervenir en 
el nombramiento de síndicos y repartidores, y que tu-
viera la facultad de presidir los actos de clasificación; 
se dió además á los contribuyentes el recurso de agra-
vio comparativo, pues no se concibe que donde quepa 
una lesión de derecho no se conceda el de su recla-
mación, que en este impuesto no existía en todo cuan-
to los gremios hacían en el reparto de las cuotas. 
Había más : limitada la facultad de los repartidores 
á rebajar á una cuarta parte la cuota y aumentar el 
cuádruplo, los gremios que cumplían escrupulosamen-
te su deber se veían en la imposibilidad de ser muchas 
veces justos y equitativos en el reparto, por los límites 
que la ley ponía al máximum y mínimum de la escala 
de cuotas gremiales; y para corregir ese defecto se 
amplió la facultad al décuplo y la décima parte, ha-
ciendo así más extensa y, por lo tanto, más suave la 
escala, pudiendo el gremio de este modo buscar toda 
la proporcionalidad conveniente en el reparto de 
cuotas. 
Esto podía hacerse, con la reforma propuesta, en 
donde el gremio existía; pero en las localidades donde 
no era posible, por no tener número bastante de con-
tribuyentes de la misma clase, ó porque éstos no que-
rían agremiarse, según las disposiciones de 1873 todos 
los contribuyentes tenían que satisfacer la cuota fija, 
fueran las que quisieren las utilidades que de su in-
dustria obtuviesen, dañando así al pequeño industrial, 
favoreciendo al grande; para que esto desapareciese, 
se propuso conceder á la Administración la facultad 
de señalar las cuotas dentro del máximum y el míni-
mum de la escala, que nadie como la Administración 
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podía usar de esa facultad, y de este modo no vendría 
á tributar por igual cantidad el que se manejaba con 
un escaso capital que el que lo hiciera con uno cre-
cido. 
Por último, se sentía la necesidad de la reforma en 
la organización de la administración del impuesto, 
encomendada á funcionarios que no alcanzaban el ca-
rácter de empleados públicos, ni tenían los derechos 
que los demás auxiliares de la Administración, ni me-
nos asegurada la realización de los emolumentos que 
legítimamente ganasen en sus trabajos de investiga-
ción y comprobación. Este mal demandaba un reme-
dio, pues la mejora de esta renta estriba quizás más 
que en la elevación de cuotas en hacer que contribu-
yan todos los que deban hacerlo, para que la ley se 
aplique por igual y para que los contribuyentes de 
buena fe no sufran la competencia de los que se libran 
del tributo. 
Al efecto, se propuso la creación del cuerpo de 
Inspectores de la contribución Industrial y de Comer-
cio, mejor dotados que antes lo estaban, sin aumentar 
por esto el presupuesto de gastos, con iguales dere-
chos que los demás empleados de la Administración, 
exigiéndoles idénticos requisitos que á éstos, asig-
nándoles una considerable parte de las multas y recar-
gos, y, sobre todo, ofreciéndoles la seguridad y la 
prontitud en el percibo de los emolumentos que en el, 
ejercicio de su cargo les correspondiesen. 
Estas fueron las principales bases de la reforma que 
tuve la honra de someter á las Cortes, expresando 
claramente en el preámbulo del proyecto las razones 
que á ello me movían, los vicios que trataba de corre-
gir y los medios que me proponía emplear para conse-
guir el fin propuesto. Y sin embargo, aun cuando la 
discusión fué, como siempre, completamente libre, y 
— 126 — 
no obstante el tiempo que medió desde la presenta-
ción del proyecto hasta su definitiva aprobación, ni 
ante el Congreso, ni ante el Senado, ni en la Prensa, 
ni en otras partes, se formularon reclamaciones serias 
contra la reforma; prueba evidente de que por todos 
era considerada como justa, equitativa y conveniente 
á los intereses de los contribuyentes y del Tesoro. 
Si así no lo hubiesen creído las clases interesadas, 
se hubieran apresurado á utilizar el derecho de peti-
ción, hubieran elevado sus quejas á la Representación 
Nacional, para que las tuviera en cuenta en sus deli-
beraciones. 
I I . 
Aprobado el proyecto con dos solas modificacio-
nes , una reducir al óctuplo y octava parte el límite de 
la escala gremial, otra determinar que la Administra-
ción quedaba facultada para el nombramiento de la 
mitad de los representantes del gremio y de los repar-
tidores; sancionada la ley, se aprobó por S. M. el re-
glamento provisional de la contribución, en el que la 
Administración utilizó la autorización por la ley con-
cedida , en los términos que consideró convenientes, 
siempre sin extralimitarse en lo más mínimo, antes 
bien no utilizándola del todo en alguno de los puntos. 
Se ampliaron las bases de población, se aumentaron 
las clases por lo que hacía relación á las tarifas 1.a 
y especial de profesiones, artes y oficios; se fijaron 
las cuotas refundiendo en ellas los recargos, cosa que 
estaba plenamente comprendida en la autorización, 
puesto que concedía la facultad de elevarlas y dis-
minuirlas; se hizo nueva clasificación en las tarifas, 
en consonancia con lo que la equidad aconsejaba; se 
alteró la redacción de algunos conceptos; se redactó 
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la tarifa 3.a, alterando las bases de la liquidación 
del impuesto, pero sin variación apreciable en el re-
sultado de la cuota, tomando sin alteración en este 
punto el trabajo de antemano preparado por los inge-
nieros industriales que estaban al servicio de la Di-
rección del ramo; se modificó la redacción de algunas 
de las disposiciones generales del reglamento, siem-
pre en beneficio de los contribuyentes de buena fe; se 
fijaron las reglas para la constitución de los gremios, 
determinando las condiciones que debieran tener, 
tanto los representantes que el gremio designara, 
como los que la Administración nombrase; se marca-
ron los procedimientos de la investigación y compro-
bación y los de los recursos de agravio, señalando á 
la vez las atribuciones que la nueva ley daba á la Ad-
ministración en todo lo que á la agremiación se refie-
re; en una palabra, se reglamentó la reforma para su 
inmediata aplicación. Y sin embargo de que el Go-
bierno se atuvo estrictamente á las facultades que la 
ley le concedía, que sus propósitos eran de todos co-
nocidos, pues al efecto había llegado á ser hasta pro-
lijo en la exposición de motivos y en las discusiones 
ante las Cortes, no obstante que ninguna reclamación 
seria se había formulado desde el 24 de Octubre hasta 
el 31 de Diciembre, en que la ley fué sancionada, á 
pesar de que el reglamento tenía el carácter de pro-
visional y era público que se pensaba en la inmediata 
redacción del definitivo, todos recordarán, con tris-
teza ciertamente, la serie de dificultades que se susci-
taron después, y que la prudencia y la naturaleza de 
este trabajo me vedan calificar como tuviera derecho 
á hacerlo. 
El pretexto que se tomó en los primeros momentos 
desapareció bien pronto ante su inexactitud, y fué 
reemplazado por el de la exageración de las cuotas-
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Inútiles fueron cuantas aclaraciones hice; de nada sir-
vieron comparaciones publicadas en la Gaceta por la 
Dirección de Contribuciones para la más fácil inteli-
gencia de las nuevas tarifas, de las que resultaba ple-
nísimamente demostrado que la inmensa mayoría de 
las clases, ó pagaban menos, ó satisfacían lo mismo, 
siendo contadas las que salían recargadas : la pasión se 
había apoderado de algunos ánimos, y fueron tantas 
y tales las dificultades que se opusieron, que al pronto 
pareció á algunos de imposible realización la reforma. 
No faltó quien creyera que era necesario y conve-
niente transigir; pero ¿qué hubiera sido del prestigio 
del Poder legislativo y del principio de autoridad ac-
cediéndose á las pretensiones extraoficialmente in-
dicadas, en la forma que se hacían? Escuchar esos 
consejos equivaldría á renunciar á toda reforma tri-
butaria que no se hiciera directamente de acuerdo con 
los contribuyentes. 
En tal situación , no era dable al Gobierno seguir 
otra línea de conducta que la que su dignidad le acon-
sejaba, la de la firmeza en el mantenimiento de sus 
resoluciones legales; procedimiento que si siempre es 
conveniente, lo es aún más cuando se apela á resisten-
cias como la que el País ha presenciado. 
Felizmente, siendo la inmensa mayoría de las que-
jas injustificadas y la reforma conveniente á los con-
tribuyentes y al Tesoro, la verdad se abrió paso , la 
calma sustituyó á la pasión, y los detractores de la re-
forma pudieron convencerse de que la casi totalidad 
de las clases, ó salían beneficiadas ó sin alteración 
perceptible, que eran muy pocas las que resultaban 
recargadas en sus cuotas en cantidad de alguna impor-
tancia, y que los aumentos acordados estaban por 
punto general justificados, como más tarde se vió de 
una manera palmaria. 
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En efecto : luego que la reforma se iba planteando; 
cuando las nuevas cuotas, ya liquidadas por la Admi-
nistración teniendo en cuenta el reparto gremial qué 
había servido para el primer semestre de 1881-82, lle-
vado á cabo por el régimen anterior, se hacían efecti-
vas y las clases todas satisfacían con más ó menos 
regularidad el tributo; cuando, en una palabra, la re-
sistencia no tenía ya el carácter de imposición, y por 
tanto, el prestigio del Poder legislativo y del prin-
cipio de autoridad nada sufrían, á lo que contribuye-
ron, y no poco, algunas Sociedades que dieron en 
aquel entonces evidentes muestras de patriotismo y 
de prudencia, atender las reclamaciones que pudieran 
ser justas era conciliar los intereses del contribuyente 
y del Tesoro, y no transigir con humillación y des-
prestigio. Expedida también la Real orden de 6 de 
Febrero de 1882 concediendo el plazo de un mes 
para que todas las clases que se creyeran lastimadas 
en sus intereses, y los contribuyentes que se consi-
derasen indebidamente recargados, formulasen las 
reclamaciones, para ser estudiadas y tenidas en cuen-
ta, en lo que procediese, al redactarse el reglamento 
definitivo, y aun cuando esto último era misión ex-
clusiva de la Administración activa, y ni los contri-
buyentes ni las clases ni corporación alguna tenían 
derecho á intervenir en la redacción del proyecto de 
reglamento, como no fuera ejercitando el derecho^  de 
petición, deseoso el Gobierno por una parte de de-
mostrar que la reforma se había llevado á cabo den-
tro de la justicia, .de la equidad y de la conveniencia, 
y por otra, de que al hacerse el reglamento y las tari-
fas definitivas las clases contribuyentes no tuvieran 
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el más ligero pretexto que oponer, nombró una Co-
misión mixta, compuesta de elementos administrati-
vos y contribuyentes de respetabilidad, que reuniendo 
los antecedentes tenidos á la vista por la Adminis-
tración para proyectar la reforma y todas las recla-
maciones formuladas á consecuencia de la Real or-
den de 6 de Febrero, procediera á la redacción de 
los precitados proyectos. 
No creería cumplir mi deber si no hiciera constar 
aquí el celo y patriotismo de que dicha Comisión dió 
relevantes pruebas, con una asiduidad, una prudencia 
y una abnegación dignas de todo encomio, venciendo 
cuantos obstáculos se la presentaban, atendiendo las 
reclamaciones de justicia, desechando las improce-
dentes, transigiendo en lo que la dignidad de unos y 
otros permitía, y armonizando, en fin, cuanto era da-
ble los intereses públicos y los privados. Llenó su co-
metido en términos que el Gobierno de S. M., en aras 
de la conciliación, y puesto que las bases de la refor-
ma habían sido admitidas en la esencia por los contri-
buyentes, aceptó el proyecto, resolviendo sólo por sí 
lo relativo á la base de población de determinadas lo-
calidades, punto sobre el cual la Comisión no emitió 
juicio por creer debía dejarlo íntegro á la resolución 
del Gobierno. 
Varias fueron las alteraciones que se introdujeron 
en el reglamento y tarifas provisionales de 31 de Di-
ciembre, pero solamente me ocuparé de las más im-
portantes, pues que las de detalle, como son las que 
se reducían á redactar de diferente modo ciertos con-
ceptos de las tarifas, en poco ó nada alteraban el an-
terior precepto, y en la mayoría de los casos no tenían 
otro fin que aclarar la redacción para evitar dudas en 
lo porvenir en los expedientes de comprobación. 
El primer punto de discusión, y en verdad el más 
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importante, fué el relativo á la refundición de los re-
cargos en las cuotas. En las tarifas provisionales, en 
que pudieron fijarse éstas en la cantidad que se esti-
mase conveniente y justa, se procuró señalar á las 
respectivas clases, por punto general, lo mismo que 
venían satisfaciendo; y como algunas pagaban á más 
de la cuota dos recargos de á 15 por 100 cada uno, se 
aumentó este 30 por 100 á las correspondientes nue-
vas cuotas. Es de advertir que algunas de las indus-
trias habían sido antes exceptuadas por la instrucción 
de 27 de Julio de 1876 y Real orden de 31 de Julio 
de 1877 de uno de los precitados recargos, el que se 
estableciera en equivalencia del sello de ventas; pero, 
en mi opinión, se había ido más allá del espíritu de la 
ley, sobre todo, después de los términos absolutos 
del art. 7.0 de la ley de 11 de Julio de 1877. Persuadi-
do de que sostenía los buenos principios manteniendo 
íntegros los dos recargos para todos los sujetos á ellos 
por la ley, y puesto que la autorización concedíala 
facultad de señalar la cuota sin determinar límite, se 
adoptó la resolución antedicha. 
Pretendíase por algunos que las excepciones con-
tinuaran en principio, y que en consecuencia con esta 
idea se fijasen las nuevas cuotas; y tras largas discu-
siones se llegó por fin á un acuerdo, que consistió en 
aumentar el 20 por 100 en vez del 30 á todas las cuo-
tas, sobre la cantidad señalada en tal concepto en las 
tarifas de 1873. 
La segunda cuestión que se suscitó fué la referente 
al nombramiento de síndicos, sosteniendo unos que 
debían ser de la libre elección del gremio, sin limita-
ción alguna, sosteniendo otros que debía confirmarse 
lo establecido en el reglamento provisional. Parecía 
ser ésta la cuestión de solución más difícil, pero el 
patriotismo de todos condujo á términos de avenen-
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cia, proponiéndose que los síndicos fueran elegidos por 
el gremio, presidido por la autoridad económica, en-
tre los agremiados que en el año anterior hubiesen 
satisfecho, cuando menos, la cuota fija y estuviesen 
al corriente en el pago de la cuota, no pudiendo ser 
reelegidos por dos años consecutivos; y que los clasi-
ficadores fueran designados, la mitad por el gremio y 
elegida la otra mitad por la Administración en sorteo, 
siendo preciso , para que la elección fuese válida, que 
recayera en individuos que estuvieran al corriente en 
el pago de la contribución. 
Fué el tercer punto de controversia la fijación del 
máximum y el mínimum de la escala para el reparto 
gremial de las cuotas, observándose desde luego idén-
tica diversidad. Esta cuestión afectaba directamen-
te y en primer término á los contribuyentes, porque 
la Administración siempre recibiría el importe ínte-
gro del total de las cuotas de los agremiados, puesto 
que los defectos del anterior sistema de reparto, que 
podía perjudicar al Tesoro, habían desaparecido con 
la intervención de la Administración y el recurso de 
agravio, que subsistían; pero, esto no obstante, la Ad-
ministración estaba interesada en hacer más extensa 
la escala para acercarse más á la proporcionalidad. 
Llegóse asimismo á un acuerdo, fijando el máximum 
en el cuádruple y el mínimum en la cuarta parte, pu-
diendo ampliarse hasta el óctuplo y la octava parte si 
lo pedían las dos terceras partes de los individuos 
agremiados. 
El cuarto punto de discusión fué la extensión que 
debería darse á la facultad de establecer almacenes 
de venta por los fabricantes, sin necesidad de pagar 
otra cuota que la de sus fábricas por los productos de 
las mismas, conviniéndose que pudieran establecer 
un almacén en el punto que creyeran conveniente 
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dentro de la provincia, dando á la Administración los 
medios de poder comprobar en todo caso que en el 
almacén solamente se vendían los productos de dichas 
fábricas; y asimismo se vino á un acuerdo en el punto 
relativo á la manera de entenderse lo que se tiene por 
ventas al por mayor y menor, adoptándose el tempe-
ramento más conforme con la sinceridad con que 
deben ser interpretadas las leyes fiscales, que son de 
armonía entre el Estado y el individuo, 
Estos fueron los principales puntos de controversia; 
y aun cuando mis opiniones personales no están del 
todo conforme con algunas de las resoluciones adop-
tadas, en mi propósito de la conciliación, en vista de 
las patrióticas transacciones hechas por los contribu-
yentes, teniendo en cuenta antecedentes, y puesto 
que en lo esencial se respetaban las bases todas de la 
reforma, asegurándose los intereses del Tesoro y co-
rrigiéndose los defectos de la anterior legislación, lo 
que no podía conceder ni admitir en medio de la 
resistencia activa, lo acepté cuando en las vías no ya 
legales, sino aun amistosas, se solicitaba, porque en 
este instante transigir era conciliar y no abdicar con 
humillación. . . . ' 
Respetadas, repito, en lo esencial las bases de la 
reforma, los contribuyentes mismos vinieron á san-
cionarla, dando la Administración por su parte una 
prueba inequívoca del deseo que la animaba de con-
ciliar todas las opiniones, aunque experimentasen al-
gún perjuicio los intereses del Tesoro, el cual'será 
indudablemente subsanado si la investigación desplie-
ga todo él celo que su cometido exige. 
IV. 
Planteada la reforma, restaba solamente organizar 
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en consonancia con la ley la administración del im-
puesto, crear el Cuerpo de investigadores. 
No era esto fácil, en verdad, si había de hacerse 
con el debido cuidado, y convenía, y no poco, estu-
diar las circunstancias, que no eran las más favora-
bles para su inmediata organización. 
En primer lugar, reformados el reglamento y las 
tarifas, la prudencia aconsejaba no investigar ni com-
probar sino después del tiempo preciso para que los 
contribuyentes voluntaria y espontáneamente se pu-
sieran al amparo de la ley. Y siendo provisionales las 
tarifas y el reglamento de 31 de Diciembre, y pensán-
dose en hacer inmediatamente el definitivo, era opor-
tuno no violentar la investigación. Dada la situación 
que se habia establecido por la pasión de algunos, 
como antes he dicho, crear el Cuerpo, impulsar vi-
gorosamente la investigación, hubiera sido quizás di-
ficultar la realización de la reforma. 
Por estas razones detuve la creación del Cuerpo ; y 
cuando aquellas circunstancias hubieron desapareci-
do, cumplí esta parte de la ley, procurando escoger 
el personal más idóneo, el más especial para este ser-
vicio, separando á aquellos que no respondían á los 
fines que me propusiera de la nueva investigación. 
Seguro estoy de que siguiéndose este criterio lle-
gará á organizarse un Cuerpo administrativo que-
ofrezca grandes resultados; y confío que se seguirá, 
porque, cualquiera que sea el que ocupe la cartera de 
Hacienda, ha de estar interesado en el bien délos 
contribuyentes y en el del Tesoro. 
Aplicándose con energía los preceptos del regla-
mento de investigación, observándose con escru-
pulosidad las disposiciones del reglamento y las ta-
rifas de la contribución de 13 de Julio último, sin 
vejámenes para el contribuyente, con notorios bene-
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ficios para todos los de buena fe, esta contribución 
ofrecerá en no lejanos dias los resultados que el legis-
lador se propuso, llegando á ser uno de los más pin-
gües ingresos del presupuesto, sin que la carga sea 
abrumadora ni aun pesada para los contribuyentes. 
Y cuando andando el tiempo y normalizada la admi-
nistración del impuesto puedan hacerse todas las alte-
raciones parciales en las bases en que deben ser com-
prendidas determinadas localidades por sus especiales 
condiciones; cuando la Administración pueda hacer 
en todos los pueblos y para todas las clases en que la 
agremiación es imposible la designación de las cuotas 
á los distintos contribuyentes no agremiados, que si 
no pudo tener efecto inmediato ni aun para este ejer-
cicio, podrá llevarse á cabo para el que empezará en 
Julio, la contribución Industrial y de Comercio será 
lo que debe ser, tocándose por todos los beneficios 
de una reforma tan injustamente combatida y que tan 
provechosos resultados ha de dar para los intereses 
del Tesoro y los de todas las clases á quienes directa-
mente afecta. 
Cumplido el deber de explicar los antecedentes y 
fundamentos de la reforma, que creo haber llenado 
con la sinceridad y franqueza que el asunto demanda-
ba, no será inoportuno examinar sus resultados bajo 
otro punto de vista; el que se relaciona con el Tesoro 
público. 
V. 
Á fin de que pueda juzgarse con perfecto conoci-
miento de datos del resultado de las reformas, de mi 
gestión administrativa y del celo con que la Admi-
nistración ha procedido, creo oportuno dejar consig-
nados los créditos presupuestos y recaudaciones obte-
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nidas desde el ejercicio de 1876-77 al semestral de i.0 
de Enero á 30 de Junio de 1882 por el concepto de 
contribución Industrial y de Comercio, con las obser-
vaciones que naturalmente se desprenden de las mis-
mas cifras. 
Créditos D I F E R E N C I A S E N L A R E C A U D A C I Ó N . 
presupuestos y . l , ^ m ' . . •••• .n 
recaudaciones 
obtenidas. De más. De menos. 
Se presupuso en 1876-
. 77. . . . . v . 24.000.000 » 
Se recaudó. . . . . . 25.887.985,26 
Se presupuso en 1877-
78. . . . . , . 35.400.000 » 
Se recaudó. . . . . 31.249.292,36 
Se presupuso en 1878-
79...- . . . . . 37.400.000 » 
Se recaudó. . . . . 31.280.395,77 
1.887.985,26 
Se presupuso en 1879-
80. . . . . . . 37.400.000 » 
Se recaudó. 30.028.676,22 
Se presupuso en 1880-
81. . -,. . , . . 37.400.000 » 
Se recaudó. . . . .32.417.948,18 
Se presupuso en el i.er 
semestre de 1881-
82. . . . . . .18.700.000 » 
Se recaudó. . . . . 17.199.254,30 
Se presupuso en el 2° 
semestre de 1881- . , 
82. . . . . . , 16.500.000 » 







Y pasaron aún en este semestre á la cuenta de Resultas de 
ejercicios cerrados, Ptas. 1.869.773,43. 
Es de notar en primer lugar, que, excepción hecha 
del año 1876-77, en ninguno de los siguientes hasta 
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el ejercicio del segundo semestre de 1882 las canti-
dades recaudadas llegaron ni con mucho á las presu-
puestas; y en segundo, que en el ejercicio semestral 
de i.0 de Enero á 30 de Junio, la recaudación se ele-
vó á una suma mayor que la prevista y muy superior 
á las cantidades presupuestas y realizadas en ejerci-
cios anteriores. 
Con efecto, la mayor suma presupuesta correspon-
de á los ejercicios de 1878-79, 1879-80 y 1880-81, en 
los que se consignaron 37.400.000 pesetas, cuya mi-
tad es pesetas 18.700.000, y la mayor recaudación 
tuvo lugar en el de 1880-81, ascendiendo á pesetas 
32.417.948,18, siendo su mitad 16.208.974. Y habien-
do yo recaudado en el semestre 19.783.137,69 pese-
tas, es evidente que he excedido en sus resultados á 
las previsiones de mis dignos antecesores en pesetas 
1.087.137 Y en la recaudación en 3.574.163. 
Datos elocuentes para dejar contestada tanta injus-
ta censura como se ha formulado contra mí, pues los 
contribuyentes hicieron efectivo el tributo, el Teso-
ro obtuvo beneficios, y la Administración, serena y 
tranquila, llevó á cabo la reforma en medio de las 
contrariedades que á cada paso se la suscitaban. 
Por lo que respecta al ejercicio actual, en el que 
se han de sentir los efectos del nuevo reglamento y 
tarifas, y por lo tanto la baja del 10 por 100 hecha en 
el conjunto de los dos recargos de 15 por 100 que 
se habían englobado, que en realidad importaría 
3.900.000 pesetas, el resultado será igualmente satis-
factorio, pues deducido el expresado 10 por 100 de 
las pesetas 39.560.000 que con arreglo álo recaudado 
en el semestre corresponderían al año, darían por 
resultado una baja de 3.956.000 pesetas, ó lo que es 
lo mismo, que la recaudación quedaría reducida á 
35.600.000 pesetas, cantidad muy superior á todas las 
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recaudadas en los años precedentes, y que excede 
en más de dos millones de pesetas á lo presupuesto. 
Mas si se considera que pasaron á la cuenta de Re-
sultas de ejercicios cerrados en el semestre de i.0 
de Enero á 30 de Junio de 1882, como queda con-
signado, pesetas 1.869.773,43 que corresponden á 
3.739.546,86 en el año, todavía, deducido el 10 por 
100 por las rebajas hechas en las nuevas tarifas, darán 
un aumento en la contribución, hoy ya fácil, de más 
de 3.360.000 pesetas, que unidas álas 35.600.000, ele-
varán aquélla á 38.960.000 pesetas, cuya suma excede 
también notablemente á los 37 millones presupuestos 
como máximum en los años antes mencionados. 
Si no se desmaya en la investigación, y la Dirección 
general de Contribuciones, á quien más especial-
mente incumbe, emplea todo el celo que hasta de 
presente ha empleado, la reforma llegará á ser alta-
mente provechosa para los intereses públicos al pro-
pio tiempo que para los contribuyentes. 
IMPUESTO DE DERECHOS R E A L E S . 
i . 
Aun cuando de todos los impuestos que constitu-
yen nuestro sistema rentístico era éste el que se regía 
por preceptos más conformes con los principios de la 
ciencia, y aunque en las disposiciones que lo regula-
ban cuando ocupé el Ministerio de Hacienda quizás 
estaban previstos todos los casos ó la inmensa mayo-
ría de los que pudieran someterse á la acción fiscal, 
observábase cierta deficiencia en algunos puntos y, 
sobre todo, adolecía de algunos defectos que, consi-
derándolos importantes, me decidieron á proponer la 
reforma, cuyos resultados desde luego se obtuvieron, 
y se obtendrán mejores á medida que el tiempo pase, 
en beneficio del Tesoro y de los contribuyentes. 
Si todos los preceptos por que el impuesto se regu-
laba hubieran emanado de la ley, insignificantes ha-
brían sido las reformas que hubiesen sido propuestas, 
porque, en honor á la verdad, se había adelantado 
mucho para llegar á la perfección del impuesto; pero 
como la mayor parte de los preceptos emanaban de 
los reglamentos, muchos de Reales órdenes, ya gene-
rales , ya particulares, que establecían jurisprudencia. 
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y no pocos de decisiones adoptadas por el Centro di-
rectivo correspondiente, siquiera la inmensa mayoría 
estuviesen basadas en la justicia, ni tenían la fuerza 
debida para que por todos fuesen respetados, ni re-
unían la estabilidad propia de las disposiciones legisla-
tivas, puesto que estaban sujetos á las diversas opinio-
nes de los que tuvieran la facultad de reglamentar, 
aplicar é interpretar la ley; diversidad que hacía pun-
to menos que imposible el conocimiento perfecto de 
las reglas á que los contribuyentes debían atenerse, 
dando lugar en muchas ocasiones á que incurrieran 
en multas, siempre sensibles. 
Cierto es que, encomendada la administración del 
impuesto principalmente á un cuerpo pericial, la ju-
risprudencia era casi uniforme; pero como ésta, si era 
conocida de la Administración, no podía serlo tanto 
del cuerpo contribuyente ni, en muchos casos, de los 
que tenían que intervenir por sus oficios en los actos y 
los contratos, urgía, en mi opinión, comprender en la 
ley todo aquello que es propiamente materia de eíla; 
limitar las facultades reglamentarias, las cuales, res-
pecto á la imposición de tributos, no deben extender-
se sino á lo absolutamente indispensable ; dar fijeza y 
estabilidad á los preceptos; y medio fácil á los contri-
buyentes, y sobre todo, a los que por sus oficios de-
ben intervenir en los actos y contratos, para conocer 
cuáles eran sus deberes; que, de otro modo, nada de 
extraño tenía que faltasen á ellos, no pudiendo siem-
pre determinarse si lo hacían voluntaria ó involunta-
riamente. 
Éste fué el fin primordial que me propuse con la 
reforma, pero no el único, puesto que, de empren-
derla, preciso era corregir algunos otros defectos que 
la experiencia había patentizado y cuya desaparición 
á todos interesaba. 
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La diversidad de tarifas que existía para las heren-
cias y los legados no tenía en verdad razón de justicia 
que la abonase, pues no se comprende que en dos 
transmisiones de bienes en que eran iguales el transmi-
tente y el adquirente y el documento en que se hacía 
constar la traslación del dominio ó del derecho real, é 
igual también el importe, se pagase diferente tributo 
según que fuese herencia ó legado, aparte de que el 
señalar una tarifa más alta á éstos era sin duda alguna 
contrariar el principio de la libertad de testar, puesto 
que el adquirir por legado era más costoso que adqui-
rir por herencia. 
La justicia, pues, demandábala unidad de las tari-
fas, y así se propuso, haciéndola más equitativa y qui-
tando á la vez las fracciones decimales con objeto de 
facilitar las operaciones de liquidación y evitar equi-
vocaciones , que ocasionaban á veces mucho trabajo 
á la Administración para deshacer los errores que in-
voluntariamente se cometían. 
Con esta última modificación se ha conseguido ade-
más facilitar la estadística del impuesto, porque ofre-
ce menos dificultades el examen de los estados que lá 
Administración provincial remite á la central, y es 
dado á ésta conocer más prontamente los errores que 
aquélla pueda cometer. 
No entrañaba menor importancia otra de las refor-
mas propuestas, cual era la relativa á suavizar por me-
dio de una escala proporcional el tipo de liquidación 
para las hipotecas que garantizan préstamos, cuestión 
en extremo delicada, pero que urgía resolver en be-
neficio del crédito territorial, y que si bien á prime-
ra vista parecía amenguar los rendimientos del Teso-
ro, la multiplicidad de los actos venía á aumentarlos, 
con evidente beneficio de los que al préstamo tienen 
que acudir. 
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Conforme en que por la constitución y extinción de 
un derecho real se pague el tributo, siempre conside-
ré conveniente que fuera muy llevadero, tanto á fin 
de facilitar el préstamo á los que por necesidad re-
curren á él, como con objeto de facilitarle para los 
que por conveniencia acuden á este medio poderoso 
de desarrollar la riqueza. 
Tal como al presente se encuentra el crédito terri-
torial, siendo mayor la demanda que la oferta del nu-
merario , el prestamista impone la ley al prestatario, y 
dicho se está que á éste se cargan todos los tributos 
que por los contratos hayan de satisfacerse. 
Como en España no se acostumbran los préstamos 
por largo plazo, porque en la generalidad de los casos 
representan una necesidad, no una conveniencia, 
cuanto más corto fuese el plazo más gravoso era el im-
puesto, en términos que, de satisfacer el 1 por 100 á la 
constitución y el 1 por 100 á la extinción , si el prés-
tamo era por un año, resultaba gravado con un 2 por 
100 anual, que con los gastos de escritura, papel, re-
gistro y liquidación venían á hacer punto menos que 
imposibles los préstamos hipotecarios, dando lugar á 
que se hicieran escriturarios y aun simplemente qui-
rografarios ; pero como en éstos la seguridad no es 
tanta para el prestamista, el prestatario la pagaba con 
un aumento de interés, de modo que el Tesoro per-
día sus derechos, al que recibía el dinero le costaba 
lo mismo y el que lo daba no quedaba tan garantido. 
Además, no era justo que pagara igual tributo aquel 
que obtenía el beneficio del Estado por cuatro años 
que el que solamente le disfrutaba por uno. 
También convenía, y mucho, ir extendiendo el cré-
dito territorial, pues que aminorando de día en día la 
ganancia para el numerario en las operaciones banca-
rias y bursátiles, abundando bastante el numerario en 
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las grandes capitales, haciéndose la competencia en 
términos que el interés disminuya, á poco más que 
mejore nuestro crédito, el dinero tendrá que ir á los 
campos, é interesa sobremanera dar vida al crédito 
territorial, para que los capitales que á él afluyan, en-
contrando desde luego la seguridad, puedan fácilmen-
te hacer las transmisiones y no tengan por la falta de 
aquélla que pretender gran lucro. 
Á conseguir estos fines tendí al proponer la modi-
ficación del impuesto en este punto, estableciendo 
una escala gradual, según la duración del préstamo, 
rebajando desde luego el tipo: reforma que no ha 
ofrecido peligro alguno para el Tesoro, y que ofrece-
rá, no debo dudarlo, ventajas considerables para el 
porvenir, tanto bajo el punto de vista financiero como 
bajo el económico. 
Otro de los defectos que encontraba en el impues-
to era el sinnúmero de excepciones que existían, pre-
ceptuadas unas por la ley, otras por los reglamentos, 
otras por Reales ordenes aclaratorias, y aun algunas 
por la jurisprudencia establecida en distintas resolu-
ciones recaídas en casos particulares. 
No diré que en algunos las circunstancias no pu-
dieran disculpar las exenciones acordadas; pero es 
indudable que contrariaban en su esencia la naturaleza 
del impuesto, que, ó no debería existir, ó existiendo, 
todo acto ó contrato debe estar sujeto á sus prescrip-
ciones. 
Si por el servicio que el Estado presta garantizan-
do toda adquisición se obliga al pago del impuesto, 
allí donde la hay, allí donde el servicio se presta, la 
retribución es necesaria, no debiendo admitirse otra 
excepción que aquella en que el adquirente es el Es-
tado, que no ha de pagarse á sí propio el beneficio 
que se presta, retribuyendo por ello á los que le auxi-
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lian en las funciones administrativas. Podrán razones 
de equidad y aun de justicia hacer que por unas ad-
quisiciones se pague más que por otras; pero siempre 
debe pagarse por todo acto ó contrato traslaticio de 
dominio ó de derechos reales. 
Esta escala debió quizás proponerse al proyectar la 
reforma, pero había una dificultad. Venían exceptua-
dos muchos actos y contratos, y como siempre es 
duro pasar de la exención al pago , lo que interesaba 
era sujetarlos á todos al impuesto. De aquí el tipo in-
significante, 0,10, que se señaló para todos los que es-
taban antes exceptuados; pero no era esto definitivo, 
sino transitorio, hasta tanto que, olvidada la costum-
bre de no pagar, la experiencia y un detenido estu-
dio demostrasen lo que la justicia aconseje y la conve-
niencia demande. Siendo tan ínfimo el tipo fijado, las 
quejas eran imposibles, la experiencia no puede ser 
costosa, y en día no lejano podrán señalarse los tipos 
por que deban liquidarse esos actos, sin detrimento 
sensible de los intereses de los adquirentes y con no-
toria ventaja de los del Tesoro. 
Por último, abrazaba la reforma otro extremo, 
interesante sin duda, que por circunstancias inde-
pendientes de mi voluntad no ha podido llevarse á 
cabo. 
La principal base de la administración de todo im-
puesto está en la liquidación. La del que ahora me 
ocupo está encomendada á funcionarios muy dignos, 
como son los Registradores de la Propiedad, pero 
que como no dependen directamente del Ministerio 
de Hacienda, la autoridad que éste ejerce sobre ellos 
no es bastante, y además, teniendo otra misión más 
importante y más reproductiva, no es extraño que 
la den la preferencia, tanto más cuanto que para 
muchos la liquidación del impuesto, en vez de ven-
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tajas les proporciona perjuicios, hasta el punto de 
que , á excepción de una minoría , los demás cons-
tantemente estaban indicando la conveniencia de 
que se les dispensase del cuidado de la liquidación. 
Había otra razón no menos atendible para separar 
la liquidación del Registro, y es la de que el funcio-
nario que mejor puede ejercer la fiscalización en las 
liquidaciones, por regla general, es el Registrador de 
la Propiedad; y si él es el liquidador, la fiscalización 
desaparece poco menos que en absoluto. 
Aun cuando siempre he creído y sigo creyendo en 
las ventajas de separar la liquidación de los registros, 
no pude realizar desde luego la reforma en este pun-
to, si bien la preparaba para el año económico próxi-
mo venidero. Como debían proveerse las plazas por 
concurso, y la ley establecía ciertas preferencias, no 
era fácil crear el Cuerpo en breve tiempo ni separar-
se délos preceptos legales: por otra parte, como el 
impuesto se hallaba establecido y la administración 
organizada, y, en los primeros instantes, de todas 
las reformas económicas urgía el plantear las que 
más modificaciones entrañaban, á ellas di la prefe-
rencia; pero á poco me ocupé de la creación del 
Cuerpo de liquidadores, abriendo el concurso y for-
mando una Junta ó Comisión que hiciese el estudio 
de las hojas de méritos y servicios de los reclaman-
tes y propusiera los nombramientos que considerara 
convenientes y justos. 
Otra razón tuve después para demorar el nombra-
miento de los liquidadores, fundada en consideracio-
nes de un orden más importante. 
Era ya público el propósito de llevar á cabo una 
nueva organización del Poder Judicial, creando tri-
bunales por lo menos en las capitales de provincia, y 
preveía que acaso pudiera ser necesario tener que 
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atender á la defensa de ciertos intereses de la Ha-
cienda por agentes auxiliares que no formaran parte 
del Ministerio público. Ante esta idea, comprendí que 
quizás sería conveniente utilizar todos los elementos 
que la Administración tenía para buscar entre ellos 
los medios de hacer frente á esa necesidad, y por 
esta consideración creí prudente suspender el nom-
bramiento de liquidadores, tanto más, cuanto que no 
estaba fijada en la ley la época en que había de efec-
tuarse la organización del Cuerpo. Y no quedando 
abandonado el servicio de la liquidación, daba el 
tiempo suficiente para aguardar y en su caso modifi-
car la ley por medio de otra que presentara á las 
Cortes. 
Por último, para dar un conocimiento perfecto de 
los aumentos sucesivos que ha tenido este impuesto 
desde el ejercicio de 1876-77, y pueda al propio tiem-
po juzgarse de los resultados de la reforma en el se-
gundo semestre de 1881-82, me ha parecido oportuno 
dar término á este asunto con la presentación del si-
guiente cuadro. 
PRODUCTOS DEL IMPUESTO DE DERECHOS REALES. 
C A N T I D A D C A N T I D A D 
presupuesta. recaudada. 
1 8 7 6 - 7 7 . . . . . . . . . . i7 .OOO.OOO 2 0 . 6 3 6 . 3 6 3 , 9 8 
1 8 7 7 - 7 8 . . . . . . . . . . 2 I .OOO.OOO 2 1 . 4 4 2 . 0 7 3 , 9 5 
1 8 7 8 - 7 9 . 2 i . 5 O O . O O O 2 1 . I l 6 . 3 6 5 . 5 4 
1 8 7 9 - 8 0 . . . . . . , . . , 2 i . 5 0 O . O O O 2 1 . 7 6 0 . 3 5 4 , 5 3 
1 8 8 0 - 8 l . . . . . . . . . . 2 2 . 0 0 0 . 0 0 0 2 4 . 1 2 2 . 6 0 0 , 6 4 
i.er semestre de 1 8 8 1 8 2 . . . . 1 1 . 0 0 0 . 0 0 0 1 3 . 5 7 5 . 4 6 8 , 2 0 
2.0 semestre de 1 8 8 1 - 8 2 . . . . . 1 2 . 5 0 0 . 0 0 0 1 5 . 0 6 0 . 7 4 3 9 2 
IMPUESTO DE MINAS. 
i . 
La Hacienda ha procurado de antiguo buscar la 
manera de que esta manifestación de la riqueza con-
tribuya al Tesoro público en términos justos, equita-
tivos y de segura realización; pero lo cierto es que 
existen muchas dificultades para conseguir aquel recto 
propósito. 
Toda la legislación minera dictada desde 1825 está 
basada en el principio de que el subsuelo pertenece á 
la entidad Estado, por lo cual se estableció el sistema 
de otorgar, á los que así lo solicitaban, concesiones de 
una extensión de terreno mayor ó menor, dentro de 
cuyos límites pudieran extraer toda la riqueza mine-
ral en ella contenida. 
Pero como generalmente no es posible realizar la 
explotación de esta riqueza sin perturbar el aprove-
chamiento de la superficie del terreno, se impuso á 
los concesionarios, en el caso de no ser dueños de 
ella, el deber de entenderse con los propietarios de 
la misma respecto á la manera de indemnizarles de 
los perjuicios que les ocasionasen en el ejercicio de 
su derecho de propiedad. 
Basado en el principio que queda expuesto de ser 
el Estado el propietario del subsuelo, el Real decreto 
de 4 de Julio de 1825 estableció el pago de un canon 
anual de superficie á las pertenencias mineras, en re-
presentación de aquel derecho y del que tenía á la 
reivindicación, y dispuso además el abono de un 5 
por 100 del valor de los minerales beneficiados, sin 
deducción de gastos. 
Por la ley de 11 de Abril de 1849 se sostuvo el 
deber de abonar el expresado canon, y asimismo por 
la de 6 de Julio de 1859; si bien esta última lo redujo 
considerablemente y bajó al 3 el 5 por 100 que se abo-
naba por el valor de los minerales. 
Mantuvo también la ley de 24 de Junio de 1868 el 
pago de dicho canon ; pero en vez del impuesto del 3 
por 100 sobre el valor de los minerales extraídos, au-
torizaba para establecer sobre los productos mineros, 
á su exportación, un impuesto en las Aduanas que no 
excediese del 3 por ido sobre su valor, sin deducción 
de gastos. 
Inspirada, sin duda, la anterior legislación en el de-
seo de que la riqueza minera del País no quedara 
amortizada en poder de concesionarios que no quisie-
ran ó no pudieran realizar la explotación, mantuvo el 
principio de la caducidad de la concesión por falta de 
pueble) y consignó además el derecho á obtenerla 
en favor del que primero efectuara en debida forma 
la denuncia correspondiente de la que en tal caso se 
encontrase. 
El decreto de 29 de Diciembre de 1868, animado 
de un espíritu liberal, y con el propósito de conseguir 
el desarrollo de la importantísima riqueza minera de 
la Península, procurando, al efecto, quitar cuantas 
trabas se opusieran á ello, sin prescindir del derecho 
de propiedad que al Estado corresponde y conservan-
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do, por tanto, el canon de superficie, suprimió la ca-
ducidad por falta de pueble, limitándola á la de la 
concesión por el no pago de una anualidad del ca-
non; pero con el objeto de no despojar al minero 
del importe de los trabajos que en su respectiva per-
tenencia hubiera acumulado, dispuso que antes de 
hacerse nueva concesión se sacara hasta por tres ve-
ces á subasta, para con su importe satisfacer el débito 
que existiera á favor de la Hacienda, entregando el 
resto al primitivo concesionario. Además suprimió 
toda clase de impuestos, incluso el de Aduanas á la 
exportación, autorizado por la ley de 24 de Junio 
de 1868. 
La ley de 24 de Julio de 1871 introdujo modifica-
ciones respecto al canon de superficie, en términos 
que las piedras preciosas y las materias metalíferas de 
la tercera sección pagasen 10 pesetas por hectárea, y 
las demás de la segunda y tercera sección,, el hierro^ 
las sustancias combustibles y los escoriales, pagasen 
solamente cuatro pesetas por hectárea, que son los 
mismos tipos que aún hoy rigen. 
La situación apurada del Tesoro por consecuencia 
de la guerra civil que afligía al País en 1873, dió lugar 
á que por decreto de 2 de Octubre del mismo año se 
ordenara el establecimiento de un gravamen de 3 
por 100 sobre los productos líquidos de las minas de-
hierro y hulla, y de 5 por 100 sobre los productos lí-
quidos de las minas de las demás sustancias. 
Sin duda, las dificultades de la cobranza del. im-
puesto, y la falta de cumplimiento por parte dé los 
propietarios mineros al dar las relaciones de los pro-
ductos y gastos, hizo que el importe de aquél fuera 
tan exiguo en los años 1874-75 Y 7^, que la ley de Pre-
supuestos para 1876-77 dispuso que desde i.0 de Julio 
del primero de estos años quedara suprimido el im-
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puesto del 3 y 5 por 100 sobre los productos líquidos 
de las minas, siendo sustituidos con el i por 100 sobre 
los productos brutos de las mismas. La Administra-
ción fué autorizada para arrendar la cobranza de este 
impuesto ; pero el contrato que al efecto llevó á cabo 
terminó con el abandono que de él hizo el arrenda-
tario por las dificultades en la recaudación. 
La multitud de variaciones que- envolvían las ante-
dichas leyes demuestran la dificultad que ha existido 
siempre para todos al legislar de una manera conve-
niente sobre esta materia. 
Sin embargo, en vista de que el impuesto no res-
pondía á las previsiones, y en la necesidad de apro-
vechar, en cuanto fuese dable, las lecciones de 1 
periencia, sometí á las Cortes en 24 de Octubre 
de 1881 un proyecto de ley que atendía á regularizar 
más los impuestos que venían pesando sobre la rique-
za minera. 
I I . 
El proyecto de ley de reforma lo constituía, en 
realidad, el siguiente artículo : 
«Artículo i.0 Á contar desde i.0 de Enero próxi-
»mo (1882) queda suprimido el impuesto del 1 por 100 
»del producto bruto de la riqueza minera, establecido 
»por el art. 13 de la ley de Presupuestos de 21 de Ju-
»lio de 1876. En su lugar se aumentan en un 50 
»por 100 los tipos que hoy rigen para el impuesto de 
»canon de superficie respecto á las minas que estén 
»en exploración, y en 100 por 100 de los mismos tipos 
»respecto á las que se hallen en productos y las que 
»en lo sucesivo empiecen á producir.» 
Las Cortes tuvieron á bien sustituirle con los dos 
siguientes : 
— íSi — 
«Artículo i.0 Desde i.0 de Enero próximo se au-
mentará en un 100 por 100 el canon de superficie que 
»se paga por la concesión y aprovechamiento de las 
»minas. 
»Art. 2.° Queda suprimido el impuesto del i por 100 
»sobre el producto bruto de la riqueza minera, esta-
blecido por el art. 13 de la ley de Presupuestos de 21 
»de Julio de 1876.» 
Según puede observarse, por el proyecto se esta-
blecía, en compensación del 1 por 100 del producto 
bruto de la riqueza minera, cuyo impuesto se supri-
mía, el aumento de un 50 por 100 sobre el canon de 
superficie respecto de las minas que estuviesen en 
exploración, y en un duplo respecto á las que se ha-
llasen en productos. 
Varias fueron las reclamaciones que se presentaron 
tan luego la ley fué sancionada por S. M., publicada 
y puesta en vigor. En honor á la verdad, llegué á 
comprender que aquéllas podían tener algún fondo 
de justicia, pues por una parte la igualdad que se ha-
bía establecido entre las minas en exploración y las 
que se hallasen en producto daba lugar á objeciones, 
y por otra, algunas minas, las de carbón por ejemplo, 
consideraban excesivo el tributo; así como también 
la gran diferencia de valor entre los minerales extraí-
dos de concesiones que devengan canon de superficie 
igual, y por fin, el muchísimo mayor recargo que re-
presenta la igualdad de canon de superficie para aque-
llos minerales que constituyen grandes masas, como 
el hierro, la calamina, las piritas y algunos carbones, 
á diferencia de otros minerales que forman estrechos 
filones y exigen concesiones de gran extensión para 
obtener un regular producto. 
Respecto á estas últimas, cuando ya más adelanta-
do el ejercicio, sin que ofreciese la recaudación las 
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facilidades apetecidas, celebraron conmigo conferen-
cias diferentes representantes de las Empresas, les 
di á entender que estudiaría más y más la cuestión y 
que presentaría un nuevo proyecto de ley en la si-
guiente legislatura, que diera, en lo que fuese razona-
ble, satisfacción á sus quejas; pero que era condición 
precisa que la ley vigente fuese cumplida, apresurán-
dose los interesados á satisfacerlas cantidades que 
con arreglo á ella les hubiesen sido señaladas. 
El resultado del ejercicio semestral de i.0 de Enero 
á 30 de Junio de 1882, período en el cual la ley surtía 
sus efectos, lo ofreció satisfactorio respecto á la liqui-
dación del impuesto, pues se elevó á 2,067.137 pese-
tas , que equivalen á 4.134.275 pesetas en el año; pero 
no así su recaudación, que se limitó á 1.016.642,76 pe-
setas, pasando á la cuenta de resultas de ejercicios ce-
rrados 1.050.494,24. 
Hé aquí ahora, para que pueda formarse idea de 
las vicisitudes que ha experimentado la recaudación 
de los impuestos sobre la riqueza minera, un cuadro 
de la obtenida, en que se comprenden las cantidades 
presupuestas, las liquidadas, las recaudadas y las que 
pasaron á resultas de ejercicios cerrados, desde el 
ejercicio de 1876-77 hasta el del segundo semestre 
de 1881-82 • 
C A N T I D A D 
EJERCICIO. C A N T I D A D C A N T I D A D C A N T I D A D que pase á 






1880- 8 l . 
1 .er semestre 
de 1881-82. 1.231.250 974.419,48 718.036,41 256,383,07 
2.DO semestre 
de 1881-82. 800.000 2.067.137 » 1.016.642,76 1.050.494.24 
1.300.000 1.380.603,60 1.055.160.04 32S443<56 
2.000.000 1.256.328 » 1.019.912.84 236.415.16 
2.462.500 1,498.621,28 1.167.715,01 330.906,27 
2.462.500 1.665.309,72 1.335.716,42 329-593,30 
2.462.500 1.901.815,89 i.37o-337,34 531-478,55 
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El precedente estado demuestra, en mi opinión, de 
una manera evidente, la falta de datos con que se han 
presupuesto las cantidades con que debiera contribuir 
la riqueza minera, y por lo tanto, la necesidad que 
existe de hacer un estudio detenido para la equitativa 
fijación del tributo. 

IMPUESTO DE CÉDULAS PERSONALES. 
i . 
He considerado siempre este impuesto susceptible 
de producir rendimientos de importancia, y no creo 
inoportuno, al ocuparme de la reforma llevada á cabo 
con arreglo al proyecto presentado á las Cortes en 24 
de Octubre de 1881, hacer una ligera reseña de su 
origen y vicisitudes. 
Desde época remota vino constituyendo concepto 
de ingresos del presupuesto del Estado la obligación 
de todo español ó extrajero residente en España de 
proveerse de un documento que acreditase su perso-
nalidad. Bajo el nombre de carta de seguridad unas 
veces y de pasaporte otras, tuvieron ambos el fin prin-
cipal de que las autoridades político-administrativas 
pudieran obtener una noción de las condiciones de 
cada individuo. 
La marcha progresiva de las naciones en la vida so-
cial determinó la supresión de aquellos documentos, 
que fueron sustituidos por las cédulas de vecindad, 
forma en que, aun cuando conservaron éstas las con-
diciones distintivas de los documentos de vigilancia y 
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seguridad pública, empezaron á marcar decidida ten-
dencia á aumentar el carácter de impuesto ó tributo, 
y demostraban que existía el propósito de dar mayor 
importancia de la que hasta entonces tuvieron á los 
ingresos que bajo el concepto de Vigilancia y segu-
r idad se comprendían en el epígrafe de Ingresos de 
Gobernación de los presupuestos generales. Esta ten-
dencia se nota con mayor claridad en la autorización 
que la ley de presupuestos de 1867-68 concedía al Go-
bierno para establecer cédulas de vecindad de las cla-
ses y precios que juzgase conveniente, con el fin de 
cubrir con su producto el gasto que ocasionase la or-
ganización del servicio de vigilancia, según las pres-
cripciones de la ley de Orden público á la sazón vi-
gente. 
Los términos de esta autorización y el objeto, sobre 
todo, á que habían de destinarse especialmente los 
productos de las cédulas, no permiten dudar de que 
se trataba de constituir una fuente de ingresos para 
acudir á un gasto del Estado ; pero no habiendo teni-
do cumplimiento el mencionado precepto legislativo, 
por causas desconocidas, quedaron de hecho suprimi-
das las cédulas de vecindad. 
Así continuaron las cosas hasta que, primero en el 
proyecto de Presupuestos para 1870-71, que no llegó 
á ser ley, y después por el Apéndice letra A de la ley 
del Presupuesto de ingresos de 8 de Junio de 1870, 
apareció creada la Contribución sobre cédulas de 
empadronamiento y licencias de armas, cuyas bases, 
aparte del título que ya lo expresa, dan al servicio de 
que se trata un carácter en que se ve desde luego que 
el concepto de impuesto prevalece sobre la condición 
de documento de vigilancia. 
Con pocas alteraciones, aunque sí luchando con las 
dificultades é inconvenientes que ofrece en un princi-
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pió toda transformación, continuó exigiéndose la con-
tribución, modificada en sus bases por el Apéndice 
letra D de la ley del Presupuesto de ingresos de 26 
de Diciembre de 1872, que ensanchó las de imposi-
ción, aunque conservando como una de ellas la im-
portancia de las poblaciones, hasta que fué suprimida 
por el art. 7.0 de la ley de Presupuestos de 6 de Agos-
to de 1873; si bien por decreto de 20 de Setiembre 
siguiente quedó en vigor la obligación de adquirir cé-
dula todo español, como documento de vigilancia. 
En el presupuesto que tuve la honra de formar en 
1874, publicado por decreto de 26 de Junio de dicho 
año, se restableció este impuesto bajo el nombre de 
cédulas personales, que hoy conserva, con sujeción á 
las bases contenidas en el Apéndice letra B, y así ha 
continuado, con las modificaciones introducidas por 
las leyes de Presupuestos de 21 de Julio de 1876 y 11 
de Julio de 1877. 
I I . 
La desproporción de los rendimientos de este im-
puesto , contra lo que había derecho á esperar, y el 
visible decrecimiento en que se encontraban sus pro-
ductos comparados con los obtenidos en los primeros 
años que rigieron las bases acordadas por la ley de 
Presupuestos para 1876-77, me hicieron comprender 
que la falta de equidad en la gradación de las escalas 
y la mala administración del impuesto eran las causas 
que principalmente ocasionaban tan lamentable re-
sultado. 
Ante estas consideraciones me decidí á presentar el 
proyecto de reforma, que llegó á ser ley, y lleva la fe-
cha de 31 de Diciembre de 1881. 
Aunque las condiciones especiales del semestre 
— I 
de i.0 de Enero á 30 de Junio de 1882 , que por ser 
segundo del año económico no es comparable en sus 
resultados con los de los años anteriores, pues sabido 
es que la recaudación por cédulas tiene principalmen-
te lugar en el primero, presentando, como presentaré, 
el del año, podrá observarse el influjo favorable que 
la reforma ha ejercido en el impuesto. 
Con efecto, las cantidades presupuestas y las recau-
daciones obtenidas en los años de 1876-77 á 1881-82 
se elevaron respectivamente á las cifras siguientes : 
EJERCICIOS. C A N T I D A D pre supues t a . 














Como se ve, aun antes de tener lugar la reforma, los 
resultados obtenidos en el año de 1881-82 son supe-
riores á los alcanzados en los de 1878-79, 1879-80 
y 1880-81. 
Planteada aquella, aunque con los inconvenientes 
con que ha luchado en los primeros momentos, los 
cuales desaparecerán de seguro en los años venideros, 
no dejan de ser satisfactorios los resultados obtenidos 
en la recaudación, pues en los nueve primeros meses 
del actual ejercicio asciende á pesetas 4.900.000, en 
números redondos, ó sea 1.314.124 más que en todo 
el de 1881-82, excediendo en 1.944.419 pesetas á la 
de 1880-81, en 1.905.824 á-la de 1879-80, y á la de 
1878-79 en 1.701.797, y como la cobranza ha empe-
zado muy tarde, por razones que explicaré, es de 
esperar que en lo que resta del ejercicio se cobren 
cantidades de importancia que hagan se aproxime en 
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mucho la recaudación, si no iguala, á la cantidad pre-
supuesta. 
Desde luego resulta haberse equivocado los que 
pronosticaron que difícilmente se llegaría á recaudar 
la mitad de la cantidad presupuesta, pues no sólo se 
ha recaudado ya mucho más de esa mitad, sino que 
existe la fundada esperanza que queda expresada. 
Las dificultades que han originado el que la reforma 
no dé los frutos debidos desde los primeros momen-
tos, merecen ser expuestas y examinadas. 
I I I . 
La obligación de hacer los Ayuntamientos padro-
nes previos de todos los individuos sujetos á obtener 
cédula personal, establecida por la reforma, novedad 
que está ofreciendo resultados beneficiosos en los 
rendimientos del impuesto, presentó obstáculos para 
que la cobranza empezase en la época oportuna, ó sea 
en los primeros meses del año económico. Los Ayun-
tamientos, remisos siempre en la formación de los 
trabajos preliminares para la imposición de los tribu-
tos, fueron compelidos unas veces con excitaciones 
amistosas, otras por comisionados plantones, y algu-
nos hasta con multas. En el año económico próximo 
este servicio se facilitará, pues formados ya unos 
padrones, los de los años sucesivos se pueden hacer 
en la mayoría de los pueblos con sólo la eliminación 
de los fallecidos y de los que hayan variado de vecin-
dad y la agregación de los nuevos vecinos y de las 
personas que hayan adquirido condiciones para ser 
contribuyentes al impuesto. 
Encomendada la recaudación al Banco de España, 
según convenio celebrado, ofreció algunos entorpeci-
mientos, unos previos y otros por efecto de las condi-
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ciones que el Banco señaló, ó mejor dicho, exigió, 
para hacerse cargo de este servicio. 
Halláronse entre los primeros la imposibilidad ma-
terial de llevar á cabo en breve término la extensión 
de más de 11 millones de cédulas y la entrega al Ban-
co de los documentos de cobranza. La falta de perso-
nal en las oficinas provinciales requirió la creación en 
un principio de personal temporero para este trabajo; 
pero dando pocos resultados por falta de idoneidad ó 
por estar interesado en prolongar su cometidorse 
adoptó el sistema de autorizar la contratación á un 
tanto alzado el millar. 
La entrega á los recaudadores tropezó con el incon-
veniente de que éstos, para hacerse cargo de los valo-
res, exigieron una minuciosa comprobación con las 
listas cobratorias, todo lo cual reclamaba de suyo más 
tiempo del que hubiera sido de desear. 
Además, la entrega de esta clase de documentos de 
cobranza no podía tener lugar de una sola vez en cada 
provincia, sino á medida que los Ayuntamientos re-
mitían los padrones, y en vista de ellos se llenaban 
las cédulas, y como no era muy numeroso el personal 
de que disponía el Banco para recaudadores en los 
pueblos, y se hallaban estos agentes recorriendo sus 
distritos haciendo la cobranza de la contribución Te-
rritorial y de la Industrial y de Comercio, hasta que 
volvieron á las capitales á rendir cuentas no pudieron 
recibir las cédulas, de las cuales no todas las corres-
pondientes á los pueblos de su demarcación estaban 
en situación de ser entregadas, y de ahí que el servi-
cio experimentase retraso. 
La circunstancia de haber aceptado el Banco sólo 
la recaudación de las cédulas que se hicieran efectivas 
voluntariamente, negándose á llevar á cabo la prácti-
ca de las diligencias necesarias en la vía de apremio. 
— IÓI — 
según quedó consignado en la Real orden de 21 de 
Julio de 1882, que autorizó el convenio para efectuar 
este servicio, dificultó también la terminación de la 
cobranza, pues el Banco tiene que devolver, con las 
formalidades correspondientes, los documentos no 
hechos efectivos para que le sirvan de descargo en su 
cuenta, y después las oficinas provinciales han de re-
mitir las cédulas no distribuidas á los Alcaldes para 
que éstos las repartan, haciendo uso del procedimien-
to de apremio. 
Todo esto me hizo comprender la necesidad de va-
riar los medios de cobranza, y era mi propósito utili-
zar la experiencia adquirida para realizarlo. 
Tenía y mantengo la opinión de que debiendo ser 
el impuesto grandemente productivo, sólo hay que 
facilitar los medios de su recaudación por los proce-
dimientos más sencillos y eficaces posibles. 
Si en los primeros momentos entendí que había 
conveniencia en que el Banco se encargase de la co-
branza, como lo hace con las demás contribuciones 
directas, y si la premura del tiempo así lo aconsejó, 
la forma en que aquél aceptó el convenio y las dificul-
tades de ejecución que se han ofrecido después me 
han hecho reconocer que debían adoptarse otros 
medios. 
Estaba, pues, resuelto á nombrar para las capitales 
de provincia los recaudadores necesarios, según la 
importancia de las poblaciones, los cuales tendrían á 
su cargo no sólo la cobranza, sino la formación del 
padrón en el distrito ó distritos de que estuviesen en-
cargados, y á que continuaran los Ayuntamientos co-
brando el impuesto en los pueblos con arreglo al pa-
drón de sus vecinos, como antes lo verificaban. 
Con este sencillo procedimiento y con la vigilancia 
debida de los Delegados de Hacienda, la recaudación 
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daría seguramente el resultado que la ley se propuso. 
Las quejas que se han suscitado sobre el reparti-
miento de las cédulas desaparecerían, y la Adminis-
tración, cumpliendo sus deberes, conseguiría realizar 
toda la suma á que el Tesoro público tiene derecho. 
IMPUESTO DE CONSUMOS. 
En las diferentes veces que me he ocupado de este 
impuesto en los Cuerpos Colegisladores, tuve ocasión 
de recordar cómo había nacido entre nosotros, cómo 
se había planteado, cuáles eran á mi ver los defectos 
esenciales de que adolecía, y las vicisitudes, en fin, 
por que había pasado hasta 1874, en cuya época me 
cupo la satisfacción de restablecerlo ; y permítaseme 
éste para mí honroso recuerdo, en gracia al servicio 
que creo haber prestado á la Hacienda de mi país, 
robusteciendo su presupuesto de ingresos con valio-
sos y saneados recursos. 
He dicho también, en más de una ocasión, que ni la 
premura con que formé el Presupuesto para 1874-75, 
confeccionado en breves días, ni la situación política 
que la Nación atravesábanme permitieron entonces 
ocuparme de las reformas que el impuesto exigía; 
dándome por muy satisfecho con haberlo restable-
cido, y dejando á mis dignos sucesores el trabajo de 
estudiar y llevar á cabo aquellas reformas. 
Si, pues, todos los Ministros de Hacienda que me 
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sucedieron podían tener el deseo de perfeccionar el 
impuesto y la legítima aspiración de elevar sus rendi-
mientos á la cifra de que son susceptibles, yo tenía, 
además de ese deseo y de esa aspiración, el compro-
miso moral de hacerlo, tanto por haberlo restable-
cido, cuanto por las opiniones que después he soste-
nido, siempre que de él he tratado. 
Que el impuesto de Consumos es el más difícil en-
tre todos los que forman el cuadro de nuestra tribu-
tación, no puede ser objeto de duda para nadie; por-
que si los demás afectan á clases más ó ménos. nu-
merosas, aquél grava á todos los habitantes sin ex-
cepción, y precisamente por este carácter general y 
de igualdad hay que procurar que entrañe un fondo 
de justicia, por más que ofrezca en su realización este 
propósito problemas de diverso orden, de los cuales 
surgen cuestiones un tanto difíciles y complejas. 
Cualesquiera que sean las opiniones que en la ma-
teria puedan abrigarse, siempre habrá de convenirse 
en que la producción y el consumo son los dos facto-
res principa1 es de este impuesto. Si se conociese la 
importancia de cada uno de ellos, y si además fuera 
dable deducir de estas premisas una ley que expresase 
con exactitud la relación que guardan entre sí en cada 
localidad, bien podría asegurarse que sería este tri-
buto uno de los más aceptables y de más fácil reali-
zación. Desgraciadamente no sucede así; y aunque 
nadie pueda ya dudar que el impuesto de Consumos 
ha adquirido carta de naturaleza entre nosotros, tam-
poco es ménos cierto que todavía ha de pasar algún 
tiempo antes de que se realice la verdadera reforma 
que su índole demanda. 
No quiere esto decir que la reforma presente obs-
táculos insuperables; pero la verdad es que exige tra-
bajos minuciosos y muy prolijos, como en general lo 
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son todos los que se rozan con la estadística, y en 
particular cuando tienen por objeto conocer la pro-
ducción y el consumo en cada localidad, y apreciar 
las diversas circunstancias que en cada una influyen 
en lo segundo y contribuyen á su aumento ó dismi-
nución. 
Lejos de mi ánimo establecer aquí el orden de es-
tos trabajos; pero no es dudoso que el curso de nues-
tras cordilleras y montañas y las cuencas de nues-
tros ríos principales podrían ofrecer la conveniente 
división de grandes zonas ó comarcas, que subdivi-
didas después en otras menos extensas, permitiesen 
apreciar las circunstancias generales y las especia-
les de cada localidad en cuanto á la índole de las 
producciones propias de cada cual; entrando en se-
guida en la reunión, examen y estudio de los datos 
relacionados con la entidad de dichas producciones y 
con la importancia de su consumo. 
Convenientemente desarrolladas estas indicacio-
nes, podrían servir de b ase a la estadística, que ha de 
resolver el difícil y complejo problema que entraña 
el asunto; y es bien seguro que la Administración 
que realice estos trabajos habrá prestado un gran ser-
vicio al País, y por ellos merecerá una página muy 
honrosa en la historia de nuestra Hacienda. 
T T . 
Expuestas muy ligeramente, una vez más, mis opi-
niones respecto al impuesto de que me ocupo, debo 
empezar por exponer cuál era su situación cuando 
tuve la honra de ser nombrado Ministro de Hacienda 
el 8 de Febrero de 1881, y debo también manifestar 
las razones que me impulsaron á realizar la reforma 
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que llevé á cabo siguiendo procedimientos distintos 
de los que dejo indicados. 
Para esto me bastará recordar el párrafo que ter-
mina la exposición que precede al proyecto que so-
metí á las Cortes el 24 de Octubre de 1881, que 
dice así: 
«Bien quisiera el Ministro que suscribe traducir 
»desde luego á la práctica las teorías que á propósito 
»de este impuesto ha manifestado en más de una oca-
»sión; pero cualquiera que las recuerde comprende-
r á que no habiendo hallado preparada la Adminis-
tración para la reforma radical que los Consumos 
»exigen, ni habiendo tenido tiempo para desarrollar 
»en el corto espacio que lleva al frente de la Hacien-
»da los trabajos necesarios para llegará aquel objeto, 
»tenía por el momento que renunciar á sus propósi-
»tos, y que limitar sus aspiraciones á mejorar lo 
»existente dentro de las actuales condiciones del im-
»puesto.» 
Debo también recordar que la reforma del impues-
to únicamente afectó á las poblaciones que no son 
capitales de provincia ni puertos asimilados, pues 
respecto de aquéllas y de éstos quedaron subsistentes 
los tipos medios del gravamen individual que venían 
establecidos. 
La desigualdad que existía en los cupos de las po-
blaciones que no son capitales, exigía una reforma 
que restableciese el relativo y necesario nivel en la 
tributación para que presidiese la equidad en la distri-
bución del impuesto. 
Reconociéronlo así mis dignos predecesores en el 
Ministerio, y de ello es una prueba el art. 15 de la 
ley de Presupuestos para el ejercicio de 1878-79, 
cuyo criterio quedó después desarrollado en las dis-
posiciones de la circular de 20 de Agosto de 1878, 
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que fijó los tipos medios de gravamen por habitante 
para determinar los cupos según la base ó tarifa que 
con arreglo al número de aquéllos correspondía. El 
Consejo de Estado en pleno las acogió después como 
norma al informar los expedientes sobre aumentos y 
bajas producidas por consecuencia de dicha circular. 
No negaré que en el espíritu de esta medida ad-
ministrativa preside ya el laudable deseo de que el 
importe de los encabezamientos de Consumos se de-
duzca partiendo de tipos medios individuales para 
evitar las desproporciones que resultaban del pro-
cedimiento arbitrario con que antes se hacía; pero 
declaro que no acepto la doctrina de la expresada 
circular, porque á mi juicio desnaturaliza de tal ma-
nera el impuesto, que le convierte en una verdadera 
capitación. 
En efecto; la síntesis de esa circular se reducía á 
establecer para las seis clases de población que com-
prende la tarifa de Consumos igual número de tipos 
medios de gravamen, consistentes en 5, 6, 7, 8, 10 y 
12 pesetas por habitante para fijar el cupo anual, ó 
sea el importe del encabezamiento de cada pueblo. 
Basta fijarse en la naturaleza del impuesto para 
comprender que desde el momento en que las espe-
cies, base verdadera del encabezamiento, eran susti-
tuidas por una cantidad alzada y personal, ya no exis-
tían términos hábiles para discutir respecto á la im-
portancia de aquél con relación al consumo que 
procediera imputar en justicia á cada localidad. 
Por otra parte, si las disposiciones de la precitada 
circular se hubiesen desde luego aplicado á todas las 
poblaciones, todavía pudiera defenderse, si no como 
una medida propia del impuesto de Consumos, con el 
cual no puede armonizarse, como una tendencia á es-
tablecer la uniformidad relativa en los cupos, y á su-
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jetar á reglas fijas la deducción de éstos en vez de los 
procedimientos discrecionales que de antiguo venían 
siguiéndose. Pero no acontenció así: las disposicio-
nes de la circular sólo se aplicaron á unos cuantos 
pueblos de la categoría más ínfima, dando por resul-
tado un aumento sobre los cupos que venían satisfa-
ciendo, variable desde el 70 al 450 por 100. 
Como estos pueblos eran en reducido número, y 
por otra parte, su escasa importancia prestaba poca 
fuerza á sus quejas, de aquí que no se hubiesen pro-
ducido contra la circular de que me ocupo esas rui-
dosas manifestaciones que , á no dudarlo, hubiera 
provocado de haberse generalizado. Así debo presu-
mir que lo habrán comprendido aquellos Gobiernos 
cuando se limitaron á plantearla sólo como ensayo en 
tan corto número de pueblos. 
Pero ni en materia de impuestos cabe legislar sino 
estableciendo procedimientos y reglas generales, ni 
menos es permitido aplicarlas á pequeñas localidades 
dejando á las de verdadera importancia en la misma 
situación que venían disfrutando. 
La justicia y la equidad rechazan semejantes proce-
dimientos; y de consiguiente, era de todo punto in-
dispensable, ó llevar á efecto las disposiciones de di-
cha circular, ó eliminarla de la legislación, si sólo 
había de aplicarse á aquellos pueblos que carecían de 
valimiento para sostener sus reclamaciones contra 
una medida que la Administración podía aplicar ó no, 
según lo estimase conveniente. 
I I I . 
Tal era la situación del impuesto de Consumos á 
mi entrada en el Ministerio de Hacienda. 
Existía, como dejo dicho, desde 1878 una reforma 
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tan trascendental como la acordada por la circular 
de 20 de Agosto de dicho año; pero si sus autores no 
se habían decidido á generalizarla, menos me corres-
pondería á mí hacerlo, que, según antes he expuesto, 
ni estaba conforme con su espíritu ni con sus ten-
dencias, ni aceptaba el criterio que desarrollaban sus 
disposiciones. 
De esta difícil é insostenible situación en que en-
contré el impuesto de Consumos nació la necesidad 
de la reforma contenida en la ley de 31 de Diciem-
bre de 1881. 
He expuesto ya mis opiniones respecto al particular, 
y los procedimientos que á mi entender exige la ver-
dadera reforma de dicho impuesto; pero necesito re-
cordarlos aquí para repetir una vez más que aquella 
ley no refleja mis ideas en la materia, y que única-
mente significa la aspiración á mejorar lo existente, 
sin otra pretensión ni otro alcance que el que per-
mitían las circunstancias del momento, dejando para 
lo porvenir la realización de un pensamiento más 
completo, fecundo y concienzudo. 
Me parece innecesario entrar en consideraciones 
acerca de la ley de 31 de Diciembre, porque segura-
mente no ha habido otra alguna ni tan comentada ni 
tan discutida; pero estimo oportuno establecer las 
diferencias esenciales que existen entre ella y las dis-
posiciones de la circular de 1878, que condensaba la 
legislación vigente en la materia hasta la publicación 
de la expresada ley. 
Con arreglo á esta circular, el importe de cada en-
cabezamiento se determinaba por el número de habi-
tantes y por la cantidad que á cada uno correspondía, 
según la clase de la tarifa asignada á la respectiva po-
blación, y en el supuesto de que ésta fuese igualmente 
consumidora. 
La ley de 31 de Diciembre siguió otros procedi-
mientos más armónicos con la índole del impuesto 
para fijar los encabezamientos, proponiéndose como 
fines principales los siguentes : 
i.0 Establecer dentro de términos equitativos y ra-
zonables, sancionados por la práctica, la cifra de las 
especies de consumo imputable anualmente á cada 
habitante como tipo medio para deducir el cupo de 
las mismas especies correspondiente al pueblo res-
pectivo. La discusión versa en este caso sobre las ci-
fras de consumo que constituyen el de las especies 
sujetas al impuesto en cada pueblo, siendo acciden-
tal el importe del encabezamiento, porque éste re-
sulta de la aplicación de los derechos á la entidad de 
aquellas especies. 
2.0 Establecer reglas fijas que reemplazasen á anti-
guos procedimientos discrecionales para estimar la 
importancia de los consumos en cada localidad, re-
bajando del total de los habitantes una cuarta parte, 
á fin de compensar las diferencias por razón de sexo, 
edad, etc.; suavizando así el rigor de la circular de 
1878, que suponía consumidora en igual escala á toda 
la población. 
3.0 Que el impuesto siga en adelante la ley de la 
población según las causas que puedan modificarla. 
4.0 Que siempre entren como factores apreciables 
para determinar las cifras del consumo, todas las 
circunstancias que más ó menos directamente in-
fluyen en el aumento ó en la disminución de aquél; 
estableciendo con este objeto una serie de proce-
dimientos encaminados á perfeccionar el impuesto 
bajo el punto de vista de la equidad y de la jus-
ticia. 
5.0 Y por último, despojar al impuesto del carácter 
personal y directo que, desnaturalizándolo, le dió 
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la circular de 1878, restableciendo el que esencial-
mente le corresponde mientras la base de esta tribu-
tación descanse en el consumo de determinadas es-
pecies. 
Convenía á mi propósito el examen de las disposi-
ciones de la ley y circular de que vengo ocupándo-
me, porque, después de la amplia discusión de que 
fué objeto el proyecto, se han afirmado mis convic-
ciones de que los principios que informan la ley de 31 
de Diciembre de 1881 han de subsistir todavía algún 
tiempo, por lo menos hasta que otra Administración 
menos agobiada de trabajos que lo fué la mía pueda 
realizar el estudio y el planteamiento de la reforma 
definitiva del impuesto de Consumos. 
Paso ahora á ocuparme de la mencionada ley. 
IV. 
Todos los argumentos que se han aducido contra 
mi proyecto estriban en el aumento que resultaba en 
los cupos de los pueblos. 
El estado adjunto, núm. i.0, demuestra que el im-
porte de estos cupos en las poblaciones no capitales 
ni puertos exceptuados, con anterioridad á la ley 
de 31 de Diciembre de 1881, era de 51.310.487 pese-
tas, y que por consecuencia de dicha ley se eleva-
ron á 67.075.362 pesetas; produciéndose, por tanto, un 
alza de 15.764.875 pesetas. 
Pero con arreglo á la legislación vigente hasta la 
ley de 31 de Diciembre, ó sea aplicando las disposi-
ciones de la circular de 20 de Agosto de 1878 á los 
cupos de los pueblos no capitales, debían sufrir un au-
mento de 15.235.733 pesetas, según resulta del es-
tado siguiente. (Núm. 2.) 
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ESTADO^ 
D E M O S T R A C I Ó N del importe por provincias de los cupos de Consumos asignados a laS 
cación de las disposiciones de la ley de 31 de Diciembre de 1881 y pariñcación con l0hS 
ley, y gravamen total que representa el cupo y recargo autorizados antes y los qUe a 
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C U P O S P O R P R O V I N C I A S . 
Anteriores Por virtud á la ley de 3! f ^ aplicación 
de Diciembre áeA lan.Ie.y df 31 

















































13.678.038 151.310.487,24 67.075.362,77 
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I.659.317 80 
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AUMENTO LÍQUIDO EN EL CUPO CORRESPONDIENTE AL TESORO. . . F¿as. 15.764.875,53 
W U M . i . 
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fjis poblaciones no capitales de provincia ni puertos asimilados por virtud de la apli-
los anteriores, con los tipos de gravamen medio por habitante antes y después de dicha 
ahora autoriza aquella ley. 
T I P O D E G R A V A M E N 
P O R H A B I T A N T E . 
Por la ley 
;de 31 de 
Diciembre 
































































































I M P O R T E D E L O S C U P O S 
P R O V I N C I A L E S . 
Con el recargo 
de 100 por 100 
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102.621.065 114.028.019 20.001.742 
AUMENTO LÍQUIDO EN EL CUPOCON INCLUSIÓN DE LOS RECARGOS. . . Ptas. 11.406.954 
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ESTADO NÚM. 2. 
A U M E N T O S y bajas que producía en los cupos de Consumos de los 
pueblos no capitales de provincia la aplicación de los tipos me-
dios de gravamen por habitante, establecidos por la circular de 20 
de Agosto de 1878. 




Ávila.. . . 
Badajoz.. . 
Barcelona. . 
Burgos. . . 
Cáceres. . . 




Coruña. . . 
Cuenca. . . 




Huelva. . . 
Huesca. . . 
Jaén . . . 
León. . . . 
Lérida. . . 
Logroño.. . 
Lugo.. . . 
Madrid. . . 
Málaga. . . 
Murcia. . . 
Navarra.. . 
Orense. . . 






Sevilla. . . 
Soria.. . . 
Tarragona., 
Teruel. . . 
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Podrá objetarse que la precitada circular reconocía 
á los pueblos cuyos cupos excediesen de los que con 
arreglo á la misma les correspondían, el derecho á pe-
dir la baja, y que por este concepto había de producir-
se una disminución de 4.746.144 pesetas por las que 
procediera otorgar; pero si se tiene en cuenta que 
era principio establecido conceder dichas bajas en el 
solo caso de que la población hubiese disminuido en 
una tercera parte de sus habitantes, se comprende 
que sería muy raro encontrar un pueblo en que hu-
biese ocurrido un descenso tan notable, y por lo tanto, 
que los aumentos se realizaban y las bajas no se con-
cedían, como lo demuestra el número que de ellas 
fué denegado. 
La ley de 31 de Diciembre, separándose del crite-
rio de la circular de 1878, estableció procedimientos 
más adecuados para determinar con la exactitud po-
sible la capacidad tributaria de cada pueblo, dada la 
carencia de datos para llegar al conocimiento exacto 
del consumo que en ellos pueda realizarse; datos que 
los mismos pueblos rehusan facilitar. 
Así es que la importancia de los consumos de un 
pueblo no puede* regularse exclusivamente por el nú-
mero de sus habitantes, como disponía aquella circu-
lar, porque sin desconocer que ellos son un factor 
para determinar los cupos, é indudablemente un fac-
tor muy principal, pues nadie ignora que los consu-
mos están en razón directa de la densidad de la po-
blación, ese factor, que no puede ni debe ser abso-
luto, queda desde luego modificado, según la ley 
de 31 de Diciembre, por la deducción de la cuarta 
parte de los habitantes que se elimina para compen-
sar las diferencias del consumo. Y aun este resultado 
sufre después nuevas modificaciones en alza ó en baja 
al aplicar los tipos del de las especies según la clase 
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de la población, y no por su número de habitantes 
exclusivamente, sino con relación á las circunstancias 
que lo aumenten ó aminoren, apreciando la situación, 
clima, producciones, comercio, industria y cuanto 
puede contribuir á ejercer influencia en el consumo. 
Otra de las ventajas de esta ley consiste en que si 
bien produjo aumentos en los cupos de muchos pue-
blos, en cambio otorgó desde luego las rebajas que 
á otros correspondían, los cuales venían de antiguo 
sufriendo gravámenes excesivos y aun superiores en 
proporción y en tipo individual á los que tenían pue-
blos más importantes y hasta capitales de mayor ve-
cindario y de mejores condiciones de consumo. 
En cuanto á los tipos medios del individual, que 
tanto se han combatido por excesivos, bastará recor-
dar que apenas difieren de los que para graduar el 
consumo por habitante en los pueblos que cubrían el 
cupo por repartimiento estableció la circular de 25 
de Marzo de 1878, y se hallan además consignados 
en todas las instrucciones del impuesto. 
Y todavía puede presentarse otra prueba más con-
cluyeme para demostrar que tales tipos no son exa-
gerados, y es la que han ofrecido las provincias de 
Castilla, cuyos pueblos eran en general los que te-
nían tipos más elevados con relación á las demás 
provincias, y en los cuales produjo la ley de 31 de 
Diciembre una disminución en sus respectivos cupos. 
Mas como en varias provincias los tipos individuales 
diferían mucho de los de otras de iguales condiciones 
y aun de localidades vecinas, la nivelación de los cu-
pos, aun siendo como ha sido relativa, produjo una 
transición algo vio1enta, que fué el origen de las que-
jas que se expusieron contra dicha ley. 
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V . 
Para acallar aquellas quejas y para suavizar el trán-
sito de unos á otros cupos, se dictó la ley de 6 de Ju-
lio de 1882, que acordó una bonificación á los pue-
blos que habían resultado recargados en más de 40 
por 100 de los anteriores por lo que respecta al 
segundo semestre de 1881-82, y autorizó al Minis-
tro de Hacienda para limitar los aumentos y bajas 
que habían resultado, en términos que para el año eco-
nómico de 1882-83 pudiera fijar los cupos que satis-
ficiesen los pueblos que habían tenido aumento de 
consideración; disponiendo al propio tiempo que el 
Gobierno, en vista de los resultados de la aplicación 
de la ley de 31 de Diciembre y de las disposiciones de 
la de 6 de Julio siguiente, formulase, para que pudiera 
tener efecto en el año económico de 1883-84, el pro-
yecto de ley en que se fijasen definitivamente las reglas 
á que hubiese de sujetarse el señalamiento de cupos. 
A virtud de las modificaciones introducidas por 
dicha última ley, quedó reducido el importe total de 
los cupos de los pueblos no capitales ni puertos asi-
milados á 60.385.840 pesetas en un año, ofreciendo 
un aumento de 9.075.353 pesetas sobre los que satis-
facían con anterioridad á la ley de 31 de Diciembre, 
y por tanto á 30.192.920 en el semestre, producién-
dose en su consecuencia el aumento de 4.537.676,50 
pesetas en dicho período; y una baja de 3.344.760 con 
relación á los cupos que determinó la aplicación de 
la ley de 31 de Diciembre de; 1881 en los pueblos no 
capitales de provincia ni asimilados á éstas, según de-
talla el estado núm. 3. Dicha cifra de aumento es 
bastante inferior á la que por la aplicación de la circu-
lar de 20 de Agosto de 1878 hubieran llegado á al-
canzar los cupos de los pueblos no capitales. 
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E S T A D O N Ú M . 3. 
C O M P A R A C I O N de los cupos que con arreglo á la ley de 31 de D i -
ciembre de 1881 correspondían á los pueblos no capitales de provin-
cia ni puertos asimilados en el segundo semestre de 1881-82, con los 
que les fueron fijados por virtud de la ley de 6 de Julio de 1882. 
Álava . . . . 
Albacete. . . 
Alicante. . . 
Almtr ía . . 
Ávila. . . . 
Badajoz. . 
Barcelona. . 
Burgos. . . 
Cáceres. . . 
Cádiz. . . . 
Castellón. 
Ciudad Real. 
Córdoba. . . 
Coruña. . . 






Huesca. . . 
Jaén. . . . 
León. . . . 
Lérida.. . . 
Logroño. . 
Lugo. . . . 
Madrid. . . 
Málaga. . 
Murcia. . . 
Navarra. . , 
Orense. . 
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Por virtud de 
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Para hacer uso de dicha autorización se expidió la 
Real orden de 15 de Julio de 1882, determinando que 
los aumentos que resultasen en los cupos para 1882-83, 
comparados con los que tenían asignados antes de 
la ley de 31 de Diciembre de 1881, no excediesen en 
ningún caso del 75 por 100 de los anteriores; que en 
los pueblos que hubiesen tenido una baja mayor de 
30 por 100 en sus anteriores cupos, se limitase á este 
tanto la baja por el referido año e c o n ó m i c o ; y que el 
aumento total de los respectivos á cada provincia no 
superase el 50 por 100 del cupo total de la misma 
antes de la ley de 31 de Diciembre de 1881. 
Estas bases generales, que indudablemente res-
pond ían al espíritu que dictó la ley de 6 de Julio de 
1882, han permitido que los pueblos que debían su-
frir aumentos importantes, por hallarse muy benefi-
ciados antes de la de 31 de Diciembre, vayan paula-
tinamente acomodándose á los cupos mayores que en 
justiciales corresponden y pagan otros de idént icas 
condiciones, en tanto que la ley que como definitiva 
se dicte venga á fijar las reglas á que debe rá subor-
dinarse la designación. 
Abr igo la firme creencia de que al hacer uso de 
la expresada autorización he logrado hermanar el 
propósi to de avanzar en la nivelación relativa de los 
cupos con el deseo de la ley de 6 de Julio respecto á 
que los aumentos que se produjesen, aunque justos, 
no resultasen exagerados, y me atrevo á asegurarlo 
así, porque de los 8.698 pueblos no capitales n i puer-
tos asimilados, sólo han producido reclamaciones 
unos 250, y la mayoría son, ó de agravio comparativo, 
que pudo existir, dado el hecho de que los aumentos 
no podían exceder de un l ímite , ó de las poblaciones 
que habiendo obtenido baja mayor de 30 por 100 de 
sus anteriores cupos se les ha limitado á dicho tipo 
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la baja, y á pesar de que antes consent ían el agravio 
mayor, hoy, que la ley les reconoce un beneficio, no 
se avienen á disfrutarlo sólo en parte. 
La bonificación hecha por la ley de 6 de Julio, tan-
to en los cupos para el segundo semestre de 1881-82, 
como respecto al uso de la autor ización para el año 
económico de 1882-83, dejó reducidos los de los 
pueblos no capitales á poco más de 60 millones de 
pesetas anuales; y por tanto, el aumento producido 
por la reforma del impuesto es menor que el que 
se habría realizado de haber seguido aplicando el cri-
terio de la circular de 20 de Agosto de 1878, pues, 
según he dicho antes, el impuesto habr ía de llegar en 
los pueblos á 66 millones, y hoy no excede de 61. 
V I . 
Algo debo decir respecto á la resistencia que se 
anunciaba opondr ían los pueblos, y de la cual se qui-
so sacar partido para perturbar, ya que no para anu-
lar las reformas. Sin desconocer que contra la ley de 
31 de Diciembre se formularon bastantes reclamacio-
nes, tampoco puede ocultarse que muchas obedecie-
ron á sugestiones encaminadas á dificultar el plantea-
mientode las leyes económicas . 
No está de más recordar, pues la justicia exige que 
se tenga en cuenta, ya que tanto se me ha censurado, 
que las reformas empezaron á conocerse en el mes 
de Enero de 1882, y que afectando, como afectaban, 
á todos los ramos de la Admin is t rac ión , debían re-
trasarse bastante tiempo las operaciones para implan-
tarlas en cada localidad. Pues bien; si á esta circuns-
tancia se hubiera unido aquella resistencia, tan extre-
mada y tan ponderada, era inevitable que la realiza-
ción del impuesto ofreciese una gran disminución. 
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V é a s e , sin embargo, cuáles fueron esos resultados. 
E l total de los valores liquidados por el impuesto, 
correspondientes al segundo semestre de 1881-82, 
comprendidas ya t ambién las capitales de provincia y 
puertos asimilados y los cupos de las provincias vas-
congadas, y hecha en los pueblos la bonificación con-
cedida por el art. i.0 de la ley de 6 de Julio ascendió 
á 41.916.371,50 pesetas. Pues bien, de esta suma se 
r e c a u d ó durante el per íodo natural y su correspon-
diente ampliación la cifra de 40.911.074,62 pesetas; 
pasando á Resultas de ejercicios cerrados la cantidad 
de 1.005.296,88, diferencia tan pequeña que bien per-
mite afirmar la completa real ización del impuesto, no 
obstante las dificultades de todas clases suscitadas. 
No faltará quien me objete que estimado por mí 
en el proyecto de 20 de Marzo de 1882 en 86 mil lo-
nes, cifra redonda, el importe anual del impuesto de 
Consumos para el segundo semestre de 1881-82, ó 
sea 43.000.000 en dicho per íodo semestral, no se han 
liquidado más que 42.000.000 p róx imamen te . Esta 
diferencia tiene su explicación en que no habiendo 
aceptado algunas capitales de provincia los cupos que 
les cor respondían por v i r tud de la ley de 31 de D i -
ciembre de 1881, no pudo exigírseles la diferencia, é 
ínter in se llegó al arriendo ó al encabezamiento, la 
adminis t ración directa por la Hacienda no ofreció 
resultado. Pero éste se ha obtenido después con la 
aplicación de la ley de 6 de Julio, según se demos-
t ra rá más adelante. 
Mucho se ha exagerado t ambién la importancia de 
los cupos en las provincias de Galicia, y tampoco es-
tará por demás recordar que las de Orense y Ponte-
vedra, además de algunas otras que no pertenecen á 
dicha región, no sólo habían satisfecho la totalidad de 
sus cupos en 30 de Junio de 1882, por lo que respecta 
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al segundo semestre de 1881-82, sino que todavía re-
sultaron con algún exceso de recaudac ión , efecto de 
que en los primeros meses del semestre, y antes de 
ser conocida la rebaja que hacía el proyecto de 20 de 
Marzo, que, como queda dicho, pasó á ser parte de la 
ley de 6 de Julio, habían ya satisfecho sus cupos com-
pletos con arreglo á la de 31 de Diciembre. 
Resulta, pues, que aun en las provincias de Galicia, 
donde los efectos de esta ley se hicieron más sensi-
bles, por venir disfrutando de excepciones especiales 
que aquélla no tuvo en cuenta, la real ización de dicha 
ley no ofrecía los insuperables obstáculos que se le 
atribuyeron, porque de haber sido exactos en la me-
dida exagerada que se hizo creer al púb l ico , era de 
todo punto imposible que el impuesto se hubiese re-
caudado con la expresada facilidad. 
Y este convencimiento se evidencia todavía m á s si 
se compara el resultado definitivo que ofreció el ejer-
cicio del segundo semestre de 1881-82 con los de 
otros presupuestos, á pesar de no haberse hecho en 
estos reformas que tanto entorpecen siempre la re-
caudac ión , y de haber tenido años de cosechas 
abundantes, mientras que yo tuve la contrariedad de 
uno de sequía. 
A pesar de dificultades tan poderosas más ó menos 
háb i lmente explotadas en contra de m i gestión, pue-
de ésta compararse con la de los años que seguida-
mente se expresan : 
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Cantidades que por no haberse realizado dentro del período natu-
r a l y de ampliación de los respectivos Presupuestos han pasado 














Y como quiera que para desvirtuar los resultados 
que ofreció la l iquidación del ejercicio del semestre 
de i.0 de Enero á 30 de Junio de 1882 se ha tratado 
de disminuir los de la r ecaudac ión , bueno es que 
conste que al terminar el per íodo de aquel semes-
tre sólo pasó por resultas del mismo á la cuenta de 
Ejercicios cerrados, según antes he consignado, la 
exigua suma de 1.005.296,88 pesetas, cantidad bas-
tante menor que la mitad de cualquiera de las pre-
cedentes. 
Este hecho, no sólo prueba el celo desplegado por 
la Adminis t rac ión , en cumplimiento de su deber, sino 
t ambién que la reforma no ha ofrecido esas dificul-
tades que tanto se han exagerado. 
V I L 
E n cuanto á las capitales y puertos asimilados, no 
han ofrecido dificultades dignas de mencionarse, por-
que los cupos que les correspondieron con arreglo á 
la ley de 31 de Diciembre de 1881 fueron desde lue-
go aceptados por la mayor ía de ellas ; y claro es que 
esto implica que aquellos no excedían de los rendi-
mientos que con una buena adminis t ración pueden 
obtener. 
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Rehusaron, sin embargo, el encabezamiento las de 
Alicante, A lmer ía , Ciudad-Real, Gerona, Granada, 
Huesca, J a é n , L é r i d a , Murcia , Sevilla, Tarragona, 
Valencia, Zaragoza , Castel lón, Palma de Mallorca y 
Cartagena. 
Anunciado el arriendo, quedaron desde luego 
arrendadas las de Ciudad-Real y Sevilla desde 1.0 de 
Julio de 1882. 
E n esta si tuación, y siendo por desgracia deficiente 
la adminis t ración por cuenta de la Hacienda, pues la 
experiencia tiene acreditado ser el peor de los medios 
para realizar el impuesto, se est imó más conveniente 
la adopción de otro que permitiera asegurar un enca-
bezamiento ó arriendo beneficioso, economizando los 
gastos que aquélla ocasiona. Este medio lo ofreció el 
art ículo 3.0 de la ley de 6 de Julio de 1882 al estable-
cer que cuando después de dos subastas consecutivas 
bajo el tipo del cupo de la ley de 31 de Diciembre de 
1881 no hubiese remate, podría la Hacienda hacer 
encabezamientos ó arriendos por tipo convencional, 
siempre que la cifra en que se ajustáran superase la 
de los encabezamientos anteriores á dicha úl t ima ley. 
Esta disposición dió beneficiosos resultados, per-
mitiendo realizar el encabezamiento ó arriendo con 
las capitales que rehusaron el cupo, hecha excepción 
de Castel lón y Palma de Mallorca, que no han en-
tablado negociación 'a lguna. 
Las demás han ofrecido los resultados siguientes : 
Zaragoza aceptó el cupo de la ley de 31 de Dic iem-
bre, previa una depurac ión de su censo con relación al 
casco y radio, ob ten iéndose un aumento sobre el 
anterior á dicha ley de 329.375 pesetas. 
Sevilla se a r rendó , como queda dicho, por 1.600.001 
pesetas, ofreciendo no sólo un aumento sobre el cupo 
anterior de 72.843, sino que á la vez supera en mucho 
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mayor cantidad á la que se obtenía por la administra-
ción de la Hacienda, aparte de la economía de 269.250 
pesetas anuales que importaban los gastos del perso-
nal, fielatos y resguardo. 
Y en el resto de las demás capitales que no aceptaron 
los cupos de la ley de 31 de Diciembre y luego se en-
cabezaron ó arrendaron con arreglo á la de 6 de Julio 
siguiente, se han obtenido aumentos sobre los cupos 
anteriores por una cifra total de 790.491 pesetas, y á 
la vez se han economizado en los gastos de adminis-
t rac ión , fielatos y resguardo 789.318. 
E n suma: el importe de los encabezamientos ó 
arriendos hechos en las 16 capitales que no aceptaron 
los cupos de la ley de 31 de Diciembre, ofrece un au-
mento de 1.192.709 pesetas sobre los cupos anteriores 
á dicha ley, y también una economía de gastos de 
1.058.568 pesetas, cuyo resultado arroja en junto un 
beneficio de 2.251.277 pesetas á favor de la Ha-
cienda. 
V I I I . 
R é s t a m e , por ú l t i m o , presentar unido el resul-
tado definitivo que ha ofrecido la reforma del im-
puesto de Consumos, así en los pueblos como en las 
capitales. 
E l siguiente estado, núm. 4, expresa el importe á que 
en totalidad ascendió dicho impuesto en el año eco-
nómico de 1880-81 y el que se obtiene en el de 
1882-83, habiendo prescindido de incluir en él lo co-
rrespondiente al de 1881-82 por la subdivisión de los 
dos semestres que estableció la vigente ley de Presu-
puestos en cuanto al referido afio. 
— I ! 
E S T A D O N U M . 4. 
C O M P A R A C I O N de los cupos de Consumos anteriores á la ley de s í 
de Diciembre de 1881 con los que se han declarado vigentes en el año 
de 1882-83, de conformidad con la ley de 6 de Julio de 1882. 
Álava. . . . 
Albacete. . . 
Alicante. . . 
Almería. . . 
Ávila. . . . 
Badajoz. . . 
Barcelona. 
Burgos. . . 
Caceras. . . 
Cádiz. . . . 
Castellón. . . 
Ciudad Real. 
Córdoba. . . 
Coruña. . . 
Cuenca. . . 




Huelva. . . 
Huesca. . . 
Jaén. . . . 
León. . . . 
Lérida. . . . 
Logroño. . . 
Lugo. . . . 
Madrid. . . 
Málaga. . . 
Murcia. 
Cartagena. . 
Navarra. . , 
Orense. 
Oviedo. . . 
Gijón. . . , 
Paiencia. . 
Pontevedra. , 





Soria. . . , 
Tarragona. . 
Teruel.. . . 
Toledo. . , 
Valencia. . . 
Valladolid. , 
Vizcaya. . . 
Zamora. . . 
Zaragoza.. . 
Baleares. . 
Canarias. . . 
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Aparece, pues, que el impuesto de Consumos, que 
en el año económico de 1880-81, anterior al de la re-
forma, produjo en totalidad la suma de 72.878.152 pe-
setas, asciende en el de 1882-83, siguiente á aquella, 
á la de 84.440.937, ofreciendo un aumento en pue-
blos y capitales de 11.562.785 pesetas; aumento in-
ferior en 3.672.948 al de los 15.235.733 pesetas que 
se hubiera realizado sólo en los cupos de los pueblos 
de haberse llevado á efecto las disposiciones de la cir-
cular de 20 de Marzo de 1878. 
I X . 
La ley de 6 de Julio de 1882 impuso la obligación 
al Ministro de Hacienda de formular un proyecto de 
ley en el que se fijasen definitivamente las reglas á 
que debiera sujetarse la designación de los cupos des-
de el próximo ejercicio de 1883-84. 
E n cumplimiento de aquel deber, ten ía redactado á 
m i salida del Ministerio la minuta de un proyecto, 
que con la exposición que le precede tuve la honra de 
entregar á mi dignísimo sucesor en el momento mismo 
de encargarse del departamento. Este, conforme sin 
duda con el articulado de dicho proyecto, se ha servi-
do presentarlo á la del iberac ión de las Cortes, lo cual 
es para mi satisfactorio, pues que revela la identidad 
de opiniones que entre nosotros existe sobre este i m -
portante punto; a c o m p a ñ á n d o l e , sin embargo, de un 
p r e á m b u l o ó exposición distinta. La variación se ex-
plica y comprende fácilmente, si se atiende á que las 
posiciones de uno y otro son diversas, puesto que yo 
me encontraba en el caso de justificar las razones 
que ten ía para insistir en lo fundamental de la ley 
de 31 de Diciembre de 1881, 
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H é aquí ahora la exposición y proyecto que en-
t r egué : 
Á L A S C O R T E S . 
La ley de 31 de Diciembre de 1881 reformando el 
impuesto de Consumos ha sido, entre todas las que 
desarrollaron el pensamiento económico del Gobier-
no, la que ha suscitado más amplia d iscus ión , m á s 
empeñados debates; pero después de la ilustrada con-
troversia de que ha sido objeto, ya no sería lícito du-
dar que , entre todos los procedimientos ensayados 
hasta el día en la materia, la fórmula contenida en 
aquella ley es la que mejor responde á los principios 
de equidad y de justicia sobre que deben descansar 
los impuestos. Enfrente de esa fórmula no se ha pre-
sentado otra alguna que mejor realizase aquellos fines, 
y esta consideración, y la de haber resistido victorio-
samente á todas las objeciones de tan prolija discu-
sión, bien merecen pesar en el ánimo sereno del le-
gislador. 
N o cabe, pues, desconocer que el planteamiento 
de esta ley cambió la faz del impuesto, pues á los cu-
pos discrecionales que hasta entonces habían venido 
rigiendo, sustituyeron los que eran resultado del con-
sumo de las especies en cada localidad, mediante una 
serie de procedimientos encaminados todos á buscar 
la mayor equidad posible en la dis t r ibución del im-
puesto ; por más que, subordinados los nuevos cupos 
á principios generales y á reglas fijas y taxativas , no 
podían hallarse en armonía con los que eran resultado 
de la t radic ión ó se habían deducido con más ó me-
nos exactitud, según las circunstancias del momento, 
si bien de una manera casuística y siempre discrecio-
nal, sin responder á ningún pensamiento uniforme. 
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Consecuencia de esto fué que en unas provincias 
resultasen dichos cupos superiores y en otras inferio-
res á los que venían establecidos, dando lugar las que-
jas de las primeras á la ley de 6 de Julio de 1882, por 
la cual se autorizó al Ministro que tiene la honra de 
dirigirse á las Cortes, para establecer durante el pre-
sente año económico , y dentro de la cifra calculada á 
los rendimientos del impuesto, un l ími te , tanto res-
pecto de los aumentos como de las bajas producidas 
en los cupos, con objeto de hacer menos sensible la 
t ransición, y disponiendo al mismo tiempo que el Go-
bierno formulase un proyecto de ley para el ejercicio 
siguiente de 1883-84, en el cual se fijasen definitiva-
mente las reglas á que deberá sujetarse la designación 
de los cupos. 
S e r á n , pues, los resultados de esta autorización y 
los de la aplicación de las disposiciones de las dos le-
yes de 31 de Diciembre de 1881 y de 6 de Julio si-
guiente , el punto de partida para el estudio de los 
fundamentos de la nueva ley. 
A poco que sobre aquéllas se medite, presto se 
echará de ver que las modificaciones que sufrió el pro-
yecto de la de 31 de Diciembre, alterando la unifor-
midad de los tipos medios de consumo, dejaron fuera 
de las condiciones generales al crecido n ú m e r o de 
habitantes que comprenden las provincias en cuyo 
favor se otorgaron, por circunstancias especiales, de-
terminadas excepciones; y de esa al teración resulta-
ron consecuencias muy trascendentales, que directa-
mente habían de influir en la de te rminac ión de los 
cupos provinciales primero y de los municipales 
después . 
Entre todas las dificultades que puede ofrecer la 
distr ibución del impuesto de Consumos, sabido es que 
la mayor, la principal de todas, sin duda, consiste en 
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hallar el medio de relacionar los cupos de las especies 
con la importancia de la p roducc ión y del consumo 
en cada localidad, de tal manera, que este consumo 
pueda representarse por la cifra más aproximada po-
sible á la que realmente se devengue. 
Para establecer esta equitativa d i s t r ibuc ión , para 
equilibrar, mejor dicho, las grandes diferencias resul-
tantes de las muy notables que ofrecen entre sí cir-
cunstancias tan diversas de p roducc ión y de consumo 
como las que existen entre nuestras provincias, se es-
tableció en la ley de 31 de Diciembre la facultad de 
aumentar ó de reducir los tipos medios individuales 
de consumo desde el 20 al 30 por 100; pero estas ci-
fras , que respondían y estaban calculadas en el pro-
yecto con relación al conjunto de habitantes de todas 
las provincias de la Monarqu ía , resultaron insuficien-
tes , y casi pudiera decirse que nulas, desde el momen-
to que quedaron excluidas de la regla general las pro-
vincias que precisamente se diferenciaban más por la 
índole de sus producciones y por la entidad de sus 
consumos. 
Cierto es que las disposiciones de la ley de 6 de 
Julio ú l t imo , entre las cuales se halla alguna tan im-
portante para el seña lamiento de los cupos como la 
que amplió hasta seis las tres categorías establecidas 
por la de 31 de Diciembre, han venido á facilitar en 
gran manera el uso de la autorización para la distri-
bución del impuesto, llevada á cabo sin perturbacio-
nes de ninguna clase, como lo demuestra el hecho de 
no haber motivado más que unas 230 reclamaciones 
de alzada, n ú m e r o verdaderamente tan exiguo, tra-
tándose de 8.741 cupos, que muy bien pudiera creerse 
ya resuelto el problema de los consumos. La expe-
riencia, sin embargo, ha enseñado que todav ía no 
pueden considerarse suficientes las disposiciones de 
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las dos leyes citadas para cimentar en ellas las bases 
definitivas del impuesto, y que hay necesidad de in-
troducir importantes modificaciones si la nueva ley 
ha de responder al objeto por todos apetecido. 
N o cabe, en verdad, desconocer la diversidad de 
usos, costumbres, producciones, consumo, etc., que 
la naturaleza ha establecido entre nuestras provincias; 
diversidad que llega á ser tan notable en aquellas que 
ocupan determinadas regiones, que apenas si existe 
similitud con las demás . N o han tenido otro funda-
mento que esta poderosa consideración las excepcio-
nes acordadas en favor de las provincias de Galicia, 
Asturias y Canarias; pero si es justo reconocer que 
tales circunstancias constituyen una verdadera excep-
ción, tampoco puede dudarse que existen otras pro-
vincias que en mayor ó menor extensión se encuen-
tran en idént icas condiciones que aquéllas, y otras, 
en fin, que aun reuniéndolas mejores, no alcanzan, sin 
embargo, á las más favorecidas. Cuando las excep-
ciones en materia de tributos no responden á princi-
pios generales, presto se convierten, por legít imas 
que sean, en privilegios que, además de odiosos, des-
truyen la unidad de los impuestos, y no sería prudente 
llevarlas á una nueva ley definitiva de Consumos sin 
exponerse á provocar rivalidades y antagonismos que 
no ta rdar ían en fomentar un germen de odiosidad 
contra el impuesto. 
Para satisfacer, pues, á todos los aumentos y bajas 
que exige una dis tr ibución equitativa del cupo total 
de las especies de todos los pueblos entre las provin-
cias, si esta delicada operac ión ha de responder á las 
grandes diferencias de localidad que entre ellas exis-
ten, hay necesidad de dar cierta extens ión á la facul-
tad de elevar ó de reducir el tipo medio de consumo 
por habitante, para lo cual no necesita ya la A d m i -
nis t ración recurrir á cálculos más ó menos racionales 
después de haberle enseñado la experiencia que, ex-
tendida dicha facultad hasta un límite máximo de 70 
por 100, permi t i rá , sin quebrantar la unidad del im-
puesto, hacer extensivos á todas las provincias que se 
hallen en igualdad de condiciones los beneficios que 
hasta ahora const i tuían un privilegio sólo para algu-
nas, sin que por ello dejen éstas de obtener los que por 
sus circunstancias especiales deban dispensárseles. 
De esta manera la medida revest i rá el ca rác te r de ge-
neralidad que en justicia debe tener, y el privilegio 
habrá dejado de existir. 
Otra dificultad se ha tocado al deducir el importe 
de los encabezamientos, nacida de la forma como la 
población se halla distribuida en algunas provincias. 
Regulado el derecho que grava á la especie con arre-
glo á las seis clases en que se considera dividida la 
población para los efectos del impuesto, viene á re-
sultar un perjuicio de entidad para aquellas localida-
des en que se halla diseminada en lugares, aldeas, 
caseríos, etc., sin que ninguno de éstos llegue á cons-
t i tu i r un conjunto ó agrupación de la importancia que 
las tarifas exigen. Considerada esa población disemi-
nada por todo un distrito municipal como si formase 
un solo pueblo, se le aplicaba la tarifa correspondien-
te á la totalidad de los habitantes del distrito, y en al-
gunos casos resultaba igual y aun superior á la por 
que contr ibuían algunas capitales. 
Semejante injusticia no debía continuar, y ésta es 
otra de las mejoras que se introducen en este pro-
yecto. 
Solíci ta siempre la Adminis t rac ión por aliviar el 
peso de los tributos, fiando su prosperidad al desarro-
llo de las mejoras introducidas en ellos, ha creído lle-
gado el momento de hacer algunas modificaciones 
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importantes en cuanto á las especies sujetas al im-
puesto de Consumos, que no podrán menos de redun-
dar en notable alivio de los contribuyentes. 
La ley de 31 de Diciembre de 1881 est imó en 75 
litros el t é rmino medio del consumo individual de 
vinos de todas clases; y como esta especie, tanto por 
la generalidad de su consumo como por la entidad 
del gravamen, es, por decirlo así, la que forma el nú-
cleo del impuesto, es t a m b i é n por iguales motivos la 
que m á s sensible se hace á los contribuyentes. Reco-
noc iéndolo así el Ministro que suscribe, considera 
equitativo reducir ese tipo medio á 60 li tros, que re-
presenta la baja de una quinta parte. 
Por análogas consideraciones estima t ambién eli-
minar de la tarifa i.a, que afecta á todos los pueblos, 
las especies de vinagre, cerveza, sidra y chacolí , las 
cuales pasarán á formar parte de la 2.A, que sólo es 
aplicable á poblaciones de cierta importancia. 
E n vista de las consideraciones expuestas, el M i -
nistro que suscribe, de acuerdo con el Consejo de 
Ministros y autorizado por S. M . , tiene la honra de 
someter á la aprobación de las Cortes el siguiente 
PROYECTO DE LEY. 
i.0 Se declaran subsistentes los tipos medios de 
consumo de especies establecidos en la regla i.a del 
art ículo 5.0 de la ley de 31 de Diciembre de 1881 para 
determinar los encabezamientos que corresponden á 
las poblaciones no capitales de provincia y tres puer-
tos á que la misma se refiere, hecha excepción del de 
vinos de todas clases, que se reduc i rá á 60 l i t ros, y 
eliminando de dichas especies el consumo de vinagre, 
cerveza, sidra y chacolí , cuyas especies pasarán á for-
mar parte de la tarifa 2.a con los mismos tipos de gra-
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vamen asignados en la 1.a, según las respectivas bases 
de población. 
2.0 Para que la distr ibución del cupo total de espe-
cies de todos los pueblos entre las provincias pueda 
verificarse según las condiciones y circunstancias de 
cada una de ellas, la Adminis t rac ión p o d r á elevar ó 
reducir el tipo medio de consumo por habitante den-
tro de un límite máximo de Jo por IOO (según la natu-
raleza de cada especie), teniendo en cuenta las cir-
cunstancias de que hace menc ión la regia 3.a del 
art ículo 5." de la ley de 31 de Diciembre citada. 
3.0 La clasificación de categorías de los pueblos de 
cada provincia para distribuir entre éstos el cupo de 
especies que haya resultado á la misma por v i r tud de 
la aplicación de las reglas de la ley mencionada y de 
las que contiene la presente, se verificará por los De-
legados de Hacienda, estableciendo seis categorías 
con relación á la importancia de los consumos. 
4.° Con presencia de esta clasificación y de los tipos 
medios que resulten en cada provincia al consumo in -
dividual de las especies, las dependencias provincia-
les de Hacienda aumenta rán aquellos t é rminos me-
dios hasta un limite máx imo de 20 por 100 en los 
pueblos comprendidos en la primera categor ía , hasta 
el de 10 en los de la segunda y hasta el de 5 en los de 
la tercera. Á las poblaciones de la cuarta categoría se 
les computa rá el t é rmino medio de consumo de espe-
cies que resulte á la provincia; á los de la quinta se 
les disminuirá este tipo medio en un 5 por 100; y el 
resto de las especies, distribuido entre los habitantes 
de los pueblos de la sexta categoría , con deducc ión 
de la cuarta parte de éstos, dará el t é r m i n o medio de 
consumo de cada especie que corresponde como tipo 
individual á éstos. 
5.0 Para hacer aplicación de los derechos de tarifa 
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fijados á cada especie y obtener el importe en pesetas 
de cada encabezamiento, la base de población de los 
pueblos no capitales de provincia n i puertos asimila-
dos á éstas se fijará por el n ú m e r o de habitantes que 
constituyan la poblac ión agrupada en que esté situada 
la capitalidad del municipio. 
6.° Quedan subsistentes las reglas para fijar los en-
cabezamientos de las capitales de provincia y puertos 
asimilados contenidas en las leyes de 31 de Diciembre 
de 1881 y 6 de Julio de 1882. 
7.0 L o quedan asimismo las demás disposiciones de 
la ley de 31 de Diciembre de 1881 relativas á la de-
signación de los cupos de las poblaciones no capita-
les de provincia en cuanto no se opongan á las pres-
cripciones de la presente. 

I M P U E S T O E Q U I V A L E N T E 
Á LOS QUE EXISTÍAN SOBRE L A SAL. 
I . 
La reforma más enérg icamente combatida de cuan-
tas en 1881 tuve la honra de someter á la delibera-
ción de las Cortes, atendiendo á la necesidad de acre-
cer el presupuesto general de ingresos del Estado, 
fué la que más tarde recibió legalmente la denomina-
ción de Impuesto equivalente á los de sal, y , por 
lo tanto, parece oportuno exponer aquí detallada-
mente las causas que la motivaron, en demos t rac ión 
de que, al impugnarla, se obedeció sin duda alguna, 
más que á consejos de la razón, á sugestiones de la 
pasión polít ica. 
Por la ley que declaró completamente libres la fa-
br icación y venta de la sal, se fijó además el derecho 
que había de pagar la de producc ión extranjera á su 
in t roducc ión por las Aduanas y la forma en que al 
Estado habían de contribuir los propietarios de sali-
nas y ios vendedores del producto de las mismas; 
pero no se estableció impuesto alguno sobre el con-
sumo de dicho ar t ículo , y á nadie, por mucho que es-
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perase del incremento y desarrollo que había de ex-
perimentar la industria salinera á la sombra del des-
estanco, pod ía ocul társele que, siendo materialmente 
imposible que aquellos reducidos arbitrios compen-
sasen el producto líquido de la renta suprimida, que 
se había elevado en el año económico de 1867-68 á 
la importante suma de 21 millones de pesetas, la falta 
de otro arbitrio de mayores rendimientos no podría 
menos de menoscabar en un tiempo más ó menos re-
moto los derechos del Tesoro públ ico. 
Y en efecto, á los tres años y medio p r ó x i m a m e n t e 
de haberse planteado el desestanco, el vacío que esta 
medida hiciera en el presupuesto de ingresos, poco 
perceptible al principio, había adquirido ya tan serias 
proporciones, que por momentos crecía la necesidad 
de evitar ó, al menos, atenuar sus perjudiciales con-
secuencias; y á esta necesidad, pues, acudió el pre-
supuesto que tuve el honor de formar para el año 
de 1874-75, autorizado por el Presidente del Poder 
Ejecutivo en 26 de Junio del primero de dichos 
años , imponiendo á la entrada de la sal en las pobla-
ciones un derecho uniforme de 15 cént imos de pe-
seta por cada kilogramo, sin que pudiera ser gravado 
por derechos municipales ó provinciales, p roponién-
dome recaudar por este medio 15 millones de pe-
setas. 
A ú n no había transcurrido un año de la creación 
de este derecho, y ya se le juzgó excesivo por m i dig-
no sucesor, porque representaba el precio de 30 rea-
les vel lón quintal castellano; r educ iéndo lo en su con-
secuencia á 9 cén t imos de peseta cada kilogramo en 
la tarifa aprobada por Real decreto de 8 de Mayo 
de 1875; pero como además se autor izó por esta 
misma soberana disposición un aumento hasta igual 
cantidad para atender á los presupuestos provincia-
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les y municipales, este nuevo tipo vino á ser, en últi-
mo resultado, todavía más excesivo que aquél , pues 
doblando con los arbitrios que se autorizaban el im-
porte del t r ibuto , resultaban 18 cént imos de peseta 
por kilogramo en vez de los 15, cuyo tipo, al adoptar 
aquella resolución, se suponía exagerado. 
E l mismo derecho y el mismo recargo rigieron en 
el año económico de 1876-77, aunque autorizado éste 
solamente para cubrir los úl t imos presupuestos men-
cionados. Pero si no se había realizado en toda su im-
portancia n i con la conveniente regularidad el derecho 
establecido en 26 de Junio de 1874, peor suerte cupo 
aún al de que ahora se trata, toda vez que se r e c a u d ó 
con tal atraso y con resultados tan opuestos á los que 
sin duda se esperaban, que al espirar el ejercicio del 
presupuesto de aquel año ascendían á una cifra muy 
respetable las cantidades pendientes de cobro por su 
cuenta en las provincias. 
Este hubo de ser el motivo de sustituirlo en la ley 
de 11 de Julio de 1877 con dos impuestos: uno exigi-
ble á los Ayuntamientos, cuyo tipo de imposición 
para determinar el cupo correspondiente á cada loca-
lidad se fijó en una peseta por habitante, concedien-
do á las expresadas Corporaciones, como compensa-
ción del gravamen que se las imponía , el derecho de 
la exclusiva en la venta de la sal, derecho que po-
drían ejercitar directamente ó por arrendamientos, á 
no preferir la recaudac ión del impuesto á la entrada 
del g é n e r o en las poblaciones, ó por cualquiera de los 
demás medios establecidos para la cont r ibución de 
Consumos de las especies de comer, beber y arder; y 
otro de 1.500.000 pesetas, repartible entre los fabri-
cantes de sal en proporc ión á lo que de ordinario ex-
pendiesen para el consumo de la Pen ínsu la é Islas 
adyacentes. 
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Parece indudable que al fijar estos dos impuestos 
se abrigaría la esperanza de recaudarlos sin dificultad 
alguna; pero no se pasó mucho tiempo sin ser éste 
modificado en su tipo de imposición, pues habiéndose 
autorizado á los Ayuntamientos por el art. 43 de 
aquella ley para gravar en beneficio de sus presupues-
tos el consumo de ciertos frutos coloniales hasta una 
cantidad igual á la que éstos pagaban por derecho 
transitorio de Aduanas, húbose de reconocer que esta 
medida podía dificultar el tráfico y libre circulación 
de los frutos, y se dispuso por Real orden de 24 del 
mismo mes de Julio de 1877, entre otras cosas, que 
usando el Gobierno á su vez de la facultad que en 
aquel mismo art ículo le habia sido otorgada, realizase 
en las Aduanas dicho recargo municipal, compensan-
do su importe á los Ayuntamientos con una rebaja 
de 25 cént imos de peseta por habitante en el impues-
to de la sal. 
Cumplido este mandato, la cantidad de 17 millones 
de pesetas en que se había calculado el gravamen 
quedó reducida á la de 12.900.487, repartible, como 
ya se ha dicho, entre todos los Ayuntamientos. 
No equivalía n i con mucho este cupo al producto 
líquido de la renta de la sal en el mencionado año 
económico de 1877-78, y sin embargo de que esta 
circunstancia debió haber asegurado su fácil y opor-
tuna realización, tampoco pudo hacerse efectivo á su 
debido t iempo, y por esto sin duda se rebajaron sus 
rendimientos para 1878-79 á 12.750.000 pesetas y 
para 1880-81 á 12.500.000, disponiéndose además en 
la ley de Presupuestos del primero de estos dos años 
económicos que los atrasos de dicho t r ibuto, corres-
pondientes á 1877-78, se cobrasen de los recursos é 
ingresos municipales que también correspondiesen al 
mismo año , no obstante lo cual todavía lucen en las 
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cuentas de Rentas públicas de las provincias cuan-
tiosos débi tos que la Adminis t rac ión persigue por los 
medios coercitivos que establecen las instrucciones 
vigentes. 
Estos resultados demostraban hasta la evidencia 
que mientras el impuesto en cuest ión fuera exigido á 
los Ayuntamientos, nunca tendr ía el éxito satisfacto-
rio á que justamente se aspiraba; y si á esto se agre-
ga que á pesar de ser libres la fabricación y el comer-
cio de la sal, el Estado tenía derecho, con relación á 
estos antecedentes, y por más que por alguien haya 
sido impugnado este principio científico, al producto 
líquido de 23.381.000 pesetas que, según el censo de 
poblac ión de 1877, hubiera ofrecido á existir en el 
año de 1881 el estanco, no debe causar extrañeza que 
se pensara en obtener de alguna manera una suma 
equivalente. 
Objeto tan interesante y esencial podía hasta cierto 
punto conseguirse por cualquiera de estos dos medios: 
restableciendo el estanco de la sal, ó gravando la que 
se destinase á usos industriales. 
Pero como el estanco, á cuyo restablecimiento en 
otra ocasión se había ya renunciado por ser insosteni-
ble en el terreno de los buenos principios económicos , 
no había de dar inmediatamente los p ingües produc-
tos de otro tiempo, que eran los que con urgencia re-
clamaba la necesidad de nivelar el presupuesto ; había 
de ser mal recibido; y sobre estos inconvenientes, de 
suyo graves, exigiría, por ú l t imo , cuantiosos desem-
bolsos en la expropiación de las salinas que fueron de 
la Hacienda pública y se enajenaron por efecto de la 
ley del desestanco y de las que posteriormente se hu-
bieran descubierto y estuviesen en explo tac ión; y 
como el gravamen sobre la sal que en sus manipula-
ciones empleasen las industrias, además de ser por 
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un lado sumamente escaso en rendimientos, razón 
por la cual nunca podr ía llenar aquel objeto, restrin-
giría por otro el desarrollo de las mismas industrias, 
imposibi l i tándolas para sacar sus productos al merca-
do en competencia con sus similares extranjeros, ante 
estas decisivas consideraciones fueron ambos medios 
abandonados. 
Era , pues, forzoso recurrir á otro que, siendo justo 
y equitativo, pudiera conducir al t é rmino deseado, rea-
lizando al mismo tiempo el principio general de que 
cada uno contribuya al sostenimiento de las cargas 
públicas en proporc ión á su riqueza. 
E n circunstancias normales, este otro medio habr ía 
podido ser un impuesto indirecto, pues sabido es que 
los de esta forma, si se plantean y administran bien, 
r eúnen á sus importantes y seguros rendimientos la 
inestimable cualidad de ser pagados sin violencia y 
según las facultades de cada contribuyente ; pero en 
nuestro país no han llegado todavía estos impuestos 
al grado de perfección que se requiere para hacerlos 
estables y firmes en sus rendimientos, lo cual no debe 
atribuirse á impericia ó indiferencia de la Administra-
ción, laque, por el contrario, hizo siempre cuanto 
pudo para perfeccionarlos, sino á la pe r tu rbac ión de 
tiempos todavía no lejanos, que, ó hicieron estéri les 
las reformas planteadas, ó impidieron que se iniciaran 
otras nuevas; y habida consideración , tanto á estos 
antecedentes cuanto al éxito poco lisonjero que tuvie-
ron los arbitrios creados en 26 de Junio de 1874 y 8 
de Mayo de 1875, desistí de dar al impuesto que pro-
yectaba aquel carácter . Y de aquí que fuese absoluta-
mente preciso apelar á l a forma directa, acudiendo á 
la riqueza. 
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I I . 
Cierto que sólo en determinados momentos hay un 
perfecto derecho á buscar en la riqueza recursos ex-
traordinarios; pero justamente en uno de ellos nos 
hal lábamos en la época á que me refiero, según que-
da explicado en otros capí tu los . 
H e aquí la razón que me decidió á formular el 
proyecto de un impuesto con el t í tulo de Derecho 
por consumo de sal, impuesto que á m i juicio no po-
día de n ingún modo considerarse sino como una mera 
t rasformación de los que regían sobre la fabricación 
y consumo de la misma especie. 
Pero considerando sin duda que el impuesto en 
proyecto venía á sustituir á estos que quedan indica-
dos, las Cortes, en su alta sabiduría, estimaron más 
propio denominarlo Impuesto equivalente á los de sal, 
é introdujeron al mismo tiempo en algunas de sus ba-
ses esenciales varias modificaciones de reconocida 
util idad y conveniencia, con las cuales fué definitiva-
mente aprobado el proyecto y convertido en ley, que 
lleva la fecha de 31 de Diciembre de 1881. 
Una de las modificaciones consistió en fijar para los 
contribuyentes por inmuebles, cultivo y ganader ía de 
los pueblos que hubiesen presentado sus cédulas de-
claraciones de riqueza en consonancia con lo prescri-
to en el art ículo 24 del reglamento dictado en 10 de 
Diciembre de 1878 para la rectif icación de los amilla-
ramientos existentes, y hubiesen sido aceptadas por 
la Admin i s t r ac ión , el tipo de 1,80 por 100 sobre el 
producto líquido imponible de sus bienes, dejando en 
vigor el de 2,40 por 100 para los de los pueblos que 
no hubiesen cumplido con aquel precepto; y ocioso 
es decir que esta modificación f u é , como no podía 
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menos de ser, altamente justa, por cuanto, correspon-
diendo aquellos tipos á los de 15 y 20 por 100 fijados 
como cuota para el Tesoro en la ley de la contribu-
ción Terr i tor ia l de 3 r de Diciembre de 1881, no resul-
taría de aquel modo falseada la proporcionalidad del 
t r ibuto para los contribuyentes de buena fe que hu-
biesen declarado y declarasen en lo sucesivo mayor 
riqueza. 
E l párrafo del proyecto, preceptivo de que los con-
tribuyentes que lo fuesen por dos ó por los tres con-
ceptos de te r r i tor ia l , industrial é ¿nqui l inato, paga-
rían ún icamente la cuota superior que por cualquiera 
de ellos les correspondiese, fué t amb ién modificado 
añad iendo á su final las palabras «en cada provincia», 
y esta adición a u m e n t ó , sin alterar la naturaleza del 
impuesto, la facilidad de hacerlo efectivo en justa 
proporc ión , lo mismo de los contribuyentes que tuvie-
sen concentrada su propiedad en una provincia, que 
de los que la tuviesen repartida en varias. 
La úl t ima modificación, aparte otras secundarias, 
se redujo á exceptuar del pago del impuesto á los que 
no tuviesen vecindad n i residencia fija en cada té rmi-
no municipal, calificados de t ranseúntes por el párra-
fo 3.0, art ículo 12, capítulo 11, t í tulo 1 de la ley Muni -
cipal vigente; pero mal comprendido el alcance de 
esta excepción por los obligados á repartir el tr ibuto, 
se hizo necesario fijarlo en los t é rminos que luego se 
dirán. 
No obstante estas modificaciones, las censuras que 
se hicieron del nuevo impuesto fueron muchas y dife-
rentes entre sí. Pero ni su forma pudo ser otra, según 
queda demostrado, si había de realizarse el propósi to 
de reforzar con éxito seguro los ingresos del Tesoro; 
n i la propiedad resulta gravada, con re lación á lo que 
lo sería caso de existir el estanco de la.sal, más que 
205 — 
en unos 13 cént imos de peseta por 100, y no en la 
cuant ía que se supuso sin tener presente la circuns-
tancia, digna por cierto de ser tomada en considera-
c ión , de que en la inmensa mayor ía de los pueblos 
repar t ían los Ayuntamientos el anterior impuesto sólo 
entre los contribuyentes por inmuebles, cultivo y ga-
nade r í a ; n i se es t imó, en fin, oportuno designar al de 
que se trata una aplicación general, sin eximir de su 
pago á las clases menesterosas, porque este sistema 
hubiera quebrantado con muchos y muy importantes 
fallidos la integridad del producto que del mismo i m -
puesto se esperaba. 
Por otra parte, lo que se hizo para llevar á cabo su 
derrama fué buscar la base de la cont r ibución de I n -
muebles, Cultivo y Ganade r í a , la de la Industrial y de 
Comercio y la del precio de los alquileres de fincas no 
destinadas á la industria, sin que por lo que toca á 
esta úl t ima base hubiera motivo para suponer, como 
equivocadamente se supuso, que era el principio de 
una cont r ibución de inquilinatos. De modo que el 
impuesto no recae exclusivamente sobre la propiedad 
terr i tor ia l , sino que asimismo se reparte sobre las 
otras dos bases establecidas; de donde resulta que 
hay propietarios que, en vez de contribuir por aquel 
concepto, pagan por razón de los alquileres de las ha-
bitaciones que ocupan ó por razón de la industria que 
ejercen, y esto destruye el argumento que con más 
in tención que justicia se hizo del enorme gravamen 
que en su producto líquido imponible iban á sufrir las 
riquezas rús t ica , urbana y pecuaria. 
A d e m á s , estando fuera de toda duda que el Esta-
do tiene derecho á arbitrar recursos por cualquier 
medio y en cualquiera forma cuando por la fuerza de 
las circunstancias desaparece un t r ibuto , como des-
apareció la renta de la sal, y necesita un ingreso equi-
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valente para a t endér á sus gastos, claro es que al usar 
de este derecho acudiendo á la riqueza en sus varias 
manifestaciones, lo hizo legí t imamente y con tanta 
más razón, cuanto que habiendo sido la que más 
beneficios recibiera del desestanco, debía suponér-
sela más interesada que nadie en coadyuvar al noble 
propósi to que motivara el nuevo impuesto. 
Por ú l t imo, si para tener condiciones de estricta 
justicia deben crearse generalmente los impuestos 
cuando sean de todo punto necesarios para subvenir 
á las verdaderas y perentorias obligaciones del Estado, 
y han de recaer sobre el producto líquido de los bie-
nes raíces ó sobre utilidades conocidas, con tipos de 
imposición relativamente módicos y con igualdad pro-
porcional en su repartimiento, siendo á la par fácil y 
poco costosa su cobranza, estas condiciones distin-
guen precisamente al Impuesto equivalente á los 
de sal. 
I I I . 
Veamos ahora si este impuesto ha respondido al 
propós i to con que fué creado. 
Elevado á ley, como queda dicho, en 31 de Diciem-
bre de 1881, no debe ocultarse, en prueba de impar-
cialidad, que su planteamiento t ropezó al principio 
con dificultades, originadas unas de la e r rónea intel i-
gencia que á las disposiciones reglamentarias dictadas 
con aquel fin daban las Administraciones de Propie-
dades é Impuestos, y otras de la apatía y negligencia 
de los Municipios en cumplir los deberes que aquellas 
mismas disposiciones les imponían , hasta el extremo 
de que, á juzgar por su tardanza en formar los padro-
nes de los individuos sujetos al pago del impuesto., y 
por los errores que cometieron en su repartimiento, 
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no hubiese sido aventurado presumir si se habr ían 
propuesto hacerlo, si no odioso, al menos ineficaz en 
sus rendimientos. 
La exenc ión establecida en favor de los individuos 
calificados de t ranseún tes por la ley Municipal , dió 
motivo á que en algunas provincias se dudase si com-
prendía á los hacendados que, no siendo vecinos de 
un pueblo, tuviesen en él propiedad; y esta duda fué 
una de aquellas dificultades que se opusieron al plan-
teamiento inmediato del impuesto, hasta que por Real 
orden de 14 de Mayo de 1882, expedida de conformi-
dad con el dictamen del Consejo de Estado en pleno, 
que á su vez estuvo de acuerdo con lo que antes in -
formaron en el mismo sentido la D i r ecc ión general 
de Impuestos, la de lo Contencioso é In t e rvenc ión ge-
neral de la Adminis t rac ión del Estado, se declaró 
que dicha exención no comprend ía en manera alguna 
á los hacendados forasteros, los cuales deber ían satis-
facer sus cuotas con arreglo á lo dispuesto en el ar-
t ículo 3.0 de la ley de creac ión del impuesto de 31 de 
Diciembre de 1881, y que sólo alcanzaba á los extran-
jeros no domiciliados y militares en activo servicio 
respecto á la cuota que pudiera corresponderles por 
inquilinato, pero no en cuanto á la cont r ibuc ión Te-
rr i tor ia l ó Industrial si fuesen propietarios ó ejercie-
sen alguna industria. 
Finalmente, otra de las dificultades indicadas tuvo 
origen en la precipi tación con que poí^ necesidad se 
hicieron las operaciones preliminares á la cobranza 
del impuesto. Á causa de las inexactitudes cometidas 
por las corporaciones municipales en los padrones y 
listas cobratorias, fué materialmente imposible verifi-
car en la mayor parte de las provincias la acumula-
ción y comprobac ión de cuotas que determina el ar-
t ículo 14 del respectivo reglamento, dando esto 
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lugar á que muchos contribuyentes que no debían 
pagar sino por un concepto, figurasen en los tres 
sobre que el impuesto gira y se expidiese contra ellos 
igual n ú m e r o de recibos. No afectaba á la esencia 
del tr ibuto esta dificultad puramente administrativa; 
pero con objeto de evitar perjuicios y molestias á los 
contribuyentes, se dispuso por Real orden de 28 de 
Junio de 1882, entre otras cosas, que se cumpliese lo 
prevenido en los ar t ículos 8.° y siguientes del re-
glamento de 31 de Diciembre de 1881, para que á 
cada contribuyente no se le exigiese sino el importe 
del impuesto por el concepto más elevado; encargán-
dose á la Recaudac ión que procurase siempre unir-
los recibos de un mismo contribuyente á fin de exi-
girle tan sólo el mayor, y que al que hubiere satisfe-
cho el impuesto por un concepto y después se viese 
que debía satisfacerlo por otro, á causa de ser mayor 
la cantidad que por él debía pagar, se le admitiese en 
pago el importe del recibo que obrase en su poder y 
que devolver ía , abonando ún icamente la diferencia. 
Vencidas en gran parte aquellas dificultades por los 
medios que quedan expuestos y t ambién por el con-
curso material prestado por la Inspecc ión general de 
la Hacienda pública en algunas provincias, pues justo 
es decir que al celo y cooperac ión de este Centro se 
debió muy principalmente el éxito satisfactorio obte-
nido, la l iquidación del impuesto de que se trata ofre-
ció en el segundo semestre de 1881-82 la suma de 
11.170.756,09 pesetas, ingresando efectivamente en 
el Tesoro 9.393.822,29 y pasando al concepto de Re-
sultas de ejercicios cerrados las 1.776.933,80 restan-
tes; cuyo resultado demuestra hasta la evidencia que 
tan luego como quede establecido en la forma que 
determina el reglamento aprobado para su adminis-
t rac ión y cobranza, p roduc i rá , cuando menos, este 
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impuesto la suma de 21 millones de pesetas, con 
que figura en el presupuesto general de ingresos del 
Estado, 
E l partido que se ha intentado sacar de algunos 
errores cometidos en la extensión de los recibos, l i m i -
tadís imos sin duda alguna, nada dicen contra el i m -
puesto en sí y tampoco las quejas que se formulan 
respecto á la cobranza; pero aparte de las disposicio-
nes adoptadas para su remedio y que quedan expues-
tas, debo manifestar que entraba en m i propós i to , en-
tre otras medidas de detalle, la formación de un pa-
drón administrativo en las capitales de provincia que 
supliera la deficiencia de los que la Admin is t rac ión 
ha utilizado en lo relativo á inquilinatos. Por este me-
dio, sin la premura de tiempo que pesó sobre la A d -
minis t ración en el primer semestre, y desplegando ésta 
todo el celo debido para cuidar de que los recibos 
se extiendan con prolija exactitud y que la Recauda-
ción cumpla exactamente sus deberes, quedarán re-
mediados esos lunares con que se ha pretendido afear 
una reforma altamente beneficiosa. 
H e consignado los antecedentes de la reforma en 
lo relativo á este impuesto y las dificultades que ofre-
ció su planteamiento, afortunadamente en breve do-
minadas. Quedan, en m i opinión, demostrados la jus-
ticia del tr ibuto y lo razonable de sus bases, la falta 
de sólido fundamento en la apasionada oposic ión que 
se le ha hecho y la facilidad con que pueden ser co-
rregidas las faltas administrativas que en su exacción 
se han notado y puedan aún notarse. 
R é s t a m e sólo exponer los resultados que el impues-
to ha ofrecido para el Tesoro, y su comparac ión con 
los de los afios precedentes; y de esta manera queda-
r á probado que la decantada resistencia que se supo-
nía para el pago ha estado más bien en la imagina-
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ción de mis impugnadores que en la realidad de los 
hechos. 
Crédito DIFERENCIA EN LA RECAUDACIÓN. 
presupuesto y" I I H . , , . , I I M M 
recaudación , 
obtenida. De mas. De menos. 
Ejercicio de 1877-78. 
Se presupuso. . . . 18.500.000 » 
Se recaudó. . . . . 10.777.468,81 
Ejercicio de 1878-79. 
Se presupuso. . . . 12.750.000 » 
Se recaudó. . . . . 10.570.592,94 
Ejercicio de 1879-80. 
Se presupuso. . . . 12.750.000 » 
Se recaudó. . . . . 10.699.161,14 
Ejercicio de 1880-81. 
Se presupuso. . . . 12.500.000 » 
Se recaudó 10.807.003,45 
Ejercicio del primer se-
mestre de 1881-82. 
(1.° de Julio á 31 de Diciembre 
de 1881). 
Se presupuso. . . . 6.250.000 » 
Se recaudó 5.6.18.504 » 
Ejercicio del segundo 
semestre de 1881-82. 
(1.0 de Enero á 30 de Junio 
de 1882). 
Se presupuso. . . . 10.500.000 » 







E n el presupuesto de 1876-77 aparece englobado el 
impuesto sobre la sal con el de consumos y cereales, 
por cuya razón no figura en el estado precedente. 
Como se ve, la recaudac ión del segundo semestre 
de 1881-82, ejercicio de i . " de Enero á 30 de Junio, 
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ascendiendo á pesetas 9.393.822,29, corresponde á pe-
setas 18.787.644,58 en un año , y , por lo tanto, pre-
senta una suma que excede sobre las recaudadas en 
los ejercicios anteriores en pesetas 8.000.000 y á la 
mayor presupuesta en ellos en 6.000.000 de pesetas. 
La importancia del impuesto queda acreditada, la 
facilidad de su recaudac ión lo está igualmente con la 
cuantía de la obtenida, y todo, en fin, demuestra 
que no me he visto defraudado n i en las esperanzas 
que abrigaba, n i en las seguridades de éxito que repe-
tidamente ofrecí. 
N o he de concluir sin manifestar una opinión que 
abrigo respecto á modificaciones que se aconsejan en 
este tr ibuto. Según se desprende de lo que dejo ex-
puesto, ún icamente procede en m i juicio corregir los 
pequeños defectos administrativos indicados, respe-
tando sus bases esenciales; pues los que sostienen 
que habr ía conveniencia en que solo gravase á la pro-
piedad y á la industria pa réceme que sosti-enen un 
error. A l prescindir del inquilinato, dejaría de contri-
buir una riqueza que no tiene otra manifestación, re-
nunc iándose por otra parte al perfecto conocimiento 
de antecedentes que pueden convenir á la Adminis-
t rac ión , no sólo en lo presente sino en lo porvenir. 
0 . 

IMPUESTO SOBRE SUELDOS 
Y ASIGNACIONES. 
N o obstante haberme ocupado de este tr ibuto al 
tratar de los Presupuestos, considero oportuno ha-
cer algunas indicaciones respecto á sus anteceden-
tes, y ampliar los razonamientos que entonces aduje 
sobre la justicia y conveniencia de la reforma que 
tuve el honor de presentar á las Cortes y éstas apro-
baron. 
N o voy, sin embargo, á discutir sobre la convenien-
cia ó inconveniencia del impuesto, del cual, á la ver-
dad, no soy en absoluto partidario. Si el Estado con-
sidera que están remunerados en demasía los que 
perciben sueldos del Tesoro públ ico, debe disminuir-
les sus haberes ; pero si estima, por el contrario, que 
son relativamente pequeños é insuficientes, ¿por qué 
razón se los amengua por medio de un tributo? 
Examinando la cuest ión bajo este punto de vista, 
estoy lejos de ser partidario de un impuesto que no 
creo se funde en principios de justicia n i de buena 
adminis t ración. Comprendo que en tiempos azarosos 
para el Tesoro; en tiempos de guerras que exijan cre-
cidos gastos, aminorándose los ingresos por iguales 
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causas, se imponga y se acrezca, por la misma razón 
que, en épocas por fortuna ya lejanas, dejaban de pa-
garse dos, tres ó más mensualidades á los funciona-
rios públ icos y clases pensionadas con derechos pasi-
vos ; pero no se explica satisfactoriamente el pro-
cedimiento en épocas de paz y de normal adminis-
t ración. 
Sin embargo, comprendo la fuerza de las circuns-
tancias, hasta el punto de que, no obstante mis opi-
niones, mantuve en el año de 1874 el principio, pero 
reduciendo su aplicación á l ímites, aunque elevados, 
defendibles ante las necesidades de la guerra y la si-
tuación del Tesoro. 
Voy , pues, sólo á cumplir m i propósi to , exponiendo 
algunas consideraciones sobre la naturaleza y forma 
del impuesto, tal como existía al ser reformado por la 
ley de 31 de Diciembre de 1881, en justificación del 
procedimiento que tuve el honor de proponer á las 
Cortes. 
E l art. 3.0 de la ley de Presupuestos de 1867-68 
aprobó las bases, adjuntas á la misma, para establecer 
una imposición de 5 por 100 sobre todas las rentas, 
sueldos y asignaciones que se devengaran desde i.0 de 
Julio de 1867 y debieran satisfacerse de fondos del 
Estado, provinciales ó municipales, expresando que 
el Clero, cuyas asignaciones están determinadas y ga-
rantidas por convenciones solemnes con la Santa 
Sede, fuera invitado á someter aquéllas voluntaria-
riamente al impuesto de 5 por 100 señalado á las de-
más clases del Estado. E l ingreso que este nuevo re-
curso había de producir se calculaba en 7.250.000 
escudos, ó sean 18.125.000 pesetas. 
Con la denominac ión de transitorio, fué compren-
dido este impuesto entre las contribuciones directas 
en el presupuesto de 1868-69, fijándose el importe de 
— 215 — 
este ingreso en la misma cantidad que en el año an-
terior. 
E n el de 1869-70 se redujo el ingreso presupuesto 
á 7.000.000 de escudos, ó sean 17.500.000 pesetas, 
hab iéndose determinado por el art. 6.° de la ley de 1.0 
de Julio de 1869 que no se impusiera el 5 por 100 so-
bre la renta producida por los bonos del Tesoro y 
que las Sociedades mineras no estaban comprendidas 
en el impuesto. 
Por el art. 5.0 del decreto-ley de 8 de Junio de 1870, 
se fijó en el 5 por 100 el impuesto transitorio sobre la 
renta, y sobre los sueldos y asignaciones del Estado 
en el 10 por 100, calculándose para el año económico 
de 1870-71 en 16.500.000 pesetas el ingreso por el 
impuesto sobre sueldos y asignaciones del Estado y 
cargas de justicia, en 3.000.000 el descuento de 10 
por 100 en el personal de obligaciones eclesiásticas y 
en 300.000 pesetas el impuesto de 2,50, establecido 
por la misma disposición en su citado art iculó sobre 
los sueldos y asignaciones de los empleados depen-
dientes de las Diputaciones provinciales y Ayunta-
mientos, cuando llegaren ó excedieren de 1.500 pe-
setas anuales. Estos conceptos estaban comprendidos 
en el presupuesto del expresado año económico entre 
las contribuciones transitorias, y arrojaban un total de 
ingresos de 19.800.000 pesetas. 
E l decreto de 28 de Setiembre de 1871 modificó lo 
establecido por la disposición anteriormente citada, 
ordenando que la rebaja producida en los haberes y 
asignaciones de las clases dependientes del Estado 
por el impuesto sobre sueldos y rentas, se har ía efec-
tiva desde i.0 de Octubre inmediato en la proporc ión 
siguiente : 12 por 100 en los sueldos y asignaciones 
que no excedieran de 2.000 pesetas, 15 por 100 en 
las que importasen desde 2.001 á 10,000 y 20 por 100 
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en todas las que excedieran de dicha cantidad de 
10.000 pesetas. E x c e p t u á r o n s e las clases pertenecien-
tes á los cuerpos é institutos armados, hasta Coronel 
inclusive, las cuales sólo exper imentar ían el descuen-
to de 10 por 100. 
E l art. 4 ° de la ley de 26 de Diciembre de 1872 
previno que el impuesto transitorio sobre sueldos, 
haberes, premios y asignaciones del Estado, de la 
provincia y del municipio, se exigiría con arreglo al de-
creto ya citado de 28 de Setiembre de 1871; y com-
prendidos entre las contribuciones transitorias figura-
ban estos conceptos de ingreso en el presupuesto de 
1872-73 con la importancia siguiente : 
Impuesto sobre sueldos y asignaciones del 
Estado. . , P ías . 21.000.000 
Impuesto sobre sueldos de los empleados 
provinciales y municipales » 4.000.000 
Total de cantidades presupuestas. . » 25.000.000 
La fuerza de las circunstancias me obligó, contra 
mis convicciones, según dejo dicho, á mantener en el 
presupuesto para el año de 1874-75, que tuve la hon-
ra de formar, este impuesto, que, después de rectifi-
cados los cálculos, comprend í en las contribuciones 
directas, en los t é rminos siguientes : 
Impuesto sobre sueldos y asignaciones del 
Estado. . . . . . . . . . . . . Ptas. 18.000.000 
Novena parte de aumento sobre el mismo 
por impuesto extraordinario de guerra, . » 2.000.000 
Impuesto sobre sueldos de empleados pro-
vinciales y municipales . » 2.000.000 
Novena parte de aumento sobre el mismo 
por impuesto extraordinario de guerra. . » 222.000 
Total de cantidades presupuestas. . » 22.222.000 
Este impuesto sufrió una importante modificación 
por la ley de Presupuestos para el año económico de 
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1876-77) consignándose en el art. 8.° de la misma lo 
que sigue : 
« E l impuesto sobre sueldos, rentas y asignaciones 
»del Estado, se cobrará con arreglo á la siguiente es-
»cala : 
»Los individuos de las clases activas, civiles y m i l i -
t a r e s , inclusos los de la Casa Real y Ministerio de 
»Ul t ramar , contr ibuirán : 
» H a s t a 1.500 pesetas inclusive, con el 10 por 100. 
»Desde 1.501 hasta 10.000 inclusive, con el 15 
»por 100. 
»Desde 10.001 en adelante, con el 25 por 100. 
»Los individuos de las clases militares que sirvan 
»en los diversos cuerpos é institutos armados del 
»Ejérc i to , los de reemplazo y los cuadros de reservas, 
»cont inuarán satisfaciendo el impuesto que en la ac-
t u a l i d a d rige. 
»Se asimila á los cuerpos armados, para los efectos 
»de este art ículo, á los inválidos retirados como in -
ut i l izados en campaña y á los que cobren pensiones 
»de cruces por heridas ó inutil idad declarada, cuyos 
»haberes excedan de 1.000 pesetas, pues en otro caso 
»no sufrirán descuento alguno como impuesto sobre 
»sueldos y asignaciones del Estado. 
»Las clases pasivas, en general, cont r ibui rán todas 
»con el 25 por 100. 
»Queda autorizado el Gobierno para igualar el des-
c u e n t o de las clases pasivas con el de las activas, 
»desde el momento en que por economías efectivas, 
»realizadas en el presupuesto de gastos, se compense 
»la disminución que produci rá en el de ingresos la 
»igualación del descuento de las referidas clases. 
»Median te las formalidades que correspondan, se 
»obtendrá del Clero un donativo de la cuarta parte de 
»sus asignaciones personales.» 
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Los ingresos presupuestos por estos conceptos, fue-
ron los siguientes : 
Impuesto sobre los sueldos y asignaciones 
del Estado. Ptas. 30.000.000 
Donativo del Clero y Monjas. . . . . . » 7.500.000 
Impuesto sobre los sueldos de los empleados 
provinciales y municipales, con el recargo 
de guerra. » 1.600.000 
Total de cantidades presupuestas, . » 39.100.000 
La ley de Presupuestos para 1877-78 no introdujo 
más a l teración en lo establecido anteriormente, que 
la de determinar en su art ículo 17 que los jefes, ofi-
ciales, clases é individuos del cuerpo armado de Or-
den públ ico estuvieran sujetos al mismo descuento 
que sufrían los demás institutos armados del Ejérc i to 
en servicio activo. 
Los ingresos por el impuesto sobre sueldos 
y asignaciones del Estado fueron presu-
puestos en p¿as, 27.000.000 
Por donativo del Clero y Monjas » 7.500.000 
Por el impuesto sobre los sueldos de los 
empleados provinciales y municipales. . » 1.600.000 
Total de cantidades presupuestas. . » 36.100.000 
Ninguna variación hizo la ley de 17 de Mayo 
de 1878, aprobatoria de los presupuestos para 1878-79, 
en cuyos ingresos y entre los valores á cargo de la 
Di recc ión general de Impuestos, se contaban: 
Por el impuesto sobre sueldos y asignacio-
nes del Estado _Ptas. 28.000.000 
Por donativo del Clero y Monjas. . . . . » 7.500.000 
Por impuesto sobre sueldos de empleados 
provinciales y municipales. . . . . . » 2,900.000 
Total de cantidades presupuestas. . » 37.700.000 
E n el presupuesto de ingresos para el año econó-
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mico de 1880-81 figuraban entre los valores á cargo 
de la Di recc ión general de Impuestos : 
Impuesto sobre sueldos y asignaciones del 
Estado Ptas. 30.000.000 
Donativo del Clero y Monjas » 7.500.000 
Impuesto sobre los sueldos de los empleados 
provinciales y municipales. . . . . . » 2.400.000 
39.900.000 
Para el primer semestre de 1881-82 se fijó la mitad 
de cada una de estas cantidades como ingreso por su 
concepto respectivo, según procedía , toda vez que el 
presupuesto del semestre era el mismo que el del 
año económico anterior, aunque reducido á un perío-
do de seis meses. 
De conformidad con la ley de 31 de Diciembre 
de 1881, que había de tener cumplimiento desde i.0 
de Enero siguiente, se establecieron en el presupues-
to para el segundo semestre de 1881-82 los ingresos 
por los conceptos de que se trata, en los t é rminos 
que siguen: 
Impuesto sobre sueldos y asignaciones del 
Estado Ptas. 9.000.000 
Donativo del Clero y Monjas. . . . . . » 1.500.000 
Impuesto sobre los sueldos de los empleados 
provinciales y municipales » 900.000 
11.400.000 
Y finalmente, en el duplo de cada una de estas 
cantidades por su concepto respectivo, se señalaron 
los ingresos en el presupuesto para el año económico 
corriente. 
Me he detenido en la exposición de los datos que 
preceden, para que de ellos aparezcan los hechos que 
me he propuesto queden consignados: 
1.0 Que el impuesto, establecido con carác te r tran-
sitorio y en l ímites moderados, t omó el de progresivo 
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y una mayor importancia en el tr ibuto desde el año 
de 1871. 
2.0 Que conservando el mismo carác te r progresivo, 
subió á crecidos l ímites en 1876-77. 
Aparte de los inconvenientes que en t raña todo im-
puesto progresivo, si el de que vengo tratando hubiera 
tenido mayor proporcionalidad y se encerrara en mo-
derados términos , podía ser, ya que no justificado, dis-
culpado al menos en momentos crí t icos para la Ha-
cienda públ ica , y no habr ía levantado contra sí tantas 
y tan legítimas reclamaciones. 
E n efecto, á las clases activas estaba fijado un tipo 
que oscilaba desde el 10 al 25 por 100, según la im-
portancia de sus haberes, siendo muy pocos los que 
quedaban sujetos al m á s elevado. Dentro de unas 
mismas clases las había que no tributaban más que al 
10 por 100, fuera el que fuese el haber que disfruta-
ran; y mientras esto acontecía con la clase activa, la 
pasiva, el clero, las monjas, tributaban al 25 por 100, 
tipo á que no llegaba impuesto alguno. 
¿ Q u é razón de justicia abonaba que á la desgraciada 
viuda , á la huérfana desvalida, á quienes el Estado te-
nía asignada una corta pensión como recompensa de 
los servicios prestados por su esposo ó su padre; al 
modesto pá r roco que disfrutaba un pequeño haber, en 
justa compensac ión solemnemente convenida, se les 
exigiera ó demandara el 25 por 100 de sus haberes, y 
solamente pagaran el 20 por 100 los funcionarios acti-
vos que disfrutaban 10.000 pesetas de sueldo anual, 
y el 10 por 100 algunos de éstos que percibían suel-
dos aún más crecidos? 
Y á la vez que no abonaba á este impuesto razón 
alguna de justicia, tenía contra sí otras de convenien-
cia muy atendibles. 
Reconocida es la necesidad, por todos los que de 
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Adminis t rac ión se ocupan, de que los funcionarios 
públ icos es tén bien retribuidos, pues ante sueldos 
mezquinos, es lo general, y por sí solo se explica, que 
la inteligencia, la laboriosidad y la probidad, auna-
das en un individuo, busquen en otra parte la mere-
cida remunerac ión . Pues bien; siendo así que en Es-
paña, por circunstancias diversas, la Hacienda pública 
sostiene un personal numeroso y no muy bien re t r i -
buido, al disminuirle sus haberes con un impuesto, se 
le coloca en condiciones de que busque, mediante su 
actividad y su trabajo, lo que todavía necesite para 
la completa satisfacción de sus necesidades; y hay 
por otra parte peligro de que la reducc ión dedos suel-
dos, unida á la inseguridad en los destinos, ocasionen 
á la Adminis t rac ión y al Tesoro perjuicios que no 
basten á compensar los ingresos de un impuesto, el 
cual seduce á primera vista por la facilidad que pre-
senta para ser recaudado. 
Pero la reforma no era y no podía ser combatida 
en el fondo, sino en cuanto á la oportunidad de lle-
varla á cabo y á la importancia de la disminución del 
recurso que por medio de este impuesto se obtenía. 
E n verdad que si para hacer la reducc ión hubiese 
sido preciso dejar indotado el presupuesto, hubiera 
meditado mucho antes de presentar á las Cór tes el pro-
yecto de ley, aunque sin abandonar en un todo la re-
forma, siquiera l imitándola al tipo ún ico , suficiente 
para obtener la cantidad absolutamente precisa; pero 
ofreciendo en su conjunto el plan económico que so-
met í á la aprobación de los Cuerpos colegisladores 
medios para hacer lo que estimaba justo, no dudé en 
proponerlo, siendo aceptado con aplauso, no sólo por-
que reparaba una injusticia y mejoraba á clases dignas 
por todos conceptos de consideración, sino por cuanto 
favorecía directamente á la industria y al comercio, 
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adonde desde luego va á parar el mayor haber que 
disfruten los funcionarios públ icos , el clero y las cla-
ses pasivas. 
L o único que tuve que tomar en cuenta fué que el 
t ipo elegido guardase armonía con el de los impuestos 
que pudieran considerarse más similares. Sin duda el 
que más se parece al de que se trata es la cont r ibución 
Industrial , respecto á la que, como dije al ocuparme 
de ella, fuera de desear que la Adminis t rac ión pose-
yera el conocimiento exacto de las utilidades de los 
contribuyentes, como lo tiene en el impuesto sobre 
sueldos y asignaciones, porque en tal caso estaría ba-
sada en fundamentos de la más estricta justicia. 
Respecto á dicha con t r ibuc ión , cuando las utilida-
des son determinadamente conocidas, como ocurre 
con las Sociedades de c réd i to , el t ipo tr ibutario es el 
de 10 por 100, y éste fué el escogido para el impuesto, 
con tanta más razón , cuanto que era posible adoptar-
lo sin detrimento para la nivelación del presupuesto n i 
perjuicio para las obligaciones del Estado. 
H a y todavía quien lamenta que la reforma se haya 
llevado á cabo. Respeto este parecer, pero abrigo 
la convicción de haber obrado con rect i tud, y confío 
que l legarán á reconocerlo así aun los que más han 
censurado aquella medida. Y andando el tiempo, es 
de desear que las circunstancias de nuestra Hacienda 
mejoren, para que desaparezca el impuesto sobre 
sueldos y asignaciones del Estado; y acaso se aumen-
ten los haberes de la clase activa, cuando simplifica-
ciones en el organismo administrativo permitan hacer 
reducciones en el personal. 
H e creído deber dar todas las explicaciones que 
quedan expuestas, en justa defensa de un acto que 
ha merecido las mayores censuras por parte de mis 
opositores. 
A D U A N A S . 
Todo lo referente al ramo de Aduanas exige de m i 
parte detenida explicación, no sólo por la importan-
cia del asunto, sino t amb ién porque han sido múlt i -
ples las cuestiones á que he tenido que atender. 
P r o c u r a r é , sin embargo, concretar los hechos cuan-
to sea posible para no dar á este trabajo más exten-
sión que la absolutamente precisa. 
A l hacerme cargo del Ministerio de Hacienda en-
con t r é la renta de Aduanas en una situación tal de 
prosperidad y desarrollo, que, no por ser prevista y 
esperada hacía mucho tiempo, era menos lisonjera* 
L a r ecaudac ión alcanzaba cifras hasta entonces 
desconocidas ; resultado no sólo debido á la paz y 
bienestar del Pa ís y á la reforma arancelaria de 1869^  
que sólo desde 1876 pudo hacer sentir sus efectos de 
un modo normal, sino t amb ién á una severa gestión 
administrativa que había reducido el contrabando y 
la defraudación á muy estrechos límites. 
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Difícil parecía arbitrar nuevos medios que deter-
minaran un mayor incremento de la renta; pero exa-
minando con atención y cuidado la situación de ella, 
se descubrían problemas que era de todo punto ne-
cesario y urgente resolver. 
Destacaba en primer término el cumplimiento de la 
ley de Aranceles de 1869. Su base 5.a, que dispone se 
hagan bajas graduales de los derechos de Arancel en 
determinados períodos, había quedado en suspenso 
por Real decreto de 17 de Junio de 1875, que adqui-
rió fuerza de ley en virtud de la de 17 de Julio de 
1876, y esta suspensión indefinida implicaba un esta-
do de duda y vacilación que no podía subsistir. 
Por otra parte, la urgencia de la reforma del Aran-
cel de Aduanas se consideraba tan evidente, que para 
contrarestar en parte los efectos de la suspensión, la 
ley de Presupuestos de 1877-78 dispuso se hiciera una 
revisión de los valores y clasificaciones de las merca-
derías, con el fin de reducir los derechos de éstas para 
aliviar á los contribuyentes y aumentar los ingresos 
de las Aduanas. Esta medida dió origen á quejas por 
parte de los fabricantes de tejidos de lana y motivó 
la apertura de una información oral y escrita que es-
taba en disposición de terminarse en Febrero de 1881. 
E l estado de las relaciones comerciales con las pro-
vincias españolas de Ultramar exigía también una so-
lución conveniente y definitiva para la ansiada asimi-
lación con la Metrópoli. Las soluciones que hasta 1881 
se habían dado no satisfacieron á la opinión pública, y 
la última adoptada, que era la rebaja de los derechos 
de los azúcares, se había llevado a cabo en condicio-
nes tales, que el comercio peninsular y el antillano la 
consideraron como ineficaz. 
Por último, debía cumplirse el compromiso adqui-
rido con Francia en virtud del convenio de 1877 y ne-
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gociar un tratado de comercio ó renunciar al be-
neficio del trato de la nación más favorecida en la 
vecina repúbl ica , trato que había contribuido, des-
de 1878, á desarrollar considerablemente nuestro 
comercio de expor tac ión. 
Estas cuestiones y otras que su desenvolvimiento y 
resolución originaron, dieron lugar y motivo á las 
importantes reformas que ha experimentado la ren-
ta de Aduanas en el bienio de 1881 y 1882, y hubiera 
producido algunas otras, que estaban en vías de 
terminarse, cuando cesé en el cargo que S. M . se ha-
bía dignado confiarme. 
Siguiendo el orden cronológico de las reformas lle-
vadas á cabo, examinaré cada una de ellas. 
I . 
INFORMACIÓN L A N E R A . 
Por consecuencia de la rectificación de los valores 
y clasificaciones del Arancel de Aduanas, que tuvo 
lugar en cumplimiento de lo prevenido en el art. 31 de 
la ley de Presupuestos de 11 de Julio de 1877, algu-
nos fabricantes de tejidos de lana creyeron lastima-
dos sus intereses con el cambio de clasificaciones y 
con la rebaja de los valores oficiales de los tejidos 
comprendidos en el grupo 3.0 de la clase 6.a del Aran-
cel ; en cuyas clasificaciones y valoraciones sospecha-
ron errores que consideraban indispensable corregir. 
Con el fin de depurar la exactitud de tales asevera-
ciones, se autor izó al Gobierno por el art. 29 de la ley 
de Presupuestos de 1878-79 para abrir una informa-
ción administrativa oyendo á los representantes de la 
industria lanera, á los del comercio y á cuantas per-
sonas quisieran ilustrar el asunto, lo mismo que á la 
Junta consultiva de Aranceles y Valoraciones, con 
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objeto de rectificar, si hubiera motivos para ello, las 
clasificaciones y valoraciones de los tejidos de lana, 
fijándoles el derecho específico que les correspon-
diera con arreglo á la base 7.a de la ley de Aranceles 
de i.0 de Julio de 1869. 
Por Real decreto de 8 de Setiembre de 1878 se 
había creado una Comisión especial para realizar la 
información antes mencionada: ésta se había llevado 
á cabo con un esmero y una escrupulosidad de que 
no aparece otro ejemplo en nuestra historia econó-
mica; la expec tac ión pública se había fijado con inte-
rés y constancia en la marcha de la información, y 
sobre todo, en los resultados de las muchas y solem-
nes sesiones que la Junta consultiva de Aranceles 
había dedicado al examen de esta cuest ión importan-
tísima, y la opinión estaba decididamente formada. 
Resultaba de la información, de una manera con-
cluyeme, que la revisión del Arancel realizada en 1877 
no había ocasionado perjuicio alguno á la industria de 
los tejidos de lana, n i á sus similares; que las clasifi-
caciones estaban ajustadas á los preceptos de la ley, 
aunque eran susceptibles de una reforma más conve-
niente, y que las valoraciones oficiales aparecían muy 
elevadas, lo cual obedec ía á la tendencia de proteger 
á la industria lanera nacional. 
Fundado en las conclusiones que de la información 
resultaban, pude haber aconsejado á S. M . la reforma 
del Arancel en la parte referente á los tejidos de lana; 
pero dejé de hacerlo insp i rándome en los sentimien-
tos de prudencia y c i rcunspección que no deben olvi-
darse en estas cuestiones; teniendo t ambién en cuen-
ta que en las negociaciones que iban á entablarse para 
la ce lebrac ión del tratado de comercio con Francia 
los negociadores franceses habían de recabar bajas 
en los derechos de los tejidos de lana, y era indispen-
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sable conservar á los negociadores españoles un mar-
gen para hacer concesiones, y considerando, por úl-
t imo, que debiendo proponerse á las Cortes en un 
breve plazo la reforma general del Arancel, no era 
oportuno realizar una parcial del mismo. Este espí-
r i t u informó el Real decreto de 7 de Julio de 1881, 
en v i r tud del cual se declaró terminada la informa-
ción lanera y se acordó que no se hicieran innovacio-
nes en las clasificaciones y valores de los tejidos de 
lana hasta que las Cortes resolviesen lo conveniente. 
1 1 , 
TRATADO DE COMERCIO CON FRANCIA. 
Con arreglo al art. 10 del convenio especial de co-
mercio firmado en Par í s el 8 de Diciembre de 1877, 
España y Francia se habían obligado á negociar un 
tratado de comercio y navegación dentro del plazo 
de dos años, á contar desde la fecha del canje de las 
ratificaciones de aquel convenio. 
Este espiraba el dia 30 de Marzo de 1880, y el Go-
bierno español , que deseaba que dicho pacto conti-
nuara vigente, sólo consiguió en 28 de Enero de 1880 
una dec larac ión p ro rogándo le por un plazo de seis 
meses desde que aquél se denunciara. E l Gobierno 
francés hizo esta denuncia el 8 de Mayo de 1881, y 
por lo tanto , urgía entablar las negociaciones. 
E l Gobierno no podía permanecer inactivo ante 
este hecho, y como el tratado de comercio que iba 
á celebrarse estaba ín t imamente enlazado con el des-
arrollo de la industria y del comercio y con los ren-
dimientos de las Aduanas, hube de abordar esta grave 
cuest ión ante el Consejo de Ministros y proponer á 
mis compañeros las bases s ó b r e l a s que, á m i juicio, 
debían fundarse las negociaciones. 
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Estas comprend ían , como puntos más capitales, la 
conservación de los derechos y franquicias de que los 
productos españoles gozaban en Francia en v i r tud de 
los convenios de 18 de Junio de 1865 y 8 de Dic iem-
bre de 1877; la est ipulación de mayores rebajas para 
los principales art ículos de nuestra expor tac ión y la 
consol idación de estas concesiones por medio de ta-
rifas anejas al nuevo tratado, como garantía de la co-
rriente comercial que se trataba de desarrollar; y 
por úl t imo, la fijación de un plazo bastante largo para 
la durac ión del tratado, á fin de que la p roducc ión na-
cional pudiera aprovecharse de sus beneficios. 
Propuse al Consejo t ambién , que los límites dentro 
de los cuales convenía encerrar las concesiones que 
Espa ña debía hacer fueran los derechos reducidos 
resultantes de la primera rebaja presupuesta por la 
base 5.a, si bien no se me ocultaba que la marcha de 
las negociaciones podr ía hacer necesaria alguna otra 
concesión que sería examinada y discutida en su tiem-
po para resolver lo conveniente. 
E l Consejo de Ministros aprobó unán imemen te es-
tas bases, y la iniciativa que por efecto de las cir-
cunstancias he tomado en este asunto me obligó á 
conservar una parte muy activa en las negociaciones, 
por más que éstas se llevaran oficialmente, como 
correspondía, por el Sr. Ministro de Estado, con el 
celo que le distingue. 
Felizmente, la persona designada por el Gobierno, 
á propuesta mía, para presidir la Comis ión española 
que debía trasladarse á Par í s con objeto de seguir 
las negociaciones, reunía á l a s relevantes prendas que 
la adornan, la circunstancia de i lus t ración é intel i-
gencia especial en esta materia y la de haber sido 
Presidente de la Comis ión que en 1877 había nego-
ciado el convenio de comercio con Francia. 
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E n consonancia con el acuerdo del Consejo de M i -
nistros, las instrucciones que de mí recibió el Presi-
dente de la Comis ión fueron las siguientes: 
i.0 Obtener las mayores rebajas posibles en los ar-
t ículos de p roducc ión española que se importan á 
Francia, sobre todo en los vinos, frutas y legumbres 
y otros productos agrícolas , á cambio de los dere-
chos reducidos que habían de resultar de la aplica-
ción de la base 5.a á los art ículos de p roducc ión 
francesa. 
2.0 Consolidar los derechos reducidos que Francia 
aceptara para los productos españoles , por medio de 
tarifas anejas al tratado que iba á celebrarse. 
3.0 Estipular un plazo de duración del tratado bas-
tante largo, para que la p roducc ión española pudiera 
desarrollarse con holgura y gozar de sus beneficios. 
Y 4.0 Inclui r en el tratado las cláusulas necesa-
rias para garantizar completamente el trato de la na-
ción más favorecida, no sólo para las mercader ías , 
sino también para los españoles que se dedican en 
Francia al ejercicio de la industria y del comercio, 
sirviendo en esto de norma las estipulaciones del tra-
tado celebrado con Aus t r i a -Hungr í a en 3 de Junio 
de 1880. 
Las negociaciones iniciadas en P a r í s el 12 de Agos-
to de 1881 no terminaron hasta el 6 de Febrero 
de 1882, siendo la causa de su larga durac ión , no sólo 
los tres cambios de Ministerio ocurridos en Francia 
durante aquel pe r íodo , sino la inflexible decisión del 
Gobierno español y de sus Comisarios de no conce-
der á Francia más que las rebajas que resultaban de 
la aplicación de la base 5.a y obtener de ella un dere-
cho para los vinos, tal , que favoreciese nuestra ex-
por tac ión más de lo que venía siéndolo. 
Esto se consiguió, puesto que tanto Portugal como 
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I tal ia aceptaron un derecho de 3 francos por hecto-
l i t ro de vino, mientras que E s p a ñ a obtuvo el dere-
cho de 2 francos por la misma unidad de medida. 
Pero este triunfo no se alcanzó sino después de ru-
das peleas, pues los negociadores franceses que re-
chazaban por insignificantes las concesiones que Es-
paña les hacía , pedían , no ya para conceder los 2 
francos á los vinos, sino los 3 aceptados por Italia, 
muy considerables rebajas en los tejidos de lana, en los 
de seda, en algunos otros ar t ículos , y la supresión de 
los derechos de expor tac ión para las galenas y para 
los plomos y litargirios argentíferos, alegando, y en 
la mayor ía de los casos con razón, que las rebajas que 
se les ofrecían en muchos productos no proporciona-
ban ventaja alguna al comercio francés. 
Por m i parte, no tenía in te rés en sostener los dere-
chos de expor tac ión de las galenas y de los plomos y 
litargirios argent í feros . 
Estos derechos, más que garant ía de una industria, 
significaban un monopolio para determinados fabri-
cantes. 
Tampoco había dificultad en acceder á la rebaja de 
los tejidos de seda, tanto por la vitalidad que tiene 
esta industria en nuestro país , púb l i camente demos-
trada en las Cortes durante la discusión del tratado 
de comercio, como porque estos tejidos no están ta-
rifados en el Arancel en derechos extraordinarios, y 
por lo tanto, no les eran aplicables las rebajas de la 
base 5.a A d e m á s , el derecho excesivo de estas telas 
era un aliciente constante á la defraudación, y la baja 
debía redundar en beneficio del comercio de buena fe. 
E n cambio, estaba yo decidido á no hacer conce-
siones en los tejidos de lana, y así se consiguió, pues 
carece en realidad de importancia la de 3 cén t imos 
de peseta en kilogramo de paños , y la cont inuación 
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del derecho que satisfacían los demás tejidos de lana 
pura, prescindiendo del aumento de 18 cén t imos de 
peseta que presuponía la aplicación de la base 5.' 
De las 301 partidas que comprende el Arancel es-
paño l , sólo en 15 se hicieron concesiones superio-
res á la base 5.a, y son las que especifica el siguiente 
estado núm. 2. 
A l ocuparme del tratado de comercio con Francia, 
un deber de justicia me obliga á consignar que el 
Excmo. Sr. Duque de F e r n á n N u ñ e z , Embajador de 
E s p a ñ a en Par ís , p res tó la cooperac ión más eficaz, en 
momentos determinados, al éxito de las negocia-
ciones. 
N o es posible, por la falta de estadíst icas, exami-
nar en todas sus fases los efectos del tratado en el 
comercio con Francia. Sólo como indicio presento el 
estado núm. 3, que es un resumen de los Documents 
statistiques reunís par V Administration des Douanes 
de France, que se publica mensualmente, y en algunos 
casos, no en todos, da á conocer los países de proce-
dencia ó destino de las mercader ías . 
Resulta de los datos que arroja dicho cuadro, que 
la impor tac ión de mercader ías de Francia ha perma-
necido estacionaria en su conjunto desde que se puso 
en vigor el tratado, siendo de notar que la importa-
ción de hilados y tejidos de lana ha disminuido á pe-
sar de los temores que abrigaban algunas personas de 
que la industria lanera salía inmensamente perjudica-
da con el tratado de comercio. La impor tac ión de los 
tejidos de seda ha tenido un ligerísimo aumento, com-
pensado con una baja mayor en la pasamaner ía de 
esta fibra; y por ú l t i m o , la porcelana se presenta 
t ambién en baja, á pesar de los pronóst icos que en 
sentido contrario hacían los fabricantes de productos 
cerámicos . 
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E S T A D O N Ú M . 2. 
C U A D R O de las rebajas en los derechos arancelarios superiores 
á las presupuestas con la aplicación de la base 5.a 
Zinc en objetos manufacturados, 
aunque estén barnizados. . . iookil.s 
Tejidos llanos de yute, abacá, 
pita ú otras fibras vegetales, 
tengan ó no mezcla de algodón. Kilog.0 
Paños y todos los demás tejidos 
del ramo de pañería, de lana 
pura, borra de lana, pelo ó 
mezcla de estas materias. . . Id . 
Todos los demás tejidos de lana 
pura, borra de lana, pelo ó 
mezcla de estas materias. . . Id . 
Tejidos de seda llanos ó cruzados. Id . 
Terciopelos y felpas de seda. . . Id . 
Tejidos de filoseda, borra ó es-
carzo de seda, los de seda cru-
da y los de borra con mezcla 
de seda. . . . . . . . . Id . 
Tules, encajes y puntillas de seda 
ó borra de seda. . . . . . Id . 
Tejidos de punto de seda ó borra 
de seda Id . 
Vinos espumosos . Hectol.0 
Vinos de las demás c l a s e s . . . . Id . 
Aderezos y adornos de todas cla-
ses , excepto los de oro y plata. Kilog.c 
Botones de todas clases, excepto 
los de oro y plata Id . 
DERECHOS 

































Artículos de origen español que figuran en los cuadros mensuales de C 
Aduanas aje 
I M P O R T A C I Ó l j ] 
, sil 
ARTICULOS. 
Pieles sin curtir, de cabrito. 
Lanas sucias ó simplemente lavadas. 
Seda, borras, en masas.. . 
Huesos y pezuñas.. 
Frutas frescas de mesa.—Naranjas, etc. . . . . . 
Idem secas de id.—Pasas, etc. . . ...... . . . . 
Idem id. id.—Almendras y otros frutos oleaginosos. 
Aceite de olivas 
Corcho en panes 
Azafrán. . . . . . . . . 
Hierro (mineral de) . . . . 
Cobre de primera fusión. . 
Plomo (mineral de) 
Idem en lingotes , etc . 
Manganeso . . 
Cochinilla. . 
Vino ordinario en pipas . . 
Idem generoso en id 
























[e Comercio exterior de Francia que publica la Dirección general [de 
dj dicha nación. 
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Id . lanar. . . 
Id . de cerda 
Caza y aves. 
Lana sucia ó simplemente lavada 
Seda cruda. 
Grasas.—Sebo en bruto y manteca de cerdo. 
Féculas indígenas. 
Gomas puras exóticas. . . . . . . . . . 
Maderas de construcción aserradas 
Algodón en rama. . 
Oro y platino batidos en hojas 
Cobre batido ó laminado 
Acido esteárico en masas . 
Cloruro de cal. . . 
Sulfato de quinina 
Productos químicos no expresados 
Porcelana decorada. . 
Hilaza cruda de lino y cáñamo. . . . . . 
Tejidos de seda pura, lisos 
Pasamanería de seda con mezcla. . . . 
Tejidos de lana.—Merinos 
Idem del ramo de pañería 
Idem varios 
Chales brochados 
Tejidos de lana con mezcla. . . . . . . 
Idem de algodón estampados 
Idem de id. con mezcla 
Papel de escribir 
Idem varios.. . 
Bisutería de oro ó platino 
Cuchillería. . 
Objetos de fantasía. 
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En la exportación de mercaderías españolas á Fran-
cia aparecen aumentos de mucha consideración en 
determinados artículos. Descuellan en primer término 
el de los vinos, siendo digno de especial mención que 
en 1882 se haya acrecentado el consumo de los espa-
ñoles en Francia, á la vez que ha disminuido el de 
todos los demás países. (Estado núm. 4.) También han 
aumentado de una manera notabilísima las exportacio-
nes de frutas frescas y secas, á excepción de las pasas, 
que han tenido una ligera baja desde la fecha en que 
se puso en vigor el tratado hasta 31 de Diciembre 
último. 
Ha subido también la exportación del plomo en 
galápagos, disminuyendo la de las galenas, á pesar 
de los temores que infundadamente se abrigaban de 
que la supresión de los derechos de exportación de 
dichos minerales había de perjudicar á la industria 
del laboreo del plomo, 
A p r io r i podía esperarse que el tratado de comer-
cio con Francia sería muy beneficioso para la produc-
ción nacional y no inferiría agravio á las industrias 
que se manifestaron lastimadas. 
Los hechos han venido á demostrar estas previsio-
nes, y aunque el plazo transcurrido no es suficiente 
para hacer una demostración completa de las venta-
jas que el tratado ha producido, los datos estadísticos 
que hasta ahora se conocen comprueban que aque-
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I I I . 
ALZAMIENTO DE L A SUSPENSIÓN DE L A BASE 5.a DE L A 
L E Y DE ARANCELES. 
Las bases para la reforma del Arancel de Aduanas, 
comprendidas en la ley del presupuesto de ingresos 
de 1869, disponen que los derechos de Aduanas son 
meramente fiscales y no deben exceder del 15 por 100 
del valor de las mercancías; pero como el sistema 
arancelario á que sustituyó el de 1869 era esencial-
mente protector de determinadas industrias, para 
realizar la necesaria transición de uno á otro sistema 
se admitieron en el nuevo Arancel unos recargos, con 
el nombre de derechos extraordinarios, que elevaban 
el de las mercancías hasta entonces prohibidas ó 
fuertemente castigadas, al tipo máximo de 25 por 100. 
En virtud de la base 5.a de la reforma, estos recar-
gos debían quedar abolidos en un plazo de doce años, 
esto es, el i.0 de Julio de 1881, y la reducción de los 
derechos extraordinarios á fiscales debía hacerse á 
partir de i.0 de Julio de 1875, realizándose por terce-
ras partes : la primera, en la expresada fecha; la se-
gunda, en el mismo día de 1878, y la tercera y últi-
ma, en igual fecha de 1881. 
La guerra civil que afligía al País fué causa de que 
el Gobierno que en 1875 administraba los intereses 
públicos suspendiera la primera rebaja de los dere-
chos extraordinarios hasta tanto que la paz ejerciera 
su benéfica influencia sobre la riqueza nacional. 
En el expediente instruido para depurar la conve-
niencia de esta suspensión, y á pesar de que el Con-
sejo de Estado en pleno no encontró en él los ante-
cedentes suficientes para emitir dictámen, el Consejo 
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de Ministros estimó que procedía aplazar la rebaja 
por un período que no debía exceder de dos años, 
contados desde que concluyera la guerra civil, sin 
perjuicio de lo que en la materia resolvieran las Cor-
tes, á las que debía darse cuenta de las medidas que 
se adoptaran. 
Estas medidas sólo fueron el Real decreto de 17 de 
Junio de 1875, y sin duda alguna entré esta fecha y la 
del acuerdo antes citado, que tuvo lugar el 12 de 
Mayo del mismo año, debieron mediar algunos he-
chos que no constan en documento oficial, pero 
que, por lo visto, fueron bastante poderosos para que 
se variara un tanto la resolución tomada, puesto que 
en el Réal decreto no se fijó plazo á la duración de 
la suspensión, y al dar cuenta á las Cortes de lo acor-
dado, sólo se sometió la medida á la aprobación de 
las mismas, en unión de otras varias que se declara-
ron leyes del Reino en 17 de Julio de 1876. 
Pero no sólo transcurrieron dos años desde la paci-
ficación del País sin que los Gobiernos que se suce-
dieron expusieran á las Cortes lo que convenía hacer 
en materia arancelaria, sino que al encargarme del 
Ministerio de Hacienda ningún estudio encontré 
preparado á fin de que de él resultara la convenien-
cia ó inconveniencia de poner en vigor la base 5.a ó 
de abrogarla definitivamente. 
No era justo ni legal que continuara semejante es-
tado de cosas, que perjudicaba al comercio, á la-in-
dustria y á la agricultura, creándoles una situación 
ambigua, irregular é insostenible. 
Después de maduro examen me creí en el deber de 
plantear la cuestión en el Consejo de Ministros, y 
autorizado por su acuerdo unánime, expuse la situa-
ción ante las Cortes, proponiendo á su sabiduría que 
hicieran desaparecer las trabas que se oponían al des-
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envolvimiento de la ley arancelaria de 1869, abrogan-
do la ley de 17 de Julio de 1876. 
En la exposición de motivos del proyecto de ley 
de 24 de Octubre de 1881, tuve el honor de demos-
trar ante las Cortes que la ley de Aranceles de 1869 
había sido beneficiosa y útil, bajo el triple punto de 
vista de la industria, del comercio y de la tributación, 
ó lo que es lo mismo, que á su sombra habían crecido 
la agricultura y la fabricación; el comercio, tanto de 
importación como de exportación, había aumentado 
de un modo muy notable, y la renta de Aduanas 
había rendido productos crecidísimos. 
Llamé también la atención acerca de un inconve-
niente que ofrece la ley arancelaria de 1869. 
El principio de amplia libertad comercial en que se 
inspiró la reforma fué causa de que las grandes re-
ducciones de derechos que al plantearla se hicieron 
se concedieran á todos los países, sin distinción algu-
na, y por consiguiente, los productos y manufacturas 
extranjeros entraran en España con mayores facilida-
des, sin conseguir que las demás naciones redujeran 
los derechos, en muchos casos considerables, á que 
estaban sujetos los productos y manufacturas espa-
ñoles. 
Era, pues, necesario que la nueva rebaja de dere-
chos no resultara igualmente estéril en este punto, y 
al efecto propuse el restablecimiento de la base 5.a 
con las dos siguientes limitaciones: 
Se reservaba el Gobierno, en primer término, la 
fecha en que debía plantearse la reforma, porque 
no era, en verdad, procedente ponerla en práctica 
antes de la terminación del tratado de comercio con 
Francia. 
La segunda reserva que se hacia en el proyecto de 
24 de Octubre de 1881 era la de no aplicar las reduc-
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ciones de derechos que resultaran de la rectificación 
del Arancel de Aduanas á las mercaderías que sean 
producto ó procedan de las naciones que no tengan 
en vigor tratados ó convenios de comercio con Es-
paña. 
Esta restricción tenía su precedente. En el art. 31 
de la ley de Presupuestos de 1877-78 se dispuso la 
rectificación de los valores y clasificaciones del Aran-
cel, y por el art. 35 de la misma ley se autorizó al Go-
bierno para no aplicar las reducciones de derechos 
que de aquella rectificación pudieran resultar, sino á 
las naciones que otorgasen á España el trato de la 
nación más favorecida. 
El Gobierno usó de dicha autorización, y por Real 
decreto de 17 de Julio de 1877, S. M. dispuso que los 
derechos reducidos que aparecían en el nuevo Aran-
cel, sólo se aplicaran á los productos y procedencias 
de las naciones que nos concedían dicho trato, en vir-
tud de un convenio de comercio. 
Esta medida acertada dió resultados inmediatos. 
Francia, que hasta entonces había conservado para 
los productos españoles los altos derechos y las prohi-
biciones de su Arancel general, se apresuró á concluir 
el convenio de 8 de Diciembre de 1877, en virtud 
del cual nos aplicó los derechos de las naciones con-
venidas. 
Por lo tanto, me propuse que una materia tan ar-
dua y delicada no quedara sujeta á la resolución del 
poder administrativo, pues esto lo consideraba oca-
sionado á inconvenientes graves. Hé aquí la razón de 
que en el proyecto de ley de restablecimiento de la 
base 5.a se consignase la medida que el Gobierno 
había aplicado al poner en práctica el arancel de 1877. 
De esta manera, sólo las Cortes, como es justo, pue-
den modificar la aplicación de los derechos del Aran-
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cel, y el país productor y contribuyente tendrá los 
medios de hacer pesar su opinión en este asunto ante 
el Parlamento, cuando crea lesionados sus intereses ó 
expuestos á algún quebranto. 
Había que mantener esta arma de defensa, porque 
la necesidad de concluir nuevos tratados de comercio 
era evidente. Algunas naciones con las cuales nos l i -
gaban tratados, prevaliéndose de que éstos no tenían 
tarifas anejas, habían subido los derechos de sus 
Aranceles en términos de que sólo á los productos 
españoles perjudicaban, y era necesario, ó abrirnos 
de nuevo aquellos mercados, ó dirigir nuestro comer-
cio de importación hacia otros en que nos encontrá-
bamos favorecidos. 
Durante la discusión del proyecto de ley de resta-
blecimiento de la base 5.a surgieron graves dificulta-
des, debidas ya á causas políticas, ya á infundadas 
alarmas, que la práctica va desvaneciendo, por parte 
de algunos fabricantes. 
Hubo vacilaciones en unos, recelos en otros, dudas 
en los más; mi convicción y firmeza no eran bastan-
tes para tranquilizar los ánimos; la aprobación del 
proyecto se dilataba y la incertidumbre cundía en el 
País. Era necesario salir de esa situación angustiosa, 
concillando en lo posible todas las voluntades; por 
esto, cediendo á consideraciones políticas y de con-
veniencia dentro del Gabinete de que formaba parte, 
acepté una modificación en el proyecto de ley de res-
tablecimiento de la base 5.a, más de forma que de 
esencia, porque aceptando esta modificación se con-
seguían tres cosas capitales : 
i.a, realizarla primera rebaja de los derechos del 
Arancel llamados extraordinarios ; 2.A, fijar definitiva-
mente la fecha en que estos derechos han de quedar 
reducidos á derechos meramente fiscales, y 3.a, ligar 
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las reducciones del Arancel con la celebración de los 
tratados de comercio y, sobre todo, con la fecha de 
la terminación del celebrado con Francia, y prepa-
rar, como es consiguiente, el camino ánuevas reduc-
ciones en el Arancel francés que faciliten la salida de 
nuestros productos y manufacturas. 
Las dos rebajas que según el proyecto primitivo de-
bían realizarse en 1885 y 1888, se llevarán á cabo 
en 1887 y 1892. Á la primera debe preceder una in-
formación que determine si es conveniente, y aun 
cuando el resultado sea afirmativo, no deberá llevarse 
á cabo más que en el caso de que alcancen un éxito 
satisfactorio las negociaciones que se entablen con 
otros países para obtener concesiones en sus Aran-
celes. 
Esta limitación no es un grave obstáculo para el 
desarrollo de la ley de Aranceles, porque si se sus-
pendiera la segunda rebaja, llegada la fecha de reali-
zar la tercera, deberán practicarse las dos. Además, 
abrigo la seguridad de que la información dará un re-
sultado satisfactorio, y como no puede ponerse en 
duda que las negociaciones para los nuevos tratados 
se llevarán con el pulso y la mesura que exige esta 
clase de negociaciones, opino fundadamente que las 
limitaciones puestas en la ley no entorpecerán la apli-
cación de la segunda rebaja del Arancel y habrán ser-
vido para el objeto con que se establecieron, que no 
fué otro que el de aquietar los ánimos y dar seguri-
dades á los que no tenían la suficiente confianza en la 
aptitud, inteligencia y energía de nuestra industria 
manufacturera, con las cuales he contado al empren-
der las reformas que he realizado. 
Terminada la discusión de la ley y sancionada por 
S. M. en 6 de Julio de 1882, procedía reformar el 
Arancel con arreglo á ella y con la anticipación su-
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ficiente para que el comercio y las Aduanas pudieran 
conocer las variaciones introducidas en la nueva ta-
rifa, antes de que ésta principiara á aplicarse. 
La reforma se había estudiado minuciosamente en 
la Dirección general de Aduanas, antes y durante la 
discusión del proyecto por las Cortes; asi es que, so-
metido el trabajo á la Junta de Aranceles y Valora-
ciones, que se había organizado del modo y por las 
causas que más adelante se expresarán, pudo discu-
tirse ampliamente en las solemnes sesiones que de-
dicó á este asunto, y en 25 de Julio se publicó el nue-
vo Arancel en la Gaceta de Madr id , siendo un signo 
inequívoco del esmero con que está formado, que 
su aplicación no ha producido reclamaciones ni difi-
cultades en las Aduanas y que el número de expe-
dientes que por la nueva tarifa se han originado es 
muy reducido, sobre todo si se le compara con el á 
que ha dado lugar toda reforma arancelaria. 
En el mismo seno de la Junta, y á pesar de las di-
versas tendencias económicas de sus vocales, sólo dos 
puntos fueron motivo de especial discusión, y úni-
camente en uno el acuerdo dejó de ser unánime. 
Son estos puntos de controversia la reglamentación 
de los certificados de origen y la reducción de los de-
rechos de los artículos llamados de renta. 
La necesidad impuesta por la ley y aconsejada por 
la experiencia, de no aplicarlos derechos arancelarios 
reducidos á los productos y procedencias de aquellas 
naciones que no gozan del trato arancelario de las 
más favorecidas, implica la necesidad de dar á las 
Aduanas las reglas necesarias para decidir cuándo 
deben cobrar á una mercancía los derechos de la 1.A ó 
de la 2.A columna del Arancel. Sin estas reglas, el ré-
gimen arancelario vigente sería completamente ilu-
sorio, y las mercaderías de las naciones no convenidas 
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gozarían de la reducción de los derechos siempre 
que vinieran de tránsito ó se trasbordaran en los 
puertos de las naciones convenidas. 
Para evitar este hecho, que constituiría una infrac-
ción de la ley de Aranceles, no aparecía más garan-
tía que exigir á los importadores acreditasen el ori-
gen de sus mercancías por medio de un documento 
expedido por el fabricante ó su representante legí-
timo, y visado por la Autoridad local y por el Cónsul 
para la legalización de las firmas. 
Tal formalidad es una traba para el comercio, y si 
bien es necesaria en algunos casos, puede prescindir-
se de ella para muchos artículos. 
La Junta de Aranceles hizo un estudio minucioso 
del Arancel, y en su consecuencia pudo proponer 
la limitación de los certificados de origen á la ter-
cera parte de los artículos que aquél comprende. 
Algunas otras medidas beneficiosas adopté para hacer 
menos sensible la traba de los certificados de origen, 
y me proponía llevar á cabo, á medida que la necesi-
dad se hiciera sentir, todas las que hubieran sido po-
sibles, conservando el principio cardinal de no otorgar 
igual trato á las naciones que nos favorecen que á las 
que nos perjudican por su régimen aduanero. 
La reducción de los derechos de los artículos de 
renta fué objeto de un debate más solemne, y el 
acuerdo sólo se tomó por una mayoría de 16 votos 
contra cinco, que, sin oponerse á ella, estimaron que 
no se tenían suficientes elementos de juicio para acon-
sejarla. 
Sostienen algunos que esta reducción puede ejercer 
una influencia marcada en los ingresos de las aduanas 
y, por consiguiente, conviene examinar ampliamente 
esta cuestión en sus orígenes y en sus probables 
efectos. 
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La base 4.a de la ley de Aranceles de 1869 determina 
que «pagarán derechos hasta 30 por 100 las mercade-
»rías gravadas hasta ahora con un derecho protector. 
»Los podrán pagar hasta 35 por 100, aquellos artícu-
»los, entre los hoy prohibidos, que determinadamen-
t e se especifiquen, y los que, por lo elevado de su 
»precio ó por ser su consumo general, aunque no de 
»necesidad absoluta, puedan soportar semejante re-
» cargo.» 
La base 5.a dispuso que los derechos extraordina-
rios fuesen inalterables durante seis años, y que pasa-
do dicho plazo principiaran á reducirse gradualmente 
hasta llegar al 15 por 100 al duodécimo año, añadien-
do, que la forma de la reducción para cada artículo se 
determinaría en el pormenor del Arancel. 
No se hizo excepción para ningún artículo. 
Para apreciar el espíritu que dominaba en 1869, 
conviene recordar que al presentar estas bases á las 
Cortes, el Ministro de Hacienda se separó de lo que 
había acordado la Junta de Aranceles acerca de los 
artículos de renta. El proyecto de bases de la Junta 
era mucho menos liberal en este punto que el del Mi-
nistro, pues decía, al hablar de la reducción de los 
derechos extraordinarios : • 
Base 4.a «El plazo de doce años (para las reduccio-
»nes) podrá prolongarse en aquellos artículos que pa-
»gan, por razón fiscal, derechos superiores al 10 por 
»ioo (era el límite que la Junta proponía para los 
»derechos fiscales), y son de los que mayores rendi-
mientos producen al Tesoro, como el azúcar, baca-
»lao y cacao.» 
Es decir, que, á sabiendas, el Ministro se apartó en 
este punto de lo propuesto por la Junta, y las Cortes 
aprobaron el proyecto tal como el Ministro lo había 
presentado. 
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A pesar de este precepto terminante, en el decreto 
de 12 de Julio de 1869, en virtud del cual se aprobó 
el Arancel nuevamente formado, se dispone lo que 
sigue: 
Artículo 4.0 «Los derechos que excediendo del 15 
»por 100 no lleguen al 20, se reducirán al 15 el día 
»1.0 de Julio de 1875. 
»Los demás derechos extraordinarios, desde el 20 
r »por 100 inclusive en adelante, se irán reduciendo 
»liasta el 15 por 100 por rebajas de terceras partes, 
»haciéndose la primera el citado día i.0 de Julio 
»de 1875, la segunda el i.0 de Julio de 1878, y la ter-
»cera y última el i.0 de Julio de 1881. 
»Los derechos señalados al resto de las partidas, 
»y que son ya hoy iguales ó inferiores al 15 por 100, 
»d corresponden á aquellos artículos que pueden so-
por ta r el recargo que hoy se les impone por lo eleva-
ndo de su precio 6 por lo general de su consumo, con 
»arreglo ála base 4.a, sufrirán ó no reducción llegado 
»aquel plazo, según entonces aconseje la convenien-
»cia. Las partidas correspondientes á cada uno de 
»estos grupos llevarán en el Arancel señales que les 
»distingan.» 
Estas señales fueron: la letra a para las partidas que 
debían reducirse al 15 por 100 en i.0 de Julio de 1875; 
la letra b para las que debían reducirse por terceras 
partes, y un asterisco para las mercaderías tarifadas 
con derechos de balanza. 
Todas las demás partidas que no tienen señal nin-
guna, ya se hallen gravadas con derechos extraordi-
narios ó fiscales, son las que pueden sufrir ó no re-
ducción desde i.0 de Julio de 1875, según entonces 
aconseje la conveniencia. 
Nótese primero que el decreto se separa del texto 
de la ley: en ella no se exceptúa de la reducción nin-
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gima mercancía tarifada con derechos extraordina-
rios, y sólo se deja al Gobierno la facultad de marcar 
la forma y modo como esta reducción deba hacerse, 
al paso que en el decreto se proponen excepciones de 
la reducción misma. 
Nótese también que entre los párrafos segundo y 
tercero del artículo 4.0 del decreto hay contradiccio-
nes, puesto que el segundo establece que los demás 
derechos extraordinarios, desde el 20 por 100, sufri-
rán rebajas, y el artículo 3.0 dice que los artículos de 
renta podrán ó no sufrirlas según aconseje la conve-
niencia. 
Nótese, por último, que la redacción de la regla 3.a 
no usa la expresión derechos extraordinarios, sino 
que emplea un giro algo confuso, y que la excepción 
terminante y precisa sólo aparece en las advertencias 
del Arancel. 
Dedúcese de todo esto, que la Administración, ins-
pirándose más en el deseo de mantener la recauda-
ción que en el espíritu de la ley, se separó un tanto 
de ésta, y las bases para la reforma del Arancel y el 
decreto aprobatorio del mismo no conservaron la 
necesaria y debida armonía. 
Esta falta de concordancia produjo reclamaciones 
inmediatamente después de realizada la reforma, y 
motivó que en el proyecto de ley del presupuesto de 
ingresos para el año económico de 1871-72, presen-
tado á las Cortes en 16 de Mayo de 1871, y que no 
llegó á aprobarse, se propusiera la anulación de la re-
gla 3.a del artículo 4.0 del decreto de 12 de Julio 
de 1869, y que, en su consecuencia, se redujeran al 
tipo del 15 por 100 todos los derechos superiores al 
mismo, en los plazos y en la forma que debían hacerse 
todas las reducciones de los derechos arancelarios. 
Inspirándome en el texto terminante de la ley y en 
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estos antecedentes, me creí en el caso de no hacer 
mención especial de este particular al proponer el 
restablecimiento de la base 5.a, y la Dirección gene-
ral de Aduanas, al redactar el proyecto de Arancel, 
rebajó los derechos de todos los artículos que los tie-
nen extraordinarios. 
Laudable y honrosa era la conducta de los vocales 
de la Junta de Aranceles que se fijaron en esta cues-
tión, y no creyendo tener elementos suficientes de 
juicio para decidirse acerca de ella, estimaron que 
debía dejarse su resolución á la apreciación discre-
cional del Gobierno; pero igualmente laudable, y á 
mi entender más acertado, fué el acuerdo de la ma-
yoría de la Junta, que reconociendo la divergencia 
que existe entre las bases del Arancel y el decreto de 
T2 de Julio de 1869, estimó que, aun en el caso de po-
nerse en duda que con arreglo á las primeras fuese 
procedente la rebaja, usando de la facultad discrecio-
nal que el decreto establece, era conveniente y útil 
llevar á cabo la reducción de derechos que presuponía 
la aplicación inmediata de la base 5.a 
A las razones de derecho que se han expuesto hay 
que añadir las que resultan del examen de los artícu-
los que el Arancel considera como de renta. El esta-
do adjunto, núm. 5, los detalla, expresando al propio 
tiempo los rendimientos que han producido por dere-
chos de Arancel durante el año de 1880, al cual co-
rresponde la última estadística publicada, y que eran 
los datos más recientes que la Junta de Aranceles 


























PRODUCTOS D E LOS ARTÍCULOS LLAMADGn 
ARTICULOS. 
Oro, plata y platino labrados 
Cloruro de sodio ^ 
Coches y berlinas de cuatro asientos y las carretelas de dos ta] 
bleros, con avances, capotas ó sin ellas, nuevos, usados á 
compuestos 
Berlinas de dos asientos, los ómnibus de más de quince asierJ 
tos y las diligencias 
Carruajes no expresados en las clases anteriores. . . . . 
Id . para viajeros en ferrocarriles y tranvías. • • M 
Los demás vehículos para ferrocarriles 
Carros de transporte y carretillas. . 
Aves vivas y muertas 
Bacalao y pez palo 
Azúcar 











Canela de Ceilán y sus semejantes. . . . 
Id . de las demás clases 










O E R E N T A D U R A N T E E L A Ñ O D E 1880. 






























































































De los 30.735.109 pesetas que produjeron en 1880 
los veintidós artículos de renta, 28.212.020 pesetas 
corresponden al bacalao, azúcar, cacao y aguardien-
te ; los diez y ocho artículos restantes no dieron en 
conjunto más que 2.523.089 pesetas, y de ellos hay 
siete que no han llegado á producir 36.000 pesetas, 
y tres que no han alcanzado la cifra de 100.000 pese-
tas cada uno. Basta citar estas cifras para que aparez-
ca la sinrazón con que ha pretendido hacerse una ex-
cepción en contra de estos artículos y presentarlos 
como el fundamento principal de los ingresos de las 
Aduanas. 
Respecto á los otros cuatro artículos, cuyos rendi-
mientos son efectivamente considerables, había razo-
nes de fuerza para comprenderlos en la baja. 
Por orden de importancia, figura en primer término 
el aguardiente, que produjo 10.590.545 pesetas por 
derechos de Arancel. 
Dos clases de aguardientes son los que se importan 
en España; el de las provincias españolas ultramari-
nas y el extranjero. Los derechos del primero se fija-
ron en virtud de la ley especial de relaciones comer-
ciales con las provincias ultramarinas, que responde 
á necesidades más altas y respetables que las fiscales, 
y estaban, por consiguiente, fuera de los preceptos 
de la base 5.a En cuanto al aguardiente extranjero, la 
baja de los derechos, que es de 3 73 por 100 del valor 
del producto, ha de influir en el aumento de la im-
portación de un artículo que se consume en España 
cada día más, en sustitución del aguardiente de vino, 
cuya producción ha disminuido, con ventaja de la 
industria agrícola, que encuentra más beneficio ven-
diendo el vino que empleándole en la destilación. 
La importación del aguardiente, no sólo en todo el 
año de 1882, sino también en el segundo semestre del 
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mismo, aisladamente considerado, y durante el cual 
se han aplicado los derechos reducidos, ha superado 
á la de los mismos períodos del quinquenio de 1877 
á 1881. 
Sigue el bacalao con 7.758.544 pesetas. La baja en 
el derecho típico de este artículo es de 6 por 100. 
Es, no sólo de ley, sino de justicia, que se realice. 
Cuando se rebajan todos los artículos; cuando se pide 
la baja de las sustancias alimenticias para favore-
cer á las clases menesterosas, no podía negárseles 
esta compensación. La importación del bacalao, que 
había decrecido en el primer semestre de 1882, con 
relación á los mismos semestres del trienio anterior, 
ha aumentado en el segundo semestre, á pesar de la 
carestía del artículo en los países productores, por la 
escasez de la cosecha última. 
Viene después el azúcar con 4.805.847 pesetas. 
Esta cantidad es la suma de los derechos pagados por 
el azúcar antillano y filipino y por el extranjero. Los 
derechos de las dos primeras importan cerca de tres 
millones de pesetas; los del azúcar extranjero, algo 
más de dos millones. 
Es aplicable al azúcar de las provincias españolas 
la misma observación que al aguardiente de igual pro-
cedencia, y en cuanto al azúcar extranjero, la baja es 
como en el bacalao de 6 'Z, por 100 del valor del ar-
tículo. La importación del azúcar, tanto en el segun-
do semestre del año de 1882, como en todo este año, 
supera á la de iguales períodos del quinquenio de 
1877 á 1881. 
Los cacaos produjeron á las Aduanas en 1880 un 
ingreso excepcional, pues se elevó á 5.057.084 pese-
tas, de los cuales 1.596.630 pesetas corresponden al 
Caracas y 3.460.454 al Guayaquil. Este artículo ha 
sufrido una baja de 6 por 100; esto es, que en lugar 
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de 35 Por 100 pagará 28 Vs, además de un fuerte re-
cargo por impuesto transitorio y municipal. Se trata 
de un artículo de gran consumo en España, y la dis-
minución del derecho ha de producir la mejora del 
chocolate, ya que no abarate su precio, siendo, por lo 
tanto, esta baja de gran conveniencia. 
No es posible realizar completamente el examen de 
los efectos de la reforma con los datos referentes á 
los seis meses de haberse aquélla llevado á cabo. Los 
efectos de la baja de los derechos no se hacen sentir 
inmediatamente, sobre todo cuando acontece, como 
ha sucedido el año próximo pasado, que la pérdida de 
las cosechas en muchas provincias de España, ha 
perturbado la marcha del comercio. 
Sin embargo, se produce la convicción de que la 
reforma es beneficiosa para los intereses materiales 
del País, al examinar el estado de los principales 
artículos importados en el segundo semestre del año 
de 1882, comparado con igual semestre de los años 
anteriores. Este estado, que es adjunto y lleva el nú-
mero 6, se halla dividido, para la mayor facilidad en 
su estudio, entres secciones: una paralas primeras 
materias y los útiles empleados en la industria, otra 
páralos productos elaborados, y la tercera para las 
sustancias alimenticias. 
En las primeras materias, aparece que ha aumen-
tado la importación del carbón de piedra, algodón en 
rama y seda en rama; los cueros presentan una ligera 
baja; la maquinaria, las embarcaciones, los hierros y 
las herramientas, los productos químicos y las made-
ras se hallan en progreso. 
Respecto á los productos elaborados, el aumento 
aparece en todas las partidas, aunque sin ser muy 
considerable, excepto en la perfumería, los tejidos de 
hilo y los con mezcla, durante todo el año de 1882, 
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comparado con los anteriores; pero si se observa la 
importación del segundo semestre de este afio, se 
notan bajas importantes, principalmente en los hila-
dos de algodón y en la pasamanería, entre las cifras 
de dicho semestre y las del correspondiente de 1881. 
Aunque á primera vista parecen constituir una 
excepción los tejidos de lana, ha de tenerse en cuen-
ta que la distinta clasificación arancelaria de estos 
tejidos en el Arancel de 1882 y el de 1877 hace apa-
recer como tejidos de lana, artículos que antes se afo-
raban en las Aduanas como tejidos de hilo ó como 
tejidos de lana con mezcla, y por consiguiente, para 
hacer la comparación hay que reunir los tres grupos 
de tejidos. 
El fenómeno de la disminución de las importacio-
nes en el segundo semestre de 1882, se explica por 
el malestar de algunas provincias; pero demuestra 
que la reforma arancelaria no ha influido de una ma-
nera tal en el comercio de importación que los pro-
ductos extranjeros sustituyan y suplanten á los simi-
lares del País en los mercados nacionales. 
Vendrá el. aumento cuando cesen las causas aflicti-
vas que hoy pesan sobre los mercados; pero el au-
mento significará el acrecentamiento del consumo y 
la disminución de las introducciones ilícitas, y no la 
perturbación, y mucho menos la ruina de la industria 
nacional. 
En las sustancias alimenticias se presenta el au-
mento que antes se ha señalado en el bacalao, azúcar, 
aguardiente y cacao; lo tienen también el vino y la 
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El gran incremento de la importación de trigo, ha-
rina de trigo y otros cereales, debido á la pérdida de 
las cosechas, lejos de ser un bien, debe considerarse 
como un acontecimiento deplorable y accidental que 
ha influido desfavorablemente, perturbando y restrin-
giendo la marcha de nuestro comercio exterior. 
Sin esta causa fatal, otras serían las cifras y más 
lisonjeros los resultados de la reforma; pero el estu-
dio detenido de lo que queda expuesto y el del esta-
do núm. 6, hace presagiar un porvenir más lisonjero. 
I V . 
RELACIONES COMERCIALES ENTRE L A PENÍNSULA 
Y LAS PROVINCIAS DE U L T R A M A R . 
Entre las cuestiones que exigían una solución radi-
cal y urgente, cuando me encargué del Ministerio 
de Hacienda, descollaba la de las relaciones comer-
ciales entre la Península y las provincias' de Ultra-
mar, reforma que era necesaria para completar los 
progresos que se hallaban en vías de realización en el 
régimen social y político de nuestras Antillas. 
El deseo de establecer la libertad de comercio 
entre estas provincias y las de la Península era una 
aspiración nacional, sólo contrariada por dos causas 
á primera vista muy poderosas: la necesidad de 
sostenerlos ingresos de las Aduanas, y el temor de 
inferir agravio á la producción azucarera peninsular. 
Examinada la parte que en la recaudación de 
Aduanas correspondía á los productos de las Antillas 
y Filipinas, resultaba que no era de una entidad tal 
que no pudiera acometerse alguna reducción. 
La cantidad que el Erario ha perdido por derechos 
de importación de los productos de las provincias 
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españolas ultramarinas, representa un tanto por cien-
to bastante reducido en la totalidad de los derechos 
de importación, tanto por ciento que venía en dismi-
nución constante desde 1860 á 1880, en cuyo último 
año no llegó al cinco y medio por ciento del importe 
total de los derechos de Arancel. 
Investigando cuáles eran los productos de las pro-
vincias ultramarinas que rendían estos ingresos, re-
sultaba que, á excepción del tabaco, que mientras 
subsista el estanco no puede ser considerado como 
artículo de comercio, sólo el azúcar, café, aguardien-
te y cacao producían ingresos de importancia, siendo 
insignificantes los de todos los demás géneros. 
Los derechos del azúcar, que representaban, por sí 
solos, la parte principal de los ingresos, se habían re-
ducido sucesivamente por las leyes de Presupuestos 
de 1878-79 y 1880-81, en términos que los azúcares 
comunes, hasta el número 14 de la escala holandesa, 
sólo pagaban 8,75 pesetas por 100 kilogramos, y los 
de superior graduación un derecho doble. 
Esta modificación, tan conveniente bajo el punto 
de vista político, debía acarrear y acarreó una baja 
en los ingresos del azúcar. Además produjo dudas y 
confusiones en los despachos, porque la Administra-
ción estableció el análisis sacarimétrico para distin-
guir los azúcares superiores é inferiores al núm. 14 de 
la escala holandesa. Aquel método científico, no co-
nocido suficientemente en el comercio español, fué 
motivo de reiteradas quejas, y era de necesidad ha-
cerlo desaparecer. 
Debo declarar con franqueza, que yo profesaba en 
este punto ideas más expansivas de las que han preva-
lecido al aprobarse la ley. Me proponía hacer des-
aparecer, en absoluto, los derechos diferenciales entre 
los azúcares superiores é inferiores al núm. 14 de la 
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escala holandesa, fijando por de pronto á todas las 
clases el derecho que satisfacían los más baratos, re-
duciendo este derecho á la mitad en i.0 de Enero 
de 1885 y aboliéndolo completamente en i.0 de 
Enero de 1888. Este era el espíritu del proyecto 
de ley que presenté á las Cortes en 24 de Octubre 
de 1881, reformando las relaciones comerciales entre 
la Península y las provincias ultramarinas. 
La Comisión de las Cortes que entendió en el exa-
men de este proyecto, inspirándose en los más patrió-
ticos sentimientos, creyó prudente oir, antes de dar 
dictamen, á todos los interesados en el mismo, esto 
es, á los productores de azúcar peninsular, á los co-
merciantes en géneros coloniales y á los representan-
tes de la industria cubana y puertoriquefia. Convinie-
ron todos en una modificación que, haciendo menos 
rápido el tránsito del sistema arancelario entonces 
vigente á la libertad completa de comercio, armoni-
zara todos los intereses. A l efecto propusieron: i.0, la 
conservación de derechos diferentes para los azúcares 
inferiores y para los superiores al núm. 14 de la escala 
holandesa, haciendo esta distinción en los despachos 
de las Aduanas, por la comprobación del color; y 2.0, 
que las rebajas de los derechos se hagan por décimas 
partes, de modo que sólo se llegue á la libertad en el 
año de 1892. 
No era éste el sistema que yo me proponía seguir; 
pero creí oportuno aceptarlo, porque conducía al mis-
mo resultado, y por no ser causa de dificultades que 
hubieran acaso aplazado de una manera indefinida 
la realización de un deseo general en el País. 
Aunque con las medidas adoptadas parecía definiti-
vamente terminada la lucha de los intereses de la in-
dustria azucarera peninsular y antillana, todavía el 
Gobierno tuvo que intervenir nuevamente, con moti-
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vo de una cuestión, al parecer de detalle, pero que 
en el fondo implicaba notable importancia. 
Según la ley, sólo el azúcar, aguardiente, cacao, 
chocolate y café deben satisfacer derechos cuando 
procedan de las provincias y posesiones españolas ul-
tramarinas; los demás artículos son libres de dere-
chos. 
Á pesar de esto, habiéndose introducido por la 
aduana de Palma de Mallorca miel de cañas concen-
trada, esto es, un residuo de la elaboración del azú-
car, que por los procedimientos imperfectos de fabri-
cación que se siguen en las Antillas contiene cierta 
cantidad de azúcar, aquella Aduana pretendió exigir-
le los derechos del azúcar inferior al número 14 de la 
escala holandesa. 
Pasado el expediente á la Junta de Aranceles, la 
Comisión nombrada para informar acerca de este 
asunto no pudo tomar acuerdo unánime, opinando la 
mayoría que el producto era una mezcla de miel y 
azúcar, que la primera era libre según la ley, y el se-
gundo debía pagar derechos de arancel ; pero no indi-
có los medios de averiguar la cantidad real de azúcar 
que existía unido á la melaza. 
La minoría de la Comisión sostuvo que todo el pro-
ducto era verdadera miel, aunque tuviera un sedi-
mento de azúcar, y que con arreglo á la ley es libre 
de derechos de Arancel. 
La minoría hizo además la salvedad de que el azú-
car que se extraiga de la miel en cuestión, debe pa-
gar los impuestos transitorio y municipal, del mismo 
modo que los satisface el azúcar elaborado con el jugo 
de las cañas dulces que se cultivan en la Península. 
La Junta aceptó la opinión de la minoría por 20 vo-
tos contra 9, y quedó reconocido en la discusión: i.0, 
que con arreglo á la ley, las mieles de todas clases son 
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libres; 2.0, que el producto presentado al despacho en 
Palma es una verdadera miel, pues responde perfec-
tamente á la definición que da de las mieles la nota 41 
del Arancel; 3.0, que desde 1879 se importan por Pal-
ma de Mallorca mieles concentradas para extraer de 
ellas el azúcar que contienen, de cuyo hecho tiene 
conocimiento la Dirección de Aduanas desde enton-
ces; 4.0, que dicho Centro informó en 1879 que para 
facilitar el comercio con las Antillas debían declarar-
se libres algunos artículos, entre otros las mieles, es-
timando que de este modo se protegería la producción 
nacional; 5.0, que sosteniendo en 1879 la Dirección 
general de Aduanas que no podian bajarse los dere-
chos de los azúcares que entonces pagaban 17 pesetas 
50 céntimos los 100 kilogramos, y sabiendo que se 
importaban mieles concentradas que sólo abonaban 
dos pesetas 80 céntimos, no temió el fraude que pu-
diera hacerse importando mieles ricas en azúcar, frau-
de que se eleva á 14,70 pesetas los 100 kilogramos; 
6.°, que este fraude es mucho menos de temer ahora 
que el azúcar inferior al núm. 14 sólo paga 5,50 pe-
setas los 100 kilogramos, derecho reducible de año 
en año , pues aunque las mieles sean libres, el benefi-
cio para los importadores es mucho menor que en 
1879; 7.0, que la declaración de que las mieles son 
libres responde perfectamente al espíritu de la ley, 
que desea poner en iguales condiciones fiscales los 
productos antillanos y los peninsulares, y da á los fa-
bricantes de azúcar peninsular la facultad de poder 
trabajar durante todo el año, puesto que cuando aca-
ben de elaborar el jugo de la caña que se cultiva en 
el país, podrán continuar el trabajo extrayendo de las 
mieles el azúcar que contiene; y 8.°, que la importa-
ción de las mieles en la Península con libertad de de-
rechos es una de las franquicias que con más insisten-
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cia han pedido los cubanos y puertoriqueños como 
medio de fomentar la producción azucarera de aque-
llas islas. 
En presencia de tales consideraciones, me conformé 
con el dictamen de la Junta de Aranceles, y por Real 
orden de 2 de Diciembre de 1882 S. M. dispuso que 
en estricto cumplimiento de la ley de 30 de Junio del 
mismo año, las mieles de caña, producto y proceden-
tes de las provincias de Ultramar, son libres de dere-
chos de Aduanas á su importación en la Península , y 
que los azúcares que se obtengan con dichas mieles 
deben pagar los derechos transitorio y municipal que 
se cobrarán de los fabricantes, en la forma más conve-
niente. 
V. 
REORGANIZACIÓN DE L A JUNTA DE ARANCELES 
Y VALORACIONES. 
La Junta de Aranceles formaba parte, como cuer-
po consultivo, de la Dirección general de Aduanas, y 
este carácter de dependencia había hecho suponer, 
infundadamente por cierto, que sus informes se su-
bordinaban á las tendencias de aquel Centro. 
La reorganización de la Junta responde, por consi-
guiente, al deseo de que ésta obre con una indepen-
dencia absoluta en la fijación de las valoraciones y en 
la reunión de los datos necesarios para realizar este 
trabajo, á fin de que no pueda sospecharse nunca que 
la Administración influye en el asunto con un fin de-
terminado. 
Ha tenido también otro objeto; ampliar las faculta-
des de la Junta á fin de que pueda reunir por sí misma 
los antecedentes relativos á los Aranceles de los de-
más países, y tener preparados los estudios necesarios 
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al proceder, en cumplimiento de la ley de 6 de Julio 
de 1882, á abrir nuevas negociaciones para ampliar 
los tratados de comercio que nos ligan con otras po-
tencias. Estos antecedentes permitirán también á la 
Junta conocer la modificación de las ideas en mate-
ria arancelaria, y por consiguiente, los informes de 
esta corporación señalarán al Gobierno las reformas 
que convenga emprender con objeto de fomentar los 
intereses nacionales. 
Por último, la Junta ha asumido la misión de dar á 
conocer al comercio, por medio de la publicación de 
las Memorias comerciales y otros documentos, aque-
llas noticias que son de difícil adquisición, y cuyo co-
nocimiento pueda convenir en las transacciones con el 
Extranjero. 
La imparcialidad más absoluta presidió en la reor-
ganización de la Junta; no hubo el deseo ni la tenden-
cia de que predominasen ideales económicos deter-
minados, sino el de que, de la discusión amplia y sose-
gada de las cuestiones, salgan las resoluciones más 
convenientes para los intereses generales del País; 
por esto en la nueva corporación figuran hombres de 
todas las tendencias económicas y de todos los parti-
dos, no siendo mayor el número de sus vocales para 
que sea más fácil y expedito el despacho de los nego-
cios. 
En el corto tiempo que media desde Su reorganiza-
ción, la Junta ha dado relevantes pruebas del celo y 
actividad que anima á todos sus vocales. Basta recor-
dar, en coiroboración de loque afirmo, la solemni-
dad y elevación de miras con que se discutieron en 
su seno la reforma del Arancel, de que antes se ha 
hecho mérito; la de la importación de las mieles de 
Cuba y Puerto Rico, y la formación del Reglamento 
de la misma Junta, aprobado por Real orden de 24 de 
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Noviembre de 1882, según el cual las discusiones po-
drán adquirir toda la amplitud necesaria para el escla-
recimiento perfecto de los asuntos, y las minorías ten-
drán el derecho de presentar enmiendas y adiciones 
á los dictámenes que se discutan, sistema no autori-
zado por los anteriores reglamentos. 
Por último, la Junta ha adoptado las medidas más 
acertadas para realizar el fin de su instituto; la fija-
ción de los valores oficiales revestirá un carácter de 
exactitud incontrovertible ,y los datos y noticias que 
la Junta ha de reunir sobre legislación arancelaria ex-
tranjera y sobre el comercio internacional, no sólo 
podrán ser estudiados por sus vocales, sino que tam-
bién serán conocidos del público, comprendiéndose, 
lo que de más sustancial tengan, en las Memorias 
comerciales que la Junta da á luz por entregas quin-
cenales que se reparten profusamente entre la pren-
sa, las corporaciones y las personas que se dedican á 
estudios económicos. 
V I . 
RENDIMIENTOS DE LAS A D U A N A S . 
Todas las medidas expuestas, todos los esfuerzos he-
chos para fomentar el desarrollo de la industria del 
País y el comercio internacional, necesitan un corola-
rio indispensable, y es que hayan podido llevarse á 
cabo sin detrimento inmediato de los ingresos de las 
Aduanas y con la esperanza de acrecentarlos, por el 
desenvolvimiento natural de la riqueza. 
Tengo la satisfacción de poder afirmar que también 
se ha conseguido este fin. Los ingresos de las aduanas 
están en alza con relación á los años anteriores, á pe-
sar de las bajas de los derechos que presuponía la 
aplicación de la base 5.a y la ley de relaciones con las 
provincias de Ultramar. 
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Ocioso es que recuerde que la ley de las relaciones 
comerciales con las provincias y posesiones españolas 
de Ultramar tiene como exclusivo objeto desarrollar 
el comercio con aquéllas y de ninguna manera aumen-
tar los ingresos del Tesoro, antes por el contrario, és-
tos han de sufrir un quebranto, con la baja de los de-
rechos primero y la libertad completa más tarde. Es 
un sacrificio pecuniario que el Tesoro hace en aras de 
intereses sociales elevados y patrióticos. 
Un hecho deplorable ha venido á perturbar la mar-
cha del comercio durante el año de 1882, y á detener 
el natural y previsto incremento que la rebaja de los 
Aranceles debía imprimirle. La pérdida de las cose-
chas en muchas provincias, y principalmente en las de 
Andalucía, ha obligado á acudir el extranjero en de-
manda de los cereales y harinas que nuestro suelo no 
ha producido. El gasto que esta necesidad ha ocasio-
nado es de muchísima entidad y puede calcularse en 
más de 117 millones de pesetas, como demuestra el 
siguiente cuadro: 
Cuadro de las cantidades, valores y derechos de los cereales y 








T O T A L . 
i.er semestre 
de 1882. . 
Trigo. 
I Harina le tn-
2.° semestre 
de 1882.. . 
Otros cereales 
Trigo 




77423.555 20.904.359 4.505.753 25.410.112 
3.355-S07 1.342-202 292.935 . 1.635.147 
17.129.040 2.740.646 548.129 3.288.775 





391.127.239 94.627.796 20.458.240 117.540.046 
(1) Se toman para el cálculo los últimos valores oficiales dados por la Junta 
de Aranceles y Valoraciones, que son: trigo, 27 pesetas los 100 kilogramos; 
harina de trigo, 40 pesetas los 100 kilogramos; los demás cereales, 16 pesetas 
los 100 kilogramos. 
(2) Las cantidades que comprende esta casilla para el trigo y la harina, son 
la suma de los derechos de arancel y transitorio. 
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Este desembolso enorme, que presupone un mayor 
quebranto por la pérdida de jornales en las clases me-
nesterosas y una limitación de su bienestar en las aco-
modadas, ha debido influir necesariamente, y de he-
cho ha influido, en los ingresos de las Aduanas. 
No es extraño, pues, que algunos, teniendo en cuen-
ta esta situación aflictiva del País, pretendan que, sin 
los derechos de los cereales, los rendimientos de las 
Aduanas han disminuido, y por lo tanto, que la refor-
ma del Arancel ha sido perjudicial para el Tesoro. 
El examen imparcial de los hechos demuestra lo 
contrario. Voy á exponerlos. Para la más fácil inteli-
gencia, se resume en el cuadro siguiente la recauda-
ción total de las Aduanas en los semestres de los 
afios económicos de 1877-78 al actual, las cantidades 
que han producido los cereales y la recaudación lí-
quida que resulta, deducidas éstas. 
Recaudación de las Aduanas en los semestres que se expresan, 





\ Julio á Diciembre de 1877 
) Enero á Junio de 1878. . 
Julio á Diciembre de 1878 
Enero á Junio de 1879. . 
\ Julio á Diciembre de 1879 
) Enero á Junio de 1880. . 
\ Julio á Diciembre de 1880 
I Enero á Junio de 1881. 
| Julio á Diciembre de IÍ 
I Enero á Junio de 1882. 






































Dedúcese del cuadro anterior que la recaudación 
total de las Aduanas en los primeros semestres de los 
años económicos de 1879-80 á 1881-82 es menor que 
la délos segundos semestres de dichos años, y fun-
dándose en este hecho, puede prudentemente espe-
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rarse que la recaudación en el semestre que atravesa-
mos ha de ser más alta que la realizada en los meses 
de Julio á Diciembre de 1882. 
Las cantidades que por cereales se han recaudado 
en cada uno de los semestres que se comparan es 
excesivamente variable; fué sólo de 146.809 pesetas 
en el primer semestre del año económico de 1877-78 
y ha excedido de 15 millones de pesetas en igual pe-
ríodo del año actual. 
Pero á pesar de esta importación, la mayor que se 
ha realizado de cereales, mediante el pago de dere-
chos de Arancel, los ingresos de las Aduanas son su-
periores á los del semestre correspondiente de 1881 -82, 
en que la importación de cereales produjo sólo pese-
tas 1.232,032, y ésta á su vez fué superior al semestre 
correspondiente de 1880-81 en que la importación 
de cereales fué casi igual á la de 1881-82. 
Dicen estos hechos, á juicio mío, que á pesar de la 
mala cosecha, los ingresos de las Aduanas están en 
progreso, y si éste se manifiesta cuando una causa de 
detención ha venido á contrariarlos, el día que esta 
causa desaparezca, los rendimientos de la renta toma-
rán el mayor vuelo que ha de imprimirles el des-
arrollo del comercio, determinado por la baja de los 
Aranceles. 
Y que la aplicación de la base 5.a ha influido en el 
mantenimiento de los ingresos de las Aduanas no 
cabe tampoco dudarlo. El cuadro antes copiado in-
dica que en el segundo semestre de 1881-82, y dedu-
cido el producto de los cereales, los ingresos de las 
Aduanas se habían paralizado, ya que no disminuido, 
con'relación al período equivalente del año econó-
mico anterior; es decir, que sin las mayores facilida-
des dadas al comercio, es posible que al malestar de 
las clases agrícolas se hubiera unido una paralización 
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en las transacciones mercantiles, y como consecuen-
cia, una baja en los ingresos de la renta. 
Y no se diga, por otra parte, que, sin el aumento de 
recaudación debida á los cereales, los ingresos de las 
Aduanas hubieran decrecido, causando un déficit en 
el presupuesto. 
Si por razón del mal año agrícola, nuestras Adua-
nas han recibido cantidades extraordinarias de cerea-
les, el gasto que el País ha hecho para adquirirlas se 
ha restado de las sumas que se hubieran empleado en 
la adquisición de otros artículos, cuya importación 
ha permanecido estacionaria; porque los consumi-
dores, lejos de disponer de las cantidades necesa-
rias para adquirirlas, se han visto en la necesidad de 
emplear sus ahorros en la alimentación. 
Por este hecho se ha verificado, en el caso de que 
se trata, que dirigiéndose preferentemente el tráfico 
á llenar el gran vacío de cereales que existía en el 
País, los cuantiosos recursos distraídos á este objeto 
por una parte, y la reducción del consumo por otra, 
han detenido el mayor incremento que evidente-
mente habría tomado la importación en general. 
Resulta, pues, como corolario forzoso de este razo-
namiento, que la mayor recaudación en las Aduanas, 
producida por la pérdida de la cosecha de cereales, 
constituye una verdadera compensación á la menor 
importación de otros efectos, debida á la misma 
causa, y que pueden sumarse como ingresos natura-
les una gran parte de los que he restado como ex« 
traordinarios. 
V I L 
REFORMAS EN PROYECTO. 
Las reformas que se han llevado á cabo en Adua-
nas necesitan varios complementos indispensables 
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para que dicha renta adquiera el estado de prosperidad 
á que está llamada, y llene su doble misión, que es 
procurar pingües rendimientos al Erario y armonizar 
los intereses del comercio y de la producción nacional. 
La rebaja de los derechos de algunas mercaderías 
que la industria manufacturera requiere para su tra-
bajo, es la más importante de estas reformas, y éste 
era el objeto del proyecto de ley sometido á la deli-
beración de las Cortes en 22 de Junio de 1882. 
Con motivo del tratado de comercio con Francia, 
una de las industrias á que aquél afectaba principal-
mente, la de tejidos de seda, acudió á las Cortes pi-
diendo, como compensación del perjuicio que pudiera 
inferirle, la reducción de los derechos de las sedas en 
rama, y en este sentido se formuló en el Congreso una 
proposición de ley. 
A l ser ésta tomada en consideración, manifesté que 
no debía considerarse una cuestión aislada la rebaja 
de los derechos de la seda en rama, sino que á mi 
juicio se aproximaba el momento en que era necesa-
rio adoptar alguna resolución sobre las primeras ma-
terias que sirven de base y de elemento á nuestra in-
dustria. Expuse también que me ocupaba de este par-
ticular, indicando mi propósito de someter á las Cor-
tes algunas medidas sobre primeras materias, que 
tenía en estudio. Dos meses después, y de acuerdo 
con el Consejo de Ministros, presenté el proyecto de 
ley, que pasó á la misma Comisión que entendía en la 
rebaja de los derechos de la seda. 
Este proyecto es la compensación que la justicia y 
la equidad aconsejan otorgar á las industrias manu-
factureras, para las éuales la protección arancelaria 
ha disminuido, con las reducciones de derechos reali-
zadas por el tratado de comercio con Francia y al 
aplicarse la base 5.a del Arancel. 
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E l proyecto de reducción de los derechos de las 
primeras materias tiene además otro objeto, que es 
armonizar los principios de la ley arancelaria de 1869 
con las necesidades de la industria. 
Esta ley, cuya tendencia es llegar á una tarifa pura-
mente fiscal, con derechos que para todas las mercan-
cías no excedan del 15 por 100, no tuvo en cuenta la 
situación desventajosa que se crearía á la industria 
nacional el día en que, llegando á dicho tipo los dere-
chos de los productos elaborados, se encontraran re-
cargadas las materias primeras con las cuales se fa-
brican ó que intervienen útilmente en su elaboración, 
tanto más cuanto que estas materias resultarían en al-
gunos casos más gravadas por las mermas que sufren 
la mayor parte de ellas en las operaciones indus-
triales. 
Para que la reforma arancelaria produzca los fecun-
dos resultados que de ella se esperan fundadamente, 
es preciso dar á la industria aquellas necesarias com-
pensaciones que asimilen sus condiciones de produc-
ción á las de las industrias extranjeras. 
Por esto, en el proyecto de ley de reducción de los 
derechos de las primeras materias, figura en primer 
término el carbón de piedra, elemento necesario para 
todas las industrias, excesivamente recargado en su 
coste por los fletes y gastos de descarga en los puer-
tos y por un derecho arancelario que se dobló, sin 
causa justificada, por la ley de 11 de Julio de 1877. 
Para este artículo me limité á proponer á las Cortes 
el restablecimiento del derecho fijado en el Arancel 
de 1869. 
La baja de los derechos de las lanas de todas clases 
y de las sedas es una compensación necesaria de las 
que han experimentado los tejidos de estas materias. 
Esta baja debe ser precursora de la libertad completa 
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de dichas fibras, á fin de que los fabricantes espa-
ñoles tengan completamente expeditos los medios de 
competir con los productos similares extranjeros, no 
ya en el mercado nacional, sino también en los de 
otros países. 
La reducción de los derechos de las lanas puede 
creerse, si la cuestión se examina superficialmente, 
que afecta á la ganadería española: un examen más 
detenido indica lo contrario. 
Rebajados los derechos de los tejidos de lana para 
facilitar el comercio internacional, abrir anchos mer-
cados á nuestros productos agrícolas y extirpar el 
contrabando, difícil de perseguir cuando el lucro que 
produce es considerable; si los fabricantes españoles 
no pudieran reducir los precios de las telas que elabo-
ran, las extranjeras sustituirían á aquéllas en los mer-
cados nacionales, la producción disminuiría y con 
ella el consumo de las lanas, y nuestros ganaderos se 
verían obligados á vender en el extranjero este ar-
tículo, y además del recargo que el transporte les 
produciría, tendrían que luchar con las lanas de todos 
los demás países productores sin el amparo de los de-
rechos arancelarios, que, sea cual fuere su cuantía, 
constituyen siempre una protección. 
La reducción de los derechos de los aceites de uso 
industrial reconoce por causa el fomento de la indus-
tria jabonera, injustamente perjudicada con los dere-
chos prohibitivos de dichos aceites, que son los que 
se emplean preferentemente en la fabricación del 
jabón. 
Estos derechos tan elevados se establecieron por la 
ley de Presupuestos de 1877-78, con objeto de evitar 
la falsificación de los aceites de oliva con los de algo-
dón. Pesan igualmente sobre todos los demás aceites 
industriales, incluso los secantes, que nunca pueden 
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mezclarse ni confundirse con el de oliva. Á mi juicio, 
no se ha alcanzado el fin propuesto al imponer tales 
gravámenes, porque siendo la fabricación de aceites 
de semillas una industria fácil de establecer, los dere-
chos altos crean en favor de ésta una protección que 
no está en armonía con la ley de Aranceles vigente. 
La industria olivarera se ha desarrollado sin la pro-
tección que hoy reclama; el aceite español afluye á 
los mercados extranjeros en tanta cantidad cuanta 
puede producirse ; al celebrarse tratados de comercio 
se ha cuidado de alcanzar derechos reducidos páralos 
aceites, y por último, los cosecheros de este producto 
se han beneficiado de las grandes reducciones de los 
derechos arancelarios realizadas desde 1862: justo es 
armonizar la protección que el Estado dispensa á esta 
industria con la que alcanzan los demás, á fin de que 
no haya intereses lastimados. 
Cierto es que el estado aflictivo de Andalucía exige 
cierta prudencia y mesura en la adopción de medidas 
que pueden afectar á uno de sus principales elemen-
tos de riqueza; pero el malestar de aquellas provin-
vincias es transitorio, y entiendo que un aplazamiento 
en la reducción de los derechos de los aceites sería 
suficiente para conciliar todos los intereses, sin re-
nunciar á llevar á cabo la reducción en el plazo, rela-
tivamente corto, que ha de transcurrir para el alivio 
de los males que ha originado la pérdida de las cose-
chas en el año próximo pasado. 
La reforma más importante, después de la proyec-
tada reducción de los derechos de las primeras mate-
rias, era la renovación de los tratados de comercio 
que nos ligaban con las naciones extranjeras. 
Casi todos estos tratados se habían celebrado con 
posterioridad á la reforma arancelaria de 1869 y se 
habían inspirado en el deseo de obtener de los países 
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extranjeros el trato de las naciones más favorecidas, 
conservando la facultad de alterar nuestro Arancel 
según la ley y la conveniencia nacional exigiera. 
Este sistema envolvía un inconveniente grave, 
y es que las naciones con las que concluyó España 
sus tratados conservaron una idéntica libertad, algu-
nas hicieron uso de ella, y elevaron los derechos de 
los productos españoles, sin reclamación posible por 
nuestra parte. 
E l sistema de tarifas anejas á los tratados se impo-
nía, pues, como una garantía necesaria para nuestro 
comercio de exportación. 
Con objeto de alcanzar esta garantía y obtener re-
ducciones de derechos para los productos españoles, 
propuse al Consejo de Ministros, y éste aceptó, la de-
nuncia de los tratados de Comercio, que se llevó á 
cabo en Octubre de 1881. 
Surgieron algunas dificultades respecto á la manera 
de abrir las negociaciones para la celebración de los 
nuevos tratados, por lo cual aquéllas no pudieron 
quedar terminadas en el plazo de un año desde la fe-
cha de la denuncia. 
Á algunas naciones hubo que aplicarles la primera 
columna del Arancel; á otras pudo concedérseles una 
primera próroga de dos meses en 10 de Octubre úl-
timo, y otra segunda que ha durado hasta el 15 de 
Marzo de este año. 
Sólo me conformé con esta última próroga, por 
deferir á los deseos del Gabinete de que formaba 
parte. 
No me cumple hablar más de estos particulares, 
por la índole especial y reservada de los mismos. 
Réstame ahora, para terminar la reseña de todo lo 
relativo al ramo de Aduanas, hacer algunas indica-
ciones sobre las reformas administrativas que, como 
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complemento de las económicas, juzgué necesario 
realizar, y han quedado en vías de ejecución en el 
respectivo Centro. Eran éstas, la reforma de las Or-
denanzas, la de la Estadística y la del Reglamento 
del personal. 
Las Ordenanzas de Aduanas, dictadas en 1870 para 
la administración de esta renta, han sido rectifica-
das parcialmente en algunos puntos y exigen notables 
alteraciones en un sentido expansivo , si han de po-
nerse en armonía con el espíritu liberal de las últi-
mas leyes arancelarias. 
E l nuevo Código, pues, habría respondido á los 
principios que han informado á éstas. Se hubieran 
simplificado los despachos en las Aduanas; moderado 
la penalidad en muchos casos, suprimiéndola en 
otros; ensanchado sus gradaciones para hacerla más 
equitativa; limitado las operaciones de fiscalización 
á las más esenciales, aunque hubiera de conservarse 
cierta clase de garantías de que es imposible despren-
derse. En resumen: se habría suavizado esta regla-
mentación, acomodándola á las nuevas necesidades 
y modo de ser del tráfico, con el fin de facilitar sus 
operaciones, libertándolas de todas las trabas que 
fuera posible, sin detrimento de la renta. 
La reforma de las Ordenanzas estaba en estudio á 
mi salida del Ministerio, y es de presumir que, si 
aquél se ha continuado, inspirándose en los princi-
pios liberales de las leyes arancelarias, dentro de poco 
tiempo alcance el comercio las mayores facilidades 
que desde hace tiempo reclama y que la legislación 
aduanera actual cercena en muchos casos. 
Á mi entrada en el Ministerio, las estadísticas 
anuales del Comercio exterior venían publicándose 
con retraso. Debido á las medidas que adopté, la de 
1880 se preparó en un año y medio, y la de 1881 po-
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drá estar publicada antes de este plazo, pues á mi sali-
da del Ministerio se encontraba ya muy adelantada. 
De todas maneras, la Estadística requería una refor-
ma urgente. Era mi propósito que este servicio co-
rrespondiera á sus importantes fines, no ya sólo en lo 
que se refiere á la rigurosa verdad de las cifras de 
nuestra importación, exportación y cabotaje, sino á 
su mejor ordenamiento, para formar con toda exac-
titud nuestras cuentas comerciales con cada país, 
y para obtener el más exacto conocimiento de la na-
vegación. 
Los trabajos preparatorios de esta reforma se ha-
llaban muy adelantados en la Dirección general de 
Aduanas á mi salida del Ministerio. 
Dejé también en estudio el Reglamento por que se 
rige el personal de Aduanas, que necesitaba igual-
mente reformarse. Era mi propósito restablecer en 
los ascensos el sistema de concursos, sujetándolos á 
reglas estrechas que garantizasen su otorgamiento 
sólo al mérito relevante y á los servicios extraordi-
narios, en términos de que á los primeros grados del 
escalafón de Aduanas sólo tengan acceso los em-
pleados más aptos é inteligentes del Cuerpo, herma-
nando de este modo el respeto á los derechos adqui-
ridos con el interés del servicio público. 
E l celoso Director general de Aduanas llevaba 
muy adelantado el proyecto del nuevo Reglamento 
y me daba oportunamente cuenta de sus propósitos, 
secundando las indicaciones que yo le tenía hechas. 
V I I I . 
M i gestión administrativa respecto á la renta de 
Aduanas ha producido reformas importantes que 
yo espero influyan poderosamente en el bienestar 
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del País; la ley de relaciones comerciales con las 
provincias de Ultramar ha destruido una barrera que 
se oponía al desarrollo de los intereses comunes de 
todas las provincias españolas; la aplicación de la 
base 5.a ha restablecido el imperio de la ley arance-
laria y marcado los límites dentro de los cuales se 
desarrollará y crecerá la industria nacional; la cele-
bración del tratado de comercio con Francia ha 
abierto un ancho mercado á importantes productos 
de nuestro suelo y ha dado además la norma de lo 
que debe hacerse en los que sucesivamente se verifi-
quen; y he dejado, por último, iniciadas las medidas 
complementarias de estas reformas, de que ha de re-
portar en su día beneficios el comercio y el servicio. 

RENTAS ESTANCADAS. 
Tres proyectos de ley tuve la honra de presentar á 
las Cortes en 24 de Octubre de 1881 relativos á las 
Rentas Estancadas : 
i.0 Introduciendo algunas reformas en la renta de 
Tabacos. 
2.0 Disponiendo que desde i.0 de Enero de 1882 
rigiese provisionalmente como ley un proyecto de 
reforma, que acompañaba, de la renta del Sello y 
Timbre del Estado. 
3.0 Suprimiendo las rifas de carácter permanente. 
Con modificaciones de un orden secundario, y que 
en nada afectaban á mis propuestas, las Cortes tuvie-
ron á bien aprobarlos. 
Estoy,, pues, en el deber de dar cuenta detallada, 
aunque sucinta, de lo practicado en dichos tres ramos, 
que son elementos importantes del presupuesto de 
ingresos; de los resultados obtenidos, y de mis planes 
ulteriores. 
I . 
RENTA DE TABACOS. 
Ya desde 1874, en que tuve la honra de desempe-
ñar el Ministerio de Hacienda, me preocupó la sitúa-
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ción de esta renta, llamada á ser abundante venero de 
recursos para el Tesoro ; pero el estado de las cosas 
públicas no permitía intentar las reformas que podía 
en principio considerar convenientes, como tampoco 
regularizar el suministro y abastecimiento de tabacos, 
siendo muchas las provincias en que era imposible 
verificarlo, por consecuencia de la guerra civil, sin 
riesgo de que, como aconteció varias veces, cayeran 
los surtidos en poder de los enemigos, con grande 
perjuicio de los intereses del Estado. 
Consideré preciso, sin embargo, no dilatar por más 
tiempo una importante reforma iniciada cuatro años 
antes, pero no ejecutada por causas diferentes; la de-
rogación del Real decreto de 20 de Abri l de 1866, 
que autorizó la introducción y venta libre de los taba-
cos de Cuba y Puerto Rico, dejando restablecido por 
este medio el estanco absoluto del tabaco. Esta dis-
posición fué acordada por el Sr. Presidente del Poder 
Ejecutivo en 26 de Junio de 1874, á propuesta mía, 
y se realizó venciéndose felizmente y sin perjuicio de 
ningún interés las resistencias qUe al principio se ini-
ciaron. Las ventajas que para el Tesoro se siguieron 
son bien conocidas de cuantos dedican su atención á 
estos asuntos. 
A l encargarme nuevamente del Ministerio de Ha-
cienda, tuve ocasión de conocer que la reforma de la 
renta había sido estudiada con mucha inteligencia por 
una Comisión nombrada al efecto en 1876, y que pro-
puso acertadas resoluciones, pero que éstas no habían 
sido acordadas en lo principal, si bien sobre puntos 
de importancia relativamente secundaria se promo-
vieron expedientes. No es de extrañar que así suce-
diera, pues cuanto se refiere á la elaboración y admi-
nistración de este producto estancado reclama muy 
detenido examen, convencimiento de la bondad de 
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la medida que haya de adoptarse y la previsión de 
todo lo necesario para asegurar el éxito, satisfacien-
do las exigencias del consumo y garantizando ma-
yores rendimientos. Mis propósitos tenían que su-
jetarse á estas ideas, y á realizarlas en cuanto fuera 
dable he consagrado toda mi eficacia. 
E l estado en que se encontraba este ramo en Fe-
brero de 1881 no era favorable, según las autorizadas 
noticias que recibía, para acometer sin dificultades ni 
peligros la reforma que la razón y la experiencia acon-
sejaban. Para apreciar, pues, aquel estado con la de-
bida exactitud, ordené á la Dirección general del ramo 
redactara una Memoria, que en efecto me presentó 
en i.0 de Marzo de dicho año, y su estudio me dió á 
conocer las siguientes conclusiones : 
1 .a Que la cantidad de ciento seis y medio millones 
de pesetas, producto íntegro obtenido en la renta du-
rante el ejercicio de 1879-80, aunque sostenía el pro-
gresivo aumento que se notaba desde que por fortuna 
cesaron las aflictivas circunstancias en que la Nación 
se había encontrado y demostraba el celo con que se 
procuraba fomentarla, estaba lejos de representarla 
verdadera importancia del consumo. 
2. a Que para satisfacer las necesidades de éste, fal-
taban los repuestos de primeras materias y de produc-
tos elaborados, condición indispensable si habían de 
cumplirse las disposiciones reglamentarias y los debe-
fes que el carácter de proveedor exclusivo impone á 
la Hacienda. 
3. a Que aun llevando al último límite la elaboración, 
los productos de ésta no eran suficientes para cubrir 
la demanda, quedando desatendido en parte el consu-
mo, que la industria fraudulenta se apresuraba á satis-
facer, no habiendo, por tanto, posibilidad de elevar 
los rendimientos á la altura correspondiente. 
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4.a Que los procedimientos industriales resultaban 
costosos é insuficientes y que los elementos mecáni-
cos con que se contaba se hallaban en mal estado. 
Pude á la vez conocer, por informes y datos que se 
me dieron, que los edificios de las fábricas, además 
de no encontrarse en buen estado, carecían de condi-
ciones higiénicas y no tenían las necesarias para efec-
tuar con desahogo las operaciones de las labores. 
E l examen de la precitada Memoria me hizo reco-
nocer, por último, lo temerario que sería acometer 
desde luego cualquiera reforma esencial que llevase 
consigo alteración de sistema y procedimientos, sin 
cuidarse antes de asegurar los surtidos para que el pú-
blico no sufriese, siquiera por breve término, faltas 
que redundarían también en perjuicio del Tesoro. 
Para dar solución á la primera cuestión, ó sea la de 
productos, se hacía necesario comenzar por resolver 
la segunda, primordial en este caso, aplazando cual-
quiera otra, por necesaria y urgente que pareciera. 
Esta prioridad se hallaba tanto más justificada cuan-
to que la existencia de primeras materias en las fábri-
cas apenas alcanzaría para elaborar hasta el mes de 
Agosto de aquel año, sin que se hubieran hasta enton-
ces contratado nuevos suministros, salvo una y poco 
importante excepción; presentándose, por consiguien-
te, el natural temor de que, en el caso de no efectuar-
se los contratos en breve período, y por lo tanto, no 
tener lugar la entrega de los tabacos en rama en las 
fábricas antes de terminar Julio, llegaran á ocasionar-
se graves conflictos. 
Forzoso era acudir á esta necesidad, y con efecto, 
lo hice. La Comisión de reformas había propuesto que 
se formulara un pliego general de condiciones al que, 
sin perjuicio de los particulares de cada suministro, 
se sujetaran todos los contratos ; mejora muy conve-
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niente en evitación de dificultades y abusos antes ad-
vertidos, que había sido sometida al previo estudio de 
los Centros administrativos, y que quedó autorizada 
por Real orden de 5 de Abri l de 1881, circulándose 
con profusión en España y en los mercados de tabaco 
el mencionado pliego de condiciones que ha regido y 
rige, con ventaja notoria de la Administración. 
Anunciadas las subastas y celebrados los contratos, 
se logró por este medio que el suministro de las fábri-
cas quedara atendido y que en el segundo semestre 
de aquel año se encontrasen los citados estableci-
mientos abastecidos de las primeras materias. 
La mayor dificultad se hallaba, por lo tanto, ven-
cida, y asegurados además los suministros en vir-
tud de los nuevos contratos, efectuados con positivas 
ventajas en los precios, á pesar de la alza considerable 
que tuvieron los de los tabacos en rama en los centros 
de contratación. 
Indispensables son siempre en los almacenes de las 
fábricas, en los provinciales y en los de partido los 
repuestos de tabacos elaborados : en ello gana el con-
sumidor, por la mayor bondad que adquiere el género 
no en'regándose al consumo inmediatamente después 
de su elaboración, y la Hacienda, porque los surtidos 
permiten satisfacer las exigencias de la demanda, con 
beneficio de sus intereses. Semejantes depósitos no se 
improvisan, sin embargo, pues una vez obtenidos los 
indispensables de las primeras materias, han de for-
marse aquéllos con la suma de labores que exceda á 
la demanda inmediata; remanente que no resulta en 
la proporción debida, toda vez que elevándose como 
se ha elevado el consumo, y contenida en parte la in-
troducción del contrabando, cuanto se elabora se 
vende con una brevedad que impide la formación de 
los precitados depósitos. 
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En presencia de estas observaciones, la lógica me 
llevaba á procurar el aumento de la producción; pero 
si reconocía la conveniencia de hacerlo así, encontra-
ba dificultades para realizarlo, pues, según dejo ex-
puesto, aun forzando todo lo posible la elaboración 
de las fábricas, apenas si se cubre el servicio, y esto 
con más ó menos contrariedades y gastos. 
Tal situación está creada por la falta de los elemen-
tos indispensables para alcanzar una mayor produc-
ción, hoy absolutamente precisa. 
De extrañar es que cuando los productos de la renta 
vienen sucesivamente creciendo, no se haya ocupado 
la Administración de plantear un sistema que respon-
diese á ese mismo desarrollo, ampliando los centros 
de elaboración y dotándolos de los elementos mecá-
nicos necesarios, que los adelantos modernos reco-
miendan, para impulsar discreta y científicamente la 
fabricación. 
Poco ó nada estaba hecho en este sentido, aunque 
es de creer se habrá pensado en la conveniencia de 
resolver tales cuestiones; pero ante la dificultad de 
decidir cuál fuera el sistema más acertado que de-
biera emplearse, hubieron de nacer los aplazamientos. 
De aquí que al avanzar un paso, al acordar alguna 
compra, al determinar la reforma de los elementos de 
producción, se verificase con la timidez que no sólo 
limita la acción, sino que generalmente da por resul-
tado gastos improductivos. 
Nada más lejos de mi ánimo que censurar acto ni 
procedimiento alguno de mis dignos predecesores en 
lo que acabo de exponer: emito sólo una opinión na-
cida del convencimiento que abrigo de que en esta 
clase de asuntos y en todos los de idéntica naturaleza 
tienen necesidad los ministros de afrontar con áni-
mo sereno responsabilidades, ciertamente de un orden 
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secundario, ante la seguridad que su conciencia les 
ofrezca de que obran en interés del servicio público. 
Por mi parte, convencido del deber y necesidad en 
que me encontraba de preparar los medios de dar 
mayor desarrollo á la renta, aumentando y perfeccio-
nando la fabricación, sometí á detenido estudio la 
cuestión de si sería más conveniente establecer nue-
vas fábricas ó ampliar las actuales. Lo primero, cuyas 
ventajas reconozco, exigía un gasto de tal naturaleza 
que no cabe dentro de los límites estrechos de nues-
tro presupuesto ordinario; y por lo tanto, aplacé su 
realización, consagrando mi eficacia á escogitar los 
medios de llevar á cabo lo segundo, sin renunciar en 
absoluto á lo primero. 
Teniendo en cuenta el crédito consignado en el pre-
supuesto de gastos, me propuse llevar á efecto la re-
forma y ampliación indispensable de algunas fábricas, 
y en especial de la de Madrid, necesidad urgentísima 
por razones notorias. Ordené, en su consecuencia, 
que se practicaran los trabajos preliminares encami-
nados á convertirla en un establecimiento que re-
uniese todas las condiciones que su importancia y los 
adelantos de la industria reclaman. 
Formulada por la Dirección general del ramo la 
correspondiente propuesta de los medios conducen-
tes al objeto y obtenida del Ayuntamiento la cesión 
de una parcela de terreno necesaria á completar el 
pensamiento, fué autorizada aquella para encomendar 
desde luego el proyecto completo de reforma general 
y nueva organización de la Fábrica de Tabacos de esta 
Corte al Ingeniero industrial de dicho Centro, cuyos 
trabajos realizados al presente permiten esperar que 
muy en breve sea un hecho la transformación exigida 
por el insostenible estado de cosas que se viene atra-
vesando. 
A l presentar á las Cortes la ley de 31 de Diciembre 
de 1881, expresé mi creencia de que armonizando los 
intereses generales y locales podría obtenerse de cier-
tas municipalidades, ya edificios, ya otras subvencio-
nes que facilitasen la instalación de nuevas fábricas 
con menos coste para el Estado y notorias ventajas 
para éste y para las poblaciones en que aquéllas se 
establecieran. 
Á consecuencia de mis disposiciones, secundadas 
por la eficaz gestión de la Dirección geneial, varias 
corporaciones populares solicitaron la instalación de 
nuevas fábricas ó ampliación de las existentes, distin-
guiéndose entre todas aquéllas el Municipio de Cádiz, 
que se prestó á hacer por su cuenta todas las obras 
necesarias para el ensanche y desarrollo de la fábrica 
establecida en dicha capital, con sujeción al proyecto 
que formara al efecto la Administración pública. 
Allanados los obstáculos que esta clase de servicios 
ofrecen, se formó el proyecto, el cual fué aceptado 
por el mencionado Municipio, no obstante ascender 
su presupuesto á 400.000 pesetas ; y efectuada la su-
basta de las obras en Enero último, se ha dado ya 
principio á los trabajos, siendo de creer se hallen ter-
minados dentro de pocos meses, consiguiéndose en-
tonces que el edificio en que está instalada la fábrica 
reúna todas las condiciones que son de desear, sin ha-
berse ocasionado desembolso alguno al Te soro. Las 
ventajas alcanzadas en este particular se han comple-
tado mediante haber cedido el ramo de Guerra varias 
construcciones antiguas, que facilitan el realizar en 
toda su extensión el proyecto de ensanche de talleres 
y servicios interiores de la fábrica. 
Resta añadir sobre este punto que se siguen nego-
ciaciones con los Municipios de Alicante, San Sebas-
tián y Bilbao para realizar iguales fines, habiendo lie-
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gado á formarse por el Arquitecto del primero de 
estos Ayuntamientos un proyecto encaminado á con-
seguir el expresado objeto. 
Quedaba todavía por resolver una cuestión que in-
teresa tanto como la ampliación de las fábricas: la de 
sustituir los actuales elementos mecánicos existentes 
en algunas, ya antiguos, destruidos en su mayor parte, 
deficientes en todas para la fabricación, que gravan 
con crecidos gastos por sus continuas reparaciones y 
amenazan con la posibilidad de una paralización de 
las labores, por otros nuevos, perfeccionados, capa-
ces de cubrir las necesidades del servicio, ofreciendo 
economías en la elaboración. 
Cuestión es ésta muy debatida, pues si bien todas las 
opiniones se hallan conformes con respecto á la ur-
gencia de proveer á las fábricas de elementos moder-
nos, se dividen acerca de la manera de realizarlo. 
Nombrada en Agosto de 1881 una Comisión para 
estudiar el asunto y proponer lo que considerase más 
conveniente en el particular, evacuó su informe en 
Diciembre del mismo año, y de él se deducía que 
siendo conveniente para normalizar el servicio em-
plear exclusivamente las máquinas y dedicar á los 
trabajos las horas ordinarias, no se podia, sin embar-
go, seguir este procedimiento, por cuanto la produc-
ción obtenida en 1880-81 á máquina y á brazo, en 
horas ordinarias y extraordinarias, no era suficiente 
para atender al consumo, ofreciendo un déficit impor-
tante, que sería mucho mayor, como es consiguiente, 
en el caso de adoptarse aquel procedimiento. Expu-
so también que las máquinas picadoras que actual-
mente se usan son insuficientes por su imperfecto sis-
tema y carecer de los elementos que complementan 
los talleres mecánicos y forman la base de los proce-
dimientos de esta clase de fabricación, haciéndose im-
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prescindible una reforma radical con objeto de esta-
blecer aquéllos. 
Examiné el asunto con detenimiento, teniendo en 
cuenta los precedentes, los gastos hechos anterior-
mente con análogo objeto y los resultados obtenidos; 
y en su consecuencia, y de conformidad con lo pro-
puesto por la mencionada Comisión, se dictó la Real 
orden de u de Mayo de 1882, poniéndose así tér-
mino á las discusiones y dilatorios trámites á que por 
tanto tiempo había dado lugar este asunto. 
Por ella se determinó : 
i.0 Que la reforma industrial de talleres mecánicos 
en las fábricas de tabacos se llevara á efecto por 
medio de subasta pública para contratar este servicio. 
2.0 Que para dar cumplimiento á la anterior dispo-
sición, se procediese desde luego por el Ingeniero de 
la Dirección general de Rentas Estancadas á la for-
mación de los proyectos completos, memorias, pla-
nos, presupuestos y pliegos de condiciones facultati-
vas para la instalación de dichos talleres, con las má-
quinas y elementos auxiliares de que deben constar, 
según los sistemas más perfeccionados, para producir 
las distintas clases de picaduras de tabaco, resolviendo 
el problema del aprovechamiento de la vena y el de 
establecer en una ó más fábricas, según las necesida-
des del servicio, y donde la elaboración de cigarrillos 
no se verifica actualmente, las máquinas liadoras. 
3.0 Que se redactaran por la Dirección general las 
condiciones administrativas bajo las cuales haya de 
contratarse el servicio, fijándose de una manera pre-
cisa y terminante : primero, que el contratista no po-
drá tener otro carácter que simplemente el de obrero, 
sin acción directa ni intervención alguna en el régi-
men, gobierno y administración de las fábricas; se-
gundo, que recibirá por inventario valorado todas las 
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máquinas, útiles y enseres de las mismas máquinas 
que existan en las fábricas, para devolverlos á la ter-
minación del contrato, satisfaciendo los desperfectos 
ó pérdidas que experimentasen; tercero, que queda-
rán á beneficio de la Hacienda, una vez terminado el 
contrato, todas las máquinas, artefactos, útiles y en-
seres que constituyeren dichos talleres, los cuales 
precisamente habrán de hallarse en perfecto estado de 
servicio al hacer la entrega á la Hacienda; y cuarto, 
que una vez estudiados por el Ingeniero de la Direc-
ción general los proyectos correspondientes á cada 
fábrica, é informados por corporaciones científicas, 
se remitieran al Ministerio de Hacienda, así como el 
pliego de condiciones para el contrato, á fin de que, 
aprobados que fueran, se procediese á subastar el ser-
vicio, en pública licitación, por diez años, sirviendo 
de base al efecto la mejora ó rebaja de los precios que 
actualmente se satisfacen y disminución de pérdidas 
por mermas que, según las tarifas, abona la Hacienda. 
E l Ingeniero de la Dirección general se hizo cargo 
de los trabajos de su competencia, que, según mis no-
ticias, estarán brevemente en disposición de ser utili-
zados. 
Por este medio, que considero práctico y realizable, 
alcanzaría beneficios la Hacienda si llegara á plan-
tearlo, á la vez que obtendrían ventajas los consumi-
dores, pues simultáneamente se aumentarían los in-
gresos, se perfeccionarían las elaboraciones, los sur-
tidos serían abundantes, y aún habría posibilidad de 
efectuar algunas reducciones en los precios. 
Debo ocuparme de otra reforma que es también 
importante y generalmente reclamada. Me refiero á 
los empaques de las labores de las fábricas de tabacos. 
Causas diversas dificultaban la perfección de este ser-
vicio, á pesar de las poderosas razones que lo exigían; 
entre otras, la facilidad que proporcionaba para la de-
fraudación de la renta. 
Reconocida está la conveniencia, la necesidad de 
que estos empaques, como todas las diversas clases 
de papel que lleven el timbre del Estado, sean elabo-
rados en un establecimiento oficial y sellados y distri-
buidos por la Fábrica del Timbre, única manera de 
garantir la legitimidad de los productos estancados y 
evitar las falsificaciones que tanto perjuicio vienen 
causando al Tesoro. Esta necesidad será atendida 
cuando quede cumplido lo dispuesto por Real orden 
de 29 de Diciembre de 1882, de que haré mención al 
ocuparme de la renta del Timbre. Entre tanto que se 
realiza, y para dar un paso que creo ha de acreditar la 
experiencia de acertado, siquiera sólo tenga carácter 
de transitorio, se ha verificado en el último período 
de mi administración una subasta en virtud de la cual 
ha quedado contratado el suministro de los nuevos 
empaques que han de cubrir los tabacos, en condicio-
nes tales que es de esperar sean apreciadas por el pú-
blico cuando las conozca y por la Hacienda cuando 
experimente sus ventajas. 
Cúmpleme hacer alguna indicación sobre la trascen-
dental reforma de declarar libre la siembra é industria 
del tabaco en las Islas Filipinas, en cuanto se relacio-
na esta medida con la Hacienda pública peninsular; 
reforma llevada á cabo con general aplauso por el 
Ministerio de que he tenido la honra de formar parte 
y debida á la iniciativa del que era dignísimo Minis-
tro de Ultramar, el Sr. D. Fernando de León y Cas-
tillo. 
Desde que se inició con elevado criterio esta cues-
tión, consagré á ella detenido estudio, puesto que mi 
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deber exigía examinarla, no sólo bajólos conceptos 
que á la Administración ultramarina se referían, sino 
con el no menos grave é interesante de las consecuen-
cias que la transformación intentada en aquellas apar-
tadas provincias pudiera producir, y aun acaso afec-
tar, á la Hacienda pública, de cuya gestión estaba 
encargado y cuyos intereses tenía la ineludible obli-
gación de defender. 
No debe olvidarse que el tabaco filipino constituye 
una de las bases y fundamentos más esenciales de las 
manufacturas del estanco en la Península, pues su re-
presentación es tan grande, cuanto que se eleva al 35 
por 100 de la rama que se emplea en las labores. 
Era, pues, justo y natural que me asaltara el temor 
de que si la previsión gubernamental no lo evitaba, 
podría dar lugar la reforma á pérdidas y perturbacio-
nes considerables para el Tesoro, y á la posibilidad 
de que llegara el caso de tener que alterarse las ac-
tuales confecciones, que la tradición y el gusto de los 
consumidores obligan á conservar, toda vez que, como 
artículo de libre comercio, podría ocurrir que eleván-
dose sus precios en el mercado, resultara demasiado 
costosa la adquisición ó tomara distintos rumbos el 
empleo de esta rama, quedando privada de ella la ma-
dre patria en las condiciones y cantidades que hasta 
entonces había venido realizando. 
Habíase celebrado un convenio en el año de 1876 
entre los Ministerios de Hacienda y de Ultramar con 
el fin de hacer el suministro de tabacos filipinos á las 
fábricas nacionales de la Península, bajo las bases en el 
mismo establecidas; y el progreso de la renta por el 
desarrollo del consumo, la disminución del contraban-
do y el gusto del público, cada día más pronunciado 
por determinadas clases de labores en que entra como 
principal componente la hoja de aquella procedencia, 
demostraban hacía algún tiempo la conveniencia de 
reformar en sentido de mayor suministro el expresado 
convenio; consideración muy importante que era pre-
ciso tener en cuenta. 
Debía asimismo tenerse presente que á pesar de los 
esfuerzos hechos por el Ministerio de Ultramar, con 
un celo digno de elogio, para satisfacer las repetidas 
excitaciones que al efecto le había dirigido el de Ha-
cienda, la provisión en las fábricas resultaba escasa, 
obligando á disponer subrogaciones con otros tabacos, 
cuyo procedimiento estaba por mi parte resuelto á 
suprimir, porque afecta al consumo, es perjudicial é 
injustificado tratándose de un suministro de cuyo mo-
nopolio está encargada la Administración. 
Pues bien; si la cuestión de abastecimiento de esta 
primera materia había sido difícil, por efecto de cir-
cunstancias especiales, no era ilógico presumir que 
pudieran llegar á ser mayores los obstáculos que sur-
gieran desde el momento en que el interés privado 
abusara del legítimo derecho que para él naciese de la 
libertad absoluta del cultivo y venta del tabaco. 
Para salvar esta dificultad, puestos de acuerdo los 
Ministerios de Hacienda y de Ultramar, el Consejo 
de Ministros aprobó el art. 3.0 del Real decreto de 25 
de Junio de 1881, que á la letra dice así : 
«Con objeto de satisfacer las necesidades de las fá-
bricas de la Península, se establecerá una contribu-
ción de tabaco en rama, repartible entre todas las 
provincias productoras, suficiente á cubrir aquéllas en 
la cantidad fijada por las leyes de Presupuestos, como 
subvención, y conforme á las condiciones estableci-
das actualmente.» 
De esta manera tan precisa se determinaba la ex-
tensión é índole de la subvención con que debían con-
tribuir al Tesoro de la Metrópoli las Islas Filipinas , y 
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previsoramente se salvaban los inconvenientes que 
un cambio tan radical de sistema podría ofrecer. 
Atendibles consideraciones sin duda, y el deseo de 
satisfacer reclamaciones que no carecían de funda-
mento, alejando todo motivo ó pretexto de perturba-
ciones que malograran una reforma no apreciada to-
davía en la extensión que merece, fué causa de que 
no prevaleciera la contribución en rama decretada. 
Sin embargo, esas circunstancias no eran bastantes, 
aun reconociendo toda su importancia, para relevar 
al Ministro de Hacienda de la responsabilidad moral 
que sobre él pesaba si no dejaba asegurado el derecho 
de la Hacienda peninsular, salvando toda contingen-
cia de que sufriera perturbación el servicio de la ren-
ta del Tabaco y perjuicios el Tesoro de la Metrópoli. 
Difícil era ciertamente armonizar unas y otras con-
sideraciones, unos y otros intereses; mas, sin embar-
go , deseoso por mi parte de contribuir á que así se 
realizara, estudié detenidamente el asunto, en unión 
con el Sr. Ministro de Ultramar, quien á su vez se ha-
llaba animado de iguales deseos, y después de razona-
das discusiones convinimos en que se obtenía el resul-
tado apetecido , prestando importante servicio , por 
medio de las disposiciones que contuvo el Real 
decreto de 2 de Diciembre del mismo año de 1881, y 
fueron las siguientes : 
«Artículo 1.0 Queda suprimida la contribución de 
tabaco en rama á que se refiere el art. 3.0 del Real de-
creto de 25 de Junio último. 
»Art. 2.0 Se comprenderá en los presupuestos ge-
nerales de las Islas Filipinas, desde el de 1883-84 in-
clusive, el crédito necesario para adquirir en subasta 
pública el tabaco en rama que corresponda remesar á 
las fábricas de la Península, con arreglo á lo estable-
cido en el art. 3.0 del citado Real decreto. 
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»Art. 3.0 Si por circunstancias especiales convinie-
ra , de acuerdo con el Ministerio de Hacienda, se des-
tinará este crédito á la adquisición de tabacos simila-
res de los Estados-Unidos ó de las islas de Cuba y 
Puerto Rico.» 
Con estas disposiciones considero que queda debi-
damente asegurado el suministro de tabaco que como 
subvención deben hacer las Islas Filipinas ; añadiendo 
que el art. 3.0 del expresado Real decreto no ha tenido 
otro alcance en mi ánimo que la previsión de circuns-
tancias excepcionales que, si hoy no pueden determi-
narse , acaso pudieran tener lugar algún día. 
En los veinticuatro contratos que mediante su-
bastas públicas se han celebrado durante el período 
de mi administración para el suministro de primeras 
materias y artículos necesarios á las fábricas y á los 
servicios de Rentas Estancadas, se han obtenido ven-
tajosos resultados. 
A l fijar los tipos máximos admisibles en las subas-
tas, siempre tuve presente, como es de rigor, los ex-
pedientes reservados que al efecto la Dirección gene-
ral instruyera, los datos oficiales suministrados por los 
cónsules de España y otras autorizadas personas en 
los puntos de producción, así como las cotizaciones 
de los mercados y demás noticias oportunas ; y de los 
tipos que resultaban como consecuencia del conjunto 
de estos datos, hice todavía rebajas al fijar los que ha-
bían de tenerse en cuenta en las subastas, cuyas reba-
jas, comparando el importe de los servicios á los pre-
cios que resultaban de aquellos datos y noticias con 
el señalado por mí, ascienden á la suma de 1.663.000 
pesetas. 
No obstante esta reducción, se obtuvo por resultado 
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de lós precios de la subástala economía de 12.750.109 
pesetas sobre los que respectivamente sirvieron de lí-
mite. 
Las comparaciones expresadas son en realidad las 
únicas que lógica y razonablemente pueden hacerse, 
puesto que la parificación de contrato con contrato 
de un mismo artículo ó concepto verificados en diver-
sas circunstancias y condiciones distintas no es proce-
dente , por la influencia que aquéllas forzosamente 
ejercen. 
Y sin embargo de esto, la comparación con iguales 
contratos anteriores aun presenta una economía de 
4.100.000 pesetas. 
De conformidad con lo dispuesto en el art. 2.0 de la 
ley de 31 de Diciembre de 1881, se rebajaron cinco 
céntimos respectivamente en cada uno de los cigarros 
denominados conchas y regalías peninsulares, y tam-
bién dejé en proyecto otra pequeña reducción en los 
cigarros suaves. Más puede hacerse, y más se hará sin 
duda en este sentido, si estudiándose las convenien-
cias de la Hacienda y del consumo público se estable-
cen nuevas labores, con especialidad para uso de las 
clases menos acomodadas de la sociedad y para la ex-
portación, lo cual puede, en mi juicio , verificarse en 
buenas condiciones si se aumentan, perfeccionan y 
abaratan los medios de producción. 
M i digno sucesor prestará, estoy seguro de ello , la 
misma atención y cuidado que yo he venido prestando 
al fomento de esta valiosa renta, y su reconocida ilus-
tración y celo obtendrán resultados superiores á los 
por mí alcanzados, de lo cual me felicito sinceramen-
te desde ahora. 
Para dar término á la exposición de cuanto consi-
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dero oportuno manifestar acerca de la renta de Taba-
cos, presentaré el cuadro de los rendimientos que ha 
ofrecido desde el ejercicio de 1876-77 hasta el corrien-
te, pues él por sí solo evidencia con qué interés debe 
atender la Administración á este rico manantial de 






Año de 1876-77 
» 1877-78 
. » 1878-79 
» 1879-80 
» 1880-81 
Primer semestre de 1881-82. . 
Segundo semestre de 1881-82. 
58.929.476,01 
60.792.461,20 119.721.937,21 
Como se ve, el aumento es progresivo , y hay fun-
dada confianza de que en el actual ejercicio de 
1882-83 los ingresos que esta renta produzca, si no 
llegan á 125 millones de pesetas, se aproximarán 
mucho. 
I I . 
TIMBRE DEL ESTADO. 
La índole diversa de los elementos contributivos 
que constituyen la renta del Timbre del Estado pre-
sentan notoria dificultad para llevar á la ley la equi-
dad debida á que con recto criterio aspira siempre la 
Administración, deseosa de evitar fundadas reclama-
ciones. 
Á la vez que éstas venían produciéndose desde la 
publicación del Real decreto de 12 de Setiembre 
de 1861, los rendimientos de la renta no alcanzaban la 
cifra correspondiente á su importancia; y en vista de 
ello y de la conveniencia de introducir algunas modi-
ficaciones aconsejadas por la experiencia, entre las 
que ocupaban preferente lugar la rebaja en los precios 
del porte de la correspondencia, la de uniformar y 
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suavizar las tarifas y la de hacer desaparecer el im-
puesto de guerra, me decidí ála reforma de esta renta. 
Dos medios había de realizarlo : el de dictar nuevas 
disposiciones que vinieran á aumentar el número de 
las existentes, y formaban ya un conjunto complicado 
y contradictorio, difícil de conocer, así para los con-
tribuyentes como para los mismos funcionarios encar-
gados de aplicarlas, ó redactar un proyecto de ley 
en el que, armonizando todos sus preceptos con las 
consideraciones expresadas, estuvieran consignados 
de una manera clara y explícita los deberes y los de-
rechos respectivos de la Hacienda y de los contribu-
yentes. 
La opción no era dudosa: lo segundo tenía incues-
tionables ventajas sobre lo primero, y opté por ello, 
formulando el respectivo proyecto de ley para some-
terlo á la deliberación de las Córtes. 
La tarea no era fácil, pero, sin embargo, la acometí, 
persuadido de que en la nueva legislación podría dar-
se un paso muy avanzado en el camino de la justicia y 
en beneficio del Tesoro, y que los defectos que se ad-
virtieran en la práctica se corregirían sin obstáculo, 
llegándose á la perfección por todos deseada. 
En justificación del carácter provisional que creí 
oportuno dar á la ley y que ha sido censurado, debo 
decir que existiendo, á mi juicio, como he indicado, 
gran dificultad para determinar principios absolu-
tos, reglas generales y proporcionalidad justa y uni-
forme en un ramo que abraza muchos y varios actos 
de la vida social, lo prudente era que quedase expe-
dita la acción administrativa, siquiera por un tiempo 
limitado, á fin de aclarar y determinar en definitiva lo 
que la razón y la experiencia aconsejasen. 
La ley de 31 de Diciembre de 1881 vino, pues, á 
satisfacer una necesidad, ampliando la reforma lie-
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vada á efecto por Real decreto de 12 de Setiembre 
de 1861, importante en verdad, y mejora positiva; 
pero que el transcurso de los años, las alteraciones 
que han sufrido los procedimientos en distintos ramos 
y la extensión que han tomado los negocios mercan-
tiles la hacían irregular y deficiente. 
La nueva ley y el reglamento especial para llevarla 
á efecto, á que han de sujetarse los Inspectores del 
Timbre, dictado en 3 de Mayo de 1881, y las ciento 
setenta y nueve consultas sobre dudas suscitadas, 
resueltas en el sentido que la misma ley y la equidad 
permitían, vienen á demostrar la preferente atención 
que al asunto he consagrado y la regularidad que he 
procurado introducir en este servicio. 
Se ha facilitado además por este medio el que con 
los elementos reunidos y los que se alleguen aún, 
pueda el Ministro de Hacienda someter al examen de 
las Cortes, en condiciones de acierto, un proyecto de-
finitivo, con arreglo á lo que previene el art. 2.0 de la 
expresada ley, á fin de que, constituyéndose en esta 
materia una situación permanente, desaparezca todo 
motivo de queja por injusticia ó desigualdad y facilite 
al Tesoro los recursos que por este concepto debe 
percibir. 
Es de tener presente, sin embargo, que al perfeccio-
narse la legislación vigente estableciendo lo oportuno 
para que desaparezca todo motivo de justa queja, y 
aun satisfaciendo en ella, con detrimento de los inte-
reses de la Hacienda, si esto fuera posible, las más 
exageradas pretensiones, todavía se seguirían advir-
tiendo los efectos de la costumbre, por desgracia ge-
neralizada, de faltar á los preceptos de la ley, no te-
niendo ésta otra garantía que la fiscalización, cuyo 
planteamiento en buenas condiciones es por demás 
difícil de conseguir. 
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Deseando facilitar los medios para que todos los 
tribuyentes por este concepto se colocaran en condi-
ciones legales, evitando, en cuanto el derecho permi-
tía, la imposición de las penalidades en que hubieran 
incurrido por ignorancia ó negligencia, fué expedido 
el Real decreto de 11 de Mayo de 1882, verdadero in-
dulto de las faltas cometidas en el empleo del timbre, 
el cual, otorgando un beneficio positivo á los infrac-
tores, permitía que al comenzar á regir la nueva ley 
desaparecieran los motivos de queja que se alegaban 
y se evitaran las molestias que la investigación pu-
diera ocasionar á los que hubieran contraído respon-
sabilidades. 
Muchos se acogieron á tan beneficiosa resolución; 
pero es de presumir que algunos defraudadores per-
manecieran en un censurable abandono, confiando 
acaso en la ineficacia de la fiscalización, y á reserva de 
levantar ruidosas protestas cuando experimentasen 
las consecuencias de su proceder y de calificar á aqué-
lla de atentatoria de los derechos y garantías de los 
ciudadanos, sin tener en cuenta que ellos dejaron de 
cumplir sus deberes. 
No se limitan á estos perjuicios los que el Tesoro 
experimenta en la renta del Timbre; hay otro, de ex-
tensión incalculable, que es de absoluta necesidad evi-
tar : me refiero á las falsificaciones. 
Con los elementos existentes y por los procedi-
mientos seguidos en la elaboración de todos los efec-
tos timbrados, no es posible que el signo del Estado 
en las diferentes manifestaciones que el impuesto 
abarca ofrezca garantías de seguridad, y por otra 
parte, la reforma que no sea fundamental, variando 
por completo las condiciones de aquellos productos, 
ha de ser necesariamente ineficaz para garantir los 
derechos de la Hacienda. 
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Fué opinión unánime de todas las personas llama-
das á entender en este asunto, que debía procederse 
á cambiar el actual sistema de elaboración de los efec-
tos timbrados por otro de mayor perfección, con gra-
bados artísticos de mérito, estampaciones delicadas, 
tintas especiales, y al mismo tiempo emplear para to-
dos los documentos que en una ú otra forma lleven 
el sello del Estado, clases de papel que ofrezcan se-
guridad y garantía. 
Para lograr lo primero, la Administración tenía el 
camino expedito, pudiendo allegar cuantos elementos 
fuesen necesarios; lo segundo ofrecía la imposibilidad 
de adquirir la masa de papel destinada á las distintas 
elaboraciones con los requisitos que debían exigirse, 
no existiendo otro medio para conseguirlo que cen-
tralizar efí una fábrica única, y exclusivamente vigila-
da ó dirigida por la Hacienda, la confección de todas 
las clases de papel que reclamase el servicio de las 
rentas estancadas, y que todo el que se emplease en 
el mismo, llevando dicho signo del Estado, fuese es-
tampado, contraseñado, distribuido y en realidad ad-
ministrado por la Fábrica Nacional del Timbre. 
Esta era también la opinión unánime de antiguo, 
así de los Centros oficiales, como de los Cuerpos con-
sultivos y de las personas competentes en la materia. 
Pero si existía conformidad de opiniones en este 
punto, los pareceres discrepaban, y aun eran contra-
dictorios, sobre la manera de realizar la reforma, pues 
mientras unos sostenían que la Administración por 
sí y por su exclusiva cuenta debía levantar y explotar 
tina fábrica de papel capaz de atender al suministro, 
otros creían mejor procedimiento el entregar este 
servicio á la industria é interés privado, en determi-
nadas condiciones. Tal divergencia hubo de dar lugar 
á la duda para resolver, ante el temor de ocasionar 
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grandes desembolsos que por cualquiera circunstancia 
imprevista resultasen inútiles, por más que fueran re-
productivos, dado que el éxito pudiera corresponder 
al intento, ó que la Hacienda se ligara por un largo 
período que constituyera en realidad una concesión 
de monopolio á favor de aquel con quien se contrata-
se el servicio, dejando imposibilitada la acción admi-
nistrativa para utilizar otros procedimientos que en el 
transcurso del tiempo la conveniencia aconsejase. 
Este estado de cosas no debía continuar, y falta hu-
biera sido en mí prolongarlo. Ordené, pues, que una 
Comisión muy caracterizada estudiase con toda ur-
gencia la cuestión, y previo el examen de todos los 
antecedentes, propusiera lo que estimase más oportu-
no y realizable. 
El informe que emitió permitía formar juicio exacto 
sobre lo que procedía hacer, y en su consecuencia se 
dispuso por Real orden de 29 de Diciembre de 1882: 
i.0 Que se llevara á efecto por medio de subasta 
pública, con arreglo á las disposiciones vigentes, la 
construcción en el término municipal de esta corte, 
en la zona que alcancen las aguas de las nuevas ace-
quias de riego, y situada de manera que tenga fáciles 
las vías de comunicación, de una fábrica para papel 
especial, con ricas filigranas sombreadas ó por claro, 
según la naturaleza y condiciones del producto, pero 
teniendo unas y otras marcas y contraseñas reserva-
das, cuya fábrica se dedicara exclusivamente á las 
elaboraciones del papel que las rentas necesiten, y 
capaz de fabricar en doce horas de trabajo diario todo 
el que como máximum pueda calcularse prudencial-
mente requieran las rentas del Timbre, Tabacos y 
Loterías. 
2.0 Que para realizar lo anteriormente indicado dis-
pusiera la Dirección general que el ingeniero indus-
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trial de la misma redactase y formulase desde luego 
un proyecto completo, con su memoria, planos, pre-
supuesto y pliego de condiciones facultativas de la 
precipitada fábrica, con arreglo y sujeción al progra-
ma que adoptara dicho Centro directivo, estipulándo-
se en el referido pliego de condiciones que el pago de 
los honorarios y gastos causados en la formación del 
proyecto, memoria, presupuestos, planos y demás que 
debieran satisfacerse al mencionado ingeniero, serían 
de cuenta del contratista á cuyo favor se adjudicara 
le servicio de construcción de la fábrica. 
3.0 Que una vez presentado por el referido ingenie-
ro el proyecto correspondiente, se sometiese al exa-
men de las corporaciones competentes que proce-
diera. 
4.0 Que en el caso, y una vez que fuera informado 
favorablemente por las expresadas corporaciones el 
antedicho proyecto, se redactase por la Dirección 
general el pliego de condiciones á que hubiere de su-
jetarse la construcción de la fábrica y el suministro de 
las clases de papel que en el período de los cuatro 
primeros años necesitasen las rentas estancadas, cuyo 
pliego habría de sujetarse á las bases generales pro-
puestas por la Comisión creada por Real orden de 6 
de Octubre de 1882, en su informe de 29 de Noviem-
bre siguiente, sometiéndose después á la aprobación 
del Ministerio de Hacienda el proyecto y pliego de 
condiciones, á fin de que, una vez aquélla obtenida, 
se procediese á contratar el servicio en pública lici-
tación. 
5-° Que se incluyesen en los próximos presupuestos 
y en los sucesivos, hasta tanto que fuere preciso, la 
cantidad proporcional necesaria para la construcción 
de la fábrica de que se trata. 
Y 6.° Que la Dirección general estudiara y propu-
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siera en expediente separado los medios que estimase 
necesarios y convenientes para que la Fábrica Nacio-
nal del Timbre pudiese verificar todos los servicios 
que las rentas necesiten, en las condiciones de bondad 
y trabajo que indicó la Comisión antes mencionada 
en su base décima. 
Abrigo la seguridad de que realizándose las medidas 
que quedan expresadas, llegará á cortarse la serie 
nunca interrumpida de las falsificaciones, que por la 
facilidad de expender los efectos falsificados, obte-
niendo crecido lucro, excitan un interés criminal, con 
grave perjuicio de la Hacienda. 
Los resultados que ha ofrecido esta renta desde el 
ejercicio de 1876-77 al presente, es el que sigue : 
Año de 1876-77. . . .• . 36.061.703,94 
» 1877-78. . . . . . 38.953.959,97 
» 1878-79. . . . . . . . . . 41.833.879,02 
» 1879-80. . . . . . 41.181.497,82 
» 1880-8.1. . ., . . . 42.702.158,94 
Primer semestre de 1881-82. . 24.978.964,20 
Segundo semestre de 1881-82. 20.784.282,28 
45.763.246,48 
Aunque el resultado del año de 1881-82 es satisfac-
torio en el conjunto de los dos semestres que consti-
tuyeron ejercicios distintos, no así si se examina el se-
gundo de ellos solamente, pues habiéndose recauda-
do pesetas 20.784.282,28, que corresponderían al año 
á 41.568.564,56, presenta una baja de 1.133.594,38 en 
su comparación con el ejercicio de 1880-81. 
Esta baja en el semestre en que empezó á plantear-
se la reforma, tiene su natural explicación, no sólo 
en las repetidas y diferentes falsificaciones descu-
biertas, sino también en la reducción realizada en el 
precio de franqueo de la correspondencia. Con efecto, 
aun cuando acerca de esta última causa no es posible 
determinar con absoluta fijeza el resultado de la refor-
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ma, en atención á no haberse publicado todavía la es-
tadística del movimiento de la correspondencia en el 
año de 1882, sin embargo, por datos particulares ad-
quiridos en fuentes que deben merecerme entero cré-
dito, estimo que la baja producida en la renta por 
el menor coste del franqueo ascenderá á pesetas 
2.311.297, puesto que en 1881 se inutilizaron sellos 
por 25.154.154 pesetas, y en 1882 por 22.842.857. En 
cambio la circulación tuvo un incremento considera-
ble, toda vez que en 1881 el número de sellos inutili-
zados se elevó á 103.382.941 y en 1882 á 136.568.880, 
presentando, por tanto, un aumento de 33.186.949.' 
Y como es de esperar que este aumento continúe, 
llegará en breve á obtenerse eLmismo producto que 
antes se obtenía. Aunque así no fuese, la reforma se-
ría aplaudida por todos, pues que se trata no tanto de 
una renta como de un servicio, y ampliando éste, la 
Administración realiza un bien que favorece á todos 
los españoles. 
I I I . 
L O T E R Í A S . 
Los hombres de Administración venían reconocien-
do la necesidad de suprimir las rifas de carácter per-
manente, que notoriamente perjudicaban, y en gran 
escala, los resultados de esta renta.' E l asunto se ha-
llaba ilustrado para formar juicio exacto; el expe-
diente instruido ofrecía demostración completa, y 
sólo eran necesarias la voluntad y la decisión para re-
solverla. 
La experiencia acreditaba que, ó llegaría en térmi-
no breve una notable reducción en los productos de 
la renta> muy superior á la que se venía sintiendo, ó 
era preciso que desaparecieran las rifas de carácter 
permanente. 
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Lo primero hubiera sido perjudicial para la Admi-
nistración, que ha necesitado y necesita este recurso, 
que lo es de verdadera importancia; lo segundo ofre-
cía dificultades, por ser necesario atender á conside-
raciones de índole y naturaleza diversas. 
Pero es el caso que aunque estas consideraciones 
se hallaban en el ánimo de todos y que se tocaban los 
notorios perjuicios que la inacción ocasionaba, la co-
sas permanecían en el mismo estado. 
Desde que se publicó la ley de Presupuestos de 11 
de Julio de 1877, que autorizó las rifas de premios en 
metálico para atenciones de beneficencia y utilidad 
pública, fueron muchas las corporaciones que se 
aprovecharon de aquella autorización; y poco tiempo 
después comenzaron á sentirse sus efectos, disminu-
yendo el progresivo aumento que venía observán-
dose desde 1873-74 en los valores de la renta. 
Fueron éstos decreciendo gradualmente, pronun-
ciándose resueltamente el descenso en 1879-80, y 
esta baja se acentuó de tal manera, que en alguno de 
los meses de 1881 figuraba aproximadamente por 
600.000 pesetas, sin esperanza de compensación, pues 
de día en día se aumentaban las rifas, inspirando el 
fundado temor de que anulasen la Lotería nacional, 
toda vez que en aquéllas se había adoptado la forma 
de ésta en los prospectos y en los billetes, que se adap-
taban, por sus precios, á la posibilidad de las clases 
menos acomodadas de la sociedad. 
Era, pues, indispensable proceder con resolución, 
si bien inspirándose en la mayor equidad posible, á 
poner término á semejante estado de cosas, pues la 
necesidad de aumentar los recursos ordinarios lo re-
clamaba. 
M i decisión, tomada después de detenido examen, 
se tradujo en el proyecto que tuve la honra de presen-
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tar á las Cortes en 24 de Octubre de 1881 y que se 
elevó á ley en 31 de Diciembre del mismo año. Por 
ella se suprimieron las rifas de carácter permanente, 
subvencionando á las corporaciones de Beneficencia 
que estaban autorizadas para verificarlas con la canti-
dad anual de 1.339.000 pesetas, equivalentes á los 
productos líquidos que obtuvieron en el año natural 
de 1879, que había servido de base para conocer sus 
ingresos y gastos, cuya cantidad se amplió hasta pe-
setas 1.363.000, concediendo por Real orden de 4 
de Febrero de 1882, y á virtud de lo dispuesto por 
el art. 3.0 de dicha ley, una subvención de 8.000 
pesetas á cada uno de los establecimientos de Pobres 
de Nuestra Señora del Consuelo de Ciempozuelos, 
Asilo de Sirvientas de Madrid y Asilo de Nuestra Se-
ñora de la Asunción, también de Madrid. 
Realmente se establecía un gravamen importante 
sobre los productos de la renta; pero teniendo en 
cuenta consideraciones estimables de que el Gobier-
no de S. M . no debía prescindir, ni las Cortes prescin-
dieron, el medio adoptado concillaba todos los inte-
reses y no hacía ilusorio el derecho" que pudiera con-
siderarse adquirido. 
Después de todo, los resultados han demostrado la 
bondad de la medida, y la prueba de ello la ofrece la 
siguiente comparación de los ingresos obtenidos por 
la renta en los meses de Enero á Diciembre de 1882 





Abri l . . . 
Mayo.. . 
Junio.. . 






R E C A U D A C I O N O B T E N I D A . 
E n 1882, E n 1881. 
D I F E R E N C I A S E N 1882. 
D e m á s . 
3 .816 .93I 
2 . 6 9 1 . 8 l 2 
3.874.2OO 
5.037.092 
4 . IOI .9O2 
5 - I05 . 3 I4 
3.49O.345 » 
I .905 .386 » 
2.991.741 » 






9 8 3 . 9 9 I » 
1.133.388 » 
I .336 .762 » 












I .383 .488 » 
I .423 .328 » 











73.632.O46 55.961.347,70 i7.67O.698.3O » 
25 por 100 del aumento P ías . 4 .417.674,58 
Corresponden á los establecimientos y 
Corporaciones que ántes celebraban 
rifas, por la indemnización de los doce 
meses » 1.339.000 » 
Resulta, por tanto, un beneficio a l 
Estado de.. . . . . . . . . . » 3.078.674,58 

ORGANIZACIÓN 
DE L A ADMINISTRACIÓN ECONÓMICA PROVINCIAL. 
Dada la necesidad de la reforma en el sistema tr i -
butario, y proyectada con la extensión que aparece 
d é l o que queda expuesto, se imponía de un modo 
absoluto la de la organización económica provincial, 
pues si bien la que existía significaba una tendencia 
plausible, no alcanzaba, sin embargo, á mi juicio, el 
grado de unidad, independencia y autoridad bastan-
tes para llenar su cometido, siempre importante, pero 
más aún en momentos de reforma, en los cuales las 
dificultades se aglomeran y el Ministro del ramo ha 
menester de autoridades que dependan exclusiva y 
directamente de él, porque sólo en este caso lees 
posible dar al planteamiento de aquélla el necesario 
impulso para conseguir en breve plazo la realización 
de sus propósitos. 
A l organizarse en 1845 el" sistema tributario, quedó 
establecido que los Intendent'es y los Administrado-
res fueran los encargados en las provincias de la ges-
tión de todo lo relativo á la Hacienda, organización 
que respondía á las necesidades del momento, y, en 
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mi opinión, debió subsistir, porque mejorándose de 
día en día, hubiera evitado tener que lamentar perío-
dos de retroceso para la Hacienda, en los que, pos-
puesto el interés económico al político, quizás contra 
los deseos de los Gobiernos, la administración eco-
nómica carecía de independencia y el Ministerio de 
Hacienda se hallaba á veces sin fuerza bastante para 
imprimir movimiento á la marcha administrativa. 
Con el objeto, sin duda, de obtener la unidad de la 
representación ministerial y del ejercicio de la autori-
dad delegada, se suprimieron en 1849 los Intenden-
tes, encomendándose toda la autoridad en el orden 
económico á los Gobernadores civiles, sin tener en 
cuenta que si los Departamentos ministeriales necesi-
tan independencia para funcionar con desembarazo, 
también la necesitan sus respectivos delegados en las 
provincias, sobre todo en el ramo de Hacienda, y 
más aún en tanto que las corporaciones provinciales y 
municipales no solamente ejerzan autoridad delegada 
en la esfera económica, sino que tengan al mismo 
tiempo el carácter de contribuyentes. 
La reforma de 1849 produjo los efectos correspon-
dientes. Los Gobernadores, jefes superiores de todas 
las corporaciones populares, encargados de hacer que 
éstas cumpliesen sus deberes, á la vez que de defen-
der sus intereses, los cuales podían ponerse en cir-
cunstancias determinadas en cierta oposición con los 
de la Hacienda, se hallaban colocados en una situa-
ción difícil, y el Ministro del ramo, como no podía 
ejercer sobre sus delegados, que no dependían de él 
exclusivamente, toda la autoridad precisa, se veía á 
veces contrariado en el desarrollo de sus planes. 
Y no eran éstos los únicos efectos que producía 
aquella organización. Por sensible que sea confesarlo, 
es lo cierto que en determinadas épocas la Hacienda 
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estaba supeditada por la Política, y los vaivenes de 
ésta y sus exageraciones influían de tal suerte en la 
marcha de aquélla, que si la una se entregaba al pre-
dominio de determinadas personalidades, lo propio 
ocurría respecto á la otra, con perjuicio del Tesoro y 
de los contribuyentes, víctimas en muchos casos de 
las pasiones de partido y aun de influencias é intere-
ses predominantes en las provincias y las localidades. 
Grande fué, en verdad, el paso que se dió en 1869 
al crearse las Administraciones Económicas ; pero ya 
por las dificultades que la transición ocasionaba, ya 
por la situación del Tesoro, no se dió toda la inde-
pendencia necesaria á las autoridades que se crearon, 
ni se les concedió toda la fuerza y prestigio indispen-
sables para que la reforma, útilísima en el fondo, die-
ra los resultados que su ilustre iniciador se propu-
siera. 
Entrañaba ésta, además, una dificultad casi insupe-
rable. Investíase de la autoridad al mismo funcionario 
á quien se encomendaba la administración, y era ma-
terialmente imposible que una sola persona desempe-
ñara ambos cometidos, de lo que se seguía que la ad-
ministración de los diferentes ramos estaba en reali-
dad confiada á empleados de las últimas categorías, 
faltos de respetabilidad, que es necesario tenga todo 
aquel que administra la fortuna pública. Por otra 
parte, diéronse tales atribuciones y se encomendaron 
tantos trabajos á las Intervenciones, que más que fis-
cales eran oficinas administradoras, resultando de 
todo esto que no existía la administración y, á veces, 
faltaba la intervención, pues en tanto que la oficina 
encargada de este servicio administraba, no podía in-
tervenir sus propios actos. De esta confusión en la 
provincia se originaba inevitablemente la anulación 
de los Centros directivos, que carecían de autoridad 
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bastante sobre los Jefes Económicos, dependientes 
directamente del Ministerio, y ni aun podían conocer 
con exactitud la marcha de la gestión con respecto á 
los tributos, rentas y derechos que administraban, so 
bre todo en su realización, porque la parte adminis-
trativa, es decir, la que debía serlo en la provincia, no 
llevaba la contabilidad auxiliar en los distintos ramos, 
y por lo tanto, no podía facilitar al Centro respectivo, 
sino en contados casos, los datos necesarios. 
Consideré, pues, indispensable la reforma, y traza-
do ya el camino por la de 1869, no había sino seguirlo 
con decisión ; pero para que aquella diera resultados 
era preciso separar las funciones administrativas de 
las interventoras ; que la Administración liquidara y 
realizara, y la Intervención fiscalizase. De esta suerte, 
sin confusión de atribuciones, con la independencia 
necesaria en los Jefes provinciales, se obtendría la 
armonía necesaria para la buena marcha de la gestión 
económico-administrativa, y garantías de acierto en 
el desempeño de las funciones respectivas á cada uno. 
Lo más útil era, sin duda, crear una verdadera au-
toridad en el orden económico, con facultades bas-
tantes y el prestigio necesario para que no resultase 
un simulacro de autoridad. Así como en la Adminis-
tración central los Directores administran sus respec-
tivos ramos, la Intervención general fiscaliza y el Mi-
nistro dirige á todos, en la provincia los Administra-
dores deben administrar, la Intervención fiscalizar y 
el Delegado dirigir ; porque de la misma manera que 
el Ministro no puede descender á los detalles y minu-
ciosidades diarias de la administración, incumbencia 
que corresponde á los Directores, así los Delegados 
no pueden abarcar todos los pormenores, á los cuales 
deben atender los Administradores. De este modo, 
la unidad de los Centros, resumida en el Ministro, 
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existirá en cada provincia resumida en el Delegado, y 
asimismo las Administraciones dependen de los res-
pectivos Centros, las Intervenciones de la Interven-
ción general y los Delegados del Ministro, y todos 
ejercen la superioridad jerárquica con la independen-
cia necesaria y bajo la responsabilidad debida, sin te-
mor á rozamientos que tanto perjudican á la buena 
marcha de la Administración. 
En la necesidad de crear esas autoridades, era pre-
ciso darles todo el prestigio necesario y la importan-
cia debida; y sabido es que, al menos en España, la 
importancia la da la categoría y la fuerza las atribu-
ciones. De aquí la elevación de los sueldos para los 
Delegados y el convertirles en las únicas autoridades 
del orden económico en las provincias, pues que ha-
ber dejado algunls atribuciones á otros funcionarios 
hubiera sido tanto como dejar el germen constante 
de competencias que tanto lastiman el buen nombre 
de la Administración. Por este medio se separa, cuan-
to es posible, la Administración de la Política, que si 
no deben ser antagónicas, no pueden estar antepuesta 
la una á la otra, sino marchar en perfecta armonía. 
Ejemplos que saltan á la vista, son una prueba irre-
cusable de que los pueblos modernos dan hoy á las 
cuestiones financieras en general, á sus presupuestos 
y á su Hacienda una primordial importancia, hasta el 
punto de que los grandes intereses de la producción no 
se preocupan de la Política, en algunos países, sino en 
el momento en que puede traer graves perturbaciones 
á las fuentes de la riqueza pública; y en otras naciones 
poderosas, su política internacional es, ante todo, la 
protectora y la propagadora de sus intereses económi-
cos, traduciéndose ahora en todas partes el poderío 
de los Estados por la fuerza de su organización finan-
ciera y los recursos de sus elementos económicos, á 
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cuyo progreso y más decidida garantía han de prestar 
eficaz apoyo el orden político y el administrativo, en 
su concepto más esencial. Y si por do quiera esto es 
verdad, entre nosotros existen además razones pecu-
liares para que se procure hacer cosa completamente 
separada el régimen de la Hacienda de las influen-
cias políticas, porque así se conseguirá, y no de otro 
modo, que el interés de la Nación se sobreponga á 
otros intereses particulares, que á veces se ocultan 
bajo el manto de cuestiones que suelen malamente 
recibir la calificación de políticas. Vivimos, por fortu-
na, en un régimen en el cual la Política, en su signifi-
cación más grande y más amplia, es verdaderamente 
la vida del País, que merced á nuestras instituciones 
toma directamente una parte muy considerable en su 
propio gobierno; pero la índole de nuestras institu-
ciones da precisamente un lugar muy preferente en 
este mecanismo á los asuntos de la Hacienda nacio-
nal, y nuestras leyes constitucionales son de ello un 
testimonio solemne y elocuente. 
Firme mi ánimo en esos principios, y seguro de que 
manteniéndolos con la debida entereza prestaba un 
servicio á mi país, no hice un solo nombramiento de 
Delegado respondiendo á tendencias ó exigencias 
políticas, y mantuve á algunos en sus respectivos 
puestos, no obstante que contrariaba otros propósi-
tos, por la seguridad que tenía de la rectitud é impar-
cialidad del funcionario. 
No ha faltado quien creyese que esta reforma sería 
irrealizable porque produciría una constante lucha 
entre los Gobernadores y los Delegados; pero no ha 
acontecido así, ni áun en los momentos de su im-
plantación, que eran, á no dudar, los más difíciles. 
La inteligencia y tacto distinguidos de mi digno com-
pañero el Sr. D . Venancio González, Ministro de la 
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Gobernación, por una parte, y de otra mis reiteradas 
recomendaciones para que los Delegados no se equi-
vocasen , con menoscabo de la autoridad que se les 
concedía, ni la exagerasen con detrimento de la con-
sideración personal debida al Jefe superior de la pro-
vincia, vinieron á demostrar que la armonía era posi-
ble; y abrigo la seguridad de que si, como es de supo-
ner, la reforma subsiste, en día no lejano se tocarán 
las ventajas de la creación de las Delegaciones, y has-
ta los mismos que la han impugnado la utilizarán, me-
jorándola, porque no tengo la pretensión de haber 
hecho una obra perfecta, si bien abrigo la creencia 
de haber puesto los cimientos para la organización 
económico-administrativa del porvenir. 
La nueva organización de la Administración eco-
nómica provincial ha contribuido poderosamente al 
aumento de la recaudación, según lo acreditan los si-
guientes estados: 
D I F E R E N C I A S E N 1881. 








Setiembre. . . . 66.100.343,18 
Octubre 57-633-777,io 
Noviembre. . . 88.288.419,17 
Diciembre.. . . 75.550.160,56 

























711.747.897,66 738.343.405,10 31.495.652,35 4.900.144,91 
Más recaudación desde Febrero á Diciembre de 1881. . . Ptas. 26.595.507,44 
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D I F E R E N C I A S E N 1882. 
D e 18S0. D e 1882. D e m á s . D e menos. 
Enero. . . . . . 48.511.624,30 49.182.718,43 671.094,13 » 
Febrero 79-344.542,8o 70.183.242,98 » 9.161.299,82 
Marzo 51.792.667,82 68.708.757,99 16.916.090,17 » 
Abril 49.008.197,95 51.185.535,45 2.177.337,50 » 
Mayo 78.93347S>9i 81.853.082,42 2.919.606,51 » 
Junio 53.041.778,74 57.813.404,71 4-77i-625,97 » 
Julio 48.919.950,47 56.022.595,46 7.102.644,99 » 
Agosto 63.134.583,96 57-303-II6,77 » 5.831.467,19 
Setiembre. . . . 66.100.343,18 80.526.293,73 14.425.950,55 » 
Octubre 57-633-777,io 66.085.641,52 8.451.864,42 » 
Noviembre. . . 88.288.419,17 94.543.477,32 6.255.058,15 » 
Diciembre.. . . 75.550.160,56 88.135.055,03 12.584.894,47 » 
760.259.521,96 821.542.921,81 76.276.166,86 14.992.767,01 
Más recaudación desde Enero á Diciembre de 1882 P¿as. 61.283.399,85 
Los cuadros precedentes demuestran el celo que la 
Administración tuvo aun antes de plantearse la refor-
ma, pues comparado el importe de la recaudación 
obtenida en los meses de Febrero á Diciembre de 
1881 con la alcanzada en iguales períodos de 1880, 
resulta un aumento de pesetas 26.595.507,44; y desde 
Enero á Diciembre de 1882, hecha la misma compa-
ración con el año de 1880, el aumento acreció hasta 
la suma de 61.283.399,85 pesetas. 
Datos son éstos que no dejan de tener su importan-
cia, atendido á que la recaudación por atrasos es cada 
año más escasa; y por otra parte justifican, no sólo la 
nueva organización, sino también el acrecentamiento 
de gastos que por razón de los sueldos de algunos 
funcionarios haya ocasionado. 
PROCEDIMIENTO 
EN LAS RECLAMACIONES ECONÓMICO-ADMINISTRATIVAS. 
La confusión que existía en cuanto se relacionaba 
con el procedimiento; la infinita variedad de reglas 
para la tramitación de las cuestiones cuasi contencio-
sas ; la dificultad de conocerlas todas, puesto que res-
pecto á cada caso eran distintas ; las corruptelas que 
á la sombra de esta confusión se habían introducido, 
sobre todo en orden al recibimiento á prueba, trámite 
que apenas si existía en algunos expedientes, y en otros 
de idéntica índole duraba años y años; la desigualdad, 
en fin, que por lo referente á las instancias resultaba 
desde el momento que para unos casos había cuatro 
en la vía gubernativa y aun se daba la contencioso-
administrativa, como sucedía en lo relativo á Derechos 
reales, y en otros solamente existían dos en la guber-
nativa y no se daba la vía contenciosa, como sucedía 
en Aduanas, hicieron que fijase mi atención en este 
asunto, importante cual ninguno, toda vez que se tra-
taba de la ley de garantía; pues de poco sirve que 
exista el derecho si no se concede medio fácil y segu-
ro de obtener su respeto* 
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La obra no era sencilla, en verdad : había que lu-
char con los abusos introducidos por la práctica; era 
punto menos que imposible cambiar de pronto el sis-
tema, y más difícil aún someter al nuevo la multitud de 
reclamaciones pendientes; pero dificultades de esta 
índole son para vencidas, no para temidas, y aten-
diendo á que en cualquiera ocasión existirían las mis-
mas, me decidí á proyectarla reforma, no con la es-
peranza de que desde el primer momento se corta-
rían los abusos, aunque sí en la seguridad de que 
andando el tiempo se normalizaría la tramitación de 
todas las reclamaciones de derecho intentadas por los 
particulares ante la Administración. 
Empezando por no dar efecto retroactivo á la ley, 
dejando que los expedientes en curso siguieran el pro-
cedimiento gubernativo según las reglas anteriormen-
te establecidas, á menos que, hallándose en estado en 
que fácilmente pudieran ser sometidos á la nueva ley, 
el interesado lo solicitase y la Administración acce-
diese áel lo , me propuse realizar cuatro fines princi-
pales : primero, que las instancias fueran las mismas 
para todos ; segundo, que se ampliaran los medios de 
defensa; tercero, establecer plazos para resolver; y 
cuarto, conceder la vía contenciosa contra todas las 
providencias que en el orden económico se dictaran 
respecto á reclamaciones de derecho. 
La diversidad de instancias era tal , como antes he 
indicado, que al mismo tiempo que unas reclamacio-
nes contaban con cuatro, dos en la Administración 
provincial y dos en la central, otras no tenían sino 
dos, la primera en aquélla y la segunda en ésta, y á 
veces la segunda no pasaba del Centro directivo, que 
no podía contar con el auxilio de los conocimientos 
de los Cuerpos de más respetabilidad en la Adminis-
tración ; siendo además de advertir que mientras en 
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aquellos casos aun se daba la vía contenciosa, en éstos 
era firme la resolución del Centro. Para evitar tales 
desigualdades se estableció la uniformidad de las dos 
instancias : la primera en la provincia ; la segunda 
ante el Ministerio; suprimiendo la segunda instancia 
ante los Centros, porque al ser éstos llamados á infor-
mar en las alzadas ante el Ministerio, natural era que 
apoyasen, por regla general, las resoluciones suyas de 
que se apelara. 
Con arreglo á los procedimientos anteriores, ocu-
rría que, formulada una reclamación, el interesado 
llegaba á verla resuelta, sobre todo en primera instan-
cia, sin que hubiera tenido nueva entrada en el expe-
diente, sin que le hubiese sido pedida prueba, al par 
que otros no salían jamás de este trámite, y siempre 
contaban los recurrentes con facilidades para aducir 
nuevos documentos, con más medios probatorios, ya 
para fortalecer su pretensión, ya para buscar las dila-
ciones que les convinieran. No tan sólo acontecía 
esto, sino que se admitían cuantas reclamaciones se 
presentasen, aunque el que lo hiciera no fuera el inte-
resado ni acreditase su representación, dilatándose 
unas veces de este modo medidas administrativas de 
interés para el Tesoro, y entorpeciendo otras la mar-
cha normal de la Administración. Era preciso que 
para lo sucesivo se corrigiese tal abuso, y al efecto 
propuse, y fué aprobado, que toda reclamación de 
parte se presentase por el interesado ó persona legal-
mente autorizada ; que á la pretensión acompañase la 
prueba documental; y que después que la Adminis-
tración uniera al expediente los documentos que es-
timara oportuno, se pusiera éste de manifiesto al inte-
resado, con objeto de que viese si le convenía ó no 
mantener su reclamación : de esta manera se le colo-
caba en iguales condiciones que la Administración, y 
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la especie de contienda sostenida entre ésta y el par-
ticular se llevaba, hasta donde es posible, en términos 
de igualdad, ya que no sea dable realizarlo en absolu-
to por la especialidad de este procedimiento, en el 
que ha de resolver una de las partes contendientes. 
No era menos importante y urgente poner coto á 
los abusos que se originaban de no haber disposicio-
nes que fijaran plazos dentro de los cuales habían de 
tramitarse y resolverse los expedientes, cuya termina-
ción, al comenzarse, no se podía prever, lo que, no 
favoreciendo al buen nombre de la Administración, 
retraía á muchos que se hallaban animados de buena 
fe y tal vez asistidos de derecho, y alentaba á los que, 
faltos de ella, esperaban alcanzar el logro de sus fines 
mediante su pertinaz constancia. Además, no tenien-
do plazos fijos de procedimiento, habría de apelarse á 
todos los medios para que algunos expedientes se ulti-
masen, y encomendar su gestión á representantes, 
tanto en la provincia como cerca de los Centros, oca-
sionándose crecidos gastos, que á veces venían á ha-
cer hasta ineficaces las resoluciones favorables, pues 
al dictarse éstas habían ya gastado los interesados más 
que lo que obtenían por la determinación que les era 
beneficiosa. 
Á fin de evitar estos males se fijaron plazos para 
todos los auxiliares de la Administración, así como 
para las autoridades que han de dictar resolución, 
con las excepciones necesarias, aunque limitadísimas. 
Bien conozco que en un principio no habrá podido 
cumplirse la ley exactamente; pero se cumplirá, sobre 
todo cuando los particulares, conociendo sus intere-
ses, reclamen y pidan se exija la responsabilidad á los 
funcionarios que no hayan observado los preceptos de 
la ley, especialmente si comprenden su queja en los 
recursos de alzada, puesto que el Ministerio tendrá 
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que resolver sobre todos los extremos que la misma 
abrace; y la responsabilidad exigida á un funcionario 
es saludable enseñanza para que los demás cumplan 
escrupulosamente la ley. 
E l último de los fines que me proponía con la refor-
ma era, en mi entender, el más necesario. Nunca he 
comprendido por qué en unos ramos de la Adminis-
tración se concedía la superior garantía del acierto en 
la vía contenciosa y en otros no se otorgaba. 
Si la razón de la vía contenciosa es que cabe en lo 
posible que en la gubernativa se lesionen derechos 
perfectos, infringiendo para ello las leyes, si esto pue-
de acontecer lo mismo con respecto á los impuestos 
directos que á los indirectos, de igual manera en el 
ramo de Aduanas que en el de Propiedades y Dere-
chos del Estado, no me explicaba por qué en unos se 
concedía el medio de reparar el mal y en otros no; y 
como tal desigualdad es contraria á la justicia, consi-
deré absolutamente necesario que desapareciera, y 
así ha sucedido, con ventaja evidente para los particu-
lares y sin perjuicio para la Administración, pues que 
ni aun puede decirse que se detenga en lo más mínimo 
la marcha administrativa, porque las providencias gu-
bernativas se llevan á efecto mientras la Administra-
ción no considera conveniente suspenderlo y la parte 
lo pide. 
Pudiera extenderme más acerca de este punto; pero 
la aprobación general que mereció la reforma, por na-
die combatida, me evitan tener que ser molesto, y 
concluyo repitiendo que si los resultados no se han 
tocado desde el primer instante, se tocarán no pasa-
do mucho tiempo. 

I N S P E C C I Ó N G E N E R A L 
DE L A H A C I E N D A PUBLICA. 
La necesidad de inspeccionar los actos y procedi-
mientos de la Administración económica provincial, 
para corregir eficazmente los abusos é irregularidades 
que puedan producirse en la ejecución de sus servi-
cios, ha sido de antiguo sentida, y á ella, bajo una ú 
otra organización, se ha venido atendiendo ; pero la 
insuficiencia, por una parte, de los medios empleados 
para ejercer sobre las oficinas provinciales una activa 
y exquisita vigilancia, y la falta, por otra, de cohesión 
y unidad en la gestión inspectora, hicieron casi siem-
pre, si no completamente estériles, al menos poco fe-
cundos sus resultados. 
El Real decreto de 21 de Enero de 1871 creando 
un Cuerpo de Inspectores de Hacienda, sólo del Mi-
nistro dependientes, con él exclusivamente relaciona-
dos y bajo su inmediata dirección y con un impulso 
propio y sistemático, encargados de la inspección ge-
neral de todos los ramos de Hacienda y de la averi-
guación de la riqueza oculta, vino á satisfacer la indi-
cada necesidad en forma y manera adecuada, hasta 
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cierto punto, al objeto. Pero los tiempos no eran á la 
sazón propicios y lo fueron mucho menos después 
para que aquel Cuerpo llenara cumplidamente los 
altos fines de su misión, y, en efecto, aunque cooperó 
al planteamiento de la ley provisional de Administra-
ción y Contabilidad de la Hacienda de 25 de Junio 
de 1870, y corrigió grandes abusos introducidos en los 
ramos de las contribuciones é impuestos, todavía no 
fueron éstos, sin embargo, todos los resultados que 
de su creación se propusiera alcanzar el distinguido 
é ilustrado Ministro que concibió y planteó la re-
forma. 
Fué aquél un paso provechoso para los intereses 
y la mejor administración de la Hacienda pública, 
y por lo tanto, digno de encomio y aplauso. Con él 
se iniciaron al mismo tiempo la conveniencia de cen-
tralizar la acción inspectora para que tuviese la ener-
gía que sólo puede existir cuando todo el movimien-
to arranca de un impulso único, y la necesidad de 
conferirla á funcionarios que, á la especial circunstan-
cia de conocer hasta en sus más insignificantes de-
talles la legislación de todos los ramos, reuniesen la 
no menos especial de estar dotados de la sagacidad 
necesaria para descubrir los males ocultos y tener 
valor bastante para atacarlos sin consideración, una 
vez descubiertos. 
Pero subordinado unas veces á la Secretaría del 
Ministerio y á las Direcciones generales, de manera 
que, auxiliando constantemente sus trabajos normales, 
sirviese, sin embargo, en momentos dados para reali-
zar los importantes fines de su institución ; refundido 
otras únicamente en las Direcciones con encargo de 
ejercer en ellas, aparte las visitas que se les enco-
mendasen, los Inspectores las funciones de segundos 
Jefes y los Subinspectores las de Jefes de Sección; 
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suprimido alguna vez bajo el supuesto de que para 
inspeccionar las oficinas tenía la Administración en su 
organismo sobrados elementos ; restablecido después 
con dependencia directa del Ministro y formando 
parte de la Secretaría; el Cuerpo de Inspectores vino 
sufriendo alternativamente, desde la época de su crea-
ción, diferentes transformaciones, habiendo sido la 
última, con anterioridad al año 1881, la de 24 de Julio 
de 1880, por virtud de la cual se asignaron dos de 
aquellos funcionarios á cada una de las Direcciones 
generales de Contribuciones, Impuestos, Aduanas, 
Rentas Estancadas, Propiedades y Derechos del Es-
tado y Tesoro público y á la Intervención general de 
la Administración del Estado, en la inteligencia de 
que las visitas que hubiesen de girar á las oficinas pro-
vinciales las dispondrían los Directores con sujeción 
á las reglas que fijara el Ministro por medidas genera-
les ó en casos determinados. 
Así en el corto período del año 1872 como en el 
de 1874, en que me cupo la honra de desempeñar 
el cargo de Ministro de Hacienda, ya abrigaba yo el 
convencimiento de que al principio fundamental de 
las Inspecciones de este ramo convenía, más que nin-
guna otra forma, la de un Centro que, recibiendo di-
rectamente las inspiraciones del Ministro, extendiera 
su impulso, con el vigor y la energía que la unidad 
presta, á todos los servicios de las oficinas provincia-
les, vigilándolos constantemente en sus varias y com-
plejas ramificaciones para regularizar cuanto en cual-
quier sentido intere sase a la Hacienda pública. 
Y una Inspección general con estos fines hubiera 
yo establecido si la fuerza incontrastable de las cir-
cunstancias no me hubiese obligado, muy á mi pesar, 
á proceder de otra suerte. 
Período de transición el de 1872, mi existencia mi-
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nisterial de entonces había de ser, en su consecuen-
cia, como efectivamente lo fué, muy poco duradera, 
y ante esta consideración hubiera sido una temeridad, 
que yo mismo no me hubiera perdonado, el acometer 
aquella reforma. En esta situación, atendido que los 
Inspectores y Subinspectores iban sólo á ocuparse en 
visitar ya una, ya otra provincia ó dependencia, á 
donde el Ministro creyera necesario añadir á la acción 
del Jefe ordinario el impulso extraordinario de un 
Delegado especial, cuya circunstancia permitía redu-
cir su número sin perjuicio alguno para la buena ad-
ministración y con notable economía en el presupues-
to , y toda vez que de otra manera no podía proceder, 
me concreté, obedeciendo á la tendencia que me 
había marcado mi antecesor, á hacer la reducción in-
dicada, refundiendo en las Direcciones á los Inspec-
tores y á los Subinspectores que quedaron en activo 
servicio, con un ahorro de 120.000 pesetas por el con-
cepto de personal y de otra cantidad no menos impor-
tante por el de material en provecho del Tesoro pú-
blico. 
En el segundo período, ó sea en 1874, eran aún 
más insuperables los obstáculos que se oponían á la 
reforma á que voy refiriéndome. En casi una mitad de 
las provincias de España ardía con mayor intensidad 
que nunca la guerra civil ; en la otra mitad sentíanse 
todavía los efectos de pasados disturbios, y estas cala-
midades, trastornando la marcha metódica y ordena-
da de la Administración, hacían imposible la realiza-
ción de mi proyecto. De suerte que, restablecido por 
decreto de 27 de Enero de 1874 el Cuerpo de Ins-
pectores, como quiera que se limitaran sus deberes á 
visitarlas oficinas provinciales, dejando en absoluto 
de prestar servicio, con grave perjuicio de la Adminis-
tración pública, cuando no era precisa su permanencia 
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en las provincias, juzgué, atento á esta particular cir-
cunstancia, con la cual no podía yo estar en modo 
alguno conforme, que debía reunir en una sola plan-
ta, y así lo hice llevando al presupuesto de gastos una 
economía de 100.000 pesetas próximamente, el perso-
nal de la Secretaría del Ministerio y el de las Inspec-
ciones, disponiendo la designación de Negociado en 
la misma Secretaría á los Inspectores, con objeto de 
que durante las épocas en que no se hallaran ejer-
ciendo funciones de su particular instituto continua-
sen prestando servicios al Estado, cosa que antes, 
según queda dicho, no sucedía. 
Tan firme y decidida era mi convicción en este 
punto, que juzgaba de gran interés para la Admi-
nistración pública, que cuando en el mes de Febrero 
de 1881 tuvo S. M. la dignación de conferirme el 
cargo de Ministro de Hacienda, fué uno de mis pri-
meros actos confiar el servicio de inspección de la 
Administración económica provincial á un Centro 
directivo con la denominación de Inspección general 
de la Hacienda pública, mediante que ya felizmente 
la guerra no existía y el orden público se hallaba 
sobre sólidas bases asegurado en todas las provincias 
de España. 
Modestamente creada, pues, la Inspección, objeto 
de mis constantes propósitos, si bien reservándome 
ampliar en debida forma su escaso personal á medida 
que fueran exigiéndolo las vastas y complicadas fun-
ciones que debía ejercer, creo cumplir con un deber 
de justicia incluyendo en esta Memoria la reseña 
de sus trabajos hecha por el Inspector general, ya 
para que en todos tiempos conste de qué modo y en 
qué términos ha llenado sus fines y respondido á mis 
esperanzas dicho Centro, sin embarazar, ni siquiera 
dificultar, antes al contrario, auxiliando á las Direc-
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ciones generales en la ejecución de sus servicios, ya 
para que los que no obstante su experiencia y práctica 
administrativas impugnaron su creación, tengan mo-
tivo de persuadirse de la razón con que yo aseguraba 
que había de ofrecer satisfactorios resultados. 
I N S P E C C I Ó N G E N E R A L 
DE LA HACIENDA PÚBLICA. 
Breve reseña de los trabajos llevados á cabo por la 
Inspección general de la Hacienda pública desde 
su creación en 24 de Febrero de 1881 hasta la 
fecha. 
Creada por Real decreto de 24 de Febrero de 1881 
la Inspección general de Hacienda pública con el fin 
de vigilar todos los actos de la Administración pro-
vincial, de establecer lo conducente al descubrimien-
to y realización de derechos del Tesoro, procurar la 
oportuna recaudación y cobranza de toda clase de in-
gresos y descubiertos, y girar visitas á las dependen-
cias provinciales para conocer el estado de los servi-
cios, tuvo este Centro al constituirse, y aun antes de 
completar su personal, que dedicar especial atención 
á preparar los medios adecuados de cumplir con 
acierto la misión que se le confiaba. 
DISPOSICIONES GENERALES.—Al efecto, empezó por 
reclamar á las Administraciones Económicas notas de 
los débitos á favor del Tesoro por ramos y concep-
tos, con el fin de obtener el conocimiento de su ori-
gen y procurar la cobranza, con cuyos datos, secun-
dando en cuanto ha estado á su alcance los propósitos 
del Excmo. Sr. Ministro de Hacienda, estableció una 
gestión activa y permanente, dirigida no tan sólo á la 
realización de los débitos, sino también al esclarecí-
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miento de las circunstancias de muchos que, ó eran 
ficticios, y por lo tanto debían desaparecer, ó siendo 
reales, hubieran llegado á resultar incobrables con el 
transcurso del tiempo, de no haberse removido, como 
se hizo, con bastante buen éxito, los obstáculos que 
para hacerlos efectivos se oponían. 
E l conocimiento de los repartimientos de la con-
tribución Territorial y matrículas de la Industrial 
aprobados, había de dar la medida de la actividad 
empleada por las provincias para preparar el cobro 
de los tributos; y exigido conocimiento de los que en 
aquel caso se hallaban, se procuró por la Inspección, 
y se consiguió en gran parte, impulsar los trabajos 
para legalizar en muchos casos los practicados sin 
estricta sujeción á las instrucciones y reglamentos. 
Observada por consecuencia de las visitas á las de-
pendencias provinciales la poca regularidad y excesi-
va lentitud con que se tramitaban los expedientes, de 
defraudación de la contribución Industrial, con nota-
ble perjuicio de los intereses del Estado, la Inspec-
ción se vió en el caso de reclamar á las Administra-
ciones de Contribuciones y Rentas notas expresivas 
de dichos expedientes y explicaciones acerca de las 
causas de su detención, pidiendo asimismo noticia de 
los en que, ya resueltos, no se hubiesen satisfecho los 
recargos y estuviera, por tanto, sin abonar la parte 
correspondiente á los denunciadores, con el propósi-
to de impulsar, como lo hará en cuanto tenga reuni-
dos los datos necesarios, la tramitación y terminación 
de los expedientes de que se trata, con lo que se con-
seguirá, además de ingresos positivos, regularizar la 
marcha de este servicio, con gran beneficio para el 
desarrollo de la contribución, puesto que el estímulo 
que la ley concede á los denunciadores será efectivo 
en las épocas reglamentarias. 
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No era posible que se ocultase á la Inspección el 
gran número de expedientes de fallidos que por Ter-
ritorial, Industrial y Empréstito de 175 millones de 
pesetas existía sin formalizar en las provincias; pero 
necesitaba adquirir datos precisos, y á este fin recla-
mó notas de los que en cada una hubiese sin despa-
char, en vista de las cuales se ha gestionado con bas-
tante buen resultado la formalización de sumas im-
portantes. 
También se conocía el lamentable estado en que 
en la generalidad de las provincias se encontraban 
todos los asuntos relacionados con dicho empréstito; 
y con decidido empeño emprendió la Inspección ge-
neral la penosa tarea de procurar que este servicio se 
encauzase en lo posible para lo sucesivo, puesto que 
el abandono con que se había mirado, si no impedía 
por completo, dificultaba al menos en gran parte que 
en término breve adquiriese la normalidad que tan 
necesaria se hacía; pero pedidas en fin de Noviem-
bre de 1881 las noticias indispensables para conocer 
concreta y minuciosamente los defectos que hubiera 
que corregir en cada provincia, se tardó en obtener-
las, y llegado el fin de año, en cuya fecha se plantea-
ron las reformas tributarias, la Inspección se vió pre-
cisada á suspender sus gestiones, que, de continuarse, 
hubieran perturbado el planteamiento de aquéllas, á 
las que en primer término debían dedicar su atención 
las dependencias provinciales. 
Adoptadas algunas disposiciones para procurar que 
se realizasen los débitos de contribuciones, lo mismo 
se hizo, y también con éxito, respecto á los proce-
dentes del ramo de Impuestos; pero como al propio 
tiempo era útil conocer si los expedientes de medios 
adoptados para satisfacer los cupos de Consumos se 
hallaban ultimados con arreglo á las prescripciones de 
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instrucción, se exigió nota de aquéllos, y en su vista, 
se previno á las provincias que dentro del mes de 
Noviembre de 1881 quedasen todos aprobados, ha-
ciendo en caso necesario los apercibimientos á que 
hubiese lugar, con lo que no dejaron de obtenerse 
ventajas en este servicio. 
Además de gestionar con eficacia el cobro de los 
descubiertos por Rentas Estancadas, la Inspección se 
propuso, y á este fin fueron encaminadas las órdenes 
que hasta mediados de Octubre de 1881 comunicó á 
las provincias, estudiar las causas del alza y baja de 
los valores que en el ramo se observasen, y procurar 
por su parte sostener y aun elevar la primera y evitar 
á toda costa la segunda, para lo cual reclamó los da-
tos y noticias que creyó indispensables á la consecu-
ción del fin que se proponía, que aunque en distinta 
forma, siguen remitiéndose en la actualidad y sirven 
de guía para disponer las visitas donde la baja de va-
lores las hace necesarias. 
Los débitos por el ramo de Propiedades también 
exigían que la Inspección general consagrase á ellos 
gran cuidado, y al efecto practicó cuantas diligencias 
creyó oportunas, consiguiendo la realización de algu-
nos; pero desde luego se fijó en la conveniencia de 
imprimir á la desamortización el mayor desarrollo, y 
con este propósito reclamó relaciones de todas las 
fincas que quedasen por enajenar y explicación de las 
causas que hubieran impedido la venta. 
De la misma manera que existían cuantiosos des-
cubiertos por las contribuciones y rentas públicas, 
había razones para sospechar que figurasen otros no 
menos importantes en la primera parte de la Cuenta 
de operaciones del Tesoro Deudores á la Tesore-
r ía , tanto porque las anticipaciones no se hubiesen 
reembolsado materialmente, como por la falta de 
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formalización de muchas cuya definitiva aplicación 
no se haya podido obtener por distintas causas de las 
Ordenaciones de los respectivos Ministerios. Á con-
seguir lo primero, proporcionando así positivos in-
gresos al Tesoro, y á facilitar lo segundo con objeto 
de establecer la debida normalidad en las cuentas, 
se han dirigido los esfuerzos de la Inspección, que 
en muchos casos ha obtenido el resultado que ape-
tecía. 
Como prueba de que los esfuerzos empleados no 
han sido estériles, la Inspección general tiene el gus-
to de consignar que los débitos de ejercicios cerrados 
hasta el de 1879-80 inclusive, que era el último que 
ya lo estaba definitivamente en 31 de Enero de 1881, 
sin embargo de que proceden de épocas lejanas en su 
mayoría, y que para su realización, por diferentes 
causas han tenido que oponerse dificultades que no es 
fácil enumerar ni distinguir, en 31 de Enero citado 
ascendían: 
Por ejercicios cerrados de contribuciones, rentas 
y demás ramos hasta la terminación del ejercicio 
de 1879-80, á pesetas 208.661.184,93; y por Deudo-
res en la primera parte de la Cuenta de operaciones 
del Tesoro, á pesetas 90.280.484,09, según los datos 
remitidos por las Administraciones Económicas de las 
provincias por contestación á la circular de este Cen-
tro de 17 de Junio de dicho año de 1881 en que se 
reclamaron. 
De las notas de contracción, recaudación y débi-
tos que en virtud de la nueva organización dada á las 
oficinas provinciales vienen remitiendo las respecti-
vas Administraciones y las Intervenciones, aparece 
que los mencionados débitos quedaron reducidos 
en 31 de Diciembre último á pesetas 175.913.262,16 
por ejercicios cerrados, y 79.923.174,35 por Deudo-
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res en la Cuenta de operaciones del Tesoro, habién-
dose, por consiguiente, disminuido en 32.747.922,77 
pesetas los ejercicios cerrados, y en 10.357.309,74 los 
de la Cuenta de operaciones. 
Respecto á la recaudación de época reciente, ó sea 
desde el ejercicio de 1880-81 en adelante, esta Ins-
pección general se abstiene de hacer igual demostra-
ción, porque los satisfactorios resultados que se obtu-
vieron aparecen de los datos que la Intervención 
general de la Administración del Estado, con mayor 
y más exacta copia de antecedentes, publica periódi-
camente, y porque cada uno de los Centros respecti-
vos ha de tener sin duda más minuciosos detalles que 
la Inspección para evidenciar los esfuerzos dirigidos á 
conseguir el fin propuesto, á que ha coadyuvado en la 
medida que lo permitió su esfera de acción. 
El olvido de las disposiciones vigentes respecto á 
la custodia de los fondos de las Tesorerías en las ar-
cas provisional y reservada llegó á reflejarse clara-
mente en las actas de arqueo, con notoria infracción 
de las disposiciones vigentes, puesto que cantidades 
de gran importancia se conservaban bajo la exclusiva 
vigilancia de dos de los claveros, cuando debiera serlo 
de los tres que las instrucciones designan. Este mal se 
ha remediado casi en absoluto, merced á la tenaz in-
sistencia con que la Inspección general ha procurado 
que sus órdenes respecto á este servicio sean cum-
plidas. 
Por diferentes causas, y de época remota casi siem-
pre, existían en gran parte en las cajas de las Tesore-
rías, como efectivo, multitud de documentos que, ó 
debían convertirse en metálico, ó formalizarse con la 
correspondiente aplicación, y que por su número, por 
la oscuridad de su procedencia y la dificultad de rea-
lizarlos, se han mantenido sin examen de ningún gé-
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ñero , encubriendo en más de una ocasión alcances 
considerables que han venido á evidenciarse cuando 
el reintegro era, si no imposible, dificilísimo, por ha-
ber desaparecido los responsables directos y hasta los 
subsidiarios. E l mal era grave indudablemente, y 
comprendiéndolo así, la Inspección ha dirigido y sigue 
dirigiendo con ahinco su acción á remediarlo, consi-
guiéndolo en gran parte. " 
Otro de los servicios que yacían en más lamentable 
abandono era la facturación por vencimientos de los 
pagarés de compradores de bienes nacionales, cuyo 
exorbitante número ha hecho hasta imposible su con-
servación en el arca reservada á que corresponden, y 
que en muchas provincias vienen figurando en Caja 
por sumas fabulosas, ficticias las más de las veces. E l 
volumen y número de estos documentos, tan intere-
santes y tan descuidados, había infundido sin duda al-
guna temor de emprender la facturación, y han pasado 
de unos á otros claveros, con protesta en muchos ca-
sos por no haber tiempo material de dedicarse á cla-
sificarlos y averiguar su verdadero importe y distin-
guir después los cobrables de los que no lo son, para 
hacer que desaparezcan de la Caja documentos que, 
caducados, sólo sirven para embarazar las operacio-
nes, y realizables, pueden extraerse y dificultar la per-
secución de los débitos. No han sido estériles los es-
fuerzos de la Inspección para conseguir que los paga-
rés de que se trata se facturen como está prevenido, 
y además se custodien por los tres claveros responsa-
bles, evitando el abuso de que existieran en muchos 
casos en poder de los Jefes de Caja exclusivamente; 
y hoy es indudable que este servicio se halla adelan-
tado, no habiéndose conseguido su total terminación 
por la índole de los trabajos y lo numeroso de los do-
cumentos. 
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El planteamiento de las reformas de 31 de Diciem-
bre de 1881 exigió, como queda indicado, toda la 
atención de las oficinas provinciales, y no era posible 
que la Inspección general, sin perturbar su desarrollo, 
continuase, como hasta entonces lo había hecho, pro-
curando á toda costa el cumplimiento de las órdenes 
que tenía comunicadas para terminar los servicios 
que ligeramente quedan señalados; y por lo tanto, 
atravesó una época no de inacción, puesto que fueron 
varias las visitas y comisiones especiales á que en este 
período hubo de dedicarse, sino de espera forzosa 
para no agobiar á las provincias con reclamaciones á 
que en aquellos momentos no hubieran podido aten-
der sin descuidar los importantísimos trabajos á que 
con absoluta preferencia tenían que consagrarse. Sir-
vió además este período para obtener conocimiento, 
por los datos recibidos, de las visitas que en lo suce-
sivo sería oportuno practicar. 
Hecha la anterior observación, resta manifestar el 
resultado de las visitas giradas á las oficinas provin-
ciales, haciéndolo en conjunto, porque ocuparse uno 
por uno de los múltiples detalles que exigiría el exa-
men hecho de los servicios, á más de prolijo, daría 
demasiada extensión á esta reseña y tal vez se produ-
jese confusión, que es conveniente evitar. 1 
VISITAS.—Todas las dependencias de Hacienda 
de 27 provincias y 19 Administraciones subalternas 
de Rentas Estancadas han sido objeto de visita; y las 
disposiciones que se adoptaron para corregir errores, 
impulsar trabajos, descubrir derechos del Estado y 
avivar la recacaudación de los ya reconocidos, fueron 
las siguientes: 
Contribuciones.—En el ramo de Contribuciones, á 
más de disponer la inmediata corrección de faltas ob-
servadas en los repartimientos de la contribución Te-
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rritorial, se ordenó en algún caso que para lo sucesivo 
se tomasen en cuenta á los hacendados forasteros las 
sumas satisfechas de más por habérseles exigido el 
mismo tanto por ciento que álos vecinos, así como la 
inclusión de sumas repartidas de menos en el año an-
terior ; la inmediata remisión de los repartos no en-
viados por los pueblos y la devolución de varios para 
que se formasen de nuevo por no haberse repartido 
el cupo señalado, habiendo provincia en que hasta 
fué necesario organizar un negociado especial para 
impulsar estos trabajos, que estaban bastante atrasa-
dos, activando á la vez el despacho de numerosos ex-
pedientes de denuncia. También se dispuso la rec-
tificación de algunos resúmenes de riqueza equivoca-
dos, y el envío de cédulas declaratorias que indebi-
damente se habían devuelto á varios pueblos. En el 
deseo de coadyuvar á los propósitos del Excmo. Se-
ñor Ministro de Hacienda, las Inspecciones, cum-
pliendo las órdenes de la general, han procurado, 
por cuantos medios han estado á su alcance, vencer 
toda clase de obstáculos para que la recaudación por 
Territorial se haga efectiva en los términos marcados 
por instrucción, y que la formalización de las cuantio-
sas sumas por cuotas impuestas á bienes del Estado 
tenga efecto en breve término. 
Respecto á la contribución Industrial, se han en-
contrado sin tramitación gran número de expedientes 
de baja que se ordenó cursar, así como también la in-
clusión en matrículas de muchos industriales y arren-
datarios de consumos que no figuraban en ellas, y 
rectificar los cargos álas empresas teatrales, de corri-
das de toros y fábricas de gas, dándose el caso de que 
en alguna provincia resultase un aumento efectivo de 
importancia que ascenderá á más de 8.000 pesetas que 
deben ingresar en las arcas del Tesoro por el primero 
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de dichos conceptos. Además de activarse en lo posi-
ble la investigación y la comprobación de las indus-
trias en las provincias del interior, se extendió ésta en 
las del litoral á la de los buques matriculados. Sólo en 
una capital se hallaron 3.056 cuotas de diversas indus-
trias eliminadas de la matrícula, considerándolas des-
de luego como partidas fallidas sin previo examen 
y aprobación de los expedientes respectivos, y en la 
misma localidad se ordenó que inmediatamente se 
comunicaran al Banco 70 declaraciones de altas, im-
portantes 16.129 pesetas. 
La formación de padrones de la contribución In -
dustrial ha sido uno de los servicios hallados en ma-
yor abandono, con gran perjuicio para los intereses 
del Estado; y por consiguiente, tenía que llamar la 
atención de los funcionarios encargados de practicar 
las visitas, los cuales dirigieron sus esfuerzos á conse-
seguir, como lo han conseguido, que se lleve á cabo, 
produciéndose en consecuencia altas efectivas de 
consideración. 
No en menor descuido se ha encontrado el cobro 
de las cuotas por patentes, servicio que se ha regula-
rizado donde ha llegado la acción de las Inspecccio-
nes, ya abriéndose los registros, ya reclamando del 
Banco los cuadernos talonarios de años anteriores, y 
ya haciendo que en las ferias se exigiese el pago que 
en muchos años y casi por costumbre inveterada no 
había tenido efecto. 
Los millares de expedientes de partidas fallidas, 
tanto pertenecientes al primero como al segundo con-
trato con el Banco, que existían en las provincias com-
pletamente paralizados, se han puesto en curso en gran 
parte, consiguiéndose importantes formalizaciones y 
la devolución á dicho Establecimiento de muchos por 
defectos esenciales que los hicieron inadmisibles. 
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En los expedientes de alcances, también detenidos 
en muchas provincias, se ha recomendado la más 
pronta tramitación y cumplimiento de las ordenes re-
cibidas tanto del Tribunal de Cuentas como de los 
Centros respectivos, obteniéndose por consecuencia 
mayor actividad y más facilidades para hacerlos efec-
tivos. 
E l estado de los incidentes del empréstito de 175 
millones de pesetas, servicio que por desgracia ha 
sido mirado con gran indiferencia, por lo menos ha 
proporcionado á las visitas gran trabajo, no tan fruc-
tífero como era de desear, por la índole especial de 
este asunto; pero, sin embargo, se ha conseguido la 
remisión de muchas facturas á la Dirección general 
de la Deuda pública y la formalización del importe de 
otras que se hallaban en las Tesorerías como efectivo. 
De los débitos por Derechos reales y transmisiones 
de dominio, hallados al girarse las visitas, se han con-
seguido algunos ingresos, entre los cuales figura uno 
de 13.588 pesetas 98 céntimos, y además se han man-
dado remitir los estados de valores que se hallaban 
sin rendir, y formar un expediente gubernativo por 
defraudación de 7.000 pesetas. 
También han cuidado las Inspecciones de perseguir 
los débitos importantes que existen por el impuesto 
de minas, y dispuesto que en caso necesario se des-
pachen apremios y tramiten los expedientes en que 
haya de declararse la caducidad de las concesiones, y 
en algunos casos se ha obtenido buen resultado. 
Los descubiertos por el 5 por 100 sobre los ingre-
sos municipales é incidencias del impuesto personal, 
han sido también objeto de las gestiones de la Ins-
pección, que ha procurado se realicen comunicando 
al efecto las órdenes más apremiantes para que tenga 
efecto. 
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La falta de datos en muchos casos, y el abandono 
en otros, ha dado margen á que el Estado siga pagan-
do la contribución de los bienes que como pertene-
cientes al mismo han sido enajenados en varias pro-
vincias, y á evitar este mal se han dirigido las órdenes 
comunicadas para que se remitiesen á los alcaldes re-
laciones de las fincas vendidas, y que, por consecuen-
cia, se impongan á los poseedores las cuotas que les 
correspondan. 
La liquidación practicada en una provincia de lo 
que ha correspondido al Banco por recargos y costas 
en virtud de la adjudicación al Estado de multitud de 
fincas por débitos de contribuciones, dió por resulta-
do averiguar que se habían abonado indebidamente á 
dicho Establecimiento 215.706 pesetas 93 céntimos, 
en vista de lo que la Inspección dispuso se instruyera 
expediente administrativo para depurar con toda 
exactitud las cantidades satisfechas por aquellos con-
ceptos, además dé la que se deja consignada, y otro 
gubernativo para inquirir y determinar la responsabi-
lidad que pueda alcanzar á los empleados que ordena-
ron, extendieron é intervinieron los libramientos y 
sus justificantes, y la de los que, sin haber sido exa-
minados, censurados ni aprobados por la Administra-
ción los expedientes de adjudicación de fincas, pro-
pusieron el pago de las sumas que resultan y puedan 
resultar pagadas indebidamente, y á cuyo reintegro 
tiene derecho el Tesoro. 
La falta absoluta en unos casos, y el gran atraso en 
otros, de los libros que componen la contabilidad 
auxiliar del ramo de Contribuciones, han obligado á 
las visitas á dedicar á este servicio atención preferen-
te , conociendo su importancia, y al efecto han dis-
puesto y conseguido en muchas Administraciones que 
las cuentas existentes se pongan al día y que se abran 
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las que no existían, dejando establecida bastante re-
gularidad en este servicio, que no puede menos de 
ser provechosa, tanto para la persecución de débitos 
como para la formación de cuentas y datos periódicos 
que las Administraciones deben rendir á los Centros. 
Rentas.—No menos eficaces han sido las gestiones 
practicadas por la Inspección en sus visitas con rela-
ción al ramo de Rentas Estancadas. Atestíguanlo, en-
tre otros muchos resultados, notoriamente beneficio-
sos para los intereses de la Hacienda, los obtenidos 
respecto al cumplimiento de la ley del Timbre, exi-
giendo el reintegro correspondiente á muchísimos re-
partimientos de Territorial, matrículas de Industrial, 
repartos de Consumos, expedientes de subasta, actas 
de encabezamiento y otros documentos que carecían 
de él; activando el despacho de un considerable nú-
mero de expedientes de defraudación; encareciendo 
la más exquisita vigilancia sobre el exacto cumpli-
miento de los convenios celebrados con las empresas 
de espectáculos públicos por el timbre móvil de los 
billetes, y adoptando otras medidas de indudable 
oportunidad, á las que se ha debido el ingreso en las 
arcas del Tesoro de sumas importantes y que se evi-
ten defraudaciones. 
En una provincia se dió el caso de efectuarse por 
la Inspección dos aprehensiones de tabaco, que tu-
vieron, sobre la importancia del comiso, la de conte-
ner el fraude que se venía realizando en algunos esta-
blecimientos. 
En otra de las de mayores rendimientos se pasó á 
los tribunales de justicia el tanto de culpa resultante 
de un expediente instruido por defraudación en la 
renta de Tabacos, y se incoaron dos más para correc-
ción de abusos. 
Y en todas las visitadas se han regularizado muchos 
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servicios, ya subsanando faltas advertidas en la con-
tabilidad auxiliar de Rentas y haciendo abrir libros 
que no se llevaban, ya venciendo atrasos en la rendi-
ción de cuentas y envío de estados y notas á los Cen-
tros directivos, ya, en fin, exigiéndola observancia 
de todas las formalidades reglamentarias en los re-
cuentos de los almacenes, arriendos de locales para 
los mismos, provisiones de estancos, etc., etc. 
Propiedades y derechos del Estado.— En cuantas 
provincias ha girado visita la Inspección se ha procu-
rado activar la desamortización, á cuyo fin se han re-
cogido de algunos Comisionados de ventas los inven-
tarios propios de la Administración del ramo que 
existían en poder de aquéllos, sin que, por lo tanto, 
pudieran hacerse las anotaciones correspondientes y 
establecer la claridad necesaria para el debido des-
arrollo de este servicio. 
Se mandó adicionar aquéllos, utilizando al efecto 
los libros de cuentas corrientes y cuantas noticias pu-
diese facilitar la Comisión de ventas, á fin de conocer 
la propiedad que al Estado pueda quedarle, tanto de 
fincas como de censos, cuyo dato puede decirse que 
era casi desconocido en la mayor parte de las provin-
cias visitadas, excitando al propio tiempo el celo de 
la investigación, al objeto de descubrir la propiedad 
que estuviese detentada y promover su enajenación. 
Para el mejor orden del negociado de que se trata, 
se ordenó en varias provincias la apertura de libros 
importantes, que, aunque prevenidos por las instruc-
ciones, no se hallaban habilitados; tales eran, entre 
otros, los de registro de pagarés otorgados, registro 
de arrendamientos, de fincas enajenadas, etc. 
Se dictaron disposiciones para activar el despacho 
de multitud de expedientes de denuncias, que repre-
sentaban cantidades de consideración. 
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Hallándose en el mayor abandono la incautación 
por el Estado de las muchas fincas que en diferentes 
provincias le fueron adjudicadas por débitos de con-
tribuciones, se dictaron por la Inspección las órdenes 
necesarias para que aquélla se llevase á efecto, indi-
cando la tramitación que debía darse á este importan-
te servicio, según el estado de descuido en que lo en-
contró, mandando también abrir un libro registro 
donde fueran inscritas las fincas, y arrendarlas con las 
formalidades prevenidas, devolviendo previamente al 
Banco los expedientes todos que no llenasen los re-
quisitos legales, á fin de sacar muchas de ellas de ma-
nos de los mismos deudores que las poseían. 
Habiéndose observado un gran abandono en el de-
ber cometido á las Administraciones para que opor-
tunamente se participe á los Alcaldes la relación de 
fincas vendidas, á fin de que el Estado no continúe 
pagando la contribución que deben satisfacer los com-
pradores, se dictaron las órdenes convenientes para 
que se llevase á efecto tan importante servicio. 
Se ordenó asimismo la mayor observancia de la ley 
de 13 de Junio de 1878 por lo que respecta á la ena-
jenación de fincas embargadas, cuyo cumplimiento 
no se observaba enteramente, promoviendo también 
la realización de descubiertos por vencimientos de 
plazos, y en alguna provincia se dispúsola instrucción 
de expediente gubernativo por haber saldado una 
cuenta corriente de un comprador que sólo había sa-
tisfecho un plazo. 
Se mandó renovar muchos expedientes de arriendo 
que subsistían por la tácita contra lo terminantemen-
te dispuesto, y se instruyó uno gubernativo para de-
purar las causas de no haber ingresado una subalterna 
45-639 pesetas por rentas de años anteriores. 
Se ordenó reponer á estado de trámite un expe-
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diente de apremio seguido contra un deudor á quien 
no se había apremiado en siete años, á pesar de lo 
considerable de su débito, á fin de llevar á efecto el 
embargo de los bienes de otra procedencia é indem-
nizar al Tesoro del perjuicio irrogado, cuyo requisito 
no se llenó por el ejecutor. 
Existiendo en alguna importante provincia un con-
siderable número de solicitudes de redención y trans-
misión de censos, que representaban cantidades de 
importancia para el Tesoro, se ordenó dar el mayor 
impulso á su tramitación. 
Muchos expedientes de excepción, que existían en 
el mayor abandono, fueron puestos en curso por vir-
tud de las prevenciones dictadas al efecto. 
La cobranza del 20 por 100 de Propios estaba en 
bastante retraso, y la Inspección dictó asimismo las 
órdenes convenientes para la realización de dichos 
descubiertos. 
Tanto la contabilidad como la rendición de cuen-
tas por algunos subalternos, que dejaban mucho que 
desear, han sido objeto de atención por parte de la 
Inspección de Hacienda, que ha dictado las órdenes 
convenientes para regularizar ambas cosas. 
Impuestos.—Acerca de los servicios del ramo de 
Impuestos, han sido también muchos los prestados 
por la Inspección. Para que de ellos se pueda tener 
idea, basta indicar: 
Que en el impuesto de Consumos, todas las visitas 
han producido la corrección de muchos defectos en 
que se venía incurriendo por los Municipios y por las 
Administraciones en la adopción de medios para cu-
brir los cupos y en la observancia de la instrucción 
respecto á encabezamientos, arriendos y repartos, 
debiéndose á las gestiones de los Inspectores el des-
pacho de muchos expedientes y la terminación de 
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importantes servicios que se hallaban retrasados. 
Que á la iniciativa de la Inspección, y aun á su con-
curso material, se ha debido en muchas provincias la 
rectificación de errores padecidos en los padrones del 
impuesto equivalente á los de sal, haciendo aumentar 
los rendimientos del mismo con liquidaciones com-
plementarias ó repartos adicionales, venciendo las di-
ficultades surgidas en el planteamiento de este nuevo 
gravamen y activando su recaudación. 
Que para obtener de los Ayuntamientos los padro-
nes y listas cobratorias del impuesto de Cédulas per-
sonales é impulsar su examen, aprobación y entrega 
á las Delegaciones del Banco, evitando retrasos en la 
distribución y cobranza, y acomodando estas opera-
ciones al procedimiento reformado en la instrucción 
de 31 de Diciembre de 1881, no ha sido menos eficaz 
y provechosa la cooperación individual y colectiva 
prestada. 
Que á sus excitaciones se debe la mayor atención, 
que en todas las provincias visitadas se consagra al 
acrecentamiento de los productos del impuesto sobre 
tarifas de viajeros y mercancías, y la más exquisita 
vigilancia que se ejerce cerca de las empresas obliga-
das á tributar, para evitar ocultaciones; que al minu-
cioso examen á que en las visitas se ha descendido 
por el deseo de que las gestiones practicadas se tra-
duzcan en hechos de tangible conveniencia ó benefi-
cio para la Hacienda, se ha debido también, respecto 
al impuesto sobre sueldos y asignaciones, el descubri-
miento de algunas defraudaciones y la instrucción de 
expedientes para el debido reintegro de las sumas 
defraudadas y la exacción del 6 por 100 de interés de 
demora por cuantiosos descubiertos de Diputaciones 
provinciales y Ayuntamientos. 
Que de considerabilísimas cantidades pendientes 
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de cobro por todos los impuestos, así de época co-
rriente como de presupuestos anteriores, se han rea-
lizado ingresos muy importantes. 
Y que no menos útiles han resultado las visitas en 
cuanto á la organización de la contabilidad auxiliar 
de los impuestos, que hallándose desatendida en unas 
provincias é incompleta en otras, ha sido reconstituida 
y puesta al corriente. 
Intervención,—Los cuantiosos débitos que á favor 
del Tesoro aparecían en la primera parte de las Cuen-
tas de operaciones, forzosamente habían de fijar la 
atención de las visitas, con tanto mayor motivo, cuan-
to que este importante servicio había sido ya objeto 
de continuas excitaciones desde que se creó la Ins-
pección general; pero, sin embargo, se ha recomen-
dado con bastante buen éxito la prosecución de los ex-
pedientes para obtener el reembolso ó formalización 
donde existían, instruyéndose en las provincias en que 
esto no había tenido efecto. Se han redoblado tam-
bién las gestiones hechas para conseguir de las Orde-
naciones de pagos de los Ministerios la formalización 
de las cuantiosas sumas anticipadas á cada uno de 
ellos con objeto de que desaparezcan de las cuentas 
saldos realmente ficticios en su mayor parte, pero 
entre los cuales hay algunos reembolsables á metálico, 
y que el transcurso del tiempo hace irrealizables por 
diferentes causas, de no imprimirse á los citados ex-
pedientes el impulso que se ha procurado con gran 
esfuerzo. 
E l pago de intereses de inscripciones á las Corpo-
raciones civiles se ha recomendado siempre que se 
han producido quejas, procurándose á la vez la apli-
cación, en lo posible, de estos pagos á saldar los dé-
bitos de dichas Corporaciones por varios conceptos. 
También se han dictado disposiciones para que se 
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formalicen los valores existentes en las Tesorerías 
como efectivo, consiguiéndose bastante buen éxito, 
puesto que algunas de ellas han quedado en situación 
normal, conteniendo sólo sus cajas el metálico y 
aquellos efectos que no es posible desaparezcan sin 
obtener para ello resoluciones superiores de diferen-
tes Centros respecto á su formalización. 
En cuanto á la contabilidad de las Intervenciones, 
se ha ordenado y conseguido la mayoría de las veces, 
durante la permanencia de las Inspecciones en las 
provincias, que se pongan al corriente los libros atra-
sados, se abran los que no existían, y quede, por fin, 
regularizado este servicio, así como la rendición de 
cuentas atrasadas y la remisión de relaciones, datos y 
noticias que periódicamente deben pasarse á la Inter-
vención general de la Administración del Estado. 
Tesorería.—Uno de los servicios que por su índo-
le especial y desde época remota ha venido en el más 
lamentable abandono ha sido la facturación por ven-
cimientos de los pagarés de compradores de bienes 
desamortizados, sin lo cual difícilmente ha de llegarse 
á conocer cuáles son los realizables y cuáles los que 
deben desaparecer porque pertenecen á ventas que 
han sido anuladas ó á quiebras en virtud de las cuales 
se dan casos de existir dos ó más juegos de pagarés 
por una misma finca. Se ha conseguido, en gran parte, 
la terminación de este importante servicio en unas 
provincias y obtenido adelantos en otras que permi-
ten esperar quede por completo normalizado en tér-
mino no muy lejano, lo que será indudablemente pro-
vechoso para los intereses del Estado, porque tal vez 
haya casos en que las existencias ficticias de pagarés 
encubran faltas de metálico que no ha sido posible 
descubrir por la dificultad invencible de hacer re-
cuento escrupuloso de tantos millares de efectos que 
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pasan de unos á otros claveros casi siempre con pro-
testas, según se indica al principio de esta reseña, por 
desconocerse su verdadero importe. 
Se han verificado, en los casos que se creyó conve-
niente, arqueos extraordinarios ypresenciado en otros 
los que previenen las instrucciones tengan efecto pe-
riódicamente, ingresando por consecuencia de órde-
nes de las Inspecciones 21.000 pesetas próximamente 
que existían sin cargo á las Cajas, cuya pertenencia 
no se explicó satisfactoriamente, la que tal vez resulte 
de los expedientes mandados instruir al efecto y que 
han de tramitarse por la Dirección del ramo. 
SERVICIOS ESPECIALES.—Como servicios especiales, 
la Inspección general ha gestionado y conseguido el 
ingreso en la Tesorería de Hacienda pública de A l -
bacete de 12.942 pesetas por cuenta de las 18.102,79 
que resultaron de alcance al liquidador de Almansa 
por el impuesto de Derechos reales en los ejercicios 
de 1876-77 á 1881-82, ambos inclusive. 
Para cumplir lo dispuesto en Real orden de 29 de 
Agosto de 1881 se giró visita especial á las oficinas 
de las minas de Almadén y Almadenejos, con objeto 
de observar el carácter de los empleados en la explo-
tación del Establecimiento y las condiciones de la ma-
quinaria y útiles de elaboración de la primera y ente-
rarse de los trabajos de investigación de la segunda, 
fijándose en la valía del mineral y en las manifestacio-
nes del terreno, sobre cuyos extremos se formó por 
el Inspector encargado de esta comisión la oportuna 
Memoria, que pasó á la Dirección general de Propie-
dades y Derechos del Estado. 
En las provincias de Córdoba y Huelva la Inspec-
ción general, en cumplimiento de Real orden de 14 
de Noviembre último, ha inspeccionado la realización 
de los bienes adjudicados al Estado en el expediente 
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de apremio seguido contra la testamentaría del Conde 
de Altamira por descubiertos de plazos procedentes 
de redención de censos é intereses de demora, cuya 
tramitación se ha dispuesto, dictando las medidas 
conducentes á la más pronta y satisfactoria termina-
ción de tan importante servicio. 
E l pago duplicado hecho en varios meses de los 
años 1879 y 1880 en la provincia de Lérida de cartas 
de pago de préstamo de libramientos de Guerra mo-
tivó que por Real orden de 26 de Junio de 1881 se 
comisionase á un Subinspector de Hacienda pública 
para continuar el expediente en averiguación de las 
causas ocasionales de tan punible hecho, dando por 
resultado la entrega á los tribunales del asunto y la 
instrucción de expedientes gubernativo y de reinte-
gro de las 40.297 pesetas satisfechas por duplicado. 
Á consecuencia de propuesta de la Intervención 
general de la Administración del Estado en expedien-
te tramitado por la Dirección general de Propiedades, 
y por virtud de reclamación de los derechos que per-
tenecían á un perito tasador en la provincia de Lo-
groño, se comisionó á un Subinspector para que rec-
tificase la liquidación formada á aquél, lo que tuvo 
efecto con beneficio para los intereses del Estado, 
puesto que se anuló la cuenta de dicho perito, for-
mándose otra de mucha menor importancia por ha-
berse eliminado de ella partidas de bastante conside-
ración que no se hallaban debidamente justificadas y 
cuyo abono se pretendía. 
También se comisionó por Real orden de 10 de Ju-
nio de 1881 á un Inspector para que se enterase en 
las dependencias de Hacienda de Santander de si res-
pecto de los tabacos torcidos, picadura y cigarrillos 
de Cuba y Puerto Rico ó de cualquiera otra proce-
dencia que los particulares están en libertad de intro-
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ducir para su consumo, se cumplía con todos los 
requisitos y formalidades que los respectivos regla-
mentos determinan, dando por resultado la adopción 
de las medidas necesarias para que en lo sucesivo no 
se entorpezca el despacho y se llenen las formalida-
des reglamentarias. 
Con motivo de faltas advertidas en la Tesorería de 
la misma provincia se ordenó que un Subinspector 
puntualizase el alcance que pudiera resultar, que fué 
de 14.738 pesetas 98 céntimos, instruyéndose en con-
secuencia los oportunos expedientes gubernativo y de 
reintegro, que se han tramitado con arreglo á las ins-
trucciones vigentes. 
También se confirió comisión especial á un Inspec-
tor para que, acompañado de varios funcionarios de 
la Inspección general, se trasladase á Santander con 
objeto de presenciar la llegada de tabacos proceden-
tes de Vigo, que habían de ser reconocidos por los 
empleados periciales nombrados al efecto, desempe-
ñando su cometido hasta finalizar el servicio. 
Á consecuencia de expediente instruido con moti-
vo de una aprehensión de tabacos en la estación del 
ferrocarril de Sevilla, propuso la Dirección de Adua-
nas que un Inspector de Hacienda pasase á ampliar 
las diligencias instruidas; y dispuesto así por Real 
orden de 13 de Enero de 1882, el nombrado cumplió 
su comisión. 
Por Real orden de 29 de Octubre de 1882 se dis-
puso que un Inspector de Hacienda se trasladase á 
Valladolid á investigar si alcanzaba responsabilidad á 
la suprimida Administración Económica en la com-
pensación admitida al Ayuntamiento de Tordesillas 
por la suma de 31.095 pesetas 31 céntimos en facturas 
de intereses de una inscripción perteneciente al Hos-
pital de Peregrinos de aquella villa con aplicación á 
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débitos por impuestos y anticipaciones á profesores 
de instrucción primaria; y practicadas las diligencias 
oportunas, se dió conocimiento á la Dirección gene-
ral de Impuestos para que, teniéndolas presentes, 
pueda resolver lo que considere más acertado, como 
asunto de su competencia. 
Para impulsar las diligencias comenzadas en la Ad-
ministración Económica de Zamora con motivo de las 
faltas y abusos cometidos en el pago de recargos mu-
nicipales del segundo semestre de 1869-70, fué nom-
brado también un Subinspector que por consecuencia 
del expediente, á más de entregar á los tribunales or-
dinarios el tanto de culpa correspondiente, acordó la 
suspensión de empleo y sueldo de varios empleados. 
Con objeto de representar á la Hacienda en la Co-
misión encargada de proponer la distribución de las 
fincas rústicas y urbanas del departamento de Torre-
ro del Canal Imperial de Aragón, se nombró un Sub-
inspector, el que, después de practicadas varias dili-
gencias, tuvo que suspender su comisión por haber 
tenido que salir de Zaragoza para servicios urgentes 
parte de los individuos que por los demás ramos com-
ponían la Junta. 
Por efecto de expediente instruido en la Dirección 
de Aduanas á consecuencia de denuncia de alijos he-
chos en las costas de las islas Baleáres, se dispuso que 
pasase á depurar los hechos un Subinspector; y emi-
tido el informe correspondiente, se pasó á la Direc-
ción citada para que surta sus efectos. 
Otro de los servicios más importantes y que con 
mayores ventajas positivas para el Tesoro ha practi-
cado la Inspección ha sido la vigilancia de los aforos 
de los establecimientos públicos de venta, con motivo 
de la entrega de los Consumos á las empresas arren-
datarias de los mismos en Alicante, Granada, Jaén y 
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Sevilla y á los Ayuntamientos respectivos de Murcia 
y Cartagena, y el de las fábricas de azúcar de Adra, 
Granada, Motril , Almuñécar, Salobreña, Málaga, 
Vélez-Málaga, Torre del Mar, Torrox, Nerja, Mar-
bella, Manilva y Frigiliana, por cesar en fin de D i -
ciembre último el concierto existente con los fabri-
cantes para el cobro del impuesto sobre el azúcar 
nacional peninsular, y hacerse, por lo tanto, cargo la 
Hacienda de la administración de dicho impuesto. 
Además de los servicios que, aunque ligeramente, 
quedan reseñados, ha sido menester, para secundar 
los deseos y poderosa iniciativa del Excmo. Sr. Mi -
nistro de Hacienda, emplear gran suma de actividad 
en asuntos que por su índole reservada exigían el 
mayor cuidado y el examen más atento si habían de 
producir los resultados que afortunadamente se han 
obtenido en pro de los sagrados intereses del Erario 
y de la organización de las oficinas provinciales. 
Tales son, aunque en resumen, los trabajos de ma-
yor importancia que la Inspección general, inspirán-
dose en el recto y elevado criterio del Excmo. Sr. Mi -
nistro de Hacienda, ha llevado á cabo desde su crea-
ción. 
Detallarlos más sería difuso para una reseña, y los 
resultados de sus gestiones es difícil que luzcan aisla-
damente, puesto que habiendo de referirse á todos 
los servicios de la Administración de la Hacienda, 
cuya dirección está encomendada á los respectivos 
Centros, tienen forzosamente que resultar, en la ma-
yoría de los casos, entre el conjunto de los obtenidos 




DE LA DEUDA PÚBLICA. 
El examen que de los servicios confiados á la D i -
rección general y Junta de la Deuda pública tuve 
necesidad de practicar como Presidente de la Comi-
sión de las Cortes, inspectora de las operaciones de 
aquel importante Centro de la Administración del Es-
tado, examen que me dió á conocer la situación anor-
mal y el estado de atraso en que se hallaban algunos 
de sus más importantes trabajos, y el estudio detenido 
que de estos mismos servicios y de los procedimien-
tos á que estaban sujetos hice después, como Presi-
dente que fui también de la Comisión de Senadores, 
Diputados y altos funcionarios á quienes se confió el 
encargo de proponer las reformas que estimaran nece-
sarias en dicho centro, en virtud de las observaciones 
que me creí obligado á consignar en la Memoria que 
presenté á las Cortes en 10 de Enero de 1881 á nom-
bre de la primera de dichas Comisiones, afirmaron de 
tal modo en mi ánimo la convicción que ya tenía cuan-
do realicé este acto, de que la organización dadaá tan 
importante centro por Real decreto de i.0de No-
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viembre de 1851 no se armonizaba ya, aun cuando en 
esta fecha hubiese sido una garantía de acierto, con las 
exigencias de la época actual ni con los nuevos servi-
cios que desde entonces se le habían encomendado, 
ni, lo que era más grave, con las prescripciones de la 
ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda 
pública en cuanto se dirige á separar la acción inter-
ventora de la administrativa. Así es que tan luego como 
tuve el honor de ser elevado, porla voluntad de S. M., 
al Ministerio de Hacienda en 8 de Febrero del mismo 
año de 1881, uno de mis primeros cuidados fué buscar 
la más acertada solución á este delicado asunto, con 
tanto más motivo cuanto que, debiendo realizarse en 
dicho centro importantísimas operaciones por virtud 
de los planes financieros que tenía el propósito de 
desarrollar y después he llevado á cabo, era de todo 
punto necesario corregir en él los vicios de organi-
zación que podían entorpecer la ejecución de aquélla. 
Fundábanse principalmente las reformas que esti-
maba precisas en que, dividida la autoridad de dichas 
oficinas generales entre el Director y los Jefes de los 
Departamentos que constituían la Junta de la Deuda 
pública, todo el celo, eficacia y voluntad del primero, 
empleados con el propósito de obtener el más pronto 
despacho de los asuntos, tenía una compensación des-
favorable en la falta de atribuciones para tomar cier-
tos acuerdos que los reglamentos reservaban á la 
Junta y á los Jefes expresados ; en los excesivos trá-
mites á que por esta misma división estaban sujetos la 
mayoría de los asuntos que debían resolverse, ya en la 
Dirección, ya en la Junta; en no estar bien marcados 
los límites dentro de los cuales debían funcionar algu-
nos de dichos Departamentos, especialmente el de 
Emisión y la Contaduría, hasta el punto que el pri-
mero realizaba servicios que por su índole eran más 
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propios de la segunda, como encargada de fiscalizar, 
intervenir y llevar la contabilidad del ramo ; y, final-
mente, en que formando esta oficina parte integrante 
de la Dirección, no podía tener la independencia nece-
saria para el ejercicio de sus funciones, ni llenar éstas 
en la forma que previene la ley de Administración y 
Contabilidad de la Hacienda pública de 25 de Junio 
de 1870. 
La obra de corregir estos defectos, una vez conoci-
dos, aunque delicada, como son todas las que se rela-
cionan con el crédito, no era difícil, puesto que del 
solo examen de aquéllos se desprendían clara y natu-
ralmente las medidas que los mismos reclamaban. 
Estas medidas, en su expresión más concreta, con-
sistían en establecer en dicho centro la unidad en el 
mando, suprimiendo la Junta de la Deuda pública; en 
clasificar los servicios verdaderamente administrati-
vos que debían correr á cargo del mismo, y en enco-
mendar la fiscalización é intervención de todos los 
actos que produjeran en él emisión y amortización de 
Deuda é ingreso y salida de valores y caudales, á una 
Contaduría dependiente de la Intervención general 
de la Administración del Estado, con arreglo á lo 
dispuesto en la ley ya citada de 25 de Junio de 1870. 
La primera medida, ó sea la relativa á la supresión 
de la Junta, no podía ofrecer dificultad de ningún gé-
nero, puesto que si bien el reconocimiento y liquida-
ción de los créditos, á veces de crecido valor, es de 
suyo asunto importante y por demás delicado, que re-
quiere la sólida garantía de acierto que debe esperar-
se de una Corporación, en legítima defensa de los in-
tereses públicos y particulares, esta misma garantía, 
y mayor si cabe, podía también obtenerse, sin necesi-
dad de la expresada Junta, con sólo disponer que los 
acuerdos del Director en los expedientes de recono-
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cimiento de créditos que hubiesen de producir abo-
no no fuesen ejecutivos, en tanto que no recayera la 
aprobación del Ministro del ramo, previo dictamen 
de los Centros y Cuerpos consultivos del Estado. 
Y en cuanto á las otras medidas, parece innecesa-
rio decir que tampoco podían ofrecer dificultad algu-
na, porque tratándose en ellas solamente de clasificar 
servicios, bastaba examinar el objeto y fin de los mis-
mos para determinar con todo acierto cuáles eran los 
qué, teniendo un carácter puramente administrativo, 
debían correr á cargo de la Dirección, y cuáles los 
que, constituyendo un acto de fiscalización é inter-
vención, debían encomendarse á la Contaduría, que 
es á quien correspondía desempeñar estas funciones á 
nombre del Interventor general de la Administración 
del Estado, con arreglo á lo prescrito en la ley antes 
citada. 
Fundado, pues, en estas consideraciones, por Real 
decreto de 12 de Abr i l de 1881, que tuve el honor de 
someter á la aprobación de S. M . , á la vez que se su-
primió la Junta de la Deuda pública, y por tanto la Se-
cretaría de la misma, los Departamentos de Liquida-
ción y de Emisión y la Fiscalía, se dió á la Dirección 
general y Contaduría la organización que aun conser-
van, dictando además en el mismo día las instruccio-
nes necesarias á la ejecución de aquél. 
La Dirección de la Deuda, por virtud de estas dis-
posiciones, se compone : de un Director, Jefe supe-
rior del ramo ; dos Subdirectores, uno de ellos con el 
carácter de Letrado, el primero con la categoría de 
Jefe de Administración de segunda clase, y el segundo 
con la categoría de Jefe de Administración de terce-
ra clase ; un Tesorero con esta misma categoría, y los 
demás Jefes de Negociado, Oficiales y subalternos que 
se designaron en la planta publicada en dicho decreto. 
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Los asuntos propios de esta Dirección están dividi-
dos en dos secciones. La primera, que tiene á su car-
go el despacho de los expedientes sobre reconoci-
miento y liquidación de créditos antiguos y cargas de 
justicia, está desempeñada por el Subdirector letrado, 
y la segunda, á la cual se hallan encomendados los 
trabajos propios de la deuda reconocida, ó sea el re-
cibo, emisión, amortización y canje de valores, se 
encuentra á cargo del segundo Subdirector. 
Para el despacho de los expedientes se previene 
que cuando corresponda declarar la improcedencia 
de lo solicitado ó la caducidad de los créditos pedi-
dos, se dicte el acuerdo debido por el Director gene-
ral, publicándolo en la Gaceta de Madr id , á fin de 
que los interesados puedan entablar, si se consideran 
perjudicados, el oportuno recurso de alzada; pero que 
en los expedientes que deben producir abonos no se 
ejecuten los acuerdos del mismo Director entre tanto 
que no sean confirmados por el Ministro de Hacienda, 
después de oir á los Centros y Cuerpos consultivos 
del Estado. 
Se limitan las funciones de la Tesorería á recibir, 
custodiar y entregar los valores, efectos y caudales á 
manera que lo acuerde el Director é intervenga el 
Contador, y á llevar los libros correspondientes, ren-
dir las cuentas de Caja y responder de la personali-
dad en los pagos. 
Y últimamente, y prescindiendo de otras medidas 
de menor interés, se dispone que la Contaduría gene-
ral dependa de la Intervención general de la Admi-
nistración del Estado y fiscalice é intervenga todos 
los actos de aquel Centro y de la Tesorería en la 
forma que previene el art. 53 de la ley de Adminis-
tración y Contabilidad de la Hacienda pública de 
25 de Junio de 1870. 
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Hecha esta ligera reseña de las reformas que, por 
los motivos expuestos, se han realizado en las oficinas 
encargadas de llevar á efecto el servicio de la Deuda 
pública, no está de más consignar, antes de concluir, 
los resultados obtenidos con las mismas. 
El primero que se consiguió fué el de realizar una 
economía de 42.000 pesetas, y esto después de aumen-
tar nueve empleados entre Oficiales y Aspirantes en 
la Dirección y diez y nueve en la Contaduría ; pero los 
más importantes son el de haberse llevado á cabo, des-
de que se plantearon estas reformas, la formalización 
de una gran parte, casi la mayoría, de los valores de 
la Deuda aplicados á operaciones del Tesoro y pago 
del empréstito de 175 millones de pesetas, asunto in-
teresante que se hallaba en un lamentable estado 
de atraso, según más detalladamente explicaré des-
pués ; el impulso que se ha dado al despacho de las 
reclamaciones de créditos antiguos que son objeto de 
las leyes de caducidad y á la liquidación de los capita-
les correspondientes á Corporaciones civiles, según 
lo demuestran las numerosas relaciones que por uno y 
otro concepto se han publicado en la Gaceta de Ma-
dr id ; y el haber, últimamente, realizado, á la vez que 
estos importantísimos trabajos, las difíciles y costosas 
operaciones de la amortización y conversión de todas 
las Deudas del Estado, sin dar motivo á la menor que-
ja y con una brevedad y precisión de las que bien 
puede decirse que no hay ejemplo ; resultados que no 
hubieran podido obtenerse de seguro con las tramita-
ciones embarazosas y dilatorias de la antigua organi-
zación de aquellas oficinas. 
I I . 
En la Memoria que, según dejo dicho, sometí á la 
consideración de las Cortes en 10 de Enero de 1881, 
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ocupándome del e3tado de atraso en que se hallaban 
algunos importantes servicios de aquel ramo, presen-
té un cuadro expresivo de los valores de diferentes 
clases que, hallándose pagados por medio del emprés-
tito de 175 millones de pesetas y de operaciones del 
Tesoro, á cuyos fines estaban aplicados, no habían 
sido aún formalizados por la Contaduría general de 
la Deuda, ni llevado, por consiguiente, su importe 
á las cuentas generales de gastos públicos y presu-
puestos. 
Estos valores, según aquel cuadro y las explicacio-
nes dadas sobre el mismo en la Memoria, estaban en-
tonces representados por un total de 116.707 docu-
mentos, importantes pesetas 122.680.233,32. 
E l Sr. Ministro de Hacienda, tomando en conside-
ración cuanto en la precitada Memoria había yo ex-
puesto, acordó el nombramiento de la Comisión es-
pecial á que antes me he referido, dispensándome el 
honor de designarme para que la presidiera. 
Poco tiempo después me encargué del Ministerio 
de Hacienda, y si bien entonces se habían ya comen-
zado las comprobaciones preliminares que exigía este 
trabajo, el estado del mismo, en cuanto á las verda-
deras operaciones de formálización, no había variado, 
puesto que aun no resultaba datada en cuentas una 
sola cantidad délas que dichos valores representaban. 
Como era natural, dada la importancia que en mi 
concepto tenía este asunto, uno de mis primeros cui-
dados, desde el momento que me hice cargo de aquel 
Ministerio, fué impulsar su ejecución por todos los 
medios de que podía disponer. 
En esta fecha, sin embargo, no se limitaba ya la ex-
tensión de las formalizaciones al número de documen-
tos indicados, sino que con motivo de nuevas reme-
sas de las oficinas provinciales por una parte, y á 
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causa, pof otra, de no haberse comprendido en el 
primitivo cuadro que se facilitó á la Comisión las fac-
turas aplicadas al pago del cuarto plazo de la suscri-
ción de Bonos del Tesoro de la emisión de 1879, los 
valores á formalizar por los conceptos expresados es-
taban representados por un 
Documentos . Pesetas. 
Total de 124-958 143.244.135 
hallándose además pendientes de amortización y de 
aplicación á presupuestos todos los primeros décimos 
de títulos del empréstito de 175 millones de pesetas y 
residuos aplicados al pago de contribuciones. 
Grandes eran las dificultades que ofrecía la ejecu-
ción de estos trabajos, y más dada la variedad y dis-
tinta procedencia de los documentos y las diferen-
tes formas de liquidación de los mismos; mas por 
esto les presté desde luego toda mi atención, y re -
formando primero la organización de las oficinas de la 
Deuda que habían de ejecutarlos, de modo que resul-
tara, como resultó, más unidad en el mando, más in-
dependencia en la intervención y más facilidad en los 
trámites, y aumentando después los medios de que 
antes disponían, he conseguido, en el tiempo que tuve 
la honra de desempeñar el Ministerio, si no ver ter-
minadas dichas formalizaciones, reducirlas por lo me-
nos á un punto que, aunque importante todavía, no 
puede ya alarmar, puesto que estando representadas, 
como he dicho, en lo que hace á los valores aplica-
dos al empréstito y á operaciones del Tesoro, por un 
Documentos . Pesetas. 
Total de. , t . . . 124.958 143.244.135 
Y resultando formalizadas en 31 de 
Diciembre de 1882.. 84.410 124.295.662 
Restan solamente por formalizar.. . 40.548 18.948.473 
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que hay motivos fundados para esperar que se forma-
licen en un plazo no lejano. 
Y por lo que hace á los demás valores, ó sea á los 
primeros décimos y residuos de títulos del emprésti-
to, habiéndose amortizado hasta la misma fecha de 31 
de Diciembre de 1882, formalizando su importe con 
aplicación á presupuestos. 
Documentos . Pesetas. 
En primeros décimos 865.002 5.913.830 » 
En documentos representativos de id. 877 302.339,94 
En residuos 237.088 2.324.610,45 
Que hacen un total de 1.102.967 8.540.780,39 
tampoco es de creer que pueda ofrecer graves difi-
cultades la amortización de los que quedan pendien-
tes, cuyo número no ha podido determinarse exacta-
mente por hallarse aún muchos en poder de las ofici-
nas provinciales. 
Lo que no pudo conseguirse fué sacar al mismo 
tiempo del atraso en que también se hallaba la rendi-
ción de las cuentas. 
Verdad es, y esto no puede menos de estimarse 
como justificación del estado de aquel servicio, que, 
aparte de la índole especial del mismo, que no per-
mite subdividirle como otros, la Contaduría de la 
Deuda, á quien incumbe, á más de los prolijos traba-
jos de las formalizaciones, que también la correspon-
den en su totalidad, tuvo á la vez que ocuparse de 
otros extraordinarios de no menor importancia y ex-
tensión. 
Uno de ellos fué el de la conversión de las Deudas 
amortizables, decretada por la ley de 9 de Diciembre 
de 1881, el cual la obligó, entre otras operaciones 
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propias del asunto, á practicar en sus libros los asien-
tos de amortización de los valores siguientes: 
Títulos del 2 por 100 amortizable 
interior 
Obras públicas 
Carreteras de Abri l de 1851. 
Id . de Agosto de 1852. 
Id . de Junio de 1856. 
Id . de Julio de 1856. 
Deuda del personal. . . . 
Deuda del material del Tesoro 




















Después de estos delicados trabajos, retirados del 
Banco de España, con arreglo á lo dispuesto en el 
artículo 11 de la ley de 9 de Diciembre de 1881, 
los títulos de la renta perpetua al 3 por 100 interior 
que se hallaban garantizando las obligaciones denomi-
nadas del Banco y Tesoro, tuvo la expresada oficina 
que practicar también los asientos y operaciones de 
amortización y cancelación de los expresados títulos, 
representados por un 
Documentos . Pesetas. 
Total de. . 146.339 2.621.324.000 
que es el mismo que resulta de la liquidación á que 
me referí en mi citada Memoria, practicada para 
puntualizar la situación de los títulos procedentes de 
garantías de contratos. 
Y últimamente, decretada la conversión délas Deu-
das consolidada y de ferrocarriles por la ley de 29 de 
Mayo de 1882, la expresada Contaduría tenía que 
practicar, y ha practicado ya en casi su totalidad: 
i.0 La amortización de los valores siguientes: 
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Documentos . 
Títulos de la renta perpetua interior. 229.712 3.005.933.500 
Obligaciones por subvenciones de fe-
rrocarriles . . 1.135.333 605.421.500 
Que hacen en junto 1.365.045 3.611.355.000 
2.0 La emisión y después la amortización por con-
versión en definitivos de los títulos provisionales del 
4 por 100 perpetuo, que representan un total de 
Documentos . Pesetas. 
Títulos 89-958 769.048.000 » 
Residuos. . . . 17.733 4.64I-989,75 
E n junto. . . 107.691 773-689.989,75 
Y 3.0 La emisión de los títulos definitivos de la ex-
presada Deuda del 4 por 100 perpetuo, por conver-
sión de los provisionales, de los residuos y de las 
Deudas consolidada y de ferrocarriles, emisión que 
en 31 de Diciembre de 1881 estaba representada por 
un total de 
Documentos . Pesetas. 
Títulos 208.429 1.727.289.500 » 
Residuos.. . . . . 14.546 3.903.968,75 
Que hacen en junto.. 222.975 1.731.193.468,75 
Á pesar de estos importantísimos trabajos, el servi-
cio de que últimamente me he ocupado, esto es, el 
relativo á la rendición de cuentas, si bien no ha sali-
do, como he dicho, del estado de atraso en que se 
hallaba, tampoco ha sufrido aumento en este sentido, 
puesto que en el período de que vengo tratando la 
Contaduría de la Deuda ha formado y rendido al Tr i -
bunal las cuentas generales de gastos públicos y pre-
supuestos de un ejercicio, el de 1870-71, las de opera-
ciones de la Deuda por los ramos de liquidación. 
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conversión, amortización é intereses de otro año eco-
nómico, el de 1869-70, y las correspondientes áocho 
meses del ejercicio de 1871-72, siendo por con-
siguiente de esperar, que desembarazada de los tra-
bajos de la conversión y libre en un plazo breve de los 
de formalización, impulse grandemente la formación 
y rendición de dichas cuentas. 
Tales son los resultados obtenidos con la reforma 
introducida en la organización de las dependencias 
de la Deuda, con las medidas adoptadas para la eje-
cución de los servicios expuestos y la persistente aten-
ción que les he consagrado. 
DIRECCION GENERAL 
DE LO CONTENCIOSO DEL ESTADO. 
Otro de los decretos que tuve el honor de presen-
tar á la firma de S. M., fué el de 10 de Marzo de 1881 
creando el Cuerpo de Abogados del Estado, propues-
to por el que entonces era Asesor general, D. José 
Gallostra, cuya ilustración y competencia son de to-
dos conocidas. 
Para comprender exactamente la trascendencia de 
esta reforma, es preciso atender á la importancia de 
las funciones de asesoramiento y demás propias de 
abogados en la administración de la Hacienda pú-
blica, y á la organización que hasta la fecha indicada 
tuvieron los diversos elementos á quienes estaban 
confiadas tan elevadas funciones. 
Respecto á lo primero, lo mismo el ilustre hombre 
de gobierno, D. Juan Bravo Murillo, que militaba en 
el campo moderado, que los demócratas, Sres. Tutau 
y Pedregal, todos reconocieron la necesidad, ya de un 
Centro consultivo y directivo en Derecho, ya la de un 
Cuerpo compuesto de letrados conocedores de la Ju-
risprudencia y experimentados en la Administración, 
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que, asesorando á ésta para procurar el acierto en sus 
resoluciones y dirigiendo los asuntos que se ventilasen 
en los Tribunales á nombre ó de interés de la Ha-
cienda, á fin de conseguir su mejor defensa y la homo-
geneidad de los principios que hubieran de susten-
tarse, lograran además encarnar en el procedimiento 
administrativo las doctrinas del Derecho, y promo-
vieran las oportunas reformas en esta interesante 
parte de la legislación en vista de los progresos de 
la ciencia y de los resultados, efectos é influencias 
de las disposiciones vigentes, estudiados en la escuela 
práctica de los hechos y de los negocios. 
Prescindiendo de que hay muchos impuestos que 
por su índole requieren, para su más acertada gestión 
y administración, el concurso de personas peritas en 
Derecho, la mayor parte de los asuntos que se venti-
lan en el ramo de Hacienda entrañan cuestiones ju-
rídicas. No es extraño, por tanto, que en todas épocas 
los Ministros encargados de este Departamento ha-
yan sentido la necesidad del asesoramiento por abo-
gados, ni podía serme desconocida la importancia de 
sus funciones. 
Claramente se comprenden las ventajas que ha de 
reportar á la Administración el consejo inteligente de 
los funcionarios conocedores del Derecho, á fin de 
que las resoluciones adoptadas en la vía gubernativa 
tengan sus fundamentos en la ley, y no puedan ser 
eficazmente combatidas ó impugnadas, mereciendo 
por otra parte el respeto y la consideración general. 
Mas al propio tiempo, la necesidad de atender á la 
eficaz defensa de los intereses del Estado que se ven-
tilan en juicio, exige de suyo, no sólo el conocimiento 
del Derecho civil, sino el conocimiento de la Admi-
nistración y de su organismo, y la experiencia que se 
adquiere en su diario servicio. Así, este Cuerpo jurí-
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dico para el asesoramiento de la Administración acti-
va es al propio tiempo el más especialmente llamado 
á dirigir los asuntos de interés del Estado , en su ma-
yor parte del ramo de Hacienda, que se ventilan en 
juicio, lo que después de todo se explica fácilmente 
si por otra parte se atiende á que nadie puede defen-
der mejor la providencia impugnada, que aquel que 
puso sus fundamentos y la produjo con su informe, 
ni dirigir la acción que se entabla y que también pre-
paró con su dictamen. 
Y todavía la necesidad de estas funciones se siente 
más vivamente en un país donde, por numerosas cau-
sas, no ha llegado la Administración pública á alcanzar 
una organización perfecta y en el cual las providencias 
que de ella emanan no logran de los administrados el 
debido respeto. De aquí la importancia de funciona-
rios que, con especiales conocimientos, penetrados 
de la alteza de su misión, responsables y al mismo 
tiempo con la independencia precisa para ejercer con 
imparcialidad una fiscalización científica, sean celo-
sos y constantes defensores de la ley, garantía de los 
intereses sociales y amparo de los derechos de los 
particulares; eviten que á título de interpretación se 
incurra en arbitrario casuismo, ó á pretexto de equi-
dad se llegue á una desigualdad irritante; procuren 
que los derechos de la Hacienda no se lesionen por 
ignorancia de la ley ni se desconozcan de los adminis-
trados; é infiltren, en fin, en el organismo de la Ha-
cienda un sentido jurídico y un elevado espíritu de 
rectitud y de justicia, que le hagan merecer el presti-
gio, la consideración y el respeto de todos. 
Ahora bien; tan elevados fines sólo pueden conse-
guirse con una acertada organización de los elemen-
tos de asesoría, y para explicar el Real decreto de 10 
de Marzo de 1881 y su importancia y trascendencia 
- 374 — 
en la Administración, preciso es examinar la situación 
en que encontré esos elementos. 
Existía por una parte la Asesoría general del M i -
nisterio , cuya reorganización me cupo también la 
honra de llevar á cabo, poniendo á la firma del Pre-
sidente del Poder Ejecutivo el decreto de 26 de Julio 
de 1874. Suprimida por decreto de la Regencia de 30 
de Junio de 1869, dejó un vacío que en vano se había 
tratado de llenar, ya con la reunión de letrados en el 
Ministerio, ya con la de un Cuerpo colegiado en que se 
transformó aquélla por decreto de 5 de Mayo de 1873, 
y que fué más tarde suprimido para establecer, aun-
que en distinta forma, la antigua sección. Inútiles, 
como se expuso en el preámbulo, habían sido los en-
sayos intentados durante los últimos cinco años para 
sustituir el inteligente y á la vez respetable asesorado 
con que contaban el Ministerio y sus altas dependen-
cias en el Centro suprimido, que había reemplazado á 
la Dirección de lo Contencioso, y aconsejaba con 
notoria autoridad sobre las resoluciones que podían 
ser objeto de demanda ante los Tribunales de justicia 
ó administrativos, y facilitaba con su merecido presti-
gio y con sus atribuciones resolutivas la defensa de 
los intereses fiscales que en los mismos se ventilaban. 
E l decreto de 26 de Agosto de 1874 estableció las 
bases de organización de la Asesoría, determinando 
la esfera de sus atribuciones y dictando reglas para 
sus relaciones con los otros Centros y dependencias 
de la Administración pública. Sus facultades eran las 
que había tenido la Dirección de lo Contencioso res-
pecto al consejo y dirección de los asuntos conten-
ciosos que se ventilaban ante los Tribunales, y éstas 
eran las que fundamentalmente conservaba, aunque 
había unido á su denominación la de Dirección de lo 
Contencioso, y se había declarado que le correspon-
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día dirigir, comunicando instrucciones, todos los ne-
gocios en que tuviese interés el Estado y se sustan-
ciasen ante los Tribunales. 
Respondiendo, como era consiguiente, en 1874 á la 
necesidad más apremiante de restablecer un Centro 
á cuyo frente existiera un alto funcionario versado en 
la ciencia del Derecho y de verdadera responsabilidad, 
que asesorase al Ministro para tranquilidad de su con-
ciencia y mayor garantía de los intereses públicos, no 
era por entonces posible conseguir una organización 
perfecta. Así, sólo se exigió la cualidad de letrados á 
los jefes de Negociado y no á los oficiales, y no se re-
conocieron tampoco aquellos derechos que, si no in-
dispensables para el honrado ejercicio de tan especia-
les funciones, sirvieran, sin embargo, de mayor garan-
tía de independencia y de imparcialidad. 
Por otra parte, existía un Cuerpo, muy modesto en 
verdad, pero que en el período de su vida, luchando 
siempre con la contrariedad, había alcanzado brillan-
tes resultados para la Administración. Su organiza-
ción y sus funciones han podido servir en cierto modo 
de norma y base á la creación del Cuerpo de Aboga-
dos del Estado. 
E l Cuerpo de Letrados de Hacienda, al que me re-
fiero, nació como ensayo de un sistema general y de 
un plan más vasto acariciado en 1867, á saber: la 
creación de cuerpos especiales en la Hacienda públi-
ca; y se encomendó á sus individuos la administración 
del impuesto de Traslaciones de dominio. La ley de 
su creación exigía á estos funcionarios conocimien-
tos especiales, acreditados en oposición pública, y les 
concedía el derecho de la inamovilidad. 
Antes que tomasen posesión de sus nuevos cargos, 
el decreto de 26 de Junio de 1868, que suprimió los 
Promotores fiscales de Hacienda, les impuso el más 
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importante y elevado deber de asesorar á los funcio-
narios de la administración provincial, sin darles, sin 
embargo, los medios y las condiciones indispensables 
y adecuadas á sus nuevas funciones. Pero á pesar de 
que nunca llegaron á una conveniente organización; 
aunque su modesta posición oficial podía quitar pres -
tigio y autoridad á sus dictámenes, no sintiéndose por 
esto tan eficazmente como fuera de desear su influen-
cia en la Administración; aunque sus defensas de la 
ley suscitasen contra ellos, dentro y fuera de aque-
lla, cierto espíritu de hostilidad, ese Cuerpo consiguió 
mejorar notabilísimamente la administración de un 
impuesto cuya importancia no es aún hoy general-
mente conocida, y cuyos rendimientos han crecido 
extraordinariamente; asesoró á la Administración pro-
vincial ; consiguió llevar á sus resoluciones la unidad 
de criterio, inspirado en los principios de justicia y de 
una equidad rectamente entendida y aplicada; fué 
fiscal y mantenedor en toda su pureza del procedi-
miento ; amparó los intereses del Estado y los dere-
chos de los particulares, procurando á éstos la inter-
vención que les concedían las leyes para su defensa; 
y dulcificó, en consecuencia, la antigua aspereza de 
relaciones entre la Administración y los adminis-
trados. 
Como lo defectuoso al fin se siente por las diarias 
lecciones de la experiencia, encuéntranse en nuestras 
modernas disposiciones algunas que revelan que se 
conocía la imperfecta organización de ese Cuerpo y 
existían tendencias hacia una reforma, que no había, 
sin embargo, recibido un poderoso impulso hasta la 
publicación del Real decreto de 10 de Marzo de 1881. 
Así, atendiendo á la importancia capital de los de-
beres de asesoría encomendados á los letrados de 
Hacienda, se les hizo depender en Abr i l de 1875 de 
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la Asesoría general del Ministerio, y fueron destina-
dos algunos de sus individuos á prestar servicios en el 
Centro. Por otra parte, la conveniencia de atender á 
la mejor y más eficaz defensa de los derechos del Es-
tado enjuicio, aconsejó en Octubre de 1876 destinar 
también algunos letrados á auxiliar á los fiscales de 
determinadas Audiencias. 
No podía menos de llamar mi atención la situación 
anómala é irregular en que se encontraban los ele-
mentos de asesoría. De una parte, la Asesoría gene-
ral aconsejando al Ministerio y á los Centros, y co-
municando instrucciones á los fiscales en los asuntos 
contenciosos de interés del Estado ; de otra, los letra-
dos de Hacienda asesorando á la Administración eco-
nómica provincial, prestando servicios en algunos 
Centros, auxiliando á los fiscales dé las Audiencias 
en el despacho de los negocios contenciosos en que 
estuviese interesado el Estado; sin que, á pesar de la 
analogía de las funciones, existiese más dependencia 
que la meramente personal de los últimos al Centro, 
insuficiente para lograr la unidad que requiere una or-
ganización bien entendida. 
Ya en algunas revistas, como la del Impuesto de 
derechos reales y la de Hacienda, sostenidas por el 
Cuerpo de Letrados, que llamaron la atención hacia 
los estudios administrativos, y señaladamente hacia 
los económicos, habían aparecido proyectos de crea-
ción de un gran Cuerpo Jurídico de Hacienda; pero 
no se había llegado á una fusión que aconsejaban im-
periosamente las circunstancias, las conveniencias de 
este servicio y la necesidad de basar la organización 
de aquellos elementos en principios de unidad, dada 
la analogía de sus funciones. 
E l Real decreto de 10 de Marzo de 1881 fundió 
esos elementos, les dióla apetecida unidad; concedió 
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á unos y reivindicó para otros el derecho á la esta-
bilidad, garantía de la imparcialidad de sus funciones, 
y que no es, como algunos pretenden, la irresponsa-
bilidad ; abrió mayores horizontes al porvenir de sus 
individuos, ofreciéndoles nuevos estímulos, é hizo de-
pender á todos de un Centro común, con autoridad 
bastante para dirigirlos. 
Expuestos se hallan en el preámbulo del Real de-
creto los principios, fundamentos, condiciones y fines 
que me propuse al crear el Cuerpo de Abogados del 
Estado, de quienes esperaba que, « precedidos de ga-
» rantías de suficiencia, y estimulados por las ventajas 
» de la escala cerrada y el riguroso ascenso, y defen-
» didos por una estabilidad reglamentaria, lograsen, 
» bajo una dirección única, entendida, perseverante y 
» enérgica, todas las condiciones que reclama el im-
» portante servicio que se les tiene encomendado.» 
Ya entonces se manifestó que la reforma no era 
completa y que necesitaba de mayores ampliaciones 
y perfeccionamientos. Pero el hombre previsor y de 
gobierno, cualquiera que sea el ideal que conciba so-
bre la organización de un servicio, no puede desaten-
der las circunstancias, y lleva á la práctica sus ideas 
en cuanto han de ser viables y posible su realización, 
sin desatender otros servicios importantes. 
Por lo demás, claro es que la reforma llevada á 
cabo no alcanzó el límite de perfección necesario, y 
que necesita mayor ampliación el pensamiento que 
dió vida al Cuerpo de Abogados del Estado, si ha de 
cumplir todos los fines que deben encomendársele, 
y que principalmente se refieren : 
i.0 Á informar á la Administración para buscar el 
acierto en las resoluciones que adopte en la vía gu-
bernativa, procurando el prestigio de aquélla, dándo-
le unidad de criterio y evitando litigios, por estar 
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fundadas en la ley las providencias que quisieran im-
pugnarse. 
2.° Á dirigir y quizás, en casos dados, á representar 
en juicio al Estado, defendiendo los asuntos en que el 
mismo tenga interés, que son principalmente de Ha-
cienda, porque nadie puede defender mejor la resolu-
ción combatida, ó dirigir con más acierto la acción 
que se entable, que el funcionario que con su informe 
dió origen á aquélla ó preparó ésta poniendo sus fun-
damentos. 
Y 3.0 Á ejercer una alta fiscalización, bajo el as-
pecto jurídico, en la Administración; defendiendo 
con celo la ley, expresión de la justicia y garantía de 
los intereses públicos y de los derechos de los par-
ticulares, y velando por la pureza del procedimiento 
administrativo. 
Pero aun dentro de los límites en que se encerró la 
reforma, no obstante mis aspiraciones, ha producido 
ya importantes beneficios á la Administración, sin-
tiéndose los efectos de una organización más acertada 
de estas funciones. El servicio se ha mejorado, tanto 
en el Centro como en provincias ; la Dirección de lo 
Contencioso y los funcionarios destinados á otras de-
pendencias alcanzaron mayor autoridad ; y el número 
de expedientes en que emitieron informe prueba el 
prestigio que alcanzan sus dictámenes, al propio tiem-
po que se acredita también, en su creciente activi-
dad, los efectos de haberles concedido mayores estí-
mulos. 

CUENTAS GENERALES DEL ESTADO. 
No bastaba que para remediar el atraso con que 
venían rindiéndose las cuentas generales del Estado 
estableciera la ley de 27 de Diciembre de 1878, á par-
tir de 1879, una época de contabilidad corriente, á re-
serva de que, continuándose á la vez la liquidación y 
ajuste de las cuentas anteriores, se enlazaran en su 
día los resultados de éstas con aquéllos, de que había 
de partir la nueva contabilidad ; preciso era, para le-
vantar el cúmulo de trabajo que por consecuencia de 
aquel retraso se había aglomerado, crear los elemen-
tos necesarios, y ciertamente que no lo eran los que 
con tal fin se llevaron á la Intervención general de la 
Administración del Estado, según lo consigné detalla-
damente en la exposición que precedía al Real decre-
to de 24 de Mayo de 1881, en virtud del cual se au-
mentó en aquel Centro una sección de empleados con 
destino exclusivo á la formación de las cuentas gene-
rales atrasadas, y á fin de que el personal existente 
en el mismo pudiera ocuparse de la contabilidad co-
rriente y de los demás servicios propios de la Inter-
vención ; siendo mi propósito conseguir mantener al 
— 382 -
corriente la contabilidad de la nueva época y levantar 
el atraso de la anterior, penosa y difícil por las causas 
que expresé en aquel documento, en términos que 
permitieran rendir una cuenta general de la corriente 
y otra, por lo menos, de la atrasada en el período de 
cada ejercicio. 
Si no he conseguido ver realizadas todas mis aspi-
raciones, lo cual en verdad no era posible en tan cor-
to plazo, he logrado que se diera gran impulso á tan 
importante servicio. 
En el mes de Febrero de 1881 estaban presentadas 
originales á las Cortes, con el proyecto de ley de 
aprobación, las cuentas definitivas de 1867-68. Poste-
riormente se termináronlas anuales y provisionales de 
1868- 69, habiéndose presentado á las Cortes en 12 de 
Marzo de 1883 la cuenta anual impresa de este último 
año, que comprende á su vez las anteriores. 
En Junio de 1881 se terminaron las definitivas de 
Rentas y Gastos públicos y de presupuestos del ejer-
cicio de 1868-69. En i.0 de Abri l de 1882 las de 
1869- 70, de Tesoro, Propiedades, Administración, 
Deuda y Caja de Depósitos, así como también las 
provisionales de este año, que con las anteriores for-
man la cuenta anual de 1869-70, presentada también 
impresa á las Cortes en 12 de Marzo de 1883, con el 
proyecto de ley sobre aprobación de las definitivas 
del año anterior. 
En i.0 de Octubre del mismo año 1882 se remitie-
ron al Tribunal de Cuentas del Reino las definitivas 
de 1869-70. 
Han quedado, por último, muy adelantadas las de 
1870- 71 y las de 1879-80. 
CONVERSION DE LAS DEUDAS 
AMORTIZABLES. 
1. 
La necesidad de llevar á cabo la conversión de las 
Deudas amortizables estaba reconocida por todos, 
hasta el punto que mi digno predecesor en el Ministe-
rio de Hacienda ha proclamado que yo no he hecho 
otra cosa en este asunto que utilizar un pensamiento 
suyo, pretendiendo atribuirme un mérito que sólo á él 
y á su partido corresponde. 
N i en el pensamiento hay mérito especial, ni puede 
haberlo. Nadie podía dudar hacía mucho tiempo que 
desde el momento en que los valores que constituían 
las llamadas Deudas amortizables gozaban en las tran-
sacciones el cambio de par y el interés del numerario 
había decrecido, era de reconocida conveniencia el 
proceder á una conversión que disminuyera el interés 
que por ellas satisfacía el Estado y llevase á más largo 
plazo las amortizaciones del capital; y á nadie se ocul-
taba, al propio tiempo, que siendo preciso hacer una 
operación que extinguiera la Deuda flotante del Te-
soro, que tan grandes proporciones había alcanzado 
nuevamente tras las repetidas emisiones que consti-
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tuían aquellas Deudas, debiera aprovecharse tal oca-
sión para verificarla. 
Por otra parte, la nivelación del presupuesto, tan 
ofrecida y nunca cumplida, exigía que se disminuyese 
cuanto fuera dable la cantidad que en el mismo figu-
raba para las expresadas atenciones por pago de inte-
reses y amortización. 
Si algún mérito pudiera resultar en la realización 
del pensamiento, sería el que ofrecieran los procedi-
mientos empleados para conseguirlo; yyo, que en este 
punto no me he atribuido ninguno sino en el momento 
en que se me ha excitado, afirmando que hubieran 
sido mejores los que antes se proyectaban, me veo en 
la imperiosa necesidad de tratar esta cuestión bajo 
todos sus aspectos, para dejar probada la sinrazón con 
que se me ha combatido. 
PRIMER PUNTO. — La conversión proyectada por mi 
entendido antecesor ¿llenaba las necesidades del Te-
soro y colocaba á éste en un verdadero estado de sol-
vencia? 
Me atrevo á asegurar que no. 
E l Gobierno proyectaba la conversión en los prime-
ros días de Febrero de 1881, y en honor á la verdad, 
el Ministro de Hacienda la tenía hasta cierto punto 
concertada con el Banco de España en los términos 
que aparecen del apéndice adjunto á este capítulo, 
siendo sólo cuestión la fijación del tipo á que hubiera 
de emitirse el nuevo valor, que, según mi digno ante-
cesor ha manifestado en el Congreso de los Diputa-
dos, creía ó aspiraba fuese el de 92, y según se dijo 
entonces, el Banco se proponía no pasar de 90. Pero 
sea de ello lo que fuere, pues no importa á mi propó-
sito depurar esta circunstancia, es lo cierto que la pre-
sentación del proyecto á las Cortes, su discusión y los 
procedimientos consiguientes á una operación de esta 
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índole no hubieran permitido llevarla á cabo antes de 
i.0 de Junio. 
Pues bien : en esa fecha, los valores llamados á 
convertir hubieran tenido la importancia siguiente : 
Obligaciones Banco y Tesoro. . . . . Ptas. 376.375.000 
Obligaciones de Aduanas » 122,900.000 
Bonos del Tesoro » 336,194.000 
Deuda flotante, » 239.789,119 
E n junto » 1,075,258,119 
Y la cantidad que anualmente exigiría el 
pago de intereses y amortización sería 
la de, Ptas. 128,078.000 
En el plan del Sr. Ministro, el Banco de 
España debería retener de las contri-
buciones que recauda para atender á la 
amortización é intereses del nuevo va-
lor. » ' 77.327.000 
De consiguiente la suma que venía á 
constituir una menor obligación en el 
presupuesto de gastos hubiera sido, , . » 50,751,000 
En la suma de valores que había de convertirse por 
el procedimiento de mi digno antecesor figura la Deu-
da flotante por la cantidad de 240 millones de pesetas, 
número redondo, por las razones siguientes : * -
La expresada Deuda ascendía en 30 de 
Junio de i 8 8 i á Ptas. 173.789.119 
Y hago gracia de lo más á que pudiera 
haber ascendido, pues esa cifra era ya mí-
nima y resultado de mi gestión, según 
queda indicado en el capítulo Deuda flo-
tante. .. : : 
Era el importe de lo que hubiera exigido 
el pago del cupón de i.0 de Julio, con 
arreglo á los precedentes establecidos. » 66.000.000 
Total. . . . . . . . . 239.789.119 
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Mas como quiera que el déficit del presu-
puesto que era necesario cubrir, si exis-
tía verdaderamente el propósito de lle-
gar á la nivelación, ascendía á. . . . Ptas. 116.988.899,03 
Y el aumento que el nuevo presupuesto 
para 1881-82 estaba llamado á tener 
por el un cuartillo por ciento que con 
arreglo á los convenios de 1876 con los 
acreedores del Estado debían estos reci-
bir por intereses sobre lo que venía sa-
tisfaciéndoseles, era de » 22.988.349,50 
E n junto. . . . .., . . •» 139.977.248,53 
Y prescindo del aumento que en rigor 
procedía en la partida del cupón de Deu-
da exterior por el cambio de 5,40 corres-
pondiente á u n 8 por ico, y que sóbrelos 
10.284.767,50 á que aquélla ascendía, im-
portan 822.781 pesetas. 
Demostrado que llevada á cabo la conver-
sión entonces proyectada, la cantidad 
que venía á constituir una menor obli-
gación en el presupuesto de gastos hu-
biera sido de Ptas. 50.751.000 » 
Resultaría una insuficiencia de recursos 
después de hecha la conversión y para 
que el presupuesto quedára nivelado 
de » 89.226.248,53 
Vengamos ahora á la conversión proyectada por mí 
y realizada con arreglo á la ley de 9 de Diciembre 
de 1881. 
Las Deudas amortizables existentes á la sazón, y á 
cuya cancelación yo aspiraba, importaban, según por-
menor que más adelante detallaré, 1.522.115.940 pe-
setas, y seguirían produciendo en otro caso el siguien-
te gasto anual; 
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Las obligaciones del Banco y Tesoro. . . Ptas. 71.220.000 
Las obligaciones sobre Aduanas. . . . » 19.488.000 
Los Bonos del Tesoro. . . . . . . . » 37.370.000 
Los resguardos al portador de la Caja de 
Depósitos. . . . . . . . . . . » 5.548.400 
La Deuda amortizable al 2 por 100 ex-
terior. . .. , . . .. . . . . . . » 13.963.406 
La Deuda amortizable al 2 por 100 in-
terior.. » 26.782.804 
Las acciones de Obras públicas. . . . » 819.100 
Las de carreteras.. . . . . . . . . » 2.428.387 
Los billetes del material del Tesoro. . . » 66.250 
La Deuda del personal » 1.250.000 
La Deuda flotante » 14.175.000 
Que suman. . . . . . . » 193.111.347 
Y como la anualidad necesaria para in-
tereses y amortización de la nueva 
Deuda al 4 por 100 importaría, con la 
comisión del Banco. . . . . . . . » 91.631.250 
Resultaba una economía ó sea reducción 
en los gastos públicos de » 101.480.097 
Dejo hecha la comparación de uno y otro proyecto, 
y sólo debo añadir, como tributo á la exactitud, que 
siendo potestativo el presentarse á la conversión al-
gunos de los valores que yo comprendía, hubiera po-
dido llegar á producirse una baja, aunque nunca de 
grande importancia, si no acudían todos á ella. 
Pero como mi objeto ha sido solamente presentar 
estos proyectos uno al lado de otro para demostrar el 
mayor beneficio que el mío ofrecía á los intereses del 
Tesoro, creo que lo he conseguido. 
Réstame únicamente recordar sobre este punto que, 
según queda expuesto, por el proyecto de mi antece-
sor faltaban pesetas 89.226.248,53 para cubrir el défi-
cit del presupuesto y la obligación de pago de intere-
ses de la Deuda pública, siéndome lícito preguntar; 
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¿Por qué medios se cubría la expresada suma al for-
marse el nuevo presupuesto? ¿Sería con aumento en 
las contribuciones existentes, ó con la creación de al-
gún nuevo tributo, toda vez que era imposible la dis-
minución en los gastos? Desde luego puede asegurar-
se que tales procedimientos estarían muy lejos de 
justificar la oposición que se me ha hecho. 
Dejando á un lado la posibilidad de un aumento en 
las contribuciones existentes, ya por medio de refor-
mas, ya por elevación de tipos, pues basta á mi pro-
pósito la indicación que acabo de hacer, vengamos á 
ocuparnos del segundo extremo, esto es, del estable-
cimiento de un nuevo impuesto. 
Puede afirmarse que no hubiera sido más popular 
que el que á propuesta mía votaron oportuna y con-
venientemente las Cortes, el equivalente á los que 
existían sobre la sal, que tan censurado ha sido, bas-
tando, sin embargo, para completa satisfacción mía, 
los beneficiosos resultados que con él se han obtenido 
y que quedan suficientemente explicados en su lugar 
correspondiente-
Pero no debo fatigarme en buscar la solución del 
problema que he presentado, cuando tengo á la vista 
un programa déla misma dignísima persona, que, des-
empeñando el Ministerio de Hacienda, se proponía 
llevar á cabo el pensamiento de la conversión. 
Decía el Sr. Cos-Gayón en el Congreso de los D i -
putados, sesión del 14 de Enero de 1881, esto es, 
veinticuatro días antes de cesar en el cargo de Minis-
tro de Hacienda, lo siguiente, que constituye un ver-
dadero programa de sus opiniones respecto al presu-
puesto de ingresos que estaba preparando ó que, se-
gún se ha desprendido de sus manifestaciones poste-
riores, tenía ya formado : 
«Hay, pues, que tomar en cuenta: primero, lanece-
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»sidad de reforzar el presupuesto de ingresos; segun-
»do, las dificultades é inconvenientes graves que se 
»oponen á toda clase de establecimiento de impues-
»tos nuevos ó acrecentamiento de los existentes ; y 
»tercero, los movimientos de la opinión en determi-
»nado sentido, que tratándose de nuevos impuestos ó 
»de aumentar los existentes, toman ciertas tendencias 
»ó las contrarían. Y respecto de la sal tenemos ade-
»más que tomar en consideración que no por nosotros, 
»sino por vosotros, se decretó en 1874 que por sepa-
rado de la contribución de Consumos se estableciera 
»una contribución sobre la sal; que esa contribución 
»sobre la sal no se ha mantenido con la independen-
»cia de la de Consumos que vosotros mismos queríais; 
»que no produce, no ya la cantidad que vosotros que-
r í a i s sacar de ella, sino otra muchísimo menor, y 
»que en la imposibilidad absoluta que hay de pensar 
»en un aumento de la contribución Territorial, y en 
»la dificultad de establecer nuevos impuestos Ó au-
»mentarlos sobre las contribuciones indirectas, surge 
»en el ánimo de todos los que se ocupan de estas ma-
terias una cuestión que no es de este momento espe-
»cial, sino de todos los momentos y de todos los tiem-
»pos y de todos los países, relativa á la mayor facilidad 
»que un impuesto sobre la sal pueda ofrecer respecto 
»de otros gravámenes y de otros impuestos.» 
Es evidente, pues, en presencia de estas declara-
ciones, que mi ilustrado antecesor no tenía en reser-
va otros recursos para cubrir el déficit de 89.226.000 
pesetas que había de resultarle en el nuevo presu-
puesto, después de hecha la conversión de las Deudas 
amortizables, sino una contribución sóbrela sal; y no-
quiero decir que se propusiera restablecer el estanco, 
porque no tengo en este punto antecedente cierto y 
seguro. 
— 39° — 
Ahora bien : si bajo el principio de obtener una su-
ma equivalente á los productos del estanco he impues-
to yo un tributo de 21.000.000 de pesetas, y ha suscita-
do la contradicción y el clamoreo que todos han visto, 
¿á dónde hubiera llegado éste si hubiera pretendido 
obtener, por el estanco ó sin él, la suma de 89.226.000 
pesetas? 
Y prescindo, en gracia de la brevedad, y mucho 
más por otras respetables consideraciones, de sacar 
todo el partido á que se prestan para mi defensa las 
expresadas declaraciones. 
SEGUNDO PUNTO. — ¿Existían ó no diferencias esen-
ciales entre el proyecto formulado por mi antecesor 
y el que tuve la honra de presentar á las Cortes, ele-
vado á ley en 9 de Diciembre de 1881 ? 
Yo creo que sí, y paréceme que no me ha de costar 
gran trabajo llevar al ánimo de todos el convenci-
miento de que existían esenciales diferencias entre los 
dos proyectos, hasta el punto que no guardan otra se-
mejanza que la de que el uno y el otro se ocupan de 
la conversión de las expresadas Deudas. 
En el que estaba proyectado, el importe de la ope-
ración se elevaba á pesetas 1.100.000.000, y en el que 
á mi propuesta llegó á ser ley, á 1.800.000.000 de pe-
setas. 
E l período de duración para las amortizaciones se 
fijaba en veinticinco años en el de mi antecesor, y en 
cuarenta en el propuesto por mí. 
En el primero el interés que devengaría el valor que 
se emitiese era el de 5 por 100, y en el segundo el de 4. 
E l tipo de la emisión se reservaba en el primero, y 
en el segundo se fijaba en 85 por 100. 
Creo que semejantes diferencias constituían condi-
ciones de tan diverso alcance, que hacían esencial-
mente distintos ambos proyectos. 
— 39i — 
Otra diferencia, que no deja de ser importante, 
existía entre uno y otro, no por lo que se relacionase 
con la mayor ó menor bondad de la operación en sí 
misma, sino por lo que pudiera influir en su éxito; me 
refiero á la suscrición pública que se consignaba en el 
de mi antecesor, y de la que yo prescindí con razón 
poderosa para obrar de esta manera. 
¿Estaba concertada con el Banco la operación? 
Pues la suscrición pública sólo podía tener por objeto 
que aquel Establecimiento adquiriese menos valores, 
idea que no vacilo en calificar de prudente, pero que, 
á mi juicio, podía acaso no llenar cumplidamente el 
intento. Si se presentaban solicitando el reembolso 
más número de valores que lo que en este concepto 
fuera de desear, el Banco acrecería su cartera y dis-
minuiría el metálico de su Caja, resultando que lo que 
aquel pensamiento beneficiaba, los hechos 'podían 
convertirlo en daño. 
Yo creí, y es particular de que me ocuparé con al-
guna detención más adelante, prescindir de la suscri-
ción, y asilo estimó en aquella ocasión la Adminis-
tración del Banco, ya porque éste podía asociarse los 
elementos que creyese oportuno, ya también porque, 
en mi juicio, daba más importancia á la operación y 
podía favorecer mucho la conversión, evitando que 
los interesados reclamasen el reembolso. E l éxito, 
afortunadamente, no defraudó mis esperanzas. 
I I . 
Votada la ley y contratada ya la negociación con el 
Banco de España, procede ahora presentar la liqui-
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I I I . 
Lo expuesto podría bastar para que fuese conocido 
el empleo que ha tenido el producto de la emisión; 
pero como en uso de un derecho que estoy muy lejos 
de desconocer han deseado algunos, en presencia de 
la liquidación oficial presentada á las Cortes, que se 
dieran mayores explicaciones, voy á ver si consigo 
disipar todas las dudas que se les han ofrecido, de-
mostrando al mismo tiempo la exactitud de los resul-
tados que aquélla presenta. 
Deseoso, pues, de.realizar de la mejor manera mi 
propósito, y comprendiendo que el método conciso 
empleado por la Intervención general era la causa de 
aquellas dudas sobre el empleo dado á las precitadas 
pesetas 315.766.279,70, me decidí á formar una nueva 
que por su forma más extensa hiciese desaparecer 
toda observación. Para ello me he valido de los datos 
oficiales que son de dominio público y de algunas no-
ticias, muy contadas por cierto, que hube de pedir á 
la Intervención general del Estado. 
Fueron estas últimas: 
1.0 Las diferencias que pudieran existir en el cál-
culo de la situación del Tesoro en fin de Agosto 
de 1881, que sirvió de base al proyecto de Conver-
sión presentado á las Cortes en 24 de Octubre del 
mismo año, y lo que los hechos posteriores acredi-
tasen. 
2.0 E l importe de las sumas que en los pagos de los 
meses de Setiembre, Octubre, Noviembre y Diciem-
bre no hubiesen producido salida material de fondos, 
por constituir formalizaciones. 
3.0 El importe de las cantidades que, figurando en el 
activo del Tesoro en el precitado estado de sitúa-
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ción de fin de Agosto de 1881, se hubiesen realizado 
durante los ejercicios de 1880-81 y primer semestre 
de 1881-82. 
Con presencia de estos datos, he aquí la liquidación 
que he formado, y que viene á demostrar, como antes 
he dicho, la exactitud de la comprendida en la Me-
moria presentada á las Cortes por el Sr. Ministro de 
Hacienda en 12 de Marzo del corriente año. 
DEMOSTRACIÓN DE LA INVERSIÓN QUE HAN TENIDO LAS P E S E -
TAS 315.766.279,70 PRODUCTO LÍQUIDO DE LA CONVERSIÓN, 
DEDUCIDO E L IMPORTE DE LOS GASTOS. 
La Deuda flotante que existía en fin de 
Agosto de 1881, según la Memoria pre-
sentada á las Cortes en 24 de Octubre 
del mismo año, importaba Ptas. 216.485.803,85 
En la expresada Memoria se calculó 
que el exceso de los pagos sobre los ingre-
sos en los meses de Setiembre, Octubre, 
Noviembre y Diciembre por el ejercicio 
de 1880-81, que se encontraba en el perío-
do de ampliación, sería de 40 millones de 
pesetas, elevándose, sin embargo, según 
aparece de los respectivos estados de re-
caudación y pagos publicados por la In -
tervención general, á las sumas siguientes: 
Ingresos. Pagos. 
En Setiembre.. 4.351.532,6410.145.557,41 
» Octubre. . . 3.686.793,81 22.788.914,43 
» Noviembre. 3.844.098,23 18.587.307,50 
» Diciembre.. 7.944.720,05 20.975.179,86 
19.827.144,73 72.496-9S9,2o 
R E S Ú M E N . 
Importe de los ingresos. . 19.827.144,73 
» de los pagos. . . 72.496.959,20 
Exceso de los pagos sobre los ingresos. . Ptas. 52.669.814,47 
Total. . . . . » 269.155.618,32 
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Suplido por el déficit del primer semestre 
de 1881-82, cuyo importe consta de la 
liquidación del ejercicio adjunta á la 
Memoria oficial Ptas. 29.709.615,75 
Total de los suplementos que procedería 
hubiese hecho el Tesoro por los déficits 
de los presiípuestos de 1880-81 y primer 
semestre de 1881-82 » 298.865.234,07 
Pero la verdad es que no tuvo el Teso-
ro necesidad de suplir la totalidad de la 
precitada suma, y que deben ser baja de 
ella las partidas siguientes, según los da-
tos que me han sido facilitados por la In-
tervención general del Estado. 
Las reservas que tenía en su poder el 
Banco de España en 31 de Agosto de 
1881, no comprendidas en la liquida-
ción de aquella fecha, y que por lo tan-
to no suplió el Tesoro en el período 
restante del ejercicio de 1880-81. . . » 12.451.138,57 
Lo datado con cargo al presupuesto de 
1880-81 por amortización de Bonos del 
Tesoro admitidos en pago de Bienes 
desamortizados y que no representa 
tampoco fondos suplidos por el Tesoro. » 3.040.000 » 
Importe de las sumas realizadas desde 
T.0 de Setiembre de 1881 á fin de Junio 
de 1882 de las que en fin de Agosto del 
primero de dichos años figuraban en el 
activo del Tesoro, á saber : 
Reembolso de la anticipa-
ción hecha á la Compañía 
del ferrocarril de Tudela á 
Bilbao.. . . . . . . 250.000 » 
Ingresado por cuenta de la 
anticipación hecha á la 
compañía del ferrocarril 
de Zaragoza á Pamplona 
y Barcelona. . . . . . 1.130.000 
Ingresado por cuenta de la 
anticipación hecha á la 
Suma y sigue. . . 1.380.000 » 
— 399 — 
Suma anterior. . . 1.380.000 » 
compañía del ferrocarril 
del Norte. . . . . . 500.000 » 
De varios Ayuntamientos 
por obligaciones de Ins-
trucción primaria; y de 
los que recibieron auxilios 
en las inundaciones. . , 248.672,09 Ptas. 2.128.672,09 
Importan las deducciones que procede ha-
cer por las razones que quedan deta-
lladas. . » 17.619.810,66 
Líquido á que asciende el importe de la 
Deuda flotante y de los suplementos 
hechos por el Tesoro » 281.245.423,41 
Importe de la Deuda flotante convertida. » 186.378.943,63 
Importan en realidad los suplementos 
hechos por el Tesoro de cuenta de los 
presupuestos de 1880-81 y primer se-
mestre de 1881-82, cuya cifra es confor-
me con la que aparece en la liquidación 
oficial » 94.866.479,78 
Pero además, el Tesoro suplió el saldo á 
favor del Consejo de redenciones y en-
ganches , que debe serlo en el producto 
de la conversión . » I5-o65.339,83 
Total de los suplementos que por los con-
ceptos expresados ha hecho el Tesoro. . » 109.931.819,61 
En su consecuencia, queda demostrado 
que la aplicación de las.. . . . . . » 315.766.279,70 
es la siguiente: 
Importe de la Deuda flo-
tante en 31 de Diciem-
bre de 1881, que fué 
convertida 186.378.943.63 
Importe de los suplemen-
tos hechos por el Teso-
ro, por cuenta de los 
presupuestos de 18 80-81 
y primer semestre de 
1881-82, . . . . . 109.931.819,61 
296.310.763,24 
Suma anterior. . . 
Remanente de la opera-
ción, de conformidad 
con el que arroja la l i -
quidación oficial. . . 
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296.310.763,24 
I9-4S5-Si6,46 Ptas. 315.766.279,70 
I G U A L . 
Demostrada la exactitud de la liquidación oficial, 
deseo presentar otros detalles que son su comple-
mento. 
E l Tesoro suplió, según queda dicho.. . 
REINTEGRO DE ESTA SUMA. 
Recibió en efectivo. . • . 62.769.086,15 
Tiene en el Banco de Es-
paña , como parte de las 
66.618.249,92 pesetas 
que devengan á favor 
del Tesoro el interés 
anual de 4,71 por 100. 
Ptas. 109.931.819,61 
47.162.733,46 » 109.931.819,61 
I G U A L . 
De consiguiente, la suma existente en el 
Banco de España. . . 
se descompone de la manera siguiente: 
Saldo á favor del Tesoro. 47.162.733,46 
Remanente de la opera-
ción.. . . . . . . 19.455.516,46 
» 66.618.249,92 
» 66.618.249,92 
I G U A L . 
Para que no quede ningún punto de esta liquida-
ción sin la ilustración debida, y aunque parezca ya 
innecesario, me resta demostrar por qué pidió el Te-
soro al Banco los 62.769.086,15 pesetas por cuenta de 
sus suplementos y á qué se aplicaron. 
En el semestre de ampliación del ejercicio del pri-
mer semestre de 1881-82 los pagos excedieron á los 
ingresos en pesetas 114.866.479,88, según .consta del 
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Balance provisional que acompaña á la Memoria ofi-
cial presentada á las Cortes por el Sr. Ministro de 
Hacienda. Esto por sí solo justifica que el Tesoro pi-
diese los 62.769.086,15 pesetas de que me ocupo, y 
aun justificaría que hubiese pedido los 52.097.393,63 
restantes, lo cual no hizo porque el remanente de 
fondos por la recaudación del segundo semestre de 
1881-82 permitía atender a esa diferencia y no hubie-
ra conducido á otra cosa el recibirlos que á aumentar 
innecesariamente fondos en el Tesoro. 
Y por otra parte, ¿á qué pedir los precitados 
52.097.393,63 pesetas, cuando ganaban en el Banco 
el interés de 4,71 por 100, dándose el raro ejemplo 
de que lo que en realidad constituía deuda flotante 
devengase interés, en vez de satisfacerlo? 
Todo otro pormenor sobre este asunto es absolu-
tamente innecesario, dirigiéndome á personas reco-
nocidamente entendidas. 
Pero de cuanto dejo expuesto resulta lo siguiente, 
que debo consignar por término de las explicaciones 
concernientes á la liquidación. 
i.0 Que yo no he utilizado, ni he estado en el caso 
de utilizar, antes al contrario, cantidad alguna, gran-
de ni pequeña, del producto de la conversión para el 
entretenimiento del ejercicio del segundo semestre 
de 1881-82. 
2.0 Que si en la operación de conversión de las 
Deudas amortizables y flotante ha resultado un rema-
nente de pesetas 19.455.516,46, en el Banco de Es-
paña se encuentra, ganando un interés de 4,71 por 100 
ínterin las Cortes resuelven sobre su aplicación. 
¿Dónde están, pues, los empréstitos simulados en 
provecho de mi administración y tantas otras cosas 
que se han supuesto? 
No faltará quien diga que calculé con demasiada 
26 
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amplitud el producto de la conversión, pero ya he 
dicho en el capítulo de Deuda flotante las razones 
que me obligaban á no hacerlo con estrechez. Nunca 
fué, sin embargo, mi propósito que resultase un re-
manente de cuantía, sino que los 315 millones cubrie-
sen sin duda los débitos á que se destinaban. 
Pero, ¿qué culpa tengo yo de que la fortuna ayu-
dase á mi administración y el presupuesto del primer 
semestre de 1881-82 sólo ofreciera un déficit de 29 
millones de pesetas en vez de los 50 que se le calcu-
laron ? 
I V . 
Debo, por último, ocuparme, si bien sea brevemen-
te, del objeto y del resultado del convenio celebrado 
con el Banco de España para llevar á cabo esta ope-
ración , no sólo porque una de las partes contratantes 
fué la Hacienda, sino también porque se me ha hecho 
más de una vez el cargo de haber colocado al Banco 
en una situación un tanto difícil para su marcha nor-
mal, y aun de haberle perjudicado considerablemente 
en el valor de su cartera; y es mi propósito no dejar 
conscientemente en olvido ningún punto de los que se 
relacionan con mi administración; pues, antes por el 
contrario , el objeto de este trabajo es el perfecto es-
clarecimiento de todos y cada uno de ellos, en la me-
dida de su importancia y de mi inteligencia. 
i Por qué preferí yo al Banco de España para nego-
ciar la realización de mi pensamiento y llevar á cabo 
la emisión del 4 por 100 amortizable? Lo hice así 
por muchas razones cuya evidencia es de todos cono-
cida. 
En efecto, me encontré desde luego con los prece-
dentes, pues el Banco había sido el encargado de las 
emisiones de las Obligaciones del Banco y Tesoro, 
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de las Obligaciones sobre la renta de las Aduanas 
y de los Bonos del Tesoro, en virtud sin duda de 
ser un establecimiento de crédito privilegiado y de 
carácter público, que fué creado Banco nacional para 
recoger las inmensas masas de valores que como pe-
dazos del patrimonio nacional andaban divididas y 
dispersas en prenda de múltiples operaciones, y dar-
les vida a l amparo de nuevos y sólidos capitales 
(decreto-ley del 16 de Marzo de 1874), cuya alta y 
fecunda misión de ser un auxiliar eficaz de la Ha -
cienda venía llenando por diversos procedimientos 
desde que en 1874 también se inició la liberación del 
Tesoro por medio de la conversión de una importan-
tísima parte de la antigua gravosa Deuda flotante, em-
presa que yo trataba de completar y he terminado con 
la definitiva evolución que ha sido el remate natural 
de aquella obra. 
Pero había más : el Banco, por efecto de estos mis-
mos antecedentes, era el mayor acreedor del Tesoro, 
así en el concepto de poseedor de letras como en el 
de tenedor de títulos de los valores amortizables , y 
estaba también llamado á anticipar las cantidades que 
hiciera preciso la Deuda flotante hasta la fecha en que 
se verificase la conversión. De todos modos , la suma 
á que ascendía su crédito en 31 de Diciembre de 1881, 
según puede verse en la Memoria de 1882 , se ele-
vaba: 
Por letras, á Ptas.' 186.378.943,63 
Por obligaciones Banco y Tesoro, série 
interior. . . . . . . . . . . . . » 45.311.800 » 
Por obligaciones Banco y Tesoro, série 
exterior. » 47.571,950 » 
Por obligaciones de Aduanas » 15.639.360,25 
Por Bonos del Tesoro. . » 382.973 » 
Por amortizable interior al 2 por 100. . » 191.100 » 
Que hacían » 295.476.126,88 
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Esta cifra resulta así, computadas las letras por su 
valor en efectivo y los demás valores por sus tipos de 
emisión, que es como siempre ha estimado el Banco 
en sus balances los valores amortizables, porque nun-
ca los enajena á ménos de estos tipos, y, cuando los 
amortiza á la par, abona la ventaja obtenida en la cuen-
ta de ganancias y pérdidas, teniendo sin duda presen-
te que, con arreglo al art. 11 de su ley constitutiva, no 
puede negociar en efectos públicos, y que, por tanto, 
cuando en virtud de leyes especiales adquiere valores 
del Tesoro amortizables á la par, lo hace precisamente 
por tener esta Deuda asegurado su reembolso con 
una prima sobre el tipo de emisión, circunstancia 
esencial que en varios conceptos importa mucho te-
ner presente cuando se trata de la cartera del Banco 
de España, y que precisamente por esto menciono 
ahora al ocuparme del estado de ella á propósito de 
la conversión , para dejar desvanecido el infundado 
concepto, harto repetido, aunque se haya muchas ve-
ces rectificado, de que su capital ha sufrido quebran-
to por consecuencia del canje de los valores de su 
cartera, lo cual no es cierto por lo que acabo de ex-
poner, y aun prescindiendo de las pingües y legíti-
mas utilidades que este mismo canje le ha propor-
cionado y ha venido á ser para sus accionistas que 
las han percibido el reembolso de una parte de su 
capital. 
Pues bien: si el Banco era el llamado por la institu-
ción á realizar esta operación, y si era en ella el ma-
yor interesado, había bajo otro aspecto de parte del 
Gobierno grandes razones de interés y de crédito pú-
blico para procurar que la operación se hiciese de una 
vez, en España y por el Banco nacional, asegurando 
así el resultado apetecido y haciendo fáciles las demás 
evoluciones que debían ser el complemento del arre-
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glo de toda la Deuda pública con la fijación de un tipo 
común. 
Hecho el convenio, cesaba la intervención del Go-
bierno en las operaciones posteriores, propias exclusi-
vamente del interés y de la gestión del Banco , que 
así podía reservarse el negocio en su integridad, como 
concertarse con otros establecimientos de crédito 
para subdividirlo. En este terreno no me toca á mí 
entrar; el Banco sabrá si intentó estas combinaciones 
y si encontró ó no quien aceptase las condiciones mis-
mas con que él, en un sentido altamente patriótico 
que merece todo el reconocimiento del País y nunca 
elogiaré bastante, había cooperado á la liquidación 
del Tesoro y al equilibrio del presupuesto del Es-
tado. 
Pudo el Banco creer que con su capital efectivo 
entonces realizado de cien millones de pesetas, su ca-
pital fiduciario y todos los demás recursos propios de 
la institución le era posible asociarse en la manera 
que lo hizo á esta grande obra de interés público; pero 
de todas suertes, fcay que convenir en que la rica y só-
lida cartera que la conversión le proporcionaba era 
un elemento poderosísimo de crédito y de recursos 
efectivos, caso necesario, aun conservándola sin otras 
bajas que las realizaciones á la par por efecto de la 
amortización. 
Es verdad que el Banco ha efectuado después la 
emisión hecha entre sus accionistas, y con grande 
ventaja para ellos, del número de acciones necesarias 
para llegar al límite legal de 150.000.000 de pesetas 
de capital; pero esto , lejos de ser un mal, es suma-
mente beneficioso también al comercio y al crédito; y 
si el Banco, por efecto de poseer Deuda del 4 por 100 
amortizable por valor de 555.145.000 pesetas nomina-
les, que son 471.883.250 al 85 por 100, ha creído con-
— 406 — 
veniente completar su capital, operación es ésta que, 
además de pertenecer á su propia y exclusiva iniciati-
va, ha de ser tan beneficiosa al Establecimiento como 
al País. 
Según el último ejercicio (1882), aparece haber he-
cho el Banco operaciones por 1.467.276.581,41 pese-
tas con el público de Madrid y las plazas de la Penín-
sula, representando un aumento sobre el año anterior 
de 39 millones de pesetas en los descuentos, más de 
un 50 por 100 en los préstamos sobre garantías, y de 
38.928.020 en las cuentas corrientes con garantía y 
crédito, lo cual, unido á las utilidades repartidas á los 
accionistas , es la demostración más evidente de que. 
ni el Banco ni el comercio en sus relaciones con él 
han padecido por efecto del convenio celebrado por 
la Hacienda con el expresado establecimiento de cré-
dito, á semejanza de otros que tuvieron lugar cuando 
la potencia financiera del Banco era mucho menor y 
pudiera motivar verdaderas dificultades. 
Por último, ha habido quien , por más que parezca 
extraño, ha pretendido relacionar las dificultades de 
la circulación monetaria con la manera en que la 
operación á que estas explicaciones se refieren fué 
llevada á cabo; pero entiendo yo que todos los hom-
bres competentes desecharán por completo esta pre-
ocupación, si hubiese podido asaltarles, con sólo con-
siderar que esas dificultades tienen orígenes conocidos 
y evidentes, que en todas ocasiones han producido 
iguales efectos y que se refieren al pago de los saldos 
en el exterior, que cuando no puede hacerse librando 
sobre las plazas que tienen relaciones de banca ó in-
dustriales en España, se realizan por remesas en me-
tálico hechas por intermediarios que obtienen de ellas 
gran provecho, lo cual traerá en la circulación gene-
ral , cuando quiera que se presente, si no una crisis, 
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una sensible perturbación al menos; y ejemplos de 
ello se ven con frecuencia en todos los países según 
que varían las existencias metálicas amonedadas y 
los cambios ligados con ellas. 
En la confianza de haber explicado suficientemente 
los pormenores de la conversión de las Deudas amor-
tizables, y contestado las observaciones que á ella se 
han hecho, paso á ocuparme de la de la Deuda per-
petua. 
A P E N D I C E . 
PROYECTO PARA L A CONVERSIÓN DE LAS DEUDAS 
AMORTIZABLES FORMULADO POR EL MINISTRO DE 
H A C I E N D A , M I ANTECESOR. 
Artículo i.0 Se emitirá por el valor nominal de 
1.100 millones de pesetas. Deuda del Estado, que 
devengará 5 por 100 de interés anual, y será amorti-
zada en 25 años. 
Art . 2.0 El pago de los intereses se hará por t r i -
mestres, y el de la amortización por sorteos también 
trimestrales. 
Art . 3.0 Para atender á este gasto, en los presu-
puestos generales del Estado se incluirán anualmente 
créditos por la suma de 77.327.000 pesetas. 
De esta cantidad se destinará la necesaria para pa-
gar los intereses del 5 por 100, y el resto se invertirá 
en la amortización. 
Art . 4.0 El servicio del pago de los intereses y de 
la amortización estará á cargo del Banco de España. 
Mientras éste recaude las contribuciones directas, 
retendrá en su poder las cantidades necesarias para 
esos pagos. 
Si el Banco cesase en la recaudación, el Gobierno 
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le entregará los fondos correspondientes en los tér-
minos y con las formalidades que por común acuerdo 
se establezcan. 
Se abonará al Banco por este servicio la comisión 
que con él convenga el Gobierno. 
Ar t . 5.0 E l Ministro de Hacienda, previo acuerdo 
del Consejo de Ministros, negociará los títulos de la 
Deuda del Estado creados por esta ley, en la forma 
que considere más económica, segura y conveniente 
á los intereses del Estado. 
Ar t . 6.° E l producto de la negociación se invertirá: 
i.0 En retirar de la circulación las obligaciones 
creadas con arreglo á las leyes de 3 de Junio de 1876 
y de 11 de Julio de 1877, y los Bonos del Tesoro. 
2.0 En saldar la Deuda flotante. 
Ar t . 7.0 En la suscrición que se abra para la nego-
ciación de los nuevos títulos del 5 por 100 amortiza-
ble, serán admitidos en pago por su valor nominal 
como efectivo metálico los valores enumerados en el 
párrafo primero del artículo anterior. 
A r t 8.° Las obligaciones creadas por las leyes de 3 
de Junio de 1876 y de 11 de Julio de 1877, y los Bo-
nos del Tesoro que no estuvieren todavía amortiza-
dos y que no se presenten al canje por los nuevos 
títulos del 5 por 100 en los términos indicados en el 
artículo que precede, serán retirados de la circula-
ción, mediante el pago de su valor nominal en efec-
tivo metálico, cesando de devengar interés desde la 
fecha señalada para el pago. 
Ar t . 9.0 En cuanto queden retiradas de la circula-
ción las obligaciones creadas por la ley de 3 de Junio 
de 1876, serán cancelados y quemados los títulos de 
la Deuda del 3 por 100 que s^ hallan pignorados á 
favor de las mismas. 
CONVERSION 
D E L A D E U D A P E R P E T U A . 
I . 
La ley de 21 de Julio de 1876 estableció que en el 
año 1882 se elevaría en 'A por 100 el interés de la 
Deuda, y se trataría con los acreedores del Estado, 
portadores de los títulos de la Deuda pública perpe-
tua, para fijar, de común acuerdo, el tiempo y la enti-
dad de los aumentos que habrían de hacerse en lo su-
cesivo; y yo creí que, sin perjuicio de cumplir la pri-
mera obligación, debía acudir á las Cortes solicitando, 
respecto á la segunda, que la autorización que para 
estas negociaciones estaba otorgada al Gobierno se 
anticipara, si los acreedores lo solicitaban, y se am-
pliara con el propósito de que, á ser posible, el arre-
glo que se llevase á cabo fuese definitivo. Las razones 
de excepcional importancia que me aconsejaron in-
tentar el arreglo de la Deuda quedaron expuestas ex-
tensamente en el preámbulo del proyecto de ley, 
como en su discusión en las Cortes. 
Caminaba yo á la-j^ación del tipo de interés de la 
Deuda española en armonía con el de otras Deudas 
europeas, cuya analogía era evidente, y con el valor 
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del dinero en todas partes: me proponía, como en 
otro lugar dejo consignado, librar á la Nación de la 
nota de insolvente; y ya que, merced á la conversión 
de las Deudas amortizables y al equilibrio de los pre-
supuestos, iba á ser posible emprender desde luego la 
senda señalada por la justicia, la honra y el interés 
de la patria, pensaba lealmente, y tengo ahora igual 
convencimiento, que era aquél el instante oportuno, 
que no debía malograrse, de demostrar que la falta 
anterior en el cumplimiento de nuestros compro-
misos, lejos de ser caprichosa é injustificada, había 
sido el efecto fortuito de desgracias evidentes y tris-
tísimas, de aquellas que en una ú otra forma padecen 
los pueblos en el curso vario de su historia; pero 
que en el momento en que nos era hacedero lleg ar a 
una inteligencia digna, íbamos á ofrecer cuanto po-
díamos dar, compensando los sacrificios que para lo-
grarlo demandábamos de nuestros acreedores con un 
esfuerzo del País en la suma que destinásemos al pago 
de intereses, que quedó al cabo perfectamente ga-
rantido y con cabal independencia de las eventuali-
dades de lo porvenir, las cuales, por otra parte, no 
son de esperar, y con la posesión de un valor fijo y 
definitivo. 
Si he alcanzado el logro de tan nobles propósitos, el 
resultado de esta grande operación que voy á expo-
ner y justificar harto lo demuestra; y por lo demás, á 
los que no toman en cuenta las inmensas ventajas que 
he obtenido para la Nación en la reducción del capi-
tal de la Deuda y en el importe de los intereses, y 
que sólo se ocupan de que se ha llegado demasiado 
pronto á un máximum de interés, yo tendría el dere-
cho de preguntarles qué era lo que ellos se proponían 
hacer en el año de 1882 frente á Europa, y si piensan 
que por otros rumbos habríamos ganado más en hon-
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ra, en valer ni en ventajas pecuniarias. En éste como 
en otros asuntos yo podría responder de mi conduc-
ta con la razón concluyente del éxito. 
Los resultados lisonjeros para nuestro nuevo signo 
de crédito serían evidentemente mayores (á pesar de 
la crisis económica de las plazas interesadas en nues-
tros valores, la cual ocasionó su venta, precisamente 
porque ellos eran los que, lejos de ofrecer pérdidas, 
ofrecían utilidad en las realizaciones) y los tipos del 
4 por 100 español se irían acercando más rápidamente 
á su cotización natural y proporcionada, si no fuése-
mos por desgracia nosotros mismos una excepción 
lamentable en punto á propagar por el mundo la duda 
y hasta el descrédito propio respecto á la eficacia y so-
lidez de nuestros recursos, dando así inconsciente-
mente pábulo a la preocupación con que se suelen 
mirar fuera nuestros negocios, preocupación de que 
manejos interesados suelen sacar provechoso partido. 
Por fortuna, en el importante asunto de la conver-
sión de la Deuda nos precedió y .alentó la opinión 
pública dentro y fuera de España, y luego hemos en-
contrado cooperación ilustrada, moderación y con-
fianza en la gran mayoría de la opinión, así como la 
unanimidad en los acreedores, para los cuales debo 
consignar aquí el más leal y solemne testimonio de re-
conocimiento por la fe que han tenido en nuestro país 
y en mis propias ofertas, á las cuales tengo el sagrado 
deber de mantenerme inquebrantablemente fiel. 
No puse, sin embargo, mano en esta ardua empresa 
de la conversión y arreglo definitivo de las Deudas, 
sin prevenir antes á la opinión y á los tenedores por 
medio de frases bien explícitas, que S. M . se dignó 
pronunciar en la parte del discurso de la Corona que 
encabeza este trabajo, y que cumple á mis propósitos 
recordar aquí: 
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« También os presentará mi Gobierno, y será sin 
» duda objeto de vuestra preferente atención, un pro-
» yecto que tiende á unificar las Deudas amortizables 
» á tipo fijo, y otras que por su escasa importancia es 
» conveniente cancelar desde luego. Por este medio, 
» que la mejora del crédito facilita, se consigue la 
» nivelación del presupuesto y se podrá llegar á las 
» negociaciones con los acreedores por la Deuda del 
» Estado, que ordenó la ley de 21 de Julio de 1876, 
» en situación favorable á obtener transacciones con-
» venientes para todos. Á este fin, y con objeto de que 
» el rigorismo de la ley no se oponga á las aspiracio-
» nes de los acreedores, mi Gobierno os pedirá una 
» autorización para tratar desde luego, en el caso que 
» así conviniere.» 
Es de advertir que el Consejo de tenedores esta-
blecido en Londres, que tiene de antiguo la repre-
sentación de éstos, y con el cual se trató y convino 
para la ley de 21 de Julio de 1876, se había dirigido 
muy atentamente al Ministerio de Hacienda, mani-
festándome que habiendo llegado la época señalada 
en aquélla para el arreglo, me expresaba su deseo de 
conocer mis planes respecto á los términos en que 
podría llevarse á cabo, provocando así las negociacio-
nes al efecto; á lo cual, por mi parte, me apresuré á 
contestar que la ley determinaba el aumento, desde 
1882, de 7 4 por 100 anual, y esta obligación, como 
las demás contenidas en el convenio, sería religiosa-
mente cumplida; pero que no existía hasta 1882 la de 
tratar con los acreedores, lo cual no impedía que si 
éstos, debidamente representados, ó la corporación 
á que tenía la honra de contestar, querían anticipar 
alguna proposición, el Gobierno estaría dispuesto á 
recibirla y meditar sobre ella. 
Entendí que ésta era la contestación ajustada á la 
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dignidad del País, á sus intereses y á la ley de 21 de 
Julio de 1876, que fijaba la situación legal del asunto, 
y cuyo art. 3.0 decía así: 
« La Deuda consolidada al 3 por 100, interior y ex-
» terior, así como las amortizables al 6 por 100 proce-
» dentes de carreteras, obras públicas y obligaciones 
» por subvenciones áferrocarriles, devengarán al año 
» desde i.0 de Enero de 1877 la tercera parte de su 
» actual interés. 
» Desde i.0 de Enero de 1882, la Deuda consolida-
» da, interior y exterior, devengará 1 7 4 por 100 anual, 
» y 2 'A las amortizables al 6 por 100. 
» Este interés será desde entonces un mínimum 
» que garantiza el Estado, y durante el referido afio 
» de 1882 el Gobierno negociará con los tenedores 
» de ambas clases de Deuda respecto á los aumentos 
» del interés en los plazos que se establezcan, hasta 
» volver al interés íntegro, al 3 y 6 por 100 respectiva-
» mente.» 
Por resultado de mi contestación, el Consejo de los 
Tenedores en Londres nombró en 15 de Setiembre 
del mismo año de 1881, con la misión de representar-
lo, á M . Carlos O'Leary, persona distinguida y perfec-
tamente enterada, según el Presidente del dicho Con-
sejo me decía, de los puntos de vista generales del 
mismo Consejo en la importante materia de que se 
trataba. 
Estas negociaciones, que nada establecían, y lo que 
es más, ningún propósito de resolución revelaban, 
tuvieron un absoluto carácter de reserva de una y 
otra parte hasta la publicación de la ley de 9 de D i -
ciembre de 1881, que autorizó al Ministro de Hacien-
da para tratar con los tenedores de Deuda perpetua 
y de obligaciones del Estado por ferrocarriles antes de 
la fecha señalada en la ley de 21 de Julio de 1876 silos 
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mismos acreedores lo solicitasen, pues yo había ma-
nifestado, desde luego, que hasta que una ley me auto-
rizase, el Ministro podría oir, pero no tratar. 
Es, por tanto, de toda evidencia que el statii quo 
legal fué respetado por mí, como no podía menos, y 
que para venir á otra legalidad adopté el camino más 
prudente y más favorable, en mi concepto, á los inte-
reses públicos, porque ni ofrecí lo que no podía dar 
antes de tiempo, ni me negué, como un deudor que 
oye con disgusto las proposiciones del acreedor, á co-
locarme, si las Cortes aceptaban lo que de acuerdo 
con el Consejo de Ministros tuve la honra de propo-
ner, en situación legítima de resolver de una vez tan 
peligroso asunto, restableciendo la normalidad entre 
España y sus acreedores, lo cual estaba yo ya seguro 
de que nos traería á un terreno de negociación mucho 
más satisfactorio que lo hubiese sido el ampararse á 
los términos estrictos de la ley de 1876, negarse á su 
ampliación y á todo trato que no fuese relativo al 
tanto y á los plazos del aumento de intereses, y aban-
donar esta natural y propicia ocasión de negociar al 
propio tiempo sobre el capital. La inmensa importan-
cia de la cifra de éste era para la Patria la más grave 
cuestión de todas las que podían influir sobre su por-
venir, y por lo mismo, ninguna como ella merecía una 
intensidad tan grande de voluntad y una apreciación 
tan exacta para procurar resolverla, á lo cual la opi-
nión, dentro y fuera de España, impulsaba al Gobier-
no con incansable afán por todos los medios posibles 
de manifestación y cooperación. 
Dado este estado de la cuestión, ¿qué hubiera po-
dido hacer otro Gobierno que no participase de estas 
ideas? ¿Conceder aumentos futuros de interés, justifi-
cando así mayores exigencias respecto al capital en lo 
futuro, y por consecuencia, haciendo más difícil, y aun 
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puede decirse imposible, por ser superior á las fuerzas 
del País, el arreglo definitivo, cuyo aplazamiento inde-
finido era indecoroso y quimérico? Pues no haciendo 
esto habría tenido que aceptar el principio equitativo 
y salvador para todos de la conversión, y en tal caso 
la diferencia entre ellos y yo sólo habría consistido en 
el tanto y en los procedimientos. Examinaremos los 
unos y los otros, pero con la desventaja natural para 
mí de que yo he de ser juzgado por hechos conocidos 
y consumados, y mis contradictores por sus opiniones 
á posteriori, que no sabemos si son las mismas que 
hubieran sostenido y podido realizar si á ellos hubiese 
tocado la responsabilidad de la resolución. 
Las opiniones que ellos han mantenido en el Par-
lamento sobre este punto, por el órgano autorizado 
de mi digno antecesor el Sr. Cos-Gayón, y sin con-
tradicción de ninguno de los hombres de su partido, 
me considero en el deber de dejarlas consignadas en 
este trabajo, en muestra de imparcialidad. 
Decía lo siguiente el Sr. Cos-Gayón en la sesión de 
25 de Abri l de 1882 : 
« Con estas malas condiciones; con esta falta de 
» preparación; abandonando por una parte la posición 
» fortísima que el Gobierno había encontrado, y no 
» preparándose, por otra parte, con verdaderos re-
» fuerzos en el presupuesto de ingresos, hemos llega-
» do á pactar con los acreedores. Claro está que si 
» hemos de tratar esta cuestión con grandeza y con 
» generosidad, todos tendremos que aproximarnos á 
» las ideas manifestadas por el Sr. Eguilior, que nos 
» excitaba á que no regateemos. Lo más bonito y lo 
» más decoroso sería dar el 3 por 100 y además los 
» atrasos y los intereses de los atrasos, si queréis; pero 
» ¿ era éste el punto en que debía colocarse el Gobier-
»no? ¿Está el País para estas esplendideces y para 
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» estas grandezas, ó por el contrario, nó necesita por 
» una parte el interés del País y por otra el interés de 
» los acreedores, á los cuales lo que principalmente les 
» conviene es que, obrando con formalidad, no les 
» prometamos sino lo que haya seguridad completa de 
» poderles cumplir, que nos colocáramos en el terre-
» no de la ley de 1876, hasta ahora leal y estrictamente 
» cumplida? Si hemos de borrar aquella fecha; si no 
» hemos de tomar como punto de partida el convenio 
» de 1876, entonces quien tiene razón es el Sr. Laá, 
» que se queja ahora todavía del convenio de 1876; el 
» Sr. Laá, que está en su puesto diciendo ahora lo que 
» decía aquel año, repitiendo que no quedaron con-
centos los acreedores, ó una parte de los aereedo-
» res, de los cuales S. S. tenía dignísimamente la re-
» presentación. Si de lo que se trata es de conceder 
» la revancha á los acreedores del convenio de 1876, 
» como en el tratado de comercio con Francia hemos 
» concedido á los franceses la revancha del convenio 
» de 1877, entonces quien tiene razón es el Sr. Laá; 
» pero á mi me parece que así como el Sr. Laá está 
» perfectamente en su puesto, no le corresponde al 
» Sr. Ministro de Hacienda venir aquí á decir que le 
» parece que en 1876 se dió poco á los acreedores, 
» como dando á entender con esto que en efecto vie-
» ne á darles ahora una compensación por lo que en-
» tonces no se les dió. No; para el Gobierno no había 
» más que una base sólida de negociación y un punto 
» de partida justificado, que era el cumplimiento es-
» tricto, el cumplimiento leal y completo de la ley 
» de 1876; y desde este punto de partida entiendo yo 
» que el Gobierno, ó debía haber hecho un convenio 
» para todos los acreedores al mismo tiempo, ó debía 
» haber comenzado por hacerlo con los acreedores 
» extranjeros. Yo no quiero recordar episodios dolo-
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» rosos y verdaderamente lamentables de la historia 
» financiera de España, que han tenido por causa y 
» por origen disidencias del Gobierno español con los 
» acreedores extranjeros en esta cuestión de arreglos 
» de la Deuda; yo no quiero recordar por qué trances 
» tan amargos han tenido que pasar todos los Go-
» biernos españoles por no haber atendido á su tiem-
» po lo que los acreedores extranjeros exigían; no 
» hay para qué recordar cuáles fueron las solucio-
» nes nada agradables que hubo que dar á esta cues-
» t ión ; pero si no los recordamos aquí para insistir 
» sobre ellos en los debates, todos debemos tener 
» presentes aquellos sucesos para evitar peligros se-
» mejantes.» 
« Es cierto que la ley había autorizado al Gobierno 
» para hacer convenios con los acreedores, juntos ó 
» separados ; pero el espíritu de aquella ley al auto-
r i z a r á hacer un convenio ó dos convenios, era 
»el de que el Gobierno pudiese convenir con los 
» acreedores sobre la base del convenio de 1876, 
» de fijar plazos y aumento de cuotas para volver á 
» pagar la totalidad de los intereses, ó bien para con-
» vertir el papel en un nuevo papel con otras con-
» diciones; pero no pudo ser el espíritu de la ley 
» el que se tratara con unos y con otros no, y que 
» en el caso de llegarse á este extremo desagrada-
b l e , fuera precisamente el convenio que se hu-
» biera de traer el que debiera haberse hecho con 
» los acreedores extranjeros. » 
No se dirá que trato de desnaturalizar ó tergiversar 
los argumentos de la oposición: los exhibo textual-
mente, tal cual fueron pronunciados. Se formularon 
al discutirse el proyecto de ley que tuve la honra de 
presentar á las Cortes para que se sirvieran aprobar el 
convenio hecho con los acreedores por Deuda perpe-
27 
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tua interior y llamando bajo iguales bases á los del 
exterior á una conversión voluntaria. Todos tuvieron 
entonces su debida respuesta, pero la tendrán más 
amplia al presente, en que los sucesos posteriores han 
acreditado la prudencia y tacto con que procedí, pues 
no podía revelar entonces pormenores que tienen 
aquí su correspondiente lugar. 
Resulta desde luego, y es de lo que por el momento 
debo ocuparme, que yo me aparté por completo de 
los procedimientos que hubiera seguido mi antecesor, 
al tratar primero con los tenedores de la Deuda inte-
terior, teniendo por mi parte la satisfacción de que no 
haya acontecido nada de lo que él temía, y de que la 
experiencia posterior acreditase la oportunidad de 
haber procedido como procedí. 
Si bien me era conocido el general deseo de los te-
nedores españoles en favor de la conversión, nadie se 
me acercó á hacerme proposiciones hasta después de 
publicada la mencionada ley de autorización. Esta me 
facultaba también para tratar con los tenedores ó sus 
representantes de las Deudas exterior é interior, re-
unidos ó por separado. Yo opté por el segundo ex-
tremo , y aunque éste no hubiera sido mi propósito, 
como lo era, por creerlo el más conveniente, las cir-
cunstancias se presentaron en ese sentido, siendo ade-
más evidente que ninguno de los tenedores de ambas 
Deudas tenía interés en que la negociación fuese 
unida, antes al contrario. 
¿ Por qué negocié yo primeramente con los tene-
dores de la Deuda interior y de la de ferrocarriles, 
aplazando por el tiempo necesario tratar con los re-
presentantes de la Deuda exterior? Yo traté primero 
con los tenedores de Deuda interior por razones que 
estimaba de rectitud y conveniencia. 
He procurado mantener en esta ardua negociación 
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que las Cortes me encomendaron, el carácter que co-
rrespondía á la Nación, que no pretende especular en 
beneficio propio con perjuicio de los intereses de na-
die. Los tenedores españoles, no por ser españoles 
habían de renunciar á sus derechos legítimos, y ha-
bían, sí, de aspirar á satisfacerlos dentro de la posibi-
lidad, y como más conocedores de la situación del 
País y de sus medios, habían de venir á compensacio-
nes razonables. Ahora bien; por este camino, una vez 
concertado con los tenedores del interior, me colo-
caba en situación de demostrar á los del exterior que 
la Nación no podía hacer mayores sacrificios, que lle-
gaba al límite de la posibilidad, y que eran los acree-
dores españoles con su ejemplo la más perfecta de-
mostración de esta verdad. 
Tuve la suerte de llevar á cabo la negociación con 
los tenedores de la Deuda interior y de ferrocarriles, 
y luché con algunas dificultades para que los dé la ex-
terior aceptasen el mismo convenio, pero mi decisión 
las salvó, presentando el proyecto de ley ya citado, 
que aprobaba el primero de dichos actos y hacía vo-
luntaria la conversión del exterior, y las Cortes lo 
aprobaron. 
Si hubiese vacilado, ó la conversión hubiera dejado 
de hacerse, ó sido más costosa, lo cual yo no podía 
admitir. 
Descartados estos preliminares, entro á detallar los 
fundamentos y resultados de las respectivas negocia-
ciones y sus favorables consecuencias. 
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CONVERSIÓN DE LA DEUDA PERPETUA INTERIOR AL 3 
POR IOO Y DE LAS OBLIGACIONES DEL ESTADO POR 
SUBVENCIONES DE FERROCARRILES. 
Promulgada la ley de 9 de Diciembre de 1881, los 
tenedores de Deuda perpetua interior y de las obliga-
ciones del Estado por subvenciones de ferrocarriles 
se congregaron no sólo en Madrid, sino también en 
Barcelona y Bilbao, puntos de la mayor contratación, 
y nombraron Comisiones que los representasen para 
tratar con el Ministro de Hacienda el arreglo que hu-
biera de llevarse á cabo. 
Madrid nombró sus apoderados á los Excelentísi-
mos Sres. Marqués de Urquijo, D. Jaime Girona y 
D. Bernardo Rengifo y Goyechea. 
Barcelona, á los Sres. D. Manuel Girona, D. Camilo 
Fabra, D . Antonio Ferrer,. D. Ramón Comas y Ca-
ñas y D. Antonio José Torrella. 
Bilbao dió su representación al Excelentísimo Se-
ñor Marqués de Urquijo. 
En conferencias particulares manifestaron los pre-
citados señores su deseo de que las negociaciones se 
planteasen bajo el punto de vista de la conversión; y 
recomendádoles por el Ministro que discutiesen en-
tre sí y se pusieran de acuerdo sobre las pretensiones 
que hubieran de formular, teniendo en cuenta que 
por su parte se hallaba decidido, en cumplimiento de 
su deber y en presencia de la situación de la Ha-
cienda, á limitar cuanto fuera posible sus concesiones, 
llegó á celebrarse el 22 de Enero de 1882 la confe-
rencia solemne, en la cual quedaron definitivamente 
acordados los términos de la conversión. 
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Mi deber era prevenirme para la precitada confe-
rencia, y medité en la mañana de aquel día, aun más 
que lo había hecho desde que presenté á las Cor-
tes el proyecto de autorización, no tanto sobre el au-
mento de interés que pudieran pedir los representan-
tes de los tenedores para realizar la conversión, como 
aquel que yo pudiera comprometerme á conceder en 
representación del Estado, y salva siempre la aproba-
ción del Consejo de Ministros primero y de las Cor-
tes después. 
Confieso sinceramente que inspirándome en el más 
vivo deseo del acierto, llegué á adoptar una resolu-
ción que, aunque temiera fuese combatida, nunca 
creí que esto tuviera lugar bajo los fundamentos en 
que a posteriori apoyó su oposición mi antecesor en 
el Ministerio. 
En la misma sesión á que antes me he referido, la 
del 25 de Abr i l de 1882, se expresaba el Sr. Cos-Ga-
yón en los términos siguientes, que la lealtad con que 
quiero tratar esta importante cuestión me decide á 
consignar textualmente: 
«Había convenido el Estado con los acreedores en 
»i876, en que les pagarían el 1 por 100, en vez del 3, 
^durante cinco años; que durante el año 1882 se 
»abrirían unas negociaciones; que esas negociaciones 
»tendrían por objeto fijar los plazos y las cuotas de 
»aumento, por medio de los cuales se volvería á pa-
»gar en su integridad el 3 por 100. ¿Por qué en 1876 
»no se hizo desde luego un arreglo definitivo? ¿Por 
»qué se dejó esta negociación para 1882? Lo he dicho 
»aquí más de una vez. No pudo tener por objeto aquel 
»aplazamiento de una solución completamente defi-
»nitiva, sino una de estas dos cosas : ó la esperanza 
»de que en 1882 se podría dar á los acreedores más 
»de un cuartillo por 100 cada cinco años, ó el temor 
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»de que no se podría dar tanto. Yo he invitado varias 
»veces á los defensores del proyecto ministerial á que 
»me indiquen un solo documento, un sólo texto, una 
»sola frase de la discusión de 1876 de la cual se pueda 
»deducir que fuese la esperanza de poder dar más, 
»y no el temor de no poder dar tanto, lo que había 
»sefialado un período de nuevas negociaciones para 
»i882; yo les prometí desde luego, si lo necesita-
»ban, presentarles varios textos que prueban que 
»por lo que entonces no se estipuló definitivamen-
»te que cada cinco años se aumentaría un cuartillo más 
»por 100, fué por el temor de que luego en 1882 no 
»podría hacerse de una manera formal y eficaz seme-
jante promesa. Sin necesidad de recurrir á textos, 
»el propio de la ley está bien claro y explícito, pues-
»to que dice, después de disponer que desde 1882 se 
»pagaría 1 y cuartillo, que el cuartillo sería un míni-
»mum que desde esta fecha pagará el Estado; es de-
»cir, que se adelantaba en 1876 la promesa de que á 
»contar de 1882 no se bajaría de 1 y cuartillo. Esta es 
»la única indicación que para las negociaciones lleva-
»ba nuestra ley de 1876. La situación, pues, estaba 
»claramente definida; lo que tenía que arreglar el Es-
Hado con los acreedores en la época actual eran los 
»plazos, bien de cinco años ó de otro período de 
»tiempo, en los cuales se había de ir , por medio de 
»aumentos que también se determinasen ahora, hasta 
»volver á pagar el 3 por 100. La indicación de la ley 
»era, por tanto, como punto de partida para las nue-
»vas negociaciones, volver á pagar el 3 por 100 en 
»cuarenta años, contados desde 1876; lo que había 
»que negociar era si esos plazos se habían de alargar 
»ó de acortar. Pero antes de llegar el año 1882, los 
»acreedores del Estado, creo que puede decirse uná-
nimemente, porque la petición era universal, y con-
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»tra ella no salió jamás ninguna voz disidente, los 
»acreedores del Estado comenzaron á solicitar que en 
»vez de señalar plazos y aumentos para que la Deuda 
»que había venido á ser diferida se convirtiera en lo 
»que por su propia naturaleza debía ser, volviera á re-
cobrar su carácter de perpetua al cumplirse los cua-
»renta años ó los que se estipularan, empezaron á soli-
»citar que en cambio de esto se les diera desde luego 
»un papel que definitivamente resolviera la cuestión. 
»Ellos eran los que lo solicitaban; el Gobierno no te-
»nía otra cosa más que aguardar tranquilamente esas 
»solicitudes, proponerles el cumplimiento estricto y 
»leal de la ley de 1876 y acceder á las peticiones de 
»aquellos que en vez de aguardar á un largo período 
»de tiempo para volver á cobrar la totalidad de los in-
tereses, prefirieran cobrar un papel con otro interés, 
»el cual les fuera emitido, naturalmente, con nuevas 
»condiciones.» 
Como se ve por lo expuesto, y por lo que practiqué 
también en este punto del tanto de aumento de inte-
rés, tuve la desgracia de apartarme de las opiniones 
del Sr. Cos-Gayón. Pero ¿fueron caprichosos ó arbi-
trarios mis procedimientos? 
E l Sr. Cos-Gayón interpretaba el convenio de 1876 
y aplazamiento hasta 1882 de la designación de au-
mentos respectivos de interés, en el sentido de que en 
dicha última fecha acaso no se podría otorgar á los 
acreedores el aumento de 7 4 cada cinco años; que 
lo que tenía que arreglar el Estado con los acreedo-
res en 1882 eran los plazos, bien de cinco años, ó de 
otro período de tiempo, para volver á pagar el 3 por 
100; que la indicación de la ley de 1876 era como 
punto de partida para volver á pagar el 3 por 100 en 
cuarenta años, contados desde 1876; y por último, ac-
ceder á las peticiones de los que en vez de aguardar 
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un largo período de tiempo para volver á cobrar el 
total de los intereses, prefirieran cobrar un papel con 
otro interés, el cual les fuera emitido naturalmente 
con otras condiciones. 
Dejo al juicio de la crítica la importancia y valor 
de lastres primeras consideraciones, no debiendo sin 
embargo, ocultar mi opinión contraria á ellas y mi 
sentimiento de que se proclamasen, pues no redundan 
ciertamente en favor del crédito y formalidad de Es-
paña. Y ocupándome de la última diré que lo que por 
ella se indicaba, y no otra cosa, fué lo hecho en reali-
dad, si bien partiendo de principios distintos y con 
alcance diferente de los que se desprenden de las pa-
labras del Sr. Cos-Gayón. 
Aunque naturalmente me preocupaba mucho el re-
sultado de la conferencia y debía estudiar los puntos 
de defensa que empleara en ella, y aunque en realidad 
había de tomar en cuenta espontáneamente las obser-
vaciones del Sr. Cos-Gayón, si bien no con el carác-
ter de imposición con que están presentadas, es lo 
cierto que nunca podían obrar en mi ánimo como 
punto esencial de partida para la negociación. Com-
prendía y comprendo que se utilizaran las primeras al 
fin de obtener las mayores ventajas para el Tesoro, 
pero de ningún modo como condición sine qua non, 
que es lo que se ha pretendido al exponer aquellas 
ideas cuando la negociación estaba terminada y cuan-
do se presentaba el convenio á las Cortes para su apro-
bación. 
Si en 1876 el Gobierno de S. M. pudo obtener las 
concesiones que alcanzó de los tenedores de la Deu-
da, en presencia del período tristísimo que el País 
acababa de atravesar por consecuencia de disturbios 
políticos y de una sangrienta y fratricida guerra, álos 
seis años siguientes, reorganizada la,Hacienda, en ere-
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cimiento las rentas públicas, desahogado el Tesoro y 
con todas las demás ventajas que decantan mis adver-
sarios haber obtenido, ¿podrían hacerse seria y for-
malmente semejantes intimaciones álos tenedores de 
la Deuda pública? 
Pues qué , ¿el Estado no tenía la obligación en su 
propia conveniencia, además de llegar á u n estado de 
solvencia, de reorganizar verdaderamente la Hacien-
da, de colocar al Tesoro en una situación de desaho-
go verdadero? Pues qué, ¿hay derecho de buscar re-
cursos para todo lo que se estima necesario, y se ha de 
prescindir sistemáticamente en una situación comple-
tamente normal del pago de una obligación tan sagra-
da como lo es el de los intereses de la Deuda pública, 
y esto en un país que quiere aparecer progresando en 
todo, que no economiza gastos que pueden calificarse 
de puro lujo y que justamente había de procurar ya 
dar impulso á las obras públicas, fomentar su marina 
y fortificar los medios de seguridad y defensa na-
cional? 
Así es que yo entendí que los aumentos sucesivos 
de interés hasta llegar al pago íntegro del 3 por 100 
no podían extenderse, ni con mucho, fuesen cuales 
fueren las opiniones que en las negociaciones previas 
á un acuerdo pudiera yo mantener, al período de cua-
renta años, pues no tenía justificación decorosa que 
la Hacienda de un país, aun medianamente dirigida, 
necesitara plazo tan desmesuradamente largo para 
entrar en su completa normalidad y poder atender al 
pago de todas sus obligaciones. 
Pues si siguiendo el plan y propósitos de mi digno 
contradictor, dentro de diez años había de aumentarse, 
sobre el 1 'A que al presente se satisface, 'A por 100 
más, es evidente que habría para el Estado grandísi-
ma conveniencia en adelantar esa suma desde luego 
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como compensación de la renuncia que los tenedores 
de las Deudas hiciesen del restante i 'A por 100; 
por este medio, y como más adelante explicaré de-
talladamente al demostrar las ventajas de la conver-
sión, bastando ahora á mi objeto esta indicación, si 
el Estado experimentaba al presente un gravámen 
anual de 42 millones de pesetas, número redondo, ob-
tenía en lo ulterior un beneficio de grandísima é indis-
cutible importancia. ¿ Se quería cumplir honradamen-
te con los acreedores del Estado? Pues el medio 
indicado era el único y más económico posible. 
He aquí por qué yo era partidario de la conversión 
y no de los aumentos sucesivos de interés, y por qué 
llegué en el convenio al aumento de por 100. 
Después de una detenida discusión, en la que se 
reflejaba que la Comisión de tenedores se fijaría, 
como se fijó en efecto de una manera definitiva, en el 
aumento del 'A por 100, y de sostener yo el de 7 4 y 
después de la manera más decidida y como térmi-
no de conciliación el solo aumento de Vs, surgieron 
varias otras cuestiones, tales como la de mayor ven-
taja que sobre la renta perpetua querían obtener 
los tenedores de obligaciones del Estado por ferroca-
rriles, y la de que el aumento del interés se deven-
garía desde i.0 de Enero ó i.0 de Julio de 1882, 
oponiéndome por mi parte á ambas exigencias. E l 
término de aquel debate fué el que reconociendo yo 
que los representantes de los tenedores de la renta 
perpetua no cedían en manera alguna del % por 100, 
y considerando en mi rectitud por otra parte, aunque 
no lo manifestara entonces, la equidad de la preten-
sión, la acepté, á condición de que se sujetasen á ella 
los tenedores de la Deuda por ferrocarriles y de que 
el aumento de interés empezaría á devengarse desde 
i.0 de Julio de 1883. 
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Nueva y prolongada discusión se suscitó, pues el 
deseo unánime de las Comisiones era que el interés 
se devengase antes, y la de ferrocarriles no conside-
raba justa la igualdad de éstos con la perpetua; pero 
al fin mis razonamientos fueron oídos y el convenio 
quedó efectuado, sujeto á la aprobación del Consejo 
de Ministros primero, y de las Cortes después. 
Naturalmente se formuló también la pretensión 
de que en el caso que á los tenedores extranjeros se 
les reconociese un mayor aumento de interés sobre 
el 72 por 100 convenido, sería igualmente aplicable á 
los españoles, lo cual no tuve inconveniente en acep-
tar, pero sin que constara en el convenio, pues esto 
hubiera sido admitir en el documento una posibilidad 
que yo estaba decidido á no realizar. 
Se formuló, por último, la pretensión de que el 
pago de los intereses quedase á cargo del Banco de 
España, en la misma forma que lo estaban entonces 
las obligaciones de Banco y Tesoro, á lo cual me ne-
gué, no porque yo viese en absoluto un grave incon-
veniente en ello, sino por ser un medio que en últi-
mo resultado podía utilizar en la negociación con los 
tenedores de la Deuda exterior, que era para mí se-
guro habrían también de exigirlo. 
He dado detenida cuenta de todos los pormenores 
de la negociación, y sentiría incurrir en algún olvido, 
pues es mi deber ilustrar la opinión sobre un punto 
que he estudiado profundamente, por lo mismo que 
no tenía sólo el carácter de interior, ni es de aquellos 
en los cuales cabe introducir reformas sin lastimar 
nuestro propio decoro y al cabo nuestros verdaderos 
intereses; y si yo las intenté y las realicé en este caso, 
fué porque mis proyectos se encaminaban á mejorar 
el modus vivendi que se había establecido por la ley 
de 21 de Julio de 1876, que es la que, y yo no lo cen-
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suro, tuvo que acudir por la dura ley de la necesidad 
á una verdadera quita que no ha agravado, sino antes 
bien mejorado el arreglo que tuve el honor de pro-
poner y la suerte de ver aceptado por las Cortes. 
Aprobados por el Consejo de Ministros mis proce-
dimientos y el convenio , la conversión de la Deuda 
interior, salva la aprobación de las Cortes, que igual-
mente se dignaron otorgarla, era ya un hecho que ve-
nía á influir poderosamente en pro de, nuestro crédito 
y á facilitar un acuerdo con los tenedores de la Deu-
da exterior en idéntico sentido. 
Digno es de superior elogio el proceder de los re-
presentantes de los tenedores de la Deuda interior 
que contribuyeron poderosamente á hermanar los in-
tereses de la Nación con los suyos propios; y yo que 
tuve la honra de presenciar todo el patriotismo y ab-
negación que revelaron en su conducta, me complaz-
co en proclamarlo así. 
I I I . 
CONVERSIÓN DE LA RENTA PERPETUA EXTERIOR 
AL 3 POR ICO. 
Convenidas las bases de la conversión de la Deuda 
perpetua interior y de la de las obligaciones del Esta-
do por ferrocarriles, era en mi juicio el momento de 
entablar las negociaciones con los tenedores de la 
Deuda exterior. Ya había yo celebrado una conferen-
cia preliminar el 18 de Diciembre de 1881 con Mis-
ter O'Leary, representante de aquéllos, y le había 
manifestado mi deseo de conocer cuáles fueran sus 
propósitos, si mantener nuestras conferencias en el 
sentido de aumentos sucesivos de interés, ó en el de 
una conversión en la que por mutuas compensaciones 
se obtuvieran beneficios recíprocos. No era refracta-
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rio Mr. O'Leary al segundo extremo, reservando el 
primero para el caso en que no fuese posible una ave-
nencia. 
De todos modos, la primera proposición que Mis-
ter O'Leary me comunicó confidencialmente fué la 
siguiente: 
«Hasta 31 de Diciembre de 1883 el interés de la 
»Deuda permanecerá á su actual rata de 1 'A por 100 
» anual. 
»De i.0 de Enero 1884 hasta 31 de D i -
»ciembre de 1885 devengará la Deuda, 
»interés á razón de 1 'A por 100 anual. 
»De i.0 de Enero 1886 á 31 Diciembre 1887. 1 3/4 » » 
»De i.0 de Enero 1888 á 31 Diciembre 1889. 2 ». » 
»De i.0 de Enero J890 en adelante. . . . 2 y. » » 
»E1 2 V* por 100 será el máximun de interés que 
»devengará la Deuda, lo que equivale á una conver-
»sión al tipo de 56-25 por 100; de modo que por 
»cada bono de £. 100 del 3 por 100 se dará un Bono 
»de £. 56-5-0, ganando 4 por 100 anual. 
» Desde 1892 se destinará un fondo de amortización 
»acumulativo de % por 100 anual para la redención 
»de la nueva Deuda á la par.» 
No creo incurrir en inconveniencia alguna publi-
cando la anterior proposición, que autógrafa, aun-
que no firmada, conservo, pues ella hace honor al 
Council of Foreign Bondholders, que representaba y 
defendía los intereses de los tenedores, y además con-
duce al esclarecimiento de hechos en que soy parte 
muy interesada. 
No se dirá que procedí con precipitación y formu-
lando proposiciones con anterioridad á las que pudie-
ran hacérseme. E l Consejo de tenedores y su Comité 
de bonos españoles habían deseado conocer los pro-
pósitos del Gobierno, y reclamaban cortesmente el 
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principio de las negociaciones aun antes que les fuese 
conocido todo pensamiento mío, como ya dejo ex-
puesto; y más tarde formulan su proposición en los 
términos que estiman conveniente, sin presión ni ex-
citación de ningún género. 
Yo no podía tomar en consideración, ni aun para 
discutirla, una propuesta que, nacida sin duda de le-
gítimo derecho, vendría á colocar al Estado en si-
tuación dificilísima; y aprovechando la ocasión del 
convenio celebrado con los tenedores de la Deuda 
interior, hice á mi vez la proposición de que los de la 
Deuda exterior se adhiriesen á aquél; y este fué en 
rigor el principio de las negociaciones que nos lleva-
ron al término de la conversión. 
Con tales antecedentes, que no me corresponde á 
mí calificar en esta Memoria, pero que apreciarán en 
lo que valgan los hombres entendidos y el público 
imparcial, podrá juzgarse de las dificultades vencidas 
en el arduo asunto de que me ocupo. 
Debo declarar que las negociaciones fueron man-
tenidas simultáneamente en Madrid y Londres. Re-
conociendo como de antiguo reconozco las distingui-
das cualidades de inteligencia y celo por cuanto con 
los intereses del país se relaciona de mi distinguido y 
queridísimo amigo el Excmo. Sr. D . Manuel Rancés 
y Villanueva, Marqués de Casa-Laiglesia, Ministro 
plenipotenciario de España en Londres, y la autoridad 
é influencia que por sus especiales condiciones tiene 
en la sociedad inglesa, le pedí su cooperación, á la 
que decididamente se prestó, llevando, con sujeción 
á mis instrucciones, la negociación con el honorable 
Mr. Bouverie, Presidente del Council of Foreign 
Bondholders; por manera que yo lo verificaba aquí 
con el representante de éste y me hallaba á la vez 
representado, inteligentemente, en Londres para dis-
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cutir con el mismo Presidente y con los más impor-
tantes é influyentes tenedores de nuestra Deuda ex-
terior. 
E l aumento de 1/^  más que el 'A por 100 convenido 
con los tenedores de las Deudas interiores, es decir, 
el pago de un 2 por 100 de interés en vez del 1 V 4 para 
llegar á la conversión; el señalamiento de un fondo 
de amortización; que el pago de los intereses se hi-
ciera por el Banco de España en la misma forma que 
lo verificaba para las Deudas amortizables; y algunas 
otras, fueron las exigencias sucesivamente presenta-
das por los tenedores de la Deuda exterior, exigen-
cias mantenidas con perseverancia y defendidas con 
singular inteligencia por el digno é ilustrado repre-
sentante del Consejo de tenedores, Mr. O'Leary, 
hasta el momento de celebrarse en Londres el 17 de 
Marzo de 1882 el meeting en que, como más adelan-
te explicaré, no fué atendida mi proposición. 
En el entretanto se ventilaron cuestiones diferen-
tes; una de ellas, la del cambio á que había de fijarse 
el importe de las libras esterlinas y francos con rela-
ción al peso fuerte, ó sean 5 pesetas. 
De antiguo venía reconocido el cambio de 5 fran-
cos 40 céntimos y 51 dineros esterlines por peso fuer-
te en los títulos de la Deuda exterior, diferencia que 
se fundaba en la distinta ley de la moneda, pues que 
valiendo más la peseta que el franco y más los 5 pesos 
que la libra esterlina, preciso era establecerlo así. 
Teniendo la moneda española desde la reforma mo-
netaria efectuada en 1869 la misma ley que la de 
aquellos países en que nuestros valores se cotizan, 
convenía fijar el valor de nuestra Deuda, determi-
nando en los títulos la par monetaria, modificación 
absolutamente necesaria, siquiera para que desapare-
ciese la oscuridad que resultaba en nuestros presu-
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puestos, presentando una menor Deuda y un menor 
gasto, pues tanto valía decir que los intereses se ele-
vaban á 100 y pagar realmente 108, existiendo un 8 
por ico de aumento por cambio. 
Pero al hacer esa alteración, precisaba reconocer á 
los tenedores de la Deuda exterior el valor de sus tí-
tulos, siempre que fuesen presentados en el extran-
jero, pues en el interior no procedía reconocer me-
jora alguna por razón de cambio. En los títulos es-
taba fijado el valor en pesos, libras y francos. E l 
de 200 pesos expresaba 1.080 francos, y una cantidad 
equivalente en libras al cambio de 51 dineros el peso. 
Por estos valores venían negociándose en Bolsa, y 
en las distintas emisiones efectuadas la negociación 
se había llevado á cabo bajo esta base ; es decir, que 
los suscritores en el exterior habían pagado los títulos 
que adquirieron por el valor expresado en francos ó 
en libras, según las plazas en que se realizara la ope-
ración. Y si en transmisiones sucesivas eran enajena-
dos por los mismos valores, sobre todo si el título de-
claraba al Estado español deudor de 1.080 francos, 
equivalentes á 200 pesos de los antiguos ó 216 de los 
modernos, forzoso era reconocerles ese derecho, pues 
de otro modo se les hubiera privado de parte de su 
capital, é injusticia semejante hubiera hecho de se-
guro imposible la conversión. 
Dos medios podían emplearse : uno, efectuar la 
conversión entregando los nuevos títulos con la mis-
ma diferencia proporcional de valor; otro, determi-
nar la par monetaria, y expresarla en los títulos. Era 
sin duda preferible el segundo, y lo adopté, consi-
guiendo al fin la conformidad del Council en estas 
discusiones previas. Por este medio ningún perjui-
cio se seguía al Estado, ni tampoco lo experimenta-
ban los acreedores; antes bien, con ventajas para to-
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dos, se lograba como se ha logrado que sea conocido 
el verdadero importe de la Deuda y el gasto anual 
por intereses, particulares que, como he indicado an-
tes, no se conocían, dejándose de figurar en la misma 
sección del presupuesto todo el gasto, pues se forma-
lizaba el que el cambio representaba como quebranto 
ocasionado por el pago de la Deuda exterior en el 
Extranjero. 
Otro punto, objeto de detenida discusión, fué el 
relativo al pago de los intereses por el Banco de Es-
paña en la misma forma que venía establecido para el 
de la Deuda amortizable. Resistí esta pretensión 
como la había resistido con los tenedores de la Deuda 
interior, pero la comprendí por último en las bases 
de convenio que se presentaron al meeting de tene-
dores, para dar una prueba de mi deseo de llegará un 
término satisfactorio, y porque, como he dicho altra 
tar de la conversión de la Deuda interior, no veía en 
ello un grave inconveniente si el Estado tenía la deci-
sión de cumplir sus compromisos en el pago, como yo 
creía y creo que lo debe tener y tiene, y sobre todo 
después de dado el ejemplo que desde 1876 venía 
dándose respecto á las Deudas amortizables, porque 
no vale ciertamenre decir, como se ha dicho, tratán-
dose de una cuestión que sólo puede considerarse de 
principios, que deba ser examinada con relación á su 
importe y por el período de duración: lo que es con 
fundamento improcedente en el todo, lo es cierta-
mente en una parte. 
Se exigió también una declaración relativa á la exen-
ción de todo impuesto sobre los nuevos títulos. Yo es-
timé está declaración innecesaria, toda vez que en la 
ley de 21 de Julio de 1876, que consignó el arreglo 
hecho de las Deudas, quedó establecido en su art. 4.0 
que no se impondría ningún gravamen ni tributo á los 
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intereses; y como quiera que ese artículo no se dero-
gaba por el nuevo arreglo, esto bastaba para satisfac-
ción de los interesados, sin que hubiese necesidad 
de otras declaraciones. 
A l discutirse en las Cortes la ley de conversión de 
las amortizables se formuló idéntica pretensión, y yo 
tuve el honor de contestar, con asentimiento de to-
dos, en los términos que quedan expuestos. 
Parecía que, provocadas y resueltas las antedichas 
cuestiones, en justicia las unas y benévolamente otras, 
ninguna dificultad podría ofrecerse para llegar al tér-
mino satisfactorio de la negociación. No sucedía así, 
sin embargo : un día se ofrecía una dificultad, y des-
vanecida, aparecía otra á poco tiempo, y de todos mo-
dos siempre resultaba mantenerse el tipo de 2 por 100 
para la conversión y la exigencia de 1/A por 100 para 
amortización desde la fecha que se designara. 
Merece especial mención, por lo que puede condu-
cir á que algunos que lo dudan reconozcan que las 
pretensiones de los tenedores fueron enérgicamente 
rechazadas por mí en cuanto afectaban al decoro y á 
los intereses de la Nación en lo porvenir, y para que 
comprendan también la verdadera actitud de algunos 
de ellos, que el Council of Foreign Bondholders se 
hizo intérprete de la exigencia de que los títulos 
del^ por por loo que se recogiesen por la conversión 
quedasen depositados siete años en el Banco de Lon-
dres para ver si el contrato se cumplía. Á proposición 
semejante, altamente depresiva parala Nación y tanto 
menos justificada desde el momento en que había ac-
cedido á que el Banco de España se encargase del 
pago de los intereses como lo hacía con la Deuda 
amortizable, contesté que noyó, sino ningún ministro 
español tendría el valor ni la abnegación de presen-
tarlo á las CorteSé 
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Ante la creencia de que yo me decidiera, como 
me decidí en efecto, á presentar á las Cortes el 
proyecto de conversión voluntaria para el exterior, 
si no se aceptaba mi propuesta, se manifestó que la 
Bolsa de Londres se cerraría para la cotización del 
nuevo valor, que se expedirían certificados por la 
diferencia de tipos entre el de la conversión y el 3 
por 100; y cuanto pudiera, en verdad, contribuirá 
enervar las fuerzas y la voluntad del más decidido. 
En realidad, ni á lo uno ni á lo otro di gran im-
portancia: á lo primero, porque no podía concebir 
se autorizase una medida contraria al iuterés de los 
mismos tenedores extranjeros que, en uso de un libé-
rrimo derecho, vinieran á la conversión; y á lo se-
gundo, porque entraba en mi propósito, como lo 
realicé, de que cuantos aceptaran la conversión ha-
bían de declarar bajo su firma que renunciaban á 
toda ulterior reclamación. 
En realidad, lo que acontecía era lo siguiente. 
Los individuos que componían el Council of Foreign 
Bondlioldevs se hallaban divididos: unos, á cuyo 
frente estaba el honorable Mr. Bouverie, hacían jus-
ticia á la rectitud de mi propósito de no conceder 
más aumento de interés que el que creía podía so-
portar la Nación ante la noble y trascendental idea de 
resultar solvente á los ojos de Europa; y otros, que, 
compartiendo las opiniones del respetable Mr. Ben~ 
noch, Presidente del Comité de tenedores de Bonos 
españoles, con profunda convicción, y por tanto con 
la mejor buena fe, consideraban al País en un gran es-
tado de prosperidad y de riqueza y creían que podía 
y debía hacer mayores sacrificios, tanto más, cuanto 
que suponían aquella prosperidad y riqueza en pro-
gresión ascendente. 
A su vez los tenedores se encontraban también di-
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vididos, y si algunos y muy importantes creían deber 
adherirse al convenio celebrado con los de la Deuda 
interior, otros sostenían la opinión contraria, funda-
dos en la misma que los que en el Council mantenían 
esta tendencia. 
No era posible, á la altura en que nos encontrá-
bamos, caminar más tiempo por el sendero de los 
aplazamientos y las vacilaciones en que yo veía en-
vuelto al Council of Foreign Bondholders) ante el 
deseo que sin duda le animaba de colocarse en situa-
ción de poder recomendar á los tenedores la acepta-
ción de una propuesta que en su propio juicio estima-
se fundada. Era, pues, preciso poner término con 
resolución á semejante estado de cosas, para hacer 
comprender siquiera que España se había prestado 
en las conferencias á lo que consideraba justo y legí-
timo, pero que no le era dado ampliar sus conce-
siones. 
En su virtud, di encargo al Sr. Marqués de Casa-
Laiglesia para que entregase á Mr, Bouverie, Presi-
dente del Council of Foreign Bondholders, la propo-
sición discutida, á fin de que, reuniendo al Council, 
acordase si la recomendaba ó no al meeting, y de-
terminara la fecha en que éste hubiera de celebrarse 
para serle sometida. 
La opinión general parecía favorable á la propuesta; 
los hombres más importantes de la alta banca en 
Londres no dudaban que sería admitida; pero resul-
tara de ello una ú otra cosa, es lo cierto que no podía 
prescindirse del procedimiento, dadas las prácticas de 
aquel país y nuestra propia conveniencia. 
Si el meeting aprobaba la propuesta, con ó sin la 
recomendación favorable del Comité de tenedores de 
bonos españoles, estaba conseguido el objeto; si no 
la admitía, reivindicaba yo la libertad de acción ne-
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cesaría para proceder como mejor estimase convenir 
á los intereses públicos. 
La proposición presentada al Council en u de 
Marzo de 1882 fué la siguiente : 
« 1.0 La actual Deuda consolidada exterior al 3 por 
» 100 se convertirá desde luego en otra Deuda perpe-
»tua con 4 por 100 de interés anual, pagadero según 
» se convenga, bien por trimestres vencidos en i.0 de 
» Enero, i.0 de Abr i l , i.0 de Julio y i.0 de Octubre, 
» bien por semestres vencidos el i.0 de Enero y i.0 de 
» Julio. — 2.0 La conversión ó canje se hará en la pro-
» porción necesaria para que el interés al 4 por 100 
» anual de la nueva Deuda represente el del 1,75 por 
» 100 sobre el capital de la consolidada al 3 por IQO. 
» — 3.0 El capital de esta Deuda del 3 por 100 será 
» reconocido como base para la conversión, y los ac-
»tuales tenedores ingleses de dicha Deuda exterior 
» del 3 por 100 recibirán, por tanto, un capital de 
» L' 43-15-0 de la nueva Deuda al 4 por 100 por cada 
» £. 100 del de la Deuda del 3 por 100. — 4.0 Los títu-
» los de la nueva Deuda y los cupones de estos títulos 
» expresarán un capital en cantidades equivalentes en 
» moneda española, inglesa y francesa. — 5.0 La nue-
» va Deuda devengará su interés anual de 4 por 100 á 
» partir del i.0 de Julio de 1883 ; y con el fin de que la 
» emisión y canje puedan hacerse desde luego, los nue-
» vos títulos llevarán unidos tres cupones semestrales, 
» pagaderos en i.0 de Julio de 1882 y i.0 de Enero y 
» i.0 de Julio de 1883, arreglados al interés anual de 
» 1,25 por 100 por la consolidada exterior del 3 por 
» 100; y los sucesivos cupones trimestrales ó semestra-
» les según se convenga, representativos del interés de 
» 4 por 100 que la nueva Deuda ha de empezar á de-
» vengar desde i.0 de Julio de 1883. — 6.° E l servicio 
» de pago de los intereses de la nueva Deuda estará, 
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» como en el caso de la renta del 4 por 100 amortiza-
» ble, á cargo del Banco de España, el cual retendrá 
» trimestral ó semestralmente, según se convenga, 
» de las contribuciones directas, la cantidad necesaria 
» para el pago puntual de dichos intereses. — 7.0 El 
» pago de los intereses se efectuará en Madrid, Lon-
» dres ó París, á voluntad de los tenedores.—8.° Los 
» acreedores del Tesoro español , por Deuda exterior 
» renunciarán á toda otra reclamación ulterior y se 
» darán por satisfechos de todos sus- derechos con las 
» condiciones que preceden. —^ 9.0 El convenio que se 
» hiciese sobre estas condiciones necesitaría, para ser 
» ejecutivo, la conformidad del Consejo de Ministros 
» y la aprobación de las Cortes.—Londres, 11 de Mar-
» zo de 1882. » 
Pasada dicha propuesta por el Presidente del Coun-
ci l al del Comité de tenedores de bonos españoles 
para que emitiesen opinión, el Comité la dió en los 
términos siguientes : 
«Esté Comité, habiendo considerado las condicio-
» nes de la conversión ofrecida á los tenedores .de 
» bonos españoles por el Ministro de Hacienda, rue-
» ga al Council de los tenedores de bonos extranje-
» ros que examine dichas condiciones; pero el Comi-
» té no está preparado á recomendarla á los tene-
» dores. » 
No es costumbre que el Council recomiende al mee-
ting\o que el respectivo Comité no acepta, y en su 
consecuencia, la proposición fué presentada á aquél 
sin recomendación alguna. 
El motivo principal que obró en el ánimo del Co-
mité para proceder de la manera que lo hizo, fué el 
que no se otorgaba el 2 por 100 que constantemente 
se venía exigiendo como base de la conversión, y 
también debió entrar por mucho en su resolución el 
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que no se aceptara que los títulos del 3 por 100 que 
se convirtiesen quedaran depositados en el Banco de 
Inglaterra para hacer revivir antiguos derechos en el 
caso que no fuera cumplido el contrato que se hicie-
ra, pues esta exigencia había vuelto á reproducirse en 
los últimos momentos. 
E l meeting reunido el 17 de Marzo no aceptó la 
proposición. El honorable Mr. Bouverie, Presidente 
del Council, hizo justicia á la rectitud y lealtad con 
que España había procedido, y su discurso pudo con-
siderarse como de apoyo personal á la propuesta; 
Mr. Bennoch, Presidente del Comité de tenedores 
de bonos españoles, la combatió enérgicamente por 
insuficiente, y el meeting 2^ .0,0x^ .0 por una gran mayoría 
la siguiente resolución : 
« Este meeting de tenedores de bonos de la Deuda 
» externa de España, aprueba la decisión de su Co-
» mité y confirma su opinión de que la propuesta del 
» Ministro de Hacienda es inaceptable porque ella 
» tiene por objeto disminuir el importe nominal de la 
» Deuda en más de 50 por 100, sin ofrecer un equiva-
» lente que compense el propuesto sacrificio del capi-
» tal; porque ella (la propuesta) es una violación de la 
» letra y espíritu de la Convención solemnemente pac-
» tada en 1876, por la cual la nación española está 
» obligada á pagar á sus acreedores externos por in-
»tereses la suma mayor que su hacienda le permita 
» pagar; y porque no hay estipulación ni indicación 
» (en la Convención de 1876) sobre la posible reduc-
» ción de la Deuda, ni se ocupa acerca del abandono 
» de Bonos existentes en cambio de otros de menor 
» cuantía». 
Es este momento de que consideren los hombres 
imparciales, en cuyo espíritu no obre la pasión polí-
tica, cuál hubiera sido la situación del Ministro de 
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Hacienda, y aun del Gobierno todo, si las negocia-
ciones hubiesen empezado con los tenedores de la 
Deuda exterior; es decir, si previamente no se hu-
biera ultimado convenio alguno con los de la interior. 
Nada debo decir sobre este punto desde el momento 
que en los antecedentes expuestos existen los sufi-
cientes datos para juzgar con acierto. 
En realidad, las negociaciones no quedaban rotas 
ni podían quedar con arreglo al espíritu y letra de la 
ley de 21 de Julio de 1876; pero si hubiese tenido el 
intento de tomar la iniciativa para reanudarlas , que 
nunca pasó por mi mente, es indudable que la posi-
ción fortísima en que me había colocado haciendo las 
concesiones que estimaba posibles, la hubiera perdi-
do por completo. 
Me decidí, pues, contra la opinión de los que lo 
consideraban un paso aventurado y que podría origi-
nar complicaciones para ulteriores avenimientos, te-
mor que confieso no abrigué nunca, á presentar in-
mediatamente á las Cortes, como lo verifiqué el 20 
de Marzo, tres días después de la celebración del 
meeting, el proyecto de ley en que proponiéndose la 
aprobación del convenio celebrado con los tenedores 
de la Deuda interior, se hacía voluntaria la conversión 
de la exterior, dando un plazo de cuatro meses bajo 
las mismas bases contenidas en la propuesta que les 
había sido hecha, con la sola adición de que la quinta 
parte al menos de los sobrantes que pudieran ofrecer 
los presupuestos sucesivos, á partir del correspon-
diente á 1883-84, se invertirían necesariamente en 
amortizar Deuda perpetua del 4 por 100 después que 
fuesen aquéllos liquidados, pretensión que me había 
sido formulada por importantes tenedores de nuestra 
Deuda exterior, y en acceder á lo cual no veía incon-
veniente alguno ; cuya adición, así como lo referente 
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al pago de los intereses por el Banco de España, se 
hizo en justicia extensivo á los tenedores de la Deu-
da interior. 
Debo explicar la situación verdadera en que me 
encontraba en aquellos momentos. 
Ante la posibilidad de que no obstante las opiniones 
que en contrario mantenían importantes tenedores de 
nuestra Deuda exterior en Inglaterra, el meetingno 
aceptase mi propuesta, había explorado, por medio 
del digno Presidente de nuestra Comisión de Ha-
cienda en París al Comité de tenedores franceses; 
por medio del Ministro plenipotenciario de España, 
á Mr. Stern, Director del Banco de Bruselas, re-
presentante de muchos tenedores, y al Comité de 
éstos en aquella plaza; en Holanda, por la media-
ción de nuestro Cónsul, D. G. A . Van-Osterzee; 
y en otras plazas extranjeras por los conductos de, 
que me era dado disponer : y en ellas había consegui-
do saber que, no obstante que las pretensiones de 
los tenedores eran en general superiores á las esta-
blecidas en el convenio con los tenedores de la Deu-
da interior, se adherirían al fin á este aunque haciendo 
todos la salvedad de que si á los ingleses se concedía 
algo más, ellos habían de participar de esta ventaja. 
Por consiguiente, el proyecto de conversión podía 
realizarse, sino en totalidad, en grandísima parte, no 
haciendo ninguna otra concesión al Council of Fo-
reign Bondholders; pero hubiera quedado por con-
vertir sin duda parte de la Deuda existente en Ingla-
terra, hubiera habido necesidad de negociar por se-
parado con los tenedores de esta, y por último, y era 
lo más importante para mí, se hubiera creado una si-
tuación de hostilidad entre el Council y el Gobierno 
español poco favorable para el interés de nuestro cré-
dito y de las transacciones. 
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Con el proyecto de ley daban la muestra de deci-
sión necesaria los que creían lealmente haber llegado 
en sus concesiones al límite de lo posible, se ofrecía 
un plazo de cuatro meses, que las Cortes extendieron 
á seis, para que la reflexión de lo que á sus intereses 
conviniera, aconsejase á los tenedores; y por último, 
se preparaba el camino al Council para que espontá-
neamente ilustrase á los mismos tenedores. 
Ya en los momentos en que el meeting adoptaba su 
resolución, se decía que si la proposición en vez de 
reconocer por compensación de la renuncia de los 
acreedores un 'A por 100 se hubiese extendido á Vs 
por 100, acaso hubiese sido admitida. 
A l ponerse á discusión en el Congreso de los seño-
res Diputados el proyecto de ley, se acercaron en 
Londres al Ministro plenipotenciario de España los 
Presidentes del Council y del Comité de tenedores 
españoles en solicitud de una nueva inteligencia, y á 
mí, en representación de aquellos señores, Mr. O'Lea-
ry, con quien yo había llevado las negociaciones. No 
habiendo podido aceptar la proposición de aumento 
de un Vs por 100, atendida su importancia y la nece-
sidad de hacerla extensiva á los tenedores de la Deu-
da interior y manteniéndome firme en mi propósito 
de no hacer modificaciones en el proyecto de ley, 
cuando ya estaban votados la mayor parte de sus ar-
tículos en el Congreso de los Diputados, las preten-
siones tomaron otro carácter. Se reducían á que el 
capital de la Deuda exterior al 3 por 100 fuera reci-
bido para la conversión á 45,75 por 100 en vez de 
43)75> proposición que, aparte de la cuantía que ofre-
cía aún, no era tampoco admisible, pues alteraba los 
tipos fijados en la ley, ya votados, y les daba además 
un aumento de capital de 2 por 100. 
Las reclamaciones de los tenedores de la Deuda 
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exterior en este sentido tenían en verdad fundamento 
atendible, que esforzaron más y más cuando, votada 
la ley por ambos Cuerpos Colegisladores, estaba á 
punto de ser sancionada por S. M. y promulgada. 
La conversión, decían, produce ventajas para los 
tenedores, y de ellas disfrutamos los extranjeros como 
los nacionales, pero produce beneficios de suma im-
portancia para la nación española. Por la conversión 
se reduce el capital de la Deuda, esto es, la Nación 
resultará deudora de menor cantidad, se evita tener 
que aumentar progresivamente el interés hasta llegar 
al íntegro del 3 por 100, y le es conocido el límite 
máximo de su obligación. Y como mediante estas 
ventajas, los intereses ya no han de aumentar aunque 
la riqueza pública prospere, á medida que se desarro-
lle crecerá el bienestar de los españoles, y tendrán 
más ferrocarriles, y más carreteras, y más canales, y 
mejores puertos, y mejor material de guerra y de 
marina, y mayor comercio, y más industria, y más ba-
rato el consumo; que mucho puede hacerse con lo 
que representa los 5/4 de interés á que renunciamos. 
Pues bien, de todas estas ventajas de que los españo-
les disfrutarán, nada puede alcanzarnos á los extran 
jeros. Y añadían : dadnos una fórmula por medio de 
la cual obtengamos la parte proporcional de esos be-
neficios, y estaremos conformes; pues de otra suerte, 
los acreedores del interior serían notoriamente bene-
ficiados. 
Desconocer en absoluto la fuerza de estas observa-
ciones, imposibilitar el éxito de la conversión por no 
atenderlas en los límites que fuera posible, hubiera 
sido falta de previsión y de prudencia, y dejar una 
puerta abierta para ulteriores reclamaciones y dis-
gustos. 
Discutí, pues, las sucesivas pretensiones, y al fin 
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convine en lo siguiente, persuadido de prestar un ser-
vicio á mi país y de haber llenado mis deberes. 
CONVENIO CELEBRADO ENTRE EL MINISTRO DE H A C I E N -
DA Y E L SR. D. CARLOS o ' L E A R Y , REPRESENTANTE 
DEL COUNCIL OF FOREIGN BONDHOLDERS Y DEL 
COMITÉ DE TENEDORES DE L A DEUDA ESPAÑOLA EN 
LONDRES. 
«El Excmo. Sr. D. Juan Francisco Camacho, Minis-
tro de Hacienda, en representación del Estado y en 
uso de la facultad que le concede el art. 8.° de la ley 
de conversión de la Deuda perpetua, y D. Carlos 
O'Leary, en representación del Council of Fofeign 
Bondholders y del Comité de Tenedores de Deuda 
española en Londres, reunidos el día de la fecha en 
el despacho oficial del primero con el fin de poner 
término á las reclamaciones de los referidos Consejo 
y Comité, y después de consignar el Sr. O'Leary es-
tar debidamente autorizado para el presente acto, 
convienen en lo siguiente: 
«Primero. A los tenedores de Deuda consolidada 
exterior que durante el plazo de dos meses, á contar 
desde el día en que la Comisión de Hacienda de Es-
paña en el Extranjero publique el oportuno anuncio 
en las respectivas plazas, soliciten la conversión en 
Deuda perpetua al cuatro por ciento, se les abonará, 
en concepto de comisión, siete octavos por ciento del 
capital de la del tres por ciento que entreguen. Dicha 
comisión se abonará en títulos de la nueva Deuda al 
cuatro por ciento. 
»Segundo. E l Council y el Comité recomendarán á 
los tenedores de la Deuda consolidada exterior la 
conversión por la perpetua al cuatro por ciento en el 
plazo que queda expresado y con sujeción á los tér-
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minos de la ley, contribuyendo en cuanto su influen-
cia en los mercados permita al pronto término del 
canje de los referidos valores. Hecho por duplicado 
y á un solo efecto, en Madrid á veintiocho de Mayo 
de mil ochocientos ochenta y dos. — Juan Francisco 
Camacho.—O'Leary.—Aprobado en Consejo de Mi-
nistros.—León y Castillo.—Hay un sello de la Presi-
dencia del Consejo de Ministros.» 
Fué mi constante propósito en el curso de las ne-
gociaciones para la conversión respetar por igual to-
dos los derechos, exigir idénticos sacrificios á todos 
los tenedores y concederles las mismas ventajas, de-
seando colocarles en igual condición, ya lo fueran por 
Deuda interior, ya por exterior. En la esencia tengo 
la seguridad de haberlo conseguido, pues no ha cons-
tituido una diferencia de condiciones en el aumento 
del Va por 100, la concesión últimamente hecha' de 
abono de un Vs por 100 sobre el importe nominal de 
la renta del 3 por 100 exterior. 
Los tenedores de la expresada Deuda llegaron á 
estar conformes en la igualdad del capital á conver-
tir, en el interés anual, en el tipo de la conversión y 
en la fecha en que comenzara el pago; pero presenta-
taban la reclamación que antes he expuesto, y para 
declararse satisfechos exigían se tomase de alguna 
manera en consideración. Lo que quedó conveni-
do sólo grava al País con el aumento anual de 
1.529.500 pesetas, cantidad harto insignificante si 
se tienen en cuenta las grandes ventajas obtenidas 
por la conversión, que desde aquel momento se hizo 
fácil. Por otra parte , dentro de la ley era posible 
atender á lo pedido, y sobre todo, concedido única-
mente á los que convirtiesen en el plazo de dos me-
ses, é interesaba sobremanera que la conversión fuera 
pronto un hecho, no podía, no debía dejar de obrar 
— 446 — 
de la manera que lo hice, abrigando la seguridad de 
que los primeros en conformarse habían de ser los te-
nedores de Deuda interior ; y los hechos han venido 
después á demostrarlo. 
Abrigaba profundo convencimiento de haber obra-
do en este asunto con sujeción á la ley y con arreglo 
á lo que exigían los intereses del País, y grato fué 
para mí, por lo tanto, que los Cuerpos Colegisladores 
aprobasen mi conducta al no tomar en consideración 
los dos siguientes votos de censura que se formula-
ron por la oposición conservadora en el Congreso 
de los Diputados y en el Senado, inmediatamente 
después de publicarse el Real decreto de 29 de Mayo 
de 1882 conteniendo la disposición que era conse-
cuencia del precitado convenio. 
En la sesión del Congreso de los Diputados de 31 
de Mayo de 1882 se presentó y discutió la siguiente 
proposición: 
«Los Diputados que suscriben tienen el honor de 
» proponer al Congreso se sirva declarar que cons-
»tituye un abuso de las facultades otorgadas al Mi -
» nistro de Hacienda por la ley de 29 del mes actual 
» la comisión de Vs por 100 que se concede en Real 
» decreto de la misma fecha á los tenedores de la 
» Deuda perpetua exterior.—Palacio del Congreso, 30 
» de Mayo de 1882.—Raimundo Fernández Villaver-
» de. — Francisco Romero Robledo.—Francisco Sil-
» vela. ~ Fernando Cos-Gayón. — C. El Conde de 
» Toreno. — Rafael Atard. — Manuel González Lon-
» goria. » 
La proposición no fué tomada en consideración, 
por 189 votos contra 27. 
En el siguiente día, i.0 de Junio, fué igualmente 
presentada y discutida la proposición siguiente : 
» Pedimos al Senado se sirva declarar que la comi-
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» sión de Vs por ico del valor nominal de la Deuda 
» perpetua exterior, reconocida á los tenedores por 
» decreto del Ministerio de Hacienda de 29 de Mayo, 
» constituye un abuso de las facultades otorgadas por 
»la ley de la misma fecha sobre conversión de la 
» Deuda consolidada del Estado y de las obligaciones 
»por subvenciones á ferrocarriles.—Palacio del Se-
»nado, 1.0 de Junio de 1882.—El Marqués de Oro-
» vio. — El Conde de Puñonrostro.—Acisclo Miran-
» da.—José Sánchez Ocaña.—El Marqués de Torre-
» lavega.— El Marqués de Villamejor.—El Vizconde 
» de Campo Grande. » 
Tampoco fué tomada en consideración, por 99 vo-
tos contra 36. 
Después de estas satisfactorias aprobaciones, consi-
dero ocioso insistir más en demostrar la justicia, la 
conveniencia y las ventajas de la comisión de Vs con-
cedida en los términos expuestos. 
Sólo añadiré que si el mencionado Real decreto 
fué expedido antes que un nuevo meeting de tenedo-
res aprobara el convenio, esto no sólo lo originó la 
premura del tiempo, pues la publicación de la ley no 
podía detenerse, sino también y muy principalmente 
porque ni el Council ni yo abrigábamos ya la menor 
duda de que recaería unánimemente aquella aproba-
ción, como así aconteció al celebrarse en 13 de Junio 
de 1882. 
Es necesario resumir en cifras todos los anteceden-
tes expuestos para que se comprenda bien el curso 
de la negociación y las ventajas obtenidas en ella. 
La primera pretensión del Cotmcil of Foreign 
Bondholders mantenida con insistencia has* 
ta la celebración del meeting que no aceptó 
mi propuesta, excedía en un cuartillo por 
ciento á lo que yo concedía, cuyo importe 
representaba una carga para el presupuesto 
de Ptas. 10.925.000 
E l un octavo por ciento á que parecía se l imi-
taba la pretensión en los momentos mismos 
de verificarse el precitado meeting impor-
taba » 5462.500 
E l aumento de 2 por 100 representado por la 
. petición de que se admitiera la Deuda llama-
da á convertir al 45,75, se elevaba á. . . . » 3.496.000 
E l arreglo lleva Jo á cabo concediendo T/g por 
100 sobre el nominal del 3 por 100, producía 
un aumento de. . . » 1.529.500 
Cuya última cifra viene á resultar, sobre • el 
1 3/4 por 100 de intereses á la Deuda del 
3 por 100, 0,035 milésimas, ó sea 3 1/2 cénti-
mos por 100. 
De manera que lo que llegó á convenirse re-
presenta con relación á la primera preten-
sión , mantenida, repito, hasta la celebración 
del -meeting, una ventaja en la carga anual 
de- • » 9-395-Soo 
Con relación á la segunda » 3.933.000 
Y si se verifica la comparación con la tercera. » 1.965.500 
El convenio dió el resultado más satisfactorio. 
E l 24 de Agosto, día en que terminó el plazo de dos 
meses, señalado para gozar del beneficio de los sie-
te octavos, se habían presentado á la conversión 
4.162.372.800 de pesetas de los 4.413 millones á que 
ascendía el total de la Deuda exterior al 3 por 100. 
Faltaban, pues, por presentar 250.627.200 que no go-
zaron ya de aquel derecho. 
Desde aquel momento la conversión de la Deuda 
exterior pudo considerarse felizmente terminada. 
Sucesivamente se fueron presentando títulos á con-
vertir por cuenta de los precitados 250 millones, en 
términos que en 6 de Noviembre se hallaba reducida 
esta cifra á la de 204 millones de pesetas. Sin em-
bargo de que suma tan insignificante no podría ofrecer 
dificultades ulteriores, atendida la total importancia 
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de la Deuda exterior al 3 por 100, y sin embargo tam-
bién de que debía considerarse reducida en la parte 
que en una masa de valores tan considerable se pro-
duce en operaciones de esta clase por pérdidas ó inu-
tilizaciones en el período de la emisión, que se calcula 
no bajar del 1 % ó 1 por 100, lo cual representa-
ría 66 millones de pesetas, ó 44 cuando menos, consi-
deré de conveniencia provocar una declaración del 
Council of Foreign Bondholders que fijase definiti-
vamente la situación. 
M i punto de vista era el siguiente : 
La conversión de la Deuda exterior no había tenido 
en verdad, ni por la ley ni por el Decreto de 29 de 
Mayo, carácter obligatorio, pero debía considerarse 
que el ^ e ^ * ^ celebrado el 13 de Junio de 1882 se 
lo había dado, y sobre todo, el hecho de que la cuasi 
unanimidad de los tenedores había aceptado la con-
versión, demostraba que no sería justo que una insig-
nificante minoría pudiera pretender sobreponerse á 
los fines y propósitos que habían animado, no sólo al 
Gobierno español, sino á la inmensa mayoría de los 
tenedores de la Deuda; esto es, que la conversión al 
3 por 100 en 4 fuese un hecho definitivo, desapare-
ciendo el antiguo signo. 
Ahora bien, ¿podría aspirar el exiguo número de 
tenedores del 3 por 100 que resultase á mediados ó 
fin de Diciembre, en que terminaba el plazo de seis 
meses señalados por la ley para la conversión, á que 
se les aplicase el artículo del convenio de 1876 que 
estableció se abrirían negociaciones en 1882 para 
acordar los sucesivos aumentos de interés hasta lle-
gar al íntegro de 3 por 100? 
No podía creerlo ni suponer siquiera que el Coun-
ci l of Foreign Bondholders apoyase semejante pre-
tensión si, contra lo que era de esperar, se formulara, 
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habiendo acordado el segundo meeting, á mi propues-
ta, recomendar á todos los tenedores que aceptasen 
la conversión. 
No cabía para mí duda que el Council estaría en el 
caso de recomendar á los tenedores en los primeros 
días de Diciembre que se presentasen á la conver-
sión, dando por este medio á la resolución del último 
meeting la interpretación que procedía, pues si la 
adoptada en 1876 tuvo carácter obligatorio, aunque 
hubo minoría que se opusiera al acuerdo, en los mo-
mentos en que yo me ocupaba de la cuestión la evi-
dencia de los hechos ofrecía, no una mayoría respeta-
ble, sino la cuasi totalidad del número de los tenedores, 
y otra interpretación que no fuera la del mismo ca-
rácter obligatorio, sería de todo punto inexplicable. 
Dadas mis instrucciones en este sentido al dignísi-
mo representante de España en Londres, el Council 
acogió de completa conformidad mis indicaciones, y 
me dirigió las comunicaciones siguientes, que disipa-
ban ya toda duda y demostraban la lealtad y buena fe 
con que en todo procedía. 
«Consejo de tenedores extranjeros.—17 Moorgate 
»Street.—Londres, i.ü de Diciembre de 1882.—Al 
»Excmo. Sr. D. Juan Camacho, Ministro de Ha-
cienda de S. M. C. el Rey de España.—Señor:—El 
«Consejo de tenedores extranjeros me encarga diga 
»á V . E., de su parte, que ha publicado un anuncio, 
»advirtiendo á los tenedores españoles que no han 
» convertido todavía su papel, que no pierdan tiempo y 
»hagan en seguida esta operación.—Aseguro también 
» á V. E. que el Consejo no dará paso alguno ni ayu-
»dará á que se perturbe el arreglo hecho parala con-
»versión con su aprobación y consentimiento, sino 
» que hará todo lo posible para promoverlo hasta su 
»completa realización.—V. E. me permitirá añadir 
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»que he visto con la mayor satisfacción que esta no-
t ab le operación financiera se haya llevado á cabo 
» con completo éxito, y que han acertado los que la 
» miraban como el principio de una nueva era en la 
»historia financiera de España, que había de redun-
»en beneficio de la prosperidad nacional. Tengo el 
» honor, etc.—Bouverie.» 
«Consejo de tenedores extranjeros.—17 Moorgate 
»Street—Londres , i.0 de Diciembre de 1882—Al 
»Excmo. Sr. D. Juan Camacho, Ministro de Ha-
» cienda de S. M. C. el Rey de España.—Señor:—Co-
» mo Presidente del Comité de tenedores españoles, 
»he recibido el encargo de poner en conocimiento 
»de V . E. un acuerdo que tomó ayer, que será satis-
» factorio para V . E., como prueba de la manera de 
»ver y considerar el arreglo financiero inaugurado 
»por V . E. en el año 1882. Es sinceramente satisfac-
»torio para ellos y para mí que la conversión haya 
» sido generalmente aceptada, por ser el primer gran 
» paso que se ha dado bajo los auspicios de V . E. para 
»la restauración financiera de España.—Tengo el 
»honor, etc.— Bennoch, Presidente.— En una re-
»unión ó junta del Comité general de tenedores, ce-
lebrada en Londres en la casa del Consejo, Moorgate 
»Street, se acordó en 30 de Noviembre de 1882:— 
» Que habiendo consentido el Comité en el arreglo de 
»la Deuda española, felicitaba a l Ministro, autor 
» de la conversión, que deseaba se dejase abierta, en 
»beneficio de los pocos tenedores que todavía no la 
^habían llevado á cabo.—Bennoch, Presidente.» 
La ventaja de este procedimiento, aun aparte de 
dejar satisfactoriamente orilladas todas las dificulta-
des que en lo sucesivo hubieran podido surgir, han 
sido evidentes, pues de los 4.413 millones que impor-
taba nuestra Deuda exterior al 3 por 100, sólo faltan 
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por presentar en el día de hoy, 8 de Mayo de 1882, 
56.764.220, cantidad próximamente igual á la que 
siempre se ha estimado como mínima de la que puede 
haberse extraviado ó inutilizado en manos de sus po-
seedores. 
No debo omitir dar conocimiento de que algunas 
plazas del Extranjero pidieron se establecieran en 
ellas Delegaciones para la presentación de los títulos 
que hubieran de convertirse, del mismo modo que se 
había hecho en Bruselas, Amsterdam y Lisboa; pero 
sólo la de Francfort pudo ser atendida, por reunir 
condiciones que así lo reclamaban. La petición fué 
hecha al Cónsul de España por la Cámara de Co-
mercio y los tenedores de la Deuda allí residentes: y 
habida consideración á que la precitada plaza de 
Francfort es la única de Alemania en donde se coti-
zan oficialmente los valores españoles; que en ella 
existían cantidades importantes de la Deuda que ha-
bía de convertirse ; que accediendo á lo pedido se 
aseguraba más el éxito de la operación ; que los gas-
tos que de ello se originasen habían de ser de escasa 
importancia y grandes los beneficios para el crédito 
público; y por último, que la pretensión de los recla-
mantes no se extendía á procurar ampliaciones en el 
plazo, que ya venía corriendo, para gozar de la boni-
ficación de los Vs por 100, se creó por Real orden 
de 17 de Julio de 1882 la Delegación de Francfort, 
compuesta del Cónsul de España, un Jefe de Nego-
ciado y un Auxiliar. 
A consecuencia de lo preceptuado en la ley para 
que el pago de los intereses de la Deuda se verificase 
por el Banco de España, se hizo con éste el oportuno 
convenio en 22 de Noviembre de 1882, por el cual 
reservará el mismo las cantidades necesarias de las 
contribuciones directas que recauda, habiendo de 
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completarse, cuando sea preciso, el importe de cada 
vencimiento con parte de los procedentes del impues-
to de Derechos reales y transmisión de bienes, que 
recibirá previamente el Banco de los recaudadores. 
Del reconocido patriotismo del Banco de España 
se obtuvo que realice este servicio sin premio ó comi-
sión de ninguna especie. 
No debiera ocuparme en esta exposición que hago 
de todos los incidentes de la conversión, de un punto 
que tiene conocidos antecedentes, que está ajustado 
á las prácticas seguidas por los Gobiernos anteriores 
y á la autorización que las Cortes se sirvieron otor-
garme : me refiero á la comisión concedida al Coun-
ci l of Foreign Bondholders. Pero desde el momento 
que este particular ha sido objeto de discusión para 
algunos, pudiera aparecer como temor á ella el dejar 
de tratarlo; y yo, que podré haberme equivocado en 
los actos que he llevado á cabo, pero que he procura-
do inspirarme siempre en la justicia y en el interés de 
mi país, creo que puedo afrontar sin embarazo alguno 
el asunto de que me ocupo, con la fundada esperanza 
de que habrá de reconocerse por todos la rectitud y 
la parsimonia con que he procedido. 
Nadie ignora que el Council of Foreign Bondhol-
ders es una institución pública que interviene en las 
negociaciones que los Estados tienen con sus acree-
dores extranjeros para el arreglo de sus Deudas ó mo-
dificaciones de sus condiciones; que lleva siempre 
una comisión por sus servicios, y que su representa-
ción viene reconocida por los Gobiernos españoles. 
Por su mediación se pactó con los tenedores ingleses 
en 1876, convenio que aceptaron, ó se impuso des-
pués á los demás tenedores de nuestra Deuda, pues 
con la autoridad de aquella Corporación y de aquellos 
acreedores se conforman en definitiva todos. 
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El representante del Council me había manifestado 
las pretensiones de éste sobre el importe de la comi-
sión, y también su Presidente después, quedando al 
fin acordada, previo expediente, por Real orden de 4 
de Julio de 1882, en la suma de 50.000 libras esterli-
nas en títulos de la Deuda perpetua exterior al 4 
por 100, con la cláusula precisa de que el pago se ve-
rificaría al considerarse terminada la conversión. 
Que el pago de una comisión era procedente que-
da demostrado con lo expuesto, y lo que resta probar 
es que el importe de la que yo llegué á acordar fué 
extraordinariamente módico con relación á los ante-
cedentes y á la importancia del servicio. 
Por la negociación realizada con el Council of Fo-
reign Bondholders en 1872 para el pago en papel de 
la tercera parte de los intereses de la Deuda consoli-
dada exterior al 3 por 100, se abonó á aquél en títulos 
de la misma Deuda y al respecto de 1 por 100 del 
valor nominal de los títulos que se emitieron, pesos 
fuertes 63.493, ó sean 317465 pesetas. 
En 1876 se hizo con el mismo Council el convenio 
que ha estado vigente hasta la conversión, y por él se 
le abonó como comisión Va por 100 de la emisión del 
2 por 100 amortizable para pago de los intereses atra-
sados, lo cual importó 1.504.195 pesetas, cantidad su-
perior, aun con la baja en el tipo del 1 al 'A por 100, 
á los 1.250.000 pesetas que ahora se satisfacen. Y 
cuenta que con arreglo á este precedente, que es el de 
la comisión más mínima, siendo la emisión del nuevo 
4 por 100 exterior de 1.970.000.000 pesetas, procede-
ría pagar por comisión 9.850.000 pesetas. Todavía sa-
tisfaciendo sólo el 1 por 1.000 en vez del Va por 100, 
importaría la comisión 1.970.000 pesetas, en vez 
de las 1.250.000 en que he convenido. ¿Puede ne-
garse que es módica la comisión convenida por mí 
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para la operación más grande que se ha conocido? 
Pero no pudiendo negarse ante la evidencia de es-
tos hechos que la comisión es realmente insignifican-
te, comparada con las anteriores y la importancia de 
los respectivos arreglos, se dirá sin duda alguna : en-
tonces ¿para qué la comisión de los por 100 á los 
tenedores de la Deuda? 
Pocas palabras bastarán para demostrar lo infunda-
do de la observación. 
Ya queda suficientemente explicado, para que pue-
dan formar juicio los hombres imparciales, por qué 
se otorgó esa comisión de 1h por 100 y lo que signifi-
caba; pero ahora añadiré que esta comisión, que, 
como es sabido, no se extendía á todos los tenedores, 
sino sólo á los que presentaran sus títulos á la conver-
sión en el período de los dos primeros meses de los 
seis que la ley concedía, no redundaba en provecho 
del Council, negociador é intermediario de la opera-
ción y el que por sus gestiones y trabajos lleva siem-
pre una comisión, como la obtiene el agente de cam-
bios que, procurando las mayores ventajas posibles 
para su comitente, percibe comisión de la otra parte 
con quien contrata, si termina favorablemente el ne-
gocio. 
Aprovecho con especial complacencia esta oportu-
nidad que se me ofrece para satisfacer antes de termi-
nar, y por lo que á mí hace, una deuda de lealtad y de 
honor que como miembro del Gobierno, y especial-
mente como Ministro de Hacienda, tengo contraída 
con las personas que, ayudándome en esta obra de la 
conversión de la Deuda exterior, prestaron á nuestro 
país en diversos grados y por distintas maneras un 
gran servicio, cuya debida publicidad es una de las 
recompensas á que se han hecho acreedoras las perso-
nas á que me refiero, que son : el Sr. Marqués de 
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Casa-Laiglesia, Ministro plenipotenciario de España 
en Londres, que consagró á este asunto, con perseve-
rante afán, tan singular inteligencia, tanta discreción 
y tan señalado patriotismo, que por lo mismo que se 
trataba de un encargo extraño á su carrera, hacen 
más justa esta mención y la del personal de aquella 
Legación, que con esmerado celo cumplió sus órde-
nes ; el Sr. Merry del Val , Ministro plenipotenciario 
de España en Bruselas, cuya cooperación fué tam-
bién tan útil como activa y entendida ; el Sr. S. F. 
Stern, Director del Banco de Bruselas, digno de todo 
elogio y reconocimiento por el eficaz apoyo que pres-
tó á la conversión; el Sr. Dr. D. Luis Braunfels, Cón-
sul de España en Francfort, cuyos servicios son dig-
nos de aplauso y recompensa por la adhesión y efica-
cia que ha mostrado para con este país; así como los 
demás funcionarios ajenos al Departamento que tuve 
la honra de dirigir, y cuyos servicios solicité. 
Justo es también decir que el Sr. Bouverie, Presi-
dente del Council of Foreign Bondholders, y el se-
ñor Bennoch, que lo es del Comité de tenedores es-
pañoles en el mismo Consejo de Londres, mostraron 
un espíritu tal de moderación, buen deseo y equidad, 
que hizo más fácil la negociación, á cuyo buen resul-
tado contribuyeron de un modo muy útil algunas altas 
personalidades financieras de grande importancia y 
respetabilidad en Europa, vivamente interesadas por 
el crédito y el bien de nuestro país. 
Y por lo que hace al orden administrativo de la 
Hacienda, es mi deber declarar en justicia que los 
dignos Subsecretario é Interventor general de la Ad-
ministración del Estado, D. Celestino Rico y García 
y D. José Ramón de Oya , me prestaron muy útiles é 
importantísimos servicios con su reconocida inteli-
gencia y celo ; que son igualmente dignos de men-
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ción, por los importantes trabajos que llevaron res-
pectivamente á cabo, el Director general, que era á 
la sazón, de la Deuda pública, D . José Creagh; el Pre-
sidente de la Comisión de España en el Extranjero, 
D. Francisco Luis de Retes; el Interventor de la 
misma Comisión en Londres, D. Nicasio E. Jauralde, 
y todos los empleados á las órdenes de los expresa-
dos señores, que contribuyeron en la medida de su 
posición y de sus fuerzas al desempeño de aquellos 
trabajos. 
I V . 
RESULTADOS Y BENEFICIOS OBTENIDOS. 
D E U D A INTERIOR. 
La Deuda perpetua consolidada al 3 por 100 
interior ascendía, sin tomar en cuenta las 
inscripciones nominativas, á Ptas. 3.006.399.000 
Pues aun cuando debían existir 13.125.000 
más, procedentes de emisiones anteriores 
al año de 1870, la circunstancia de no ha-
berse presentado al canje en dicho año, 
ni con posterioridad, hace suponer funda-
damente que sus títulos están perdidos, 
como muy oportunamente se hace constar 
en la Memoria oficial presentada á las Cor-
tes en 12 de Marzo del corriente año por 
el Sr. Ministro de Hacienda. 
Se han presentado á la conversión hasta el 
30 de Abr i l de 1883 » 2.940.777.500 
Pendientes de presentación en la precitada 
fecha de 30 de Abri l » 65.621.500 
Las inscripciones nominativas de la Deuda del 3 
por 100 serán convertidas al 4 por 100 en Julio de 
1883, con arreglo alo determinado en el art. 13 del 
Real decreto dictado para reglamentar la ejecución 
de la ley. 
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Las obligaciones del Estado por subvención 
á ferrocarriles, al 6 por ico, importaban. Ptas. 605.521.000 
Se han presentado á la conversión hasta el 
30 de Abri l de 1883 . . ' . » 601.154.500 
Pendientes de presentación en la precitada 
fecha de 30 de Abr i l » 4.366.500 
D E U D A EXTERIOR. 
E l importe de la Deuda consolidada exterior 
al 3 por 100, importaba , Ptas. 4.413.000.000 
Se han presentado á la conversión hasta el 
4 de Mayo de 1883. . . . . . . . . . » 4.356.235.780 
Pendientes de presentación en la precitada 
fecha de 4 de Mayo » 56.764.220 
De lo expuesto se deduce que si en la Memoria 
oficial, según los datos conocidos hasta su fecha, y 
partiendo del mismo supuesto de que parten cuan-
tos conocen esta clase de operaciones, de que el 1 
por 100 de la cantidad total debe considerarse perdi-
do ó inutilizado, se expresa que sólo faltaban conver-
tir 17 millones de pesetas de Deuda exterior, al 
presente sólo deben faltar por presentarse á la con-
versión, á lo sumo, unos 12 millones de pesetas. 
Conviene ahora á mi propósito dejar demostrado el 
verdadero aumento de gastos que ha traido al presu-
puesto del Estado la conversión de la Deuda perpe-
tua, y para ello me valdré de los datos que propor-
ciona la Memoria oficial presentada á las Cortes por 
el Sr. Ministro de Hacienda en 12 de Marzo del co-
rriente año, partiendo de las cifras fijadas como cré-
dito para el año económico de 1883-84. 
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D E U D A INTERIOR. 
El total importe de la Deuda 
interior al 3 por 100, se ele-
vaba, según la precitada Me-
moria, á Ptas. 3.937.850.004 
El de las obligaciones del Es-
tado por ferrocarriles, al 6 
por 100, ascendía á pesetas 
605.521.000; pero duplicán-
dola cantidad para buscar el 
mismo tipo de venta, puesto 
que este valor devengaba do-
ble interés, resulta.. Ptas. 1.211.042.000 
Que en junto suman. . . 5.148.892.004 
Cuyos intereses, al respecto de 1,25 por 
100 que actualmente se satisface, im-
portan Ptas. 64.361.150,05 
Aumento de I / 2 por 100 que por la con-
versión le corresponde » 25.744.460,02 
Total interés que debe satisfacerse 
en 1883-84 » 90.105.610,07 
En el proyecto de presupues-
tos para 1883-84 se fija este 
gasto de la manera siguiente: 
Por intereses de la Deuda per-
petua al 4 por 100 interior. 77.749.600 
Por id. de inscripciones in-
transferibles á favor de cor-
poraciones civiles. . Ptas. 12.423.171 90.172.771 » 
Diferencia en más. . . . . . . Ptas. 67.160,93 
Que debe nacer del aumento que se 
calcule al 4 por 100 por los gastos de 
operación y lo que haya de emitirse 
en inscripciones á favor de las corpo-
raciones civiles. De lo que á este con-
cepto corresponde, sólo 2/7 son impu-
tables al aumento por la conversión; 
pero aun tomando íntegra la canti-
dad, como más gasto, resulta. . . . » 25.811.620,95 
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DEUDA EXTERIOR. 
E l importe de la Deuda conso-
lidada al 3 por 100 exterior, 
estimando su valor en pesos 
fuertes y apreciando cada 
uno de éstos por 5 pesetas, 
se elevaba, según la men-
cionada Memoria, á. Ptas. 4.092.894.000 
Aumento por razón de la dife-
rencia entre los cambios de 
francos 5,40 y dineros ester-
lines 51 por peso fuerte, á 
que estaba hecha la reduc-
ción, y á la par. . . Ptas. 320.106.000 
Verdadero valor de la Deuda con?oli-
dada al 3 por 100 exterior, . . . . Ptas. 4.413.000.000 » 
E l 1,25 por 100 de interés importa. . . » 55.162.500 » 
E l aumento de 'A por 100.. . . . . » 22.065.000 » 
Total importe del interés » 77.227.500 » 
Se fija en el proyecto de presupuesto 
para 1883-84 en Ptas. 78.846.040 » 
Diferencia en más . » 1.618.540 » 
A que se eleva el aumento por los Vs por 
100 que se concedieron de comisión y 
todos los gastos de la operación. Y 
agregando á esta partida el aumento 
de 1/2 por 100 convenido, ó sean. . . » 22.065.000 » 
Forman un total aumento de. . . » 23.683.540 » 
RESUMEN Y DEMOSTRACION. 
Elevándose el aumento por la Deuda 
interior á.. Ptas. 25.811.620,95 
Y por la exterior á » 23.683.540 » 
Hacen un total aumento de. . . . » 49.495.160,95 
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Pero como por virtud de la conversión 
dejó de ser amortizable la Deuda de 
ferrocarriles, y ésta exigía por amor-
tización un gasto, que es baja, de. . Ptas. 7.029.975 » 
Queda reducido el verdadero au-
mento á » 42.465.185,95 
Además, la conversión de la Deuda perpétua pro-
duce en el presupuesto las siguientes reducciones, 
que en realidad deben considerarse como una mino-
ración del aumento que resulta en el presupuesto par-
cial de la Deuda: 
Por efecto de la conversión queda su-
primida la amortización que se hacía 
de Deuda perpetua, en la que se in-
vertía, con arreglo á la ley de 1876, el 
producto de la venta de los bienes del 
Estado; y por consiguiente, este re-
curso se aplica á otras atenciones, y 
es, por tanto, un menor aumento en 
el presupuesto general de gastos. Im-
porta próximamente. . . . . . . Ptas. 1.600.000 » 
También por efecto de la conversión en 
lo sucesivo no habrá que abonar la di-
ferencia entre el valor de los intereses 
de la Deuda exterior, expresado en los 
presupuestos de la Deuda en pesetas, 
y el que se abonaba en francos y libras 
á los cambios de 5,40 y 51 dineros, 
cuyo quebranto, que debía aplicarse 
al presupuesto parcial de Hacienda, 
no baja de . » 3,000.000 » 
E n junto. » 4.600.000 » 
Por consecuencia de la conversión en 4 por 100, el 
capital de nuestra Deuda perpetua interior y exterior 
ha quedado reducido considerablemente. He aquí la 
demostración: 
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D E U D A INTERIOR. 
Había en circulación al hacerse la conversión: 
3 por 100 consolidado P ía s . 3.006.399.000 » 
Inscripciones á favor de particulares. . » 208.430.498 » 
Id . de corporaciones civiles, 
(emitidas y á emitir) » 709.895.506 » 
Obligaciones del Estado por ferrocarri-
les, reducido su valor nominal á 3 
por ico » 1.211.042.000 » 
jEn junto » 5.135.767.004 S> 
E l valor nominal del 4 por 100 que se 
emitirá por todos conceptos asciende 
á » 
Reducción en la Deuda interior. . » 
D E U D A EXTERIOR. 
La circulación al hacerse la conversión, 
apreciado su valor á los cambios de 
francos 5,40 y dineros 51 por peso 
fuerte, importaba Ptas 
Se emitirá 4 por 100 por todos conceptos 
en cantidad de. » 





» 2.441.849.000 » 
RESUMEN. 
Había en circulación por Deuda inte-
terior al hacerse la conversión. . . Ptas. 
Había en circulación por Deuda ex-
terior. . . . . . . . . . . . » 
Total de Deuda perpetua que había en 
circulación. . . . . . . . . . » 
E l total que se emitirá en la nueva 
Deuda al 4 por 100 por todos concep-
tos importa. . . . . . » 
Importe total de la reducción que por la 






» 5-363-996.004 » 
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Cuya cifra de pesetas 5.363.996.004 representa el 
55)75 por 100 de la Deuda en circulación antes de 
convertirse. 
Si la operación de conversión no se hubiera llevado 
á cabo, el Gobierno hubiese tenido que negociar con 
los tenedores para fijar los plazos de los sucesivos 
aumentos de interés; y dada la situación de ánimo 
de éstos, dificilísimo sería que se sometiesen al largo 
período de los cuarenta años para llegar á obtener el 
interés íntegro del 3 por 100 ; pero en la suposición 
de que esto se hubiese conseguido, procede examinar 
la diferencia de resultados de uno y otro sistema. 
Es de advertir que los intereses que gravasen á la 
renta perpetua del 3 por 100, ya con arreglo á los 
precedentes de 1876, ó conforme han quedado esta-
blecidos por la conversión, podrían fijarse con exac-
titud, puesto que el capital era el mismo y los intere-
ses aumentaban progresiva y proporcionalmente; mas 
como en la conversión se han comprendido las obli-
gaciones por subvenciones á ferrocarriles, cuyo tipo 
de amortización era variable, toda vez que ésta se 
efectuaba por subastas, preciso es hacer un cálculo 
del tiempo que se tardaría en amortizar toda la Deuda 
por este concepto, tomando como base el promedio 
de la diferencia del tipo de la última de aquéllas y la 
par. E l tipo de la subasta última fué 62,50, y sien-
do 100 la par, resulta como término medio 81,25. Im-
portando el capital 605.521.000pesetas, daría un efec-
tivo de pesetas 491.985.812 á dicho tipo medio, y 
destinándose cada año 7.029.975 á la amortización, 
serían necesarios setenta años para realizarla por 
completo. Pero con objeto de que no pueda decirse 
que este cálculo está hecho en sentido favorable á lo 
que me propongo demostrar, supóngase que avan-
zando la amortización fuera menos costosa y que se 
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efectuara en cincuenta años, resultando que se amor-
tizarían anualmente 12.110.420 nominales, y por lo 
tanto, en cada quinquenio, 60.552.100 pesetas. Ha-
ciendo esta rebaja cada cinco años en el capital á de-
vengar interés, aumentando éste en un 'A por 100 
cada quinquenio, y siendo constante la cantidad des-
tinada á la amortización anual, el resultado compa-
rado de una y otra operación sería el siguiente : 
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Paréceme que quedan probadas de una manera 
concluyente las inmensas ventajas que experimenta 
el Estado por efecto de la conversión realizada, 
pues no sólo hasta el año 1917 se economizan pesetas 
910.705.044, sino que desde dicho año se economiza 
también la carga anual de 99.436.042. 
No puedo dejar de ocuparme, al concluir, de un 
cargo de cierta apariencia, que vulgarmente, y aun 
por hombres de reconocida autoridad, se me ha diri-
gido por haber gravado con la conversión el presu-
puesto con un aumento de gastos que era superior á 
sus recursos, y que habría de acarrear un nuevo dé-
ficit. 
Permitido me sea decir que esta observación no es 
verdaderamente propia de hombres de gobierno, de 
publicistas que se precian de hombres de Estado. Las 
grandes cuestiones que interesan al honor y á la vita-
lidad de una nación no pueden apreciarse desde un 
solo punto de vista, sino que, por el contrario, es pre-
ciso juzgarlas en su conjunto, bajo todas sus fases; y 
tal hizo en esta ocasión el Gobierno de que formaba 
parte. 
Además de otras razones de carácter político é in-
ternacional , y todavía dentro exclusivamente del te-
rreno financiero, la conversión de la Deuda perpetua 
no fué un hecho aislado ; el pensamiento del arreglo 
fué más grande, más comprensivo. La operación de 
la Deuda amortizable producía al presupuesto una 
enorme economía ideada con propósitos varios, tales 
como matar el déficit, extinguir la Deuda flotante y 
hacer, en fin, posible la conversión general: porque 
nada era más natural, más oportuno, más interesante, 
como he dicho ya repetidas veces, que reintegrar á 
España en su puesto en el mundo. Los beneficios, 
pues, obtenidos en las Deudas amortizables debían 
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emplearse, y se consagraron en efecto, á este grande 
objeto; y si el presupuesto futuro, en su conjunto, po-
día aún traer la necesidad de un aumento, no era esta 
razón bastante para seguir en la afrentosa situación 
en que nos encontrábamos, cuando en el capítulo es-
pecial de los gastos de la Deuda yo no gravaba el 
presupuesto, sino que lo había beneficiado. 
Semejante cargo podría dirigirse á un administra-
dor ligero é imprevisor que hubiese caído inconscien-
temente en la dificultad, sin haber previsto su reme-
dio , pero no por cierto al que ha demostrado que si 
había previsto un presupuesto nivelado , á pesar del 
aumento á 1 'A y por 100 del interés de la Deuda, te-
nía también estudiado de antiguo el sistema finan-
ciero del presupuesto definitivo, esto es, de un presu-
puesto dotado con los recursos necesarios, no sólo 
para el pago de los intereses de la Deuda convertida, 
ó sea de la Deuda definitiva también, sino para satis-
facer además otras grandes necesidades nacionales 
de las cuales no cabe ya prescindir por más tiempo. 
Tenía yo mi pensamiento: este pensamiento estaba 
dentro de mi criterio general de gobierno; y he de-
jado de pertenecer á aquel de que formaba parte, 
desde el punto en que este sistema no ha sido acep-
tado. 
La carga producida por la conversión verificada, 
comparada con la que hubiera sido forzoso hacer, 
como en este escrito se ha demostrado, es bien pe-
queña, pues se reduce á pagar por tres años y medio y 
ocho años y medio una cantidad de escasa importancia 
relativamente á la grande ventaja obtenida de más 
de 910 millones de pesetas de economía en los inte-
reses, en un período ciertamente no muy largo, y 
55)75 por 100 de rebaja en el capital de la Deuda na-
cional. 
— 468 • -
Para mi sistema, que resolvía cuestiones más gran-
des y trascendentales, no podía ser obstáculo digno 
de ser tenido en cuenta, ni razón bastante para buscar 
pretexto de aplazar aún lo que se debía y perder la 
oportunidad de una grande y útilísima compensación. 
LA DESAMORTIZACIÓN 
DE LOS MONTES PÚBLICOS. 
Como la desamortización de los montes públicos 
ha sido ajena á mi gestión en el último Ministerio, no 
es, en cierto modo, propio este asunto del presente 
trabajo, y en tal concepto puede considerarse extraño 
en el cuadro natural de mi pobre Memoria justificati-
va ; pero, esto no obstante, he considerado que en al-
guna manera, y como apéndice, debía aprovechar la 
ocasión que se me ofrece para ocuparme de este inte-
resante particular, por dos razones de gravedad. Es 
la primera, que habiendo sido la causa ocasional de 
la crisis, me cumple demostrar que no procedí por l i -
geros motivos al presentar y al mantener en Consejo 
de Ministros el pensamiento; y es la segunda, que ha-
biendo adquirido la idea una determinada importancia 
en la opinión, y atribuyéndola por mi parte mucha, 
como base de un presupuesto extraordinario consa-
grado al fomento verdadero de los intereses materia-
les del País y á otras obligaciones de suprema entidad 
nacional, debo á esa misma opinión pública el tributo 
modestísimo de mis estudios en la materia, por si en 
alguna sazón ó forma pudieran llegar á ser de utilidad. 
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Me decido, por lo tanto, á publicar el bosquejo que 
sometí al Consejo de Ministros, así como las explica-
ciones escritas que le presenté después para mayor 
ilustración; y con el fin de que la opinión pública, 
que ha desconocido ó impugnado los fundamentos en 
que se apoyaba mi proyecto, pueda hacerse cargo de 
la mayor ó menor fuerza de las contradicciones que 
ha merecido y de lo que se les puede oponer en otro 
sentido, añadiré, por último, otra serie de razona-
mientos, que, en mi juicio, abonan aquélla. 
Es posible que muchos tengan por inútil la publica-
ción de estos datos, y hasta cierto punto yo convengo, 
como ya he dicho, en que no son del todo pertinentes 
en la tarea de que me ocupo; pero para mí es de la 
mayor importancia el que se comprenda bien mi con-
ducta en los precedentes inmediatos á la crisis. 
Había yo contraído un compromiso sagrado de 
lealtad nacional, en mi entender, con los tenedores 
de la Deuda perpetua del Estado, que para llevar á 
cabo la conversión habían hecho concesiones de gran 
importancia, como queda en otro lugar explicado, y 
no me era honradamente posible presentar á las Cor-
tes un presupuesto ordinario y permanente dentro 
del cual apareciese roto el equilibrio apetecido y que 
debía asegurar por el contrario que dentro de él y sin 
que resultase déficit, cupiesen los intereses de la Deu-
da con el aumento que en virtud de la ley están lla-
mados á experimentar en el próximo año económico. 
Tampoco, por otra parte, me era dable hacer que 
se renunciase á los gastos que grandes y patrióticos 
motivos aconsejaban, y que por su carácter son ma-
teria natural de un presupuesto extraordinario, sobre 
todo desde el punto en que yo creía que existía base 
para formarlo, y por consecuencia de estos puntos de 
vista, mi sistema, realizado en su primera parte ya 
— 47i — 
con el poderoso auxilio que la confianza de mis cole-
gas de Gobierno me proporcionaba, se amplió enton-
ces lógicamente con una segunda parte, concebida 
como complemento de la primera y una necesidad 
además de la situación, y presentada con la fe y deci-
sión que maduras reflexiones habían creado en mi 
ánimo. 
¿Podía yo obligar á mi país á que renunciase á cier-
tas empresas de seguridad y desarrollo de sus intere-
ses materiales? ¿Debía buscar los recursos para di-
chas necesidades en operaciones de crédito indotadas 
ó en negociaciones de Deuda flotante? Evidente es 
que no me eran posibles la una ni la otra cosa, y, por 
consiguiente, que tampoco lo era mi continuación 
en el Gobierno si el Consejo de Ministros no hallaba, 
con convencimiento y resolución , aceptables los me-
dios que yo proponía para alcanzar los mencionados 
propósitos. 
Posible era el aplazamiento; el presupuesto para 
1883-84 no podía ofrecerme dificultad alguna, dada la 
cartera del Tesoro, lo cual no se ignoraba ; pero des-
de el momento que sólo podía considerarse transito-
rio, no era yo ciertamente el llamado á formarle, 
comprometiendo mi sistema y dando lugar á la duda, 
cuando menos, respecto á la sinceridad y realización 
de mis ofrecimientos. 
El sistema tenía que ser ya completo; el presupues-
to ordinario, definitivo, no sólo para el ejercicio próxi-
mo, sino para los futuros; y si mis proyectos no los 
consideraba realizables el Gobierno de que tenía el 
honor de formar parte, se me creaba la obligación de 
facilitar al Gabinete los medios de hallar en otros sis-
temas ú otros procedimientos la solución de una difi-
cultad que á mí no me era dado buscar, en atención 
á mis especiales personalismos compromisos. 
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Con la desamortización de los montes públicos, idea 
en verdad antigua en mí, veía yo resueltos de una vez 
todos los inconvenientes que pudieran suscitarse á la 
mejor y más provechosa gestión de la Hacienda pú-
blica y á la satisfacción de las necesidades que antes 
he indicado, aunque someramente. 
M i pensamiento estaba reducido á separar del ac-
tual presupuesto ordinario todos los gastos que figu-
ran en él y tienen el carácter de extraordinarios. Ele-
vándose éstos en junto á la suma de 51.288.978 pese-
tas 94 céntimos, el presupuesto ordinario, después de 
comprendidos en él todos los intereses de la Deuda 
pública, ofrecería un importante excedente de ingre-
sos para atender con más holgura á otras obligaciones 
que lo reclaman y que tienen carácter permanente. 
El pormenor de las 51.288.978,94 pesetas á que me 
he referido, es el siguiente : 
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Pasando al presupuesto extraordinario las antedi-
chas partidas, y dotando al mismo de recursos extra-
ordinarios también, suficientes, no sólo para atender 
al pago de ellas, sino igualmente á todos los gastos de 
idéntico carácter que el País reclama con justicia, 
consideraba yo que habría cumplido los deberes que 
sobre mí pesaban. 
Por lo demás, la defensa de ambos presupuestos, 
ordinario y extraordinario, en los términos que dejo 
expuestos, era la única línea de conducta que yo po-
día seguir. Todo lo que por lo presenté ó para lo por-
venir, por necesidades de gobierno ó diversidad de 
sistemas ó procedimientos, se apartase de este progra-
ma, era imposible para mí. 
No ha faltado quien haya dicho que yo he buscado 
en esta ocasión el pretexto para eludir las dificultades 
que el cumplido planteamiento de mis reformas podía 
ofrecer; pero contestaré á esto con la lealtad de mi 
carácter y con la demostración ya hecha, de que sin 
jactancia, pero con firmeza, sé llenar mis deberes. Lo 
que hay es que si un Ministro tiene el de realizar sus 
medios de administración y de gobierno, incurriría en 
grave pecado de indelicadeza si se mostrase dispuesto 
á ejecutar asimismo sistemas que no son los suyós ni 
se armonizan con su significación y sus compromisos. 
Hechas estas declaraciones, que he considerado 
precisas, paso á consignar el pensamiento sometido 
por mí al Consejo de Ministros, que no era en reali-
dad un proyecto de ley, sino un bosquejo de las ideas 
en que pudiera éste fundarse. 
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I . 
BOSQUEJO DEL PENSAMIENTO DE ENAJENACIÓN DE LOS 
MONTES PÚBLICOS Y DE LA APLICACIÓN DE SUS PRO-
DUCTOS, PRESENTADO AL CONSEJO DE MINISTROS EN 4 
DE DICIEMBRE DE 1882. 
E l aumento que en el presupuesto del próximo año 
económico de 1883-84 han de tener los intereses de 
la Deuda, en cumplimiento de la ley de conversión 
de la perpetua, por una parte , y por otra el creci-
miento que exigen en los gastos públicos muchos de 
los servicios del Estado, si éste ha de alcanzar el 
grado de cultura, bienestar é importancia que ya dis-
frutan otras naciones , y la manera de procurar me-
dios con que ocurrir á tan necesarias atenciones, 
cuando la tributación ha llegado á un límite que no 
es prudente ni aun sería posible traspasar, han sido 
el origen y fundamento de muy detenido estudio por 
el Ministro que suscribe , en demanda de una solu-
ción favorable para tan importante problema. 
La cuestión es de suyo grande, porque grandes son 
también las necesidades del País : si la riqueza agrí-
cola, fabril y comercial ha de obtener el desarrollo 
indispensable, preciso es acudir en su auxilio, facili-
tándole las comunicaciones y fomentando en grande 
escala la construcción de carreteras, de pantanos y 
canales de riego, de puertos y faros y toda clase de 
obras públicas; si en el estado actual de Europa he-
mos de tener seguridad de que serán respetadas nues-
tra independencia y nuestras provincias ultramarinas, 
necesario es también poner en estado de defensa 
nuestras costas y fronteras, construyendo y adqui-
riendo el material indispensable de guerra y de ma-
rina, que por los adelantos de la época se ha hecho 
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en extremo costoso; y si, por último, todo el orga-
nismo del Estado ha de tener el impulso de adelanto 
y perfección que es propio de los tiempos presentes, 
necesidad imperiosa existe también de dedicar fuer-
tes sumas á la instrucción, á los templos, á las cárce-
les, á las fábricas y á todos los servicios que se explo-
tan y monopolizan por el Estado. 
Tan fácilmente como se conocen y sienten estas ne-
cesidades , se comprende bien que es imposible su 
satisfacción por los medios ordinarios;- el aumento de 
algunos pocos millones en el presupuesto de cada año, 
sobre hacer difícil la marcha económica, llevándonos 
de nuevo al funesto estado del déficit, sería un medio, 
por lo penoso y lento, de ineficaces resultados. 
Debe, pues, acudirse á uno de esos recursos extra-
ordinarios que suelen poseer los pueblos sin verda-
dera conciencia de su valor, y que, utilizados con 
oportunidad y con prudencia, son ó pueden ser fuente 
abundante de biennestar y riqueza. 
España cuenta hoy afortunadamente con esos re-
cursos extraordinarios, pues no escasos puede ofre-
cerlos 
L A ENAJENACIÓN DE LOS MONTES PUBLICOS. 
Se dedicarán algunas líneas á expresar muy ligera-
mente su extensión, su clase, su valor, razones que 
aconsejan su venta, procedimiento que debe seguirse 
é idea general de la operación. 
EXTENSIÓN. 
Según datos publicados por el Ministerio de Fo-
mento, que concuerdan con los del departamento de 
Hacienda y otros, existen vendibles : 
De montes reservados. . . . . . . . Hectáreas. 4.797.000 
De id. no reservados. . . . . . . » 2.334.000 
E n totaL •. . * i . . » 7.131.000 
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Conviene observar: 
i.0 Que en los no reservados hay algunos montes 
que se han concedido como dehesas boyales. 
2.0 Que existen dehesas boyales, declaradas tales, 
que nunca figuraron en los catálogos de montes ex-
ceptuados por no tener especies arbóreas; y 
3.0 Que de las dehesas boyales que se hayan cedido 
y estén comprendidas en los montes reservados ó no 
reservados, solamente fué concedido el suelo, pero no 
el vuelo. 
En consecuencia de estas observaciones, no es exa-
gerado suponer que, como mínimum, son vendibles 
las expresadas hectáreas 7.131.000. 
CLASIFICACIÓN Y VALORACIÓN. 
Los montes se dividen en altos, medios, bajos y ra-
sos, y por lo que se refiere á las dehesas boyales, en 
prados. 
Según los datos del Ministerio de Fomento, la an-
terior cifra de 7.131.000 hectáreas se descompone de 
la manera siguiente, atendida la clase de los montes: 
Montes altos Hectáreas. 2.987.000 
Id . medios. . . . . . . . . . . , . >> 218.000 
Id . bajos • . . . . » 1.210.000 
Id . rasos y prados. . . . . . . . » 2.716.000 
E n junto las dichas. . . . . » 7.131.000 
Los precios de las hectáreas son de suyo diferentes, 
según sus clases y circunstancias: 
Las de monte alto oscilan desde 1.000 á 5.000 pesetas. 
Las de id. medio desde 500 á 1.000 » 
Las de id. bajo desde 200 á 500 » 
Las de id. raso desde 25 á 200 » 
Y las de prado desde 100 á 600 » 
Apreciando, sin embargo, las referidas hectáreas 
por el valor más ínfimo, resulta: 
— 480 — 
Hectáreas 2,987.000 de monte alto á 1.000 
pesetas una, importan. Ptas. 2.987.000.000 
218.000 de monte medio á 500. » 109.000.000 
1.210.000 de id. bajo á 200. . . » 242.000.000 
2.716.000 de id. raso y prado á 
100. . . . . . . » 271.600.000 
7.131.000 hectáreas. ií>z/oite/, . » 3.609.600.000 
O sea un valor, término medio por hectárea, de 
algo más de 500 pesetas. 
RAZONES QUE ACONSEJAN LA VENTA. 
Deben enajenarse todos los montes sin excepción 
alguna, porque lejos de seguirse perjuicios, se [obtie-
nen reconocidas ventajas. 
Los montes, por efecto de las ventas no desapare-
cen, según demuestra la experiencia de lo que ha 
sucedido con los que se vendieron anteriormente; 
pudiendo consultarse Extremadura, Castilla y pro-
vincias del Norte. 
Los montes en poder de particulares prosperan; 
en manos del Estado ó del Municipio perecen. 
Las condiciones climatológicas, por las razones an-
tes dichas, en vez de empeorar, mejorarán. 
La razón que se opone á la venta de los montes ale-
gando que son algunos precisos para las construccio-
nes navales, es de escasa fuerza, porque no se acos-
tumbra en España á utilizar en ellas las maderas del 
país, y porque además, si fueran necesarias, se com-
prarían á los particulares. 
Los pueblos percibirán mucho más de lo que ob-
tienen hoy de los aprovechamientos forestales que se 
les conceden, á la sombra de los cuales unos pocos 
particulares medran, los ganaderos se empobrecen 
con las repetidas multas que sufren, y los desgracia-
dos jornaleros pueblan las cárceles. 
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Los montes deben venderse á pagar en diez plazos 
y nueve años. 
La casi totalidad de los montes pertenece á los pue-
blos , y por consiguiente, al Estado correspondería 
sólo un 20 por 100; pero la ley puede adoptar una 
medida que, sin constituir un quebranto para aquéllos, 
sea beneficiosa para los intereses de ambos, estable-
ciendo que de los productos de las ventas reciban 
los pueblos el 50 por 100 íntegro. 
Con esta disposición los pueblos ganarán mucho, 
porque podrán disponer desde luego de una renta 
muy superior á la que actualmente obtienen, y en 
caso necesario, y con sujección á las leyes, de un ca-
pital que ahora está muerto para ellos. 
La parte del producto correspondiente á los pue-
blos se invertirá inmediatamente en la compra de tí-
tulos de la renta perpetua al 4 por 100, los cuales se 
convertirán en inscripciones intransferibles para su 
entrega á los mismos pueblos. 
IDEA DE LA OPERACIÓN. 
Hecha la aplicación ó distribución de productos en 
la forma indicada, el Estado percibirá lo que arroja 
la siguiente 
DEMOSTRACIÓN. 
Importe de hectáreas 393.000 que son propiedad 
del Estado, á 500 pesetas una, término medio 
antes establecido 196.500.000 
50 por 100 del valor de hectáreas 6.738.000 que 
son pertenecientes á las Corporaciones civiles, 
al mismo tipo término medio de 500 pesetas. 1.684.500.000 
E n total pesetas. . . . 1.881.000.000 
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Con el expresado capital por base, se formará un 
presupuesto extraordinario de ocho años: sus recur-
sos serán los que actualmente figuran en el presu-
puesto especial de bienes desamortizados y los que 
ha de producir la venta de los montes; y sus obligacio-
nes, las obras públicas, construcciones, material, etc., 
de los diferentes departamentos ministeriales, entre 
los que se distribuirán 1.000 millones de pesetas, en 
esta forma: 







Este presupuesto de ocho años se dividirá en ocho 
presupuestos parciales, detallando en cada uno la parte 
de crédito del general que haya de invertirse durante 
cada año, pero partiendo de la base de que los crédi-
tos no consumidos en un año se acumularán á los del 
siguiente hasta el término del año octavo, y por tanto, 
la época de la liquidación del presupuesto general de 
los ocho años. 
Como los recursos no podrán obtenerse en la misma 
proporción que los gastos deban verificarse, una vez 
obtenidos pagarés suficientes como resultado de las 
ventas, podrán hacerse sobre ellos operaciones de 
crédito, con el fin de anticipar los recursos que han 
de realizarse después al llegar al vencimiento dé los 
mismos pagarés. 
Con el expuesto sistema se facilitará el empleo en 
los ocho años del capital que el Estado ha de cobrar 
en muchos más, siendo necesaria la prudencia única-
mente al fijar los gastos del primer año, en el cual no 
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lia de haber todavía existencia bastante de pagarés 
para negociar. 
La diferencia entre los 1.881 millones de pesetas 
que se calculan de valor de los montes, y los 1.000 
millones en que se fijan los gastos extraordinarios de 
material, se destinará á cubrir los gastos de la opera-
ción y á la amortización de la Deuda pública, á me-
nos que sucesos extraordinarios obligaran algún año á 
utilizar estos recursos para los gastos imprevistos. 
La ejecución de las importantes obras que han de 
realizarse, si se acepta este proyecto, producirá segu-
ramente para la terminación del presupuesto extra-
ordinario un aumento proporcionado en los gastos 
ordinarios de entretenimiento, conservación, etc., etc.; 
pero el desarrollo que en el mismo período ha de te-
ner la riqueza del País, y por consiguiente, las rentas 
públicas, compensarán con ventaja aquel aumento de 
gastos. 
Si el Consejo de Ministros participa de las opinio-
nes del que suscribe, encaminadas á consolidar la re-
organización de la Hacienda pública, á desarrollar 
los intereses materiales del País y á fomentar su cré-
dito, y entiende como él mismo que el único medio 
que hoy existe de conseguir tales fines es el que tiene 
la honra de proponer, podrá servirse dar su apro-
bación á la idea bosquejada, para que puedan desde 
luego acometerse los trabajos preliminares que la em-
presa demanda. 
I I . 
JUSTIFICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO PROPUESTO AL CON-
SEJO DE SEÑORES MINISTROS POR EL DE HACIENDA, 
SOBRE ENAJENACIÓN DE LOS MONTES PUBLICOS, EN 
CONTESTACIÓN Á LAS OBSERVACIONES HECHAS. 
El aumento de gastos que la conversión de la Deu-
- 484 -
da exige desde i.0 de Julio de 1883 ; la conveniencia 
de favorecer el desarrollo de la riqueza pública; la ne-
sidad de consolidar el crédito de España en el inte-
rior y el exterior, hacen preciso, de una manera abso-
luta, escogitar recursos cuantiosos y duraderos, cuan-
do menos para una época dentro de la que la produc-
ción, el cambio y el consumo adquieran el desarrollo 
posible, en términos que la riqueza de los españoles 
sufrague holgadamente en adelante las necesidades 
todas de la Nación. 
Notoria es la dificultad que existe al presente de 
buscar mayores recursos en los tributos, ya para aten-
der al pago de la nueva obligación por intereses de la 
Deuda, ya para dar á las obras públicas el impulso 
que el País reclama y el desarrollo de la riqueza exi-
ge. No puede esperarse atender á lo primero con el 
inmediato resultado del aumento que tienen las ren-
tas eventuales, ni las circunstancias de nuestro presu-
puesto permiten elevar las cantidades precisas para lo 
segundo. En tal situación, el Ministro que suscribe 
considera que la solución del problema está en la for-
mación de dos presupuestos, ordinario uno, extraor-
dinario otro, conteniendo aquél los gastos de carácter 
permanente, éste los que pueden más bien llamarse 
accidentales; y pasando del primero al segundo los 
créditos para gastos que más bien merecen la consi-
deración de extraordinarios, que actualmente se ele-
van á 51.288.978 pesetas, quedaría completamente 
asegurada la nivelación del presupuesto ordinario 
del porvenir, ofreciendo un margen aún que pu-
diera dedicarse á dotar mejor algunos servicios, como 
el de instrucción pública y otros semejantes, y á 
precaver la eventualidad de alguna baja difícil de 
prever. 
Mas para llevar á cabo este pensamiento, preciso 
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es dotar al presupuesto extraordinario de recursos de. 
igual carácter, que afiancen, no sólo la realización de 
los servicios que del presupuesto ordinario se segre-
gan, sino otros de mayor importancia que faciliten el 
inmediato desarrollo de la riqueza pública. 
¿Los hay? 
Existe uno de importancia suma, de éxito seguro, 
de realización inmediata, circunstancias precisas para 
afianzar la nivelación de los presupuestos, base esen-
cialísima de nuestra regeneración financiera ; éste es 
la venta de los montes públicos, dehesas boyales y 
baldíos, ya pertenezcan hoy al Estado, ya á los Muni-
cipios, ya á otras corporaciones civiles, medida que 
si bajo el punto de vista financiero resuelve la cues-
tión del presupuesto ordinario durante largo espacio 
de tiempo, el bastante para que los tributos y las ren-
tas igualen ó superen á los gastos que entonces fuesen 
precisos, bajo el punto de vista económico resuelve, 
á no dudar, uno de los problemas más difíciles, cual 
es el de que la actividad individual, siempre celosa, 
siempre útil, sustituya á la descuidada del Estado y 
del Municipio. 
Muchas son las razones que contra esta medida se 
invocan, pero fácil es demostrar la ninguna fuerza que 
tienen. 
Por de pronto, es un axioma económico por nadie 
combatido que la propiedad en manos del Estado 
muere, en manos del particular vive, se desarrolla, 
crece; porque aquél no es buen administrador, éste 
lo es; aquél representa el interés ajeno, éste el pro-
pio. Esta verdad no existe sólo en las regiones de la 
ciencia, la vemos en el mundo de la realidad. 
Recórranse las fértiles campiñas de Extremadura, 
véase la laboriosa provincia de Salamanca, en las que 
la mayor parte de los montes son de propiedad par-
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ticular; compárense con los pinares de Soria, Segovia 
ó Cuenca, y se verá palpablemente que mientras 
aquéllos se conservan, crecen, prosperan, éstos mer-
man, perecen. 
Es más : compárense dentro de cada provincia los 
públicos y los privados, y se observará una diferencia 
tan marcada, que el más miope podrá apreciarla con 
toda exactitud. 
Si, pues, el principio científico está corroborado 
en la realidad, la lógica aconseja.no negar el princi-
pio, y, una vez admitido, todas las declamaciones de 
los opositores á esta idea no resisten al razonamiento 
más pobre. 
En efecto, una de las objeciones principales, qui-
zás la más poderosa, que se emplea contra la venta de 
los montes, es que su conservación es de absoluta ne-
cesidad, pues sin ellos las condiciones climatológicas 
variarían en términos que la agricultura perecería y 
hasta la salud pública se resentiría notabilísimamente; 
pero aparte de que los montes no enajenados por las 
especies arbóreas que contienen no son los más á 
propósito parala conservación de la humedad, que 
favorezca la evaporación y la periodicidad de las llu-
vias, ni sus apretadas hojas permiten la absorción de 
miasmas perjudiciales á la salud, ¿no son sanas las 
provincias de Salamanca, Cáceres y Badajoz? ¿No se 
encuentra en ellas la agricultura tan desarrollada 
como en las demás? ¿No tienen las mejores ganade-
rías boyales, lanares, mulares, caballares y de cerda? 
Pues si en ellas los montes casi todos son de propie-
dad particular, ¿por qué no esperar que en todas las 
provincias suceda lo propio? 
¿En qué consiste que la ganadería se sostiene y 
aumenta en esas provincias, que alimentan á gran 
parte de los ganados de Castilla la Vieja, y han pere-
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cido las célebres cabañas de Segovia, y tras ellas hu-
yeron, para no volver, sus renombrados paños? En 
que aquellos montes están vigilados por el ojo del 
amo, éstos están entregados al interés extraño. 
Se supone, es cierto, en muchas poblaciones de 
España un espíritu destructor del arbolado; pero es 
natural que en todo caso destruya lo ajeno y no lo 
propio; que esto, además, cuenta con la defensa del 
dueño, interesado constante, tenaz; aquéllo con la ac 
ción pública, indiferente, débil, por regla general. 
Luego las condiciones climatológicas no cambiarán, 
y en todo caso será en sentido favorable, puesto que 
es axiomático que los particulares cuidan más de sus 
árboles que la Administración de los que á otros per-
tenecen, y la demostración es evidente : véanse los 
árboles plantados por la actividad individual, cuén-
tense y compárense con los plantados por la Admi-
nistración. 
Pero es, se dice, que tras la venta vendría la tala 
de los montes, porque los compradores, ante la idea 
de poder obtener de los árboles gran parte del precio 
de la venta, se excederían en las posturas en el rema-
te, y de aquí la tala y quizás la pérdida del precio para 
el Tesoro ; pero este peligro no existe, puesto que se 
evita fácilmente con las fianzas en metálico ó valores 
que aseguran el importe del arbolado, y en cuanto al 
de la tala, no debe presumirse sino cuando las ventas 
se hacen como ahora, paulatina y aisladamente. Es 
más, la ley de 9 de Enero de 1877 ofrece medios que 
permitirán, en todo caso, evitar el riesgo de los prime-
ros momentos, que pudieran ser los únicos temibles. 
No debe hacerse la enajenación como hasta el día, 
porque si se vende un solo monte en una provincia, ó 
dos ó tres, los compradores pueden emprender la tala, 
porque serían los únicos que pudieran hacer madera, 
leña y carbón, compitiendo en términos que las su-
bastas de los aprovechamientos en los montes públi-
cos quedasen desiertas; pero ese peligro no es temi-
ble vendiéndose mucho á la vez, todo á ser posible, 
porque sería entonces tal la competencia, que abara-
taría la leña, el carbón y la madera, de suerte que los 
adquirentes se persuadan de que les tiene más cuenta 
la conservación que la destrucción, y por lo tanto, no 
sólo es conveniente la venta de los montes, sino que 
es preciso se haga de una vez; además que la Historia 
enseña que la realización paulatina de las ventas cuen-
ta con tales y tantas dificultades, que á pesar de las 
leyes del 55 y 56, no obstante los buenos propósitos 
de la de 1859, á pesar de la firme voluntad del Minis-
tro de Fomento que lo era en 1862, los montes no se 
han vendido, ni aun los rasos y baldíos, siquiera no 
contengan otro arbusto que el tomillo y el can-
tueso. 
Y para concluir con las razones que como de más 
fuérzase emplean contra la venta, á los que dicen 
que los montes son precisos para las construcciones 
navales, puede contestárseles que los particulares 
criarían con esmero las piezas de mayor marca, y en 
nuestros arsenales no se encuentran las maderas de 
los montes nacionales. 
Careciendo, pues, en absoluto de fuerza las princi-
pales razones alegadas, parece inexplicable cómo abo-
gando todo por la inmediata enajenación, ésta no se ha 
realizado ni aun en la parte en que desde hace mucho 
tiempo era preceptivo. Sin embargo, la explicación es 
fácil, si se tienen en cuenta las razones que quedan 
expuestas. Los montes públicos, ya pertenezcan a^  
Estado, ya á las Corporaciones, no producen benefi-
cios á la generalidad de los españoles, y para persua-
dirse de ello basta saber lo que ocurre en la gran 
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mayoría de los pueblos, pudiera decirse que en la 
totalidad. 
Los pastos, ó los aproyechan á veces los pocos ga-
naderos , sin beneficio alguno para los demás vecinos, 
ó si se arbitra algún recurso sobre ellos con que aten-
der á los gastos municipales, el interés de los Ayun-
tamientos los lleva naturalmente á que tales recursos 
no figuren en el presupuesto como de los montes, 
porque en este caso se tendrían que considerar los 
bienes como de Propios, más expuestos á la venta y 
obligados á pagar el 20 por 100 al Tesoro. 
Y en cuanto á los aprovechamientos forestales, 
como lefias, carbones ó maderas, nada he de decir, 
siendo públicos y notorios los hechos que repetida-
mente se denuncian. 
En cambio, los infelices jornaleros que, faltos de 
trabajo, buscan el sustento en una carga de lefia, se 
encuentran á menudo sometidos á un proceso largo y 
dispendioso, y como término, á uno, dos ó tres meses 
de arresto, con más las costas, pudiendo asegurarse 
que en algunas provincias la mayor parte de las cau-
sas criminales que se instruyen son por robo de lefias, 
sobre todo desde la reforma del Código penal de 1876. 
Pues hágase la venta, y todos esos inconvenientes 
desaparecerán, y no volverán las multas, ni renacerán 
las causas y se moralizarán los pueblos. 
Sobre todo, una vez vendidos, el producto que ob-
tengan los pueblos del capital será para todo el vecin-
dario. 
Luego es conveniente á los pueblos la enajenación; 
y ¿cómo no? 
¿Qué tienen hoy los pueblos de los montes? Nada 
ó muy poco, según queda demostrado, y por lo tanto, 
es seguro que lo que obtengan de las láminas ó títulos 
de crédito que en equivalencia se les entregue, será 
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mucho más que lo que al presente logran, razón que 
justifica la entrega de la mitad, y de seguro que todos 
recibirán con inmensa alegría la noticia de la venta. 
Habrá quizás quien diga que á los pueblos corres-
pondía el total del capital; pero por de pronto, en lo 
relativo á los de Propios, el 20 por 100 es del Estado; 
la mayor parte de los montes son de Propios, ó deben 
considerarse tales, porque, aun cuando en escasas 
proporciones, algo se arbitra sobre ellos; y sobre todo 
no permitiéndose hoy á los pueblos disponer sino de 
una parte de los productos, no llegando ésta ni á la 
mitad de los que pueden obtenerse, el reconocerles 
la mitad del capital, ingresarlo en la Caja de Depósi-
tos, invertirlo inmediatamente en valores nominati-
vos del Estado, el cobrar trimestralmente los intere-
ses, el poder disponer, con la autorización debida, 
caso de una necesidad ó utilidad manifiesta, de un ca-
pital, son ventajas que no habrá pueblo que las re-
chace. 
Y que éste ha de producirles más, infinitamente 
más que al presente les producen los montes, es in-
discutible y por lo tanto de facilísima demostración: 
los presupuestos y las cuentas del Estado lo paten-
tizan. 
Á 320.000 pesetas se elévalo que en el presupues-
to del Estado luce como producto del 20 por 100 de 
todos los bienes de Propios : aun suponiendo que no 
quedasen por vender más que los montes, si esa cifra 
representa la quinta parte del producto anual, el 80, 
que es páralos pueblos, representaría 1,280.000 pese-
tas, y por mucho que sea el valor que se dé á los pas-
tos, como éste no es para el Municipio sino en la pe-
queña cantidad que se arbitra, no ha de ser ni compa-
rable el producto que hoy obtienen con el que obten-
drán, como más adelante se demostrará. 
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Luego si á la riqueza pública interesa; si á los par-
ticulares importa y á los Municipios conviene, no 
existe razón seria que á la venta de los montes se 
oponga, y lo propio y con mayor fundamento puede 
y debe decirse de las dehesas boyales, pues basta 
enunciar que la razón aparente de su excepción es el 
facilitar pastos gratis para los ganados de la labor, 
para adquirir el convencimiento de que se aprovecha 
más el que más ganado tiene y que en nada la utiliza 
el que carece de él, y no hay razón ni justicia para 
que los bienes de la Nación sean privilegio de unos 
en perjuicio de otros. 
¿Qué es, pues, lo que se opone á la enajenación 
inmediata de los montes, dehesas y baldíos? ¿Será 
que la opinión no está hecha? 
Todo lo contrario, está completamente formada, 
porque la idea no es nueva, sino muy antigua, y la 
generalidad que la aplaude está persuadida de las cau-
sas que se han opuesto á su realización. 
¿Podrá acaso decirse que no esperaba en este mo-
mento la venta de los montes? Tampoco es exacto; 
pero en todo caso, siendo grande la idea, siendo de 
importancia suma las ventajas, siendo necesario utili-
zar este medio para consolidar nuestro crédito, ase-
gurar la nivelación de los presupuestos del porvenir' 
para poder ostentar con orgullo por Europa entera 
nuestro nuevo y honroso título de nación solvente, 
sería preciso realizarlo aun á riesgo de la impopulari-
dad ; que no ha habido idea salvadora que no haya 
costado la impopularidad de sus generadores ó eje-
cutores, siquiera la Historia haya venido más tarde 
á hacerles la justicia que los contemporáneos les ne-
garan. 
Resta solamente examinar la cuestión bajo un 
punto de vista, el más importante quizás; esto es, si 
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el momento es oportuno, si ofrecerá la cantidad que 
se busca á todos los fines al principio indicados, y si 
los recursos se obtendrán tan pronto como los intere-
ses públicos reclaman. 
La oportunidad, difícil siempre de determinar, 
está hoy justificada por la necesidad. 
Es absolutamente preciso cumplir lealmente los 
compromisos contraídos á nombre de la Nación, y 
sobre todo cuando se ha exigido á los acreedores 
la renuncia de más de la mitad del capital nominal 
y 5/i2 de la renta, y no sólo es preciso cumplirlos de 
presente, sino asegurarlo para lo porvenir. 
Es conveniente y necesario dar grande impulso á 
las obras públicas, protegiendo de este modo el inme-
diato desarrollo de la riqueza nacional. Es menester 
poner el material de todos los servicios y rentas á la 
altura debida, y tal cual lo exigen las necesidades 
públicas. 
Si, pues, todo esto es preciso, y los recursos ordi-
narios no son hoy susceptibles de aumento, y no exis-
te otro que la venta de los montes, claro es que ésta 
es necesaria, y lo necesario es oportuno. 
¿Producirá lo bastante? 
En el bosquejo sometido á la deliberación del Con-
sejo en 4 de Diciembre último, quedó demostrado 
que se obtendrían 1.881 millones de pesetas, y no hay 
necesidad de repetir los fundamentos del cálculo. 
Basta leer esta cifra para adquirir el convenci-
miento de que el recurso es poderoso y suficiente para 
llenar los fines antes indicados y realizar el pensa-
miento, pues aun admitiendo la hipótesis de que pu-
diera haber algún error en el cálculo, es tal el margen 
que queda, como en dicho documento se expresa, 
que ni dudarse puede de la suficiencia del recurso. 
Este ¿será de inmediata realización? Dicho se está 
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que la venta total no puede hacerse en un día, ni en 
un año, ni en dos ; pero llevándose á cabo con la rapi-
dez debida, y dada la importancia de la suma, facili-
tará una operación de crédito que permita asegurar 
su realización en un plazo de ocho años, en el que el 
desarrollo de la producción, el cambio y el consumo 
acrecentarán los recursos ordinarios del presupuesto, 
en términos que, como se dijo al empezar, los recur-
sos ordinarios basten con holgura para atender á todas 
las necesidades ordinarias de la Nación, aun contando 
con el aumento que han de tener los gastos por la 
conservación y reparación de las obras que han de 
realizarse con el recurso propuesto, debiendo adver-
tirse que la participación que á los pueblos se recono-
ce no aumentará la Deuda pública, puesto que no se 
emitirá más para pagarles, sino que retirarán del 
mercado lo que su parte representa, convirtiéndose 
en inscripciones nominativas los títulos al portador, 
favoreciendo también por este medio el crédito pú-
blico con la reducción del papel circulante. 
Si la necesidad de los recursos es evidente ; si la 
conveniencia de la medida es notoria ; si no existe 
otro disponible de fácil, inmediata y segura realiza-
ción ; si los pueblos obtendrán de los 1.684.500.000 
pesetas una renta mínima de 57.380.000 pesetas, aun 
suponiendo que adquiriesen los títulos á la par, lo que 
por ahora desgraciadamente no es creíble, cuando 
al presente no obtienen ni la quinta parte; si de este 
modo se consigue que el beneficio sea para todos; 
si tantos defectos se corrigen, y sobre todo, si con 
esta medida se consolida el crédito de la Nación, el 
proyecto está justificado por el estudio y por la re-
flexión. 
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AMPLIACIÓN DE EXPLICACIONES SOBRE EL PROYECTO 
DE ENAJENACIÓN DE LOS MONTES PÚBLICOS. 
Aun cuando la razones expuestas y las consignadas 
en los documentos á que me he referido bastan para 
llevar el convencimiento de la utilidad de la medida 
propuesta al ánimo del más refractario á la venta de 
los montes, no debo dar por terminado mi trabajo en 
esta parte sin hacerme cargo de algunas observacio-
nes que se han formulado, ya en los debates, ya en la 
Prensa, ya en las conversaciones particulares. 
Presumen algunos que produciría gran alarma la 
venta inmediata de todos los montes, y en verdad 
que lo alarmante es dar una interpretación poco recta 
á la palabra inmediata, que no puede tener la signifi-
cación que han querido atribuirle, entre otras razones, 
porque es materialmente imposible que en un solo 
día, ni en un mes, ni en un año, se llevara á cabo ser-
vicio tan grande como es el de la enajenación de todos 
los montes públicos, baldíos y dehesas boyales. 
La frase inmediata se empleó en el proyecto más 
bien como antítesis de la eterna lentitud con que se 
ha realizado la amortización en la escasa parte llevada 
á cabo; lo que en realidad quería decir es que desde 
que la ley fuese precepto obligatorio estarían todos 
los montes declarados en estado de venta, dejando, 
por lo tanto, de tener el carácter de reservables. 
Por lo demás, ¿cómo podría hacerse inmediata-
mente , si una vez sancionada la ley, debía realizarse 
la incautación formal por parte de la Hacienda y el 
oportuno índice y la correspondiente inscripción en 
el Registro de la Propiedad; si después tenían que 
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practicarse las debidas peritaciones, y no había perso-
nal suficiente para hacerlas á la vez; si en muchos 
casos habría que tramitar previamente el expediente 
de división en lotes, cuando fuese conveniente; si 
luego había de seguirse el expediente de subasta 
hasta llegar á la aprobación, liquidación, pago y toma 
de posesión? 
No; la desamortización, sobre todo en su ejecución 
la había yo calculado en seis años, y de lo anterior-
mente expuesto se deduce clarísimamente. Si se había 
de enajenar á pagar diez plazos en nueve años, y si se 
fijaba á los quince el último vencimiento, forzoso era 
enajenar en seis, que con los nueve de fecha hacen 
los quince de vencimiento. 
Además, esa falsa alarma porque se hiciera con toda 
la rapidez posible la venta de los montes carecía de 
fundamento, pues, como antes se ha dicho, en la pron-
titud y simultaneidad de la venta se encuentra el prin-
cipal remedio contra la supuesta tala general, porque 
si todos se dedicaban á talar, y esto fuera posible, la 
competencia abarataría el carbón, las leñas, las ma-
deras, en términos que el interés particular se decidi-
ría por la conservación, por serle mucho más ven-
tajosa. 
Sobre todo, lo relativo á la manera de realizarse el 
pensamiento era cuestión de detalle, no sometida aún 
al Consejo y más propia de la reglamentación que de 
la ley. En aquélla habían de ser atendidas todas las 
indicaciones que, sin oponerse á la desamortización, 
hicieran que ésta se llevara á cabo con el tino y la 
prudencia debidos para evitar esos imaginarios peli-
gros que tanto se abultan, y hasta para acallar esas 
falsas alarmas, que siempre preceden y subsiguen en 
la realización de todos los pensamientos financieros 
de alguna importancia, porque como no es posible que 
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á todos, absolutamente á todos, sea agradable la idea, 
los descontentos se encargan de producir la alarma, 
que, cuando no tiene fundamento, se disipa como el 
humo á la más imperceptible brisa de la opinión 
sensata. 
Conviene á mi propósito ocuparme ahora de otra 
de las observaciones hechas, que al pronto parece de 
gran fuerza, tanta, que por algunos se ha supuesto 
que era obstáculo invencible para la enajenación de 
los montes. Se dice : si el valor de los montes se eleva 
á 3.000 millones de pesetas, ¿los tienen disponibles 
los españoles? No. Luego la desamortización de los 
montes es imposible. 
Si así hubiera discurrido el insigne Mendizábal, que 
desenvolvió su pensamiento cuando aun en muchos 
pueblos de la Península más que ventas había permu-
tas de productos; si de este modo hubieran pensado 
los desamortizadores del bienio de 1854 á 1856, cuan-
do tres años antes la moneda de oro no circulaba sino 
en las grandes poblaciones, pues si alguna había en 
las pequeñas estaba á veces hasta enterrada , de se-
guro que la desamortización no se hubiera realizado. 
Felizmente no se detuvieron ante semejante dificul-
tad, que entonces pudiera decirse con verdad que 
existía; pero comprendiendo el desarrollo que alcan-
zaría la riqueza con entregar á la actividad individual 
lo que poseían manos muertas, vieron claro que esa 
gran palanca de la Economía política crearía los ca-
pitales para satisfacer los remates; y la Historia ha ve-
nido á patentizar cuan acertados estuvieron, pues si 
bien es cierto que en los primeros momentos la usura 
se aprovechó de las circunstancias, hoy la propiedad 
va sacudiendo su pesadísimo yugo, y la Nación se en-
cuentra con fuerzas bastantes para adquirir aquella 
de que se trata, gracias al aumento considerabilísimo 
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de la producción, al rápido progreso del comercio, á 
la facilidad de las comunicaciones, al desarrollo in-
menso que ha tenido el consumo. 
Pero no es esto sólo. ¿Han creído los impugnado-
res que tan equivocada interpretación dan á la palabra 
inmediata, que el desembolso deba hacerse de una 
sola vez? ¿Han presumido que una de las bases de mi 
pensamiento era contar con que del ahorro pudieran 
los españoles desembolsar en un instante los 3.000 
millones de pesetas? Ligeros están los que aquello 
crean, los que esto presuman. 
Ya he dicho que calculaba quince años para satis-
facer todos los plazos ; luego, cuando menos, los 3.000 
millones de pesetas habían de dividirse en quince 
años, y no es lo mismo desembolsarlos de una vez que 
satisfacer 200 millones cada año. Pues bien; si cada 
plazo representaba el 10 por 100 de la finca que se 
adquiriese, y no es mucho presumir que el que se 
hacía propietario obtuviese un 5 por 100 de produc-
to, lo único que se pedía al ahorro era otro 5 por 
100, ó lo que es lo mismo, al ahorro se le deman-
daba la mitad del importe de la venta, y si ésta repre-
sentaba en junto y término medio 200 millones de 
pesetas al año, 100 millones eran los que se pedían 
al ahorro. ¿Y será cierto que los compradores no pue-
dan realizar ese sacrificio al año para hacerse propie-
tarios? Si los que contraria opinión mantienen pensa-
ran detenidamente en el asunto, verían que no sólo 
es fácil encontrar ese ahorro, ó al menos ese capital, 
sino que es más, que quizás la misma enajenación de 
los montes busque el capital. 
Queda demostrado que casi la mitad del importe 
total de las ventas se adjudicaría á los pueblos, pues 
que los montes propios del Estado no exceden de 
393.000 hectáreas de las 7.100.000 de que había de 
disponerse. En su consecuencia, toda la parte corres-
pondiente á los pueblos habría que emplearla en ad-
quirir títulos del 4 por 100, que serían convertidos en 
nominativos, lo cual retiraría de la constante circula-
ción una masa enorme de papel, elevaría su precio, y 
al estar á la par ó cerca de ella, ¿ dónde iría el efecti-
vo que por él se diera? Mucho podría ir á la industria 
y al comercio, es verdad; pero ¿no aminoraría en la 
mayor parte lo que al ahorro hubiera de pedirse? Más 
aun : ¿qué se haría de todo el importe de las amorti-
zaciones del 4 por 100? ¿Qué del sobrante del ren-
tista? En nuestro país, donde no se conoce el peque-
ño tenedor, donde el especulador, por regla general, 
lo es en pequeña escala, pero el rentista lo es en gran-
de, ¿qué se haría, repito, del sobrante del interés que 
trimestralmente sale á la plaza, sobre todo cuando los 
valores públicos adquieran el precio á que están lla-
mados, y si continuamos en la paz de que felizmente 
disfrutamos? Retirarlos de las especulaciones bursá-
tiles y llevarlos á la propiedad ó al préstamo barato; 
y los montes darían ellos mismos, con las ventajas de 
la producción y con esas otras ventajas, lo bastante 
para pagarlos, Y vean, pues, cómo los que se arredra-
ban ante la cifra de los 3.000 millones no meditaron 
lo bastante al alarmarse ante una dificultad ilusoria, y 
por consiguiente, no comprendieron que en la venta 
de los mismos montes estaba el metálico para pagarlos. 
Esto aparte de que el desarrollo de la riqueza pro-
duce el ahorro en todas las clases, el cual por sí solo 
se bastaba para desembolsar los 100 millones de pe-
setas anuales; á más que podría suceder, y es proba-
ble sucediera, que viniesen capitales extranjeros á in-
teresarse en la adquisición, con tanto mayor motivo, 
cuando hay industrias, como la resinera, tan descuida-
da en España. 
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Cuadra aquí perfectamente el que me ocupe de 
otra observación que se ha hecho, relativa al valor 
dado por mí á los montes en el cálculo que sirvió de 
base al pensamiento de la enajenación. Se ha dicho 
que era insignificante el valor que tienen y que no 
bastaría á sacar de apuros al presupuesto. 
Si esto fuera cierto, podría yo preguntar: ¿qué ha 
hecho la Administración, que después.de todo no ha 
sabido crear y conservar lo que tan poco vale? Si esto 
es verdad, ¿qué interés existe en conservar el státu 
quol ¿Por qué se cree que no tendrían los españoles 
dinero para adquirir cosa de tan poco valor? ¿Cómo 
es que solamente al Estado le cuesta más de dos mi-
llones de pesetas el servicio de montes, sin contar la 
Guardia civil? 
No; los montes valen lo que se ha dicho, y al fijar-
les yo ese valor, no procedí á capricho y sin conoci-
miento del asunto, sino que, con la reserva conve-
niente, pedí noticias á muchas provincias, consulté 
antecedentes dignos de ser tenidos en cuenta, y pude 
convencerme de que había montes cuya hectárea se 
tasaba en más de 5.000 pesetas, y los rasos de menos 
precio se peritaban en 75 pesetas; y tomando los pre-
cios mínimos de la valoración que debía darse á los 
montes altos, á los medios, á los rasos y á los prados, 
puesto que en el plan entraban las dehesas boyales, 
la mayor parte praderas de bastante valor, me ofrecía 
el resultado que sirvió de tipo. Es más: queriendo 
proceder en este punto con el pulso con que procuro 
proceder en todo, hice comprobaciones con los datos 
publicados por el Anuario Estadístico, en el que no 
constan sino los aprovechamientos legales, que no 
exceden del 50 por 100, y de la comparación resultó 
comprobada la exactitud del cálculo. 
Verdad es que hay quienes, diciéndose conocedores 
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de la materia, aseveran que el término medio dé l a 
hectárea es el de 50 pesetas, sin duda haciendo el mí-
nimum de una peseta y el máximum de 100. Para 
contestar esta afirmación me bastaría decir á quienes 
tal opinión mantengan, que pueden pedir precios á 
los particulares propietarios de montes; no admitien-
do además, como no admito, que en igualdad de con-
diciones se pague más por las ventas al contado que 
por las hechas á plazo. Pero recórranse las campiñas 
de Redondela, en Pontevedra, de las Arriondas, en 
Oviedo, los pinares de Cuenca y Soria, los de Ávila 
y Segovia, ofrézcase á 50 pesetas por la hectárea, y es 
posible que contesten sus dueños que ese precio no 
alcanzaría acaso á pagar alguno de los árboles que en 
cada hectárea existen. Sobre todo, si fuera el precio, 
• Como se supone, el de 50 pesetas, el total valor de los 
7.100.000 hectáreas sería el de 355 millones, y no se 
concibe que bienes poco bien administrados, que al-
cancen esa estimación, produzcan al año lo que resul-
ta del Anuario Estadístico. 
Sabido es que esta importante publicación se limi-
taba á la relación de productos que los Municipios 
facilitaban, pues que las Secciones de Estadística sólo 
tenían conocimiento directo de los aprovechamientos 
forestales que se concedían á los Municipios y de los 
que se hacían en los montes del Estado; notorio es 
además que las concesiones no eran anuales, ni si-
quiera bienales, pues que, en cuanto á cortas, no se 
autorizaban sino de largo en largo plazo, y los pastos 
se reducían todo lo posible; y por último, ni aun los 
Ayuntamientos podían precisar otros muchos aprove-
chamientos, porque se escapaban á su fiscalización: 
pudiendo asegurarse, por lo tanto, que los productos 
figurados en el Almario no llegaban ni á la mitad de 
los de que son susceptibles los montes públicos. 
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Esto sentado, tomando de él como tipo una provin-
cia en la que la propiedad alcanza menos valor, ya 
por sus condiciones climatológicas, ya por la dificul-
tad de las vías de comunicación, como es la de Soria, 
vemos el resultado siguiente : 
En los años 1864 y 1865 figura en la mencionada 
.publicación un producto de 3.556.882,50 pesetas, que 
por la razón antedicha debe considerarse como el pro-
ducto anual, y no completo. Tenía á la sazón sin ven-
der 147.663 hectáreas. Pues bien; capitalizando aque-
lla renta al 5 por 100, que es el producto mínimo que 
ha de ofrecer dicha riqueza en manos de los particu-
lares, el capital se eleva á 71.337.650 pesetas, y divi-
dido por las 147.663 hectáreas, da un valor á la hectá-
rea de 483 pesetas, término medio. Pues si éste es el 
precio donde la propiedad menos vale, buscando el 
promedio en todo el País no puede considerarse exce-
sivo el de 500 pesetas por hectárea, que es el que ha 
servido de base al cálculo de que antes me he ocupado. 
Pero después de todo, y para concluir sobre este 
punto, quiero conceder por un momento que hubiera 
exageración en el cálculo hecho del valor de los mon-
tes. ¿Se supone que la hay en una cuarta parte? Pues 
todavía quedarían para el Estado 1.410.750.000 de 
pesetas de las 1.881.000.000 que se estima ha de pro-
ducir la enagenación de los montes. ¿Quiere decirse, 
por absurdo que parezca, que el precio fijado debe 
disminuirse en una tercera parte? Pues aun quedarían 
para el Estado 1.254 millones de pesetas; y en uno y 
en otro caso podría hacerse una distribución conve-
niente de las respectivas sumas, que atendiera hol-
gadamente á todas las necesidades y á todos los servi-
cios, sin que por otra parte en la disminución dejasen 
de obtener los pueblos beneficios superiores á los que 
hoy obtienen. 
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Presumo que he llevado las concesiones sobre el 
cálculo al último límite; más no se olvide que las he 
hecho solamente en hipótesis, pues, por lo demás, 
abrigo el convencimiento de que aquel es exacto. 
Alégase asimismo por los impugnadores de la ena-
genación que el pensamiento por mí iniciado priva á 
los vecinos pobres de ciertos aprovechamientos, como 
leñas, pastos, etc.; mas en verdad tiene poca fuerza 
la observación. ¿Es que sobre la finca pesaba esa ser-
vidumbre legítimamente adquirida, documentalmente 
probada? Pues en la desamortización se han respeta-
do, respetan y habrían de respetarse los derechos le-
gítimos. Pero son rarísimos los casos en que tal suce-
de: lo que existe son muchas corruptelas, no pocos 
abusos, cortados en gran parte por la reforma del 
Código penal hecha en 1876, determinando que se 
consideraría delito de robo el tomar hojarasca en cual-
quier monte. Á contar desde esa época, el abuso ha 
podido existir, pero también existen millares de cau-
sas criminales y multitud de familias en la miseria por 
el aprovechamiento de leñas; y en cuanto al pastoreo, 
la Guardia civil podría decir, así como el Ministerio 
de Fomento, á cuánto se elevan las multas que anual-
mente se imponen, y los pequeños ganaderos dirán si 
prefieren tener que acoger sus ganados en el monte 
de un particular ó tener el aliciente de un monte pú-
blico donde apacentarlos durante todo un año sin 
que nada les cueste, pero sufriendo en casos dados la 
imposición de una multa que, aun condonada en sus 
tres cuartas partes, importara la cuarta mucho más 
que lo que pudiera costarles el acogimiento de su 
ganado ; esto aparte de Tos juicios de faltas, que re-
petidos conducen á una causa criminal de funestas 
consecuencias para los infelices ganaderos. 
Tales son las ventajas que alcanzan la generalidad 
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de los vecinos que no utilizan legalmente sino los es-
casos aprovechamientos forestales que se conceden á 
los Municipios, por lo que éstos y los vecinos se da-
rán por muy satisfechos con recibir el 50 por 100 del 
producto de la venta, que les proporcionaría doble 
interés anual que lo que obtienen hoy, según los datos 
del Anuario Estadístico antes mencionado. 
Se ha dicho también que los montes no pueden en-
tregarse ala actividad individual porque ésta no tiene 
espera bastante para aguardar los años que son nece-
sarios á que el monte esté en productos; pero aparte 
de que los hechos demuestran lo contrario, puesto 
que son más los que en la actualidad se plantan ó se 
repueblan por los particulares, no obstante que se 
ve al particular hacer ciertas plantaciones, como la 
del olivo, que tarda mucho en producir, y hasta que 
esto sucede está constantemente gastando y privando 
de todo interés al capital, y sin embargo de que el 
que planta un monte sólo tiene que esperar, pero sin 
gastar, aprovechando muy luego el producto de los 
pastos, tan pronto como la guía del pimpollo ó la 
mata está á mayor altura que aquella á que pueda al-
canzar la res que pasta en el monte, ¿se trata ahora 
de la plantación? ¿Se trata de hacer montes, ó de ven-
der los que existen, y en vías de destrucción? Pues si 
es de esto último de lo que se trata, el monte ya está 
criado, .está en productos, y la falta de espera no 
puede alegarse, porque desde el primer día el que se 
hace propietario le tiene en producto. 
Por último, suponen algunos que cuando menos los 
montes que se encuentran situados en las alturas de 
las montañas deberían reservarse, y en verdad que no 
alcanzo á comprender la razón. Esos son los que me-
nos expuestos están á la destrucción, por la dificultad 
de los arrastres, siendo en cambio los que ofrecen 
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pastos en la estación de verano, en que no los tienen 
los valles, ofreciendo ventajas que nadie como el par-
ticular sabe apreciar, y de los que el Estado obtiene 
reducido producto y puede vigilar menos, porque re-
tirados de la ruta de la Guardia civil, son menos visi-
tados y, por lo tanto, objeto de constante merodeo. 
He expuesto todos los antecedentes de la cuestión 
de enagenación de los montes, y las razones que en 
mi juicio abonábanla medida. Cúmpleme ahora, para 
que no quede duda del alcance de mis opiniones al 
someter al Consejo de Ministros tan grave asunto, 
tratar, aunque ligeramente, del método que me pro-
ponía emplear, si llegaba el momento de realizarlo. 
Con franqueza, que podría acaso ser innecesaria, 
pero que acredita desde luego mi lealtad y la sinceri-
dad de mi carácter, he dejado consignado en el bos-
quejo de ideas que presenté al Consejo de Ministros 
que como los recursos no se obtendrían en la misma 
proporción que los gastos debieran verificarse,/oí/rm/? 
hacerse sobre los pagarés que las ventas produjesen 
operaciones de crédito que anticipasen los recursos. 
Siendo como son conocidos mis deseos y mis ten-
dencias de que el crédito público se fortifique y de 
que los tenedores de la Deuda pública no se vean 
defraudados en las fundadas esperanzas que las nego-
ciaciones para la conversión debieron ofrecerles de 
que no se harían prematura éincondicionalmente nue-
vas emisiones de valores que perjudicasen los suyos, 
sería posible que los que parecen estar siempre dispues-
tos á combatir mis soluciones encontrasen contradic-
ción entre aquellas y estas opiniones, y es deber mío, 
por lo tanto, explicar con claridad mis propósitos. 
A l presentar el referido bosquejo, sólo hacía enun-
ciación de ideas generales, sin precisar sus detalle ; 
pero desde luego se advierte que no se trataba de una 
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medida definitiva, cuando se expresaba que podrían 
hacerse operaciones de crédito, y no que se harían, 
con lo cual daba á entender que sólo tendrían lugar 
en el caso que fueran absolutamente precisas. 
Si esta necesidad llegaba, si no fuera bastante la ne-
gociación de lospagarés á que previamente debía acu-
dirse y la cual no trae anexa la necesidad de una emi-
sión de valores, como lo prueban las diferentes que 
han tenido lugar con el Banco de España y otros es-
tablecimientos de crédito, la operación que se efec-
tuase se verificaría dentro de las reglas que exige una 
buena administración para que no resultase lastimado 
interés alguno. 
Los poseedores de la Deuda pública sufren perjui-
cio, y lo experimenta también el Estado, cuando los 
intereses, y la amortización en su caso, no caben hol-
gadamente dentro del presupuesto ordinario y hay 
que mantener estas obligaciones por medio de una 
Deuda flotante, que al fin ha de saldarse por una ope-
ración de crédito que produce idénticos inconvenien-
tes, si no se arbitraron los recursos que desde el pri-
mer día debieron arbitrarse. 
En el caso extremo de que sobre los pagarés de 
compradores de los montes hubiese que hacer una 
operación de crédito que produjese emisión, ésta no 
podría tener lugar, con arreglo á la base de mi pro-
yecto, sino con las condiciones siguientes: 
1. a Con un presupuesto ordinario en el cual cabían 
holgadamente todos los intereses déla Deuda pública, 
no sólo por lo presente, sino también para lo porvenir. 
2. a E l presupuesto extraordinario que se formaba, 
estaba dotado para cubrir todos sus gastos con recur-
sos positivos y realizables, alejando toda posibilidad 
de crearse débitos que afectasen á los presupuestos 
ulteriores. 
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3. a Que aun no obstante lo expuesto, la emisión 
sólo tendría lugar por la cantidad absolutamente pre-
cisa para atender al desenvolvimiento de la riqueza y 
á las necesidades públicas actuales, con lo cual gana 
notablemente el crédito público. 
4. a Que, dado el caso de que me ocupo, si por una 
parte nacía un nuevo valor, por otra se disminuía en 
cantidad muy superior la circulación del 4 por 100, 
toda vez que la parte del producto de los montes co-
rrespondiente á los Ayuntamientos se destinaba á la 
adquisición de títulos del 4 por 100 que se converti-
rían en inscripciones. 
5. a Que entraba en mi propósito, según también 
consta en el bosquejo presentado al Consejo de Mi-
nistros, que una parte del producto de la enagenación 
dé los montes se destinase á la amortización dé l a 
Deuda pública. 
Con estas condiciones, que no son arbitrarias ni 
meramente hipotéticas, sino que nacen todas del 
mismo pensamiento presentado al Consejo de Minis-
tros, los mismos tenedores de la Deuda pública se fe-
licitarían de ver adoptar caminos que, contribuyendo 
poderosamente á fomentar la riqueza pública y á en-
grandecer al País, contribuirían eficacísimamente al 
enaltecimiento del crédito. 
Demostrado, pues, que eran imaginarios los incon-
venientes de la venta de los montes públicos; demos-
trado asimismo que serían grandes las ventajas que la 
riqueza pública y la Hacienda habían de alcanzar con 
la realización del pensamiento que sometí á la delibe-
ración del Consejo ; teniendo fe en mis convicciones, 
hijas del estudio y del vehemente propósito de con-
tribuir con todas mis fuerzas al bienestar de la Nación, 
espero que el tiempo ha de darme la razón y que la 
verdad se abrirá paso. 
CONCLUSION. 
He terminado mi trabajo. Acaso haya quien lo 
tenga por sobrado extenso; pero yo afirmo que en 
todo caso mi intención ha estado muy lejos de consi-
derarlo como asunto de un vano interés personal. 
Tenía yo una obligación que cumplir, en virtud de 
los respetos debidos á la mayoría parlamentaria que 
con verdadera decisión apoyó mis planes, y al Go-
bierno de que he formado parte recientemente. Por 
más que yo piense que la Política y la Hacienda son 
cosas distintas, y que la segunda se mueve en una es-
fera propia, sin desconocer por esto que tienen sus 
puntos de contacto, es lo cierto que si bien me cupo la 
honra y me corresponde la responsabilidad de haber 
iniciado, en cumplimiento estricto de mi deber, el sis-
tema financiero del Gabinete de 8 de Febrero de 1881. 
hay que reconocer que el Consejo de Ministros me 
favoreció con su cooperación, y que por consecuen-
cia, yo no hago nada de más como miembro de aquel 
Gabinete con procurar dar ahora extensa cuenta á la 
opinión de los móviles y resultados del sistema finan-
ciero consignado concretamente en el párrafo que 
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el Gobierno tuvo el alto honor de poner en los labios 
augustos de S. M. el Rey en un documento parlamen-
tario de la importancia del discurso de la Corona, es-
tampado en la parte oportuna á la cabeza de esta 
Memoria. 
Con mis ideas y compromisos fui llamado á formar 
parte de aquella Administración; y debo hacer cons-
tar aquí mi reconocimiento hacia mis compañeros por 
la benévola confianza que en mí se sirvieron deposi-
tar, y por la decisión con que apoyaban lo que esti: 
marón útil para la Nación, y la experiencia está justi-
ficando, si no como la fórmula definitiva de nuestra 
Hacienda, alarde de satisfacción y confianza propias 
en que yo jamás incurriré, como fruto al menos de 
meditaciones consagradas á la Patria con el deseo sin-
cero de que otros vayan corrigiendo y mejorando la 
obra de un Gobierno que quiso ganar para el País 
honra, crédito y mayor seguridad para lo porvenir. 
Satisfecha esta obligación, me resta que llenar otras 
dos, que tienen también para mí natural y legítima 
importancia. 
Es la primera, declarar que, respetando el uso que 
de su perfecto derecho hagan los que estén llamados 
á corregiré modificar mis planes, no puedo aceptar 
la responsabilidad de sus consecuencias, sino en tanto 
que los procedimientos conduzcan al perfecciona-
miento de las reformas por mí planteadas, y de ningún 
modo cuando lleven en sí el germen de su anulación 
ó las destruyan en alguna parte esencial. Nadie en 
justicia podrá pretender que esta declaración sea 
ociosa : si yo he obrado con perfecto convencimiento 
de la bondad de las reformas, y abrigo la esperanza de 
que han de seguir dando, como hasta de presente han 
dado, resultados provechosos, nadie extrañará esta 
salvedad: si la bondad de las medidas que puedan 
adoptarse produce beneficios y han de redundar en 
honra de sus autores, es equitativo que no sean en 
daño mío si la experiencia acredita lo contrario, pues 
harto tengo que hacer con defender lo por mí prac-
ticado, ante las censuras de mis adversarios, para 
decidirme á aceptar silenciosamente ó entrar en nue-
vos debates sobre responsabilidades que no sean ex-
clusivamente mias. 
Esta consideración, nacida de la experiencia que 
me proporcionó mi administración en 1874, me obliga 
á hacer otra por idénticos motivos. 
Contestando como dejo contestadas en este libro 
todas las censuras que se me han dirigido, explicados 
lealmente mis actos y mis patrióticos propósitos para 
lo porvenir, no he de estar dispuesto á dar el gusto á 
mis contradictores de que me tengan en perpetua lu-
cha activa. Así, pues, no teniendo nada que añadir ni 
quitar á lo dicho, sólo aceptaré debate cuando me 
convenga, dejando en el entretanto el juicio de los 
nuevos ataques ó censuras que puedan dirigírseme, á 
la opinión pública, que podrá pesar su fundamento 
y su justicia, con lo que sobre cada punto me he con-
siderado en el deber de exponer. 
No se entienda por esto que renuncio á la defensa 
de mi obra, en lo que de trascendental é importante 
pueda tener; pero la elección del asunto y del mo-
mento será exclusivamente mía. 
Antes lo he dicho : la Hacienda es el País en sus 
intereses más permanentes y más generales. Está por 
encima de los partidos, y jamás, mirando por la salud 
de la Patria, estos intereses pueden subordinarse, ni 
en el gobierno ni en la oposición, á consideraciones 
mezquinas de parcialidad y de amor propio. No quiere 
decir esto que la neutralidad equivalga al asenti-
miento común y á privarse de los serenos é impar-
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cíales juicios de la crítica, hija de la propia concien-
cia de cada uno , pues al contrario, con estos juicios 
se coopera también muy útilmente á la mejor Admi-
nistración y al provecho de la Patria. 
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